
enlaceparlamentariomorena@gmail.com 

ma 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Índice 

 

Iniciativas 
 

De la diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro con 

proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley 

General para el Control del Tabaco                              3 

 

De la diputada María Eugenia Hernández Pérez 

con proyecto de decreto por el que se reforma la 

fracción VI del artículo 6 de la Ley General de 

Víctimas                                                                                  14 

 

Del diputado Arturo Roberto Hernández Tapia 

con proyecto de decreto por el que se reforman los 

artículos 1368 y 1635 del Código Civil Federal   20 

 

De la diputada María Elizabeth Díaz García con 

proyecto de decreto por el que se expide la Ley 

General para la Prevención, Atención, 

Investigación, Sanción y Reparación del Delito de 

Feminicidio                                                                           27 

 

Del diputado Edelmiro Santiago Santos Díaz con 

proyecto de decreto por el que se reforma el 

artículo 4 de la Ley Nacional de Ejecución Penal   

                                                                            44 

Del diputado Edelmiro Santiago Santos Díaz con 

proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia y del Código Penal Federal    46 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

De la diputada Idalia Reyes Miguel con proyecto 

de decreto que reforma la fracción VI del artículo 

123 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos                                                             55 

 

De la diputada Raquel Bonilla Herrera con 

proyecto de decreto por el que se reforma el 

artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo          60 

 

De la diputada Beatriz Robles Gutiérrez con 

proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley 

General de Salud                                                                 68 

 

Del diputado Rodrigo Calderón Salas con 

proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan los artículos 59 y 170 de la Ley Federal 

del Trabajo                                                                             85 

 

Proposiciones 
 

De la diputada Lidia García Anaya con punto de 

acuerdo por el que se exhorta a la ASF a 

implementar las normas de la OCDE en materia de 

seguimiento a las observaciones y 

recomendaciones a los entes auditados                    89 

 

De la diputada María Elizabeth Díaz García con 

punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno 

del Estado de Tlaxcala, al Municipio de 

Tenancingo y a la Procuraduría General de Justicia 

del Estado de Tlaxcala a erradicar el delito de trata 

de personas                                                                            90 

  

                                                                                                                  

 
 

       Año 3                   Palacio Legislativo de San Lázaro, martes 23 de marzo de 2021                 No. 164    



Enlace Parlamentario 2  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

Del diputado Sergio Mayer Bretón con punto de 

acuerdo por el que se exhorta a las comisiones de 

Salud de ambas cámaras a acordar la 

comparecencia del encargado de la estrategia del 

Estado mexicano contra la pandemia de la 

COVID-19 y del subsecretario de Prevención y 

Promoción de la Salud                                                     96 

 

De diputadas y diputado con punto de acuerdo por 

el que se exhorta a la ASF a auditar los recursos 

ejercidos por la Universidad Juárez del Estado de 

Durango en el ejercicio fiscal 2020                         101 

 

De la diputada Laura Mónica Guerra Navarro con 

punto de acuerdo por el que se exhorta al director 

de Pemex a transparentar si ha realizado 

actividades de exploración y extracción de 

hidrocarburos en yacimientos no convencionales 

en Puebla y Veracruz                                                     103 

 

De la diputada Socorro López Martínez con punto 

de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del 

Estado de Jalisco, al Sistema Intermunicipal de los 

Servicios de Agua Potable y Alcantarillado y a los 

gobiernos municipales de Guadalajara, Tonalá, 

Tlaquepaque y Zapopan a garantizar el acceso de 

agua potable a la población                                         114 

 

Del diputado Rodrigo Calderón Salas con punto de 

acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de 

Economía a gestionar la declaratoria de protección 

como denominación de origen del limón persa  117 

 

De la diputada María Marivel Solís Barrera con 

punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP a 

implementar campañas virtuales de 

sensibilización e información sobre el Trastorno 

por Déficit de Atención con Hiperactividad 

durante la pandemia por COVID-19                      120 

 

 

 

 

 

 

 

  



Enlace Parlamentario 3  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

INICIATIVAS 
 

DE LA DIPUTADA LORENIA IVETH VALLES 

SAMPEDRO CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL PARA EL 

CONTROL DEL TABACO  

 

La suscrita, diputada Lorenia Iveth Valles 

Sampedro, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, 77 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

me permito someter a consideración de esta 

honorable soberanía la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley 

General para el Control del Tabaco, con base en el 

siguiente: 

 

Planteamiento del Problema 

 

En términos de lo ordenado por el artículo 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, toda persona tiene derecho a la 

protección de la salud, por lo que el Estado 

Mexicano debe realizar las acciones que resulten 

necesarias para garantizar que este derecho 

humano fundamental sea respetado en el territorio 

nacional. 

 

Dicho precepto constitucional ha servido como 

fundamento para el impulso de políticas públicas 

protectoras de la salud de la población mexicana, 

entre las cuales se encuentran las acciones a cargo 

de diversas instancias gubernamentales, para 

combatir el tabaquismo en nuestro país, 

reconociendo que tanto el tabaco como la 

exposición al humo de tabaco, constituyen una 

epidemia grave que representa una de las 

principales causas de enfermedad, discapacidad y 

muerte evitables. 

                                                 
1 Informe sobre el control del tabaco en la Región de las 

Américas, OMS, 2016, pág. 90. 

Con fecha 12 de agosto de 2003, la representación 

del Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos 

firmó el Convenio Marco para el Control de 

Tabaco (CMCT) de la Organización Mundial de la 

Salud (OMS), mismo que fue ratificado el 12 de 

mayo de 2004 otorgándole el carácter de Ley 

Suprema conforme con lo dispuesto en el artículo 

133 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

El CMCT tiene como objetivo “proteger a las 

generaciones presentes y futuras contra las 

devastadoras consecuencias sanitarias, sociales, 

ambientales y económicas del consumo de tabaco 

y de la exposición al humo de tabaco 

proporcionando un marco para las medidas de 

control del tabaco que habrán de aplicar las Partes 

a nivel nacional, regional e internacional a fin de 

reducir de manera continua y sustancial la 

prevalencia del consumo de tabaco y la exposición 

al humo de tabaco”1.  

  

México forma parte del Convenio Marco para el 

Control del Tabaco de la Organización Mundial de 

la Salud (CMCT-OMS), documento en el cual 168 

países han manifestado su intención de adherirse a 

las acciones para combatir el consumo de tabaco y 

los efectos dañinos a la salud causados por la 

exposición al humo del tabaco. 

 

El CMCT-OMS2 es el primer tratado negociado 

bajo los auspicios de la Organización Mundial de 

la Salud y se encuentra apoyado en pruebas 

científicas que reafirman el derecho de todas las 

personas a gozar del grado máximo de salud que 

se pueda lograr. En el primer párrafo del 

preámbulo del convenio, las partes declaran que se 

encuentran determinadas a dar prioridad a su 

derecho de proteger la salud pública. 

 

El CMCT-OMS se abrió a firma del 16 al 22 de 

junio de 2003 en Ginebra, Suiza, y, 

posteriormente, del 30 de junio de 2003 al 29 de 

junio de 2004, en la Sede de las Naciones Unidas 

en Nueva York, el depositario del tratado. El 

2https://apps.who.int/iris/bistream/handle/10665/42813/924

3591010.pdf;jsessionid=AA40EB4DBA22331AA0096870

5682094C?sequence=1  

https://apps.who.int/iris/bistream/handle/10665/42813/9243591010.pdf;jsessionid=AA40EB4DBA22331AA00968705682094C?sequence=1
https://apps.who.int/iris/bistream/handle/10665/42813/9243591010.pdf;jsessionid=AA40EB4DBA22331AA00968705682094C?sequence=1
https://apps.who.int/iris/bistream/handle/10665/42813/9243591010.pdf;jsessionid=AA40EB4DBA22331AA00968705682094C?sequence=1
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Convenio cuenta con 168 países signatarios, entre 

ellos la Comunidad Europea, lo que lo convierte 

en uno de los tratados más respaldados de toda la 

historia de las Naciones Unidas. 

 

Como parte de las acciones de protección a la 

salud de las personas, de conformidad con el 

artículo 4 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, México depositó en la 

Organización de las Naciones Unidas el Convenio 

Marco Para el Control del Tabaco el 28 de mayo 

de 2004, no obstante, cobró vigencia al publicarse 

la aprobación de dicho instrumento por parte del 

Senado de la República en el Diario Oficial de la 

Federación el 12 de mayo de 2004. 

 

Asimismo, el 31 de agosto de 2007, ante la 

Comisión Permanente del Congreso de la Unión, 

se presentó la iniciativa con proyecto de decreto 

que crea la Ley General para el Control del 

Tabaco, deroga y reforma diversas disposiciones 

de la Ley General de Salud, la cual corrió el 

proceso Legislativo correspondiente, y el 30 de 

mayo de 2005, el Ejecutivo Federal publicó en el 

Diario Oficial de la Federación, el decreto por el 

que se expide la Ley General para el Control del 

Tabaco; y deroga y reforma diversas disposiciones 

de la Ley General de Salud, cuya última reforma 

fue publicada el 15 de junio de 2018. 

 

La Ley General para el Control del Tabaco se 

integra de ocho títulos y es una ley de utilidad 

pública cuyas disposiciones son de orden público 

e interés social, de observancia general en todo el 

territorio nacional y las zonas sobre las que la 

nación ejerce su soberanía y jurisdicción; su 

objetivo es proteger la salud de la población de los 

efectos nocivos del tabaco; proteger los derechos 

de los no fumadores a vivir y convivir en espacios 

100% libres de humo de tabaco; establecer las 

bases para la protección contra el humo de tabaco; 

establecer las bases para la producción, 

etiquetado, empaquetado, promoción, publicidad, 

patrocinio, distribución, venta, consumo y uso de 

los productos del tabaco; instituir medidas para 

reducir el consumo de tabaco, particularmente en 

                                                 
3 https://www.who.int/fctc/text_download/es/ 

los menores; fomentar la promoción, la educación 

para la salud, así como la difusión del 

conocimiento de los riesgos atribuibles al 

consumo y a la exposición al humo de tabaco; 

establecer los lineamientos generales para el 

diseño y evaluación de legislación y políticas 

públicas basadas en evidencia contra el 

tabaquismo; establecer los lineamientos generales 

para la entrega y difusión de la información sobre 

los productos del tabaco y sus emisiones. 

 

Las disposiciones fundamentales del CMCT-

OMS, por lo que respecta a la reducción de la 

demanda, están contenidas en los artículos 6-14: 

 

 Protección contra la exposición al humo 

del tabaco; 

 Reglamentación de la información 

divulgada por los productos de tabaco; 

 Empaquetado y etiquetado de los 

productos de tabaco; 

 Publicidad, promoción y patrocinio del 

tabaco; y 

 Medidas de reducción de la demanda 

concernientes a la dependencia y cese del 

tabaco.3 

 

El humo de tabaco contiene muchas sustancias 

químicas que son dañinas tanto para los fumadores 

como para quienes no fuman.  Respirar solo un 

poco de humo de tabaco puede ser perjudicial. 

 

De las más de 7000 sustancias químicas presentes 

en el humo de tabaco, al menos 250 se sabe que 

son dañinas, incluso el cianuro de hidrógeno, 

el monóxido de carbono y el amoníaco. 

 

De las 250 sustancias conocidas como dañinas en 

el humo de tabaco, al menos 69 pueden causar 

cáncer. Estas sustancias químicas cancerígenas 

son las siguientes: 

 

 Acetaldehído. 

 Aminas aromáticas. 

 Arsénico. 

 Benceno. 

https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000686192&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000496500&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000691409&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000044303&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000270734&version=Patient&language=Spanish
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 Berilio (un metal tóxico). 

 1,3-butadieno (un gas peligroso). 

 Cadmio (un metal tóxico). 

 Cloruro vinílico. 

 Cromo (un elemento metálico). 

 Cumeno. 

 Formaldehído. 

 Hidrocarburos aromáticos 

policíclicos (HAP). 

 Níquel (un elemento metálico). 

 Nitrosamina específica del tabaco. 

 Óxido de etileno. 

 Polonio-210 (un elemento químico 

radiactivo)4. 

 

En este sentido, es claro que el tabaco es un 

producto que cuyo consumo se encuentra 

irremediablemente asociado a la muerte, a los 

padecimientos de diversos tipos de cáncer, a la 

invalidez de los consumidores e, incluso, de los 

fumadores pasivos, entre otros diversos daños; por 

ello, válidamente se puede concebir con un 

producto enemigo de la salud pública y las 

políticas de los gobiernos, deben, sin duda, 

avanzar para reducir los espacios de consumo y 

comercialización de un producto que es lícito pero 

dañino para quienes lo consumen. 

 

Por ello, México debe establecer medidas más 

eficaces para acotar las actividades relacionadas 

con la exhibición de productos, muebles y 

escaparates en puntos de venta, publicidad y 

patrocinio, así como privilegiar espacios libres de 

humo de tabaco y elevar las sanciones a los 

infractores, ya que todo ello beneficia a los o 

fumadores y encuentra simetría con los 

compromisos adoptados por nuestro país en el 

CMCT-OMS y en los que no ha existido avance 

por más de una década. 

 

Reconociendo que la política de precios e 

impositiva aplicable a los productos del tabaco es 

materia de las leyes fiscales que no son objeto de 

                                                 
4 https://www.cancer.gov/espanol/cancer/causas-

prevencion/riesgo/tabaco/hoja-informativa-dejar-de-fumar 
5https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/42813/92

43591010.pdf;jsessionid=AB1E0A0B45AA5481E294C6D

0C3A999EF?sequence=1 

la presente iniciativa, es importante citar el 

artículo 7 del CMCT-OMS que establece que “Las 

Partes reconocen que las medidas integrales no 

relacionadas con los precios son un medio eficaz e 

importante para reducir el consumo de tabaco. 

Cada Parte adoptará y aplicará medidas 

legislativas, ejecutivas, administrativas u otras 

medidas eficaces que sean necesarias para el 

cumplimiento de sus obligaciones dimanantes de 

los artículos 8 a 13 y cooperará con las demás 

Partes según proceda, directamente o por 

intermedio de los organismos internacionales 

competentes, con miras a su cumplimiento. La 

Conferencia de las Partes propondrá directrices 

apropiadas para la aplicación de lo dispuesto en 

esos artículos5. 

 

Considerando datos publicados por McCabe 

Centre for Law and Cancer, Australia, “el tabaco 

mata a más de ocho millones de personas cada año 

en todo el mundo; alrededor del 80% de los 1.100 

millones de fumadores del mundo viven en países 

de ingresos bajos y medianos y a nivel mundial, el 

tabaco es responsable de aproximadamente el 22% 

de las muertes por cáncer. 

  

La epidemia de tabaquismo va mucho más allá de 

una cuestión de salud: impone una enorme carga a 

los países menos equipados para responder a las 

enfermedades relacionadas con el tabaco, las 

muertes y los costos para la economía. 

 

Los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU 

reconocen la amenaza que representa el tabaco con 

la inclusión de una meta para fortalecer la 

implementación del CMCT OMS, una hoja de ruta 

basada en evidencia para ayudar a todos los países 

a reducir el daño del tabaco y proteger derecho de 

las personas a la salud”6. 

 

Es claro que se deben actualizar las políticas 

nacionales para el control del tabaco, ya que el 

rezago en la actualización de políticas públicas 

6 https://www.mccabecentre.org/focus-areas/tobacco-

control 

https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000344348&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000046648&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000269439&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000686200&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000686200&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000748230&version=Patient&language=Spanish
https://www.cancer.gov/Common/PopUps/popDefinition.aspx?id=CDR0000686194&version=Patient&language=Spanish
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tiene como consecuencia, en el mejor de los casos, 

el sostenimiento de los niveles de adicción entre la 

población mexicana, lo que de ninguna manera 

puede considerarse positivo. 

 

Según la Encuesta Nacional de Consumo de 

Drogas, Alcohol y Tabaco 2016-2017, “en México 

se estima que anualmente mueren 43 mil personas 

por enfermedades atribuibles al tabaquismo, 

representando el 8.4% del total de muertes en el 

país. Las enfermedades cardiovasculares, 

cerebrovasculares, las respiratorias crónicas y el 

cáncer de pulmón, son las que tienen el mayor 

peso en la carga global de la enfermedad, además 

representan un alto costo económico para el 

sistema de salud mexicano. Entre 2009 y 2015 la 

epidemia del tabaquismo se ha mantenido sin 

cambios. La reciente Encuesta Global de 

Tabaquismo en Adultos México (GATS, por sus 

siglas en inglés) reportó en el año 2009 una 

prevalencia global de consumo de tabaco del 

15.9% en la población de 15 años y más, y en el 

año 2015 fue del 16.4%. Sin embargo, se 

observaron descensos significativos en la 

prevalencia de consumo en los hombres en 

comparación con las mujeres.”7 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
7 

https://encuestas.insp.mx/ena/encodat2017/reporte_encodat

_tabaco_2016_2017.pdf 

A su vez, Ley General para el control del Tabaco 

establece que en los paquetes de productos del 

tabaco y en todo empaquetado y etiquetado 

externo de los mismos, deberán figurar leyendas y 

pictogramas o imágenes de advertencia que 

muestren los efectos nocivos del consumo de los 

productos del tabaco, serán de alto impacto 

preventivo, claras, visibles, legibles y no deberán 

ser obstruidas por ningún medio, deberán ocupar 

al menos el 30% de la cara anterior, 100% de la 

cara posterior y el 100% de una de las caras 

laterales del paquete y la cajetilla, en el 100% de 

la cara posterior y el 100% de la cara lateral serán 

destinados al mensaje sanitario, que del mismo 

modo será rotativo, deberá incorporar un número 

telefónico de información sobre prevención, 

cesación y tratamiento de las enfermedades o 

efectos derivados del consumo de productos del 

tabaco. 

 

En este sentido, y de conformidad con los datos de 

la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, 

Alcohol y Tabaco 2016-2017, se demuestra que 

los fumadores de 12 a 65 años de edad piensan en 

dejar de fumar por los pictogramas o 

advertencias8. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

8 Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Alcohol y 

Tabaco 2016-2017, CONADIC, 2017, Pág. 308. 
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Considerando el contexto del CMCT-OMS, los 

pictogramas y medidas de advertencia en 

empaquetado tienen como finalidad reducir el 

atractivo de los productos de tabaco; suprimir los 

efectos del empaquetado de los productos de 

tabaco como forma de publicidad y promoción; 

prevenir el uso de técnicas de diseño de los 

paquetes que puedan sugerir que algunos 

productos son menos nocivos que otros, y 

aumentar la vistosidad y eficacia de las 

advertencias sanitarias9. 

 

Por ello, considerar no sólo la permanencia de los 

pictogramas, conforme al porcentaje actual, sino 

incrementarlas, tiene como objetivos: 

 

1)  Mejorar la salud pública: 

 

i) Desanimando a las personas de empezar 

a fumar, o de consumir productos  de 

tabaco. 

 ii) Animando a las personas a dejar de fumar 

y de consumir productos de tabaco. 

 iii) Desanimando de recaer en el hábito a las 

personas que hayan dejado de fumar, o de 

consumir productos de tabaco.

                                                 
9 Empaquetado Neutro de los productos de 

tabaco, OMS, 2017, Págs. 4-6. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 iv) Reduciendo la exposición de las personas 

al humo de productos de tabaco. 

 

 

 v)  Reducir el atractivo de los productos de 

tabaco para los consumidores. 

 vi) Aumentar la eficacia de las advertencias 

sanitarias en los paquetes de  productos de 

tabaco. 

 vii) Reducir la posibilidad de que los 

paquetes de productos de tabaco para la 

venta al por menor resulten engañosos para 

los consumidores en cuanto a los efectos 

nocivos del hábito de fumar o del consumo 

de productos de tabaco. 

 

2)  Dar cumplimiento a las obligaciones que 

incumben a México como Parte en el CMCT 

OMS. 

 

Adicionalmente, es de reconocerse que, a partir de 

la publicación de la Ley General para el Control 

del Tabaco, diversas entidades federativas han 

publicado las leyes locales para el control del 

tabaco, en términos de las cuales han regulado el 

consumo del tabaco en espacios públicos en el 

territorio correspondiente a cada Estado de la 
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República Mexicana; sin embargo, existen 

disposiciones asimétricas en cada circunscripción 

territorial con relación al consumo de productos 

del tabaco y de productos que producen aerosoles 

o vapor, por lo que se considera prioritario 

establecer, como regla general, una medida que 

refuerce la prohibición de consumo de productos 

del tabaco en áreas públicas y extender dicha 

obligación a productos que producen aerosoles o 

vapor, ya que se encuentran disponibles en gran 

variedad en nuestro país en el mercado ilegal. 

 

La última modificación a la Ley General para el 

Control del Tabaco se realizó el 15 de junio de 

2018 para incorporar un capítulo de delitos 

especiales relacionados con la adulteración, 

falsificación, contaminación, alteración o 

importación de productos del tabaco con tales 

características, por lo que no se dieron cambios en 

lo relativo a la exhibición de productos, 

empaquetado, publicidad y promoción y espacios 

libres de humo de tabaco, manteniendo la 

regulación existente desde la promulgación de la 

Ley en mayo de 2008, por lo que México tiene ya, 

doce años de rezago en sus políticas de control de 

tabaco que afectan, día a día, a la población de 

todo el país y denotan una falta de cumplimiento 

por parte de las instancias gubernamentales a lo 

ordenado por el artículo 4o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

establece el derecho humano de protección a la 

salud. 

 

La iniciativa comprende lo siguiente: 

 

Texto 

Vigente 

Texto 

Propuesto 

Explicación 

Ley General 

para el 

Control del 

Tabaco 

Ley General 

para el 

Control del 

Tabaco 

 

 

Título 

Segundo 

Comercio, 

Título 

Segundo 

Comercio, 

 

 

Distribución, 

Venta y 

Suministro de 

los Productos 

del Tabaco 

Distribución, 

Venta y 

Suministro de 

Productos del 

Tabaco 

Capítulo 

Único 

Capítulo 

Único 

 

Artículo 15. 

… 

 

I. … 

… 

 

IV. Las demás 

referentes al 

comercio, 

suministro, 

distribución y 

venta de 

productos del 

tabaco 

establecidos 

en esta Ley, 

en la Ley 

General de 

Salud, y en 

todas las 

disposiciones 

aplicables. 

 

El presente 

artículo se 

sujetará a lo 

establecido en 

los 

reglamentos 

correspondien

tes y demás 

disposiciones 

aplicables. 

 

Artículo 15. 

… 

 

I. … 

… 

 

IV. Disponer 

para venta, 

cajetillas de 

productos del 

tabaco 

exclusivamen

te con el 

precio visible 

en caracteres 

negros con 

fondo blanco 

con letra 

impresa en 

fuente Arial 

que no podrá 

ser mayor a 3 

centímetros. 

Las cajetillas 

sólo podrán 

ser 

entregadas al 

consumidor 

final, por el 

responsable 

del 

establecimien

to; 

 

V. 

Abstenerse 

Se incorpora 

una fracción 

para hacer 

uniforme la 

información 

de precio de 

venta y otra 

fracción para 

evitar el uso 

de muebles 

específicos 

para 

promocionar 

marcas de 

tabaco y que, 

por sus 

características

, sean 

llamativos 

respecto de 

otros 

productos del 

tabaco; 

asimismo, se 

precisa que la 

venta de 

productos del 

tabaco sólo 

podrá 

realizarse a 

solicitud del 

consumidor 

final. 
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de exhibir 

productos del 

tabaco en 

muebles, 

mostradores 

o 

dispensadore

s específicos 

de una sola 

marca o que 

sean 

dispuestos a 

promocionar 

o publicitar 

productos del 

tabaco. La 

venta de 

productos del 

tabaco, sólo 

podrá 

realizarse a 

solicitud de la 

persona 

interesada en 

adquirir los 

productos del 

tabaco; y 

 

VI. Las demás 

referentes al 

comercio, 

suministro, 

distribución y 

venta de 

productos del 

tabaco 

establecidos 

en esta Ley, 

en la Ley 

General de 

Salud, y en 

todas las 

disposiciones 

aplicables. 

 

… 

Título 

Tercero 

Sobre los 

Productos del 

Tabaco 

Título 

Tercero 

Sobre los 

Productos del 

Tabaco 

 

Capítulo I 

Empaquetado 

y Etiquetado 

Capítulo I 

Empaquetado 

y Etiquetado 

 

Artículo 18. 

… 

 

I. … 

… 

 

IV. Deberán 

ocupar al 

menos el 30% 

de la cara 

anterior, 

100% de la 

cara posterior 

y el 100% de 

una de las 

caras laterales 

del paquete y 

la cajetilla; 

 

V. Al 30% de 

la cara 

anterior de la 

cajetilla se le 

deberán 

incorporar 

pictogramas o 

imágenes; 

 

… 

Artículo 18. 

… 

 

I. … 

… 

 

IV. Deberán 

ocupar el 

60% de la 

cara anterior, 

el 100% de la 

cara posterior 

y el 100% de 

una de las 

caras laterales 

del paquete y 

la cajetilla; 

 

V. Al 60% de 

la cara 

anterior de la 

cajetilla se le 

deberán 

incorporar 

pictogramas o 

imágenes; 

 

… 

Se incrementa 

el porcentaje 

para los 

pictogramas 

en la cara 

anterior de la 

cajetilla de 

productos del 

tabaco. 

Capítulo II 

Publicidad, 

Promoción y 

Patrocinio 

Capítulo II 

Publicidad, 

Promoción y 

Patrocinio 
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Artículo 23. 

Queda 

prohibido 

realizar toda 

forma de 

patrocinio, 

como medio 

para 

posicionar los 

elementos de 

la marca de 

cualquier 

producto del 

tabaco o que 

fomente la 

compra y el 

consumo de 

productos del 

tabaco por 

parte de la 

población. 

 

La publicidad 

y promoción 

de productos 

del tabaco 

únicamente 

será dirigida a 

mayores de 

edad a través 

de revistas 

para adultos, 

comunicación 

personal por 

correo o 

dentro de 

establecimient

os de acceso 

exclusivo para 

aquéllos. 

 

La industria, 

los 

propietarios 

y/o 

Artículo 23. 

Queda 

prohibido 

realizar toda 

forma de 

publicidad, 

patrocinio y 

promoción 

de productos 

del tabaco. 

 

Se prohíbe 

completament

e la 

publicidad, 

patrocinio y 

promoción de 

productos del 

tabaco. 

administrador

es de 

establecimient

os donde se 

realice 

publicidad o 

promoción de 

estos 

productos 

deberán 

demostrar la 

mayoría de 

edad de los 

destinatarios 

de la misma. 

 

Artículo 24. 

Se prohíbe 

emplear 

incentivos que 

fomenten la 

compra de 

productos del 

tabaco y no 

podrá 

distribuirse, 

venderse u 

obsequiarse, 

directa o 

indirectament

e, ningún 

artículo 

promocional 

que muestre el 

nombre o 

logotipo de 

productos del 

tabaco. 

 

Artículo 24. 

Se prohíbe 

emplear 

incentivos que 

fomenten la 

compra de 

productos del 

tabaco y no 

podrá 

distribuirse, 

venderse u 

obsequiarse, 

directa o 

indirectament

e, ningún 

artículo 

promocional 

con la venta o 

la entrega 

gratuita de 

productos de 

tabaco. 

Se prohíbe la 

entrega de 

artículos 

promocionale

s con la venta 

o entrega 

gratuita de 

productos del 

tabaco. 

Capítulo III 

Consumo y 

Protección 

contra la 

Capítulo III 

Consumo y 

Protección 

contra la 

Se incorpora 

la restricción 

para el 

consumo de 
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Exposición al 

Humo de 

Tabaco 

Exposición al 

Humo del 

Tabaco, a los 

Aerosoles y 

al Vapor 

productos que 

producen 

aerosoles y 

vapor. 

Artículo 26. 

Queda 

prohibido a 

cualquier 

persona 

consumir o 

tener 

encendido 

cualquier 

producto del 

tabaco en los 

espacios 

100% libres 

de humo de 

tabaco, así 

como en las 

escuelas 

públicas y 

privadas de 

educación 

básica y 

media 

superior. 

 

 

 

… 

 

Artículo 26. 

Queda 

prohibido a 

cualquier 

persona 

consumir o 

tener 

encendido 

cualquier 

producto del 

tabaco, así 

como 

cualquier 

producto que 

produzca 

aerosoles o 

vapor, en los 

espacios 

100% libres 

de humo de 

tabaco y de 

vapor, así 

como en las 

escuelas 

públicas y 

privadas de 

educación 

básica y 

media 

superior. 

 

… 

 

Se incorpora 

la prohibición 

de consumo 

en lugares 

públicos de 

los productos 

que producen 

aerosoles y 

vapor. 

Artículo 28. 

El propietario, 

administrador 

o responsable 

de un espacio 

Artículo 28. 

El propietario, 

administrador 

o responsable 

de un espacio 

Se incorpora a 

los productos 

que producen 

aerosoles o 

vapor. 

100% libre de 

humo de 

tabaco, estará 

obligado a 

hacer respetar 

los ambientes 

libres de 

humo de 

tabaco 

establecidos 

en los 

artículos 

anteriores. 

 

100% libre de 

humo de 

tabaco, de 

aerosoles y  

de vapor, 

estará 

obligado a 

hacer respetar 

los ambientes 

libres de 

humo de 

tabaco, de 

aerosoles y de 

vapor 

establecidos 

en los 

artículos 

anteriores. 

Título 

Séptimo 

De las 

Sanciones 

Título 

Séptimo 

De las 

Sanciones 

 

Capítulo 

Único 

Capítulo 

Único 

 

Artículo 48. 

Se sancionará 

con multa: 

 

I. De hasta 

cien veces el 

salario 

mínimo 

general diario 

vigente en la 

zona 

económica de 

que se trate, el 

incumplimien

to de lo 

dispuesto en 

el artículo 26 

de esta Ley; 

 

Artículo 48. 

Se sancionará 

con multa: 

 

I. De hasta 

quinientas 

veces el 

salario 

mínimo 

general diario 

vigente en la 

zona 

económica de 

que se trate, el 

incumplimien

to de lo 

dispuesto en 

el artículo 26 

de esta Ley; 

Se incrementa 

el monto de 

las sanciones. 
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II. De mil 

hasta cuatro 

mil veces el 

salario 

mínimo 

general diario 

vigente en la 

zona 

económica de 

que se trate, el 

incumplimien

to de las 

disposiciones 

contenidas en 

los artículos 

14, 15, 16, 27 

y 28 de esta 

Ley, y 

 

 

III. De cuatro 

mil hasta diez 

mil veces el 

salario 

mínimo 

general diario 

vigente en la 

zona 

económica de 

que se trate, el 

incumplimien

to de las 

disposiciones 

contenidas en 

los artículos 

13, 17, 18, 19, 

20, 21, 22, 23, 

24, 31 y 32, de 

esta Ley. 

 

 

II. De dos mil 

quinientas 

hasta cinco 

mil veces el 

salario 

mínimo 

general diario 

vigente en la 

zona 

económica de 

que se trate, el 

incumplimien

to de las 

disposiciones 

contenidas en 

los artículos 

14, 15, 16, 27 

y 28 de esta 

Ley, y 

 

III. De cinco 

mil 

quinientas 

hasta diez mil 

veces el 

salario 

mínimo 

general diario 

vigente en la 

zona 

económica de 

que se trate, el 

incumplimien

to de las 

disposiciones 

contenidas en 

los artículos 

13, 17, 18, 19, 

20, 21, 22, 23, 

24, 31 y 32, de 

esta Ley. 

 

 

Por lo anterior expuesto, someto a consideración 

de esta soberanía, la siguiente iniciativa con 

proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES 

DE LA LEY GENERAL PARA EL 

CONTROL DEL TABACO 

 

Único. Se reforman las fracciones IV y V del 

artículo 18; el artículo 23; el artículo 24; la 

denominación del capítulo III del Título Tercero 

“Consumo y Protección contra la Exposición al 

Humo del Tabaco, a los Aerosoles y al Vapor”; el 

primer párrafo del artículo 26, el artículo 28 y las 

fracciones I, II y III del artículo 48; y se adicionan 

las fracciones V y VI del artículo 15 y se recorre 

la subsecuente, todas de la Ley General para el 

Control del Tabaco, para quedar como sigue: 

 

Artículo 15. … 

 

I al III. … 

 

IV. Disponer para venta, cajetillas de 

productos del tabaco exclusivamente con el 

precio visible en caracteres negros con fondo 

blanco con letra impresa en fuente Arial que 

no podrá ser mayor a 3 centímetros. Las 

cajetillas sólo podrán ser entregadas al 

consumidor final, por el responsable del 

establecimiento; 

 

V. Abstenerse de exhibir productos del 

tabaco en muebles, mostradores o 

dispensadores específicos de una sola marca 

o que sean dispuestos a promocionar o 

publicitar productos del tabaco. La venta de 

productos del tabaco, sólo podrá realizarse a 

solicitud de la persona interesada en 

adquirir los productos del tabaco; y 
 

VI. Las demás referentes al comercio, 

suministro, distribución y venta de productos 

del tabaco establecidos en esta Ley, en la Ley 

General de Salud, y en todas las disposiciones 

aplicables. 
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… 

 

Artículo 18. … 

 

I a III … 

 

IV. Deberán ocupar el 60% de la cara anterior, 

el 100% de la cara posterior y el 100% de una 

de las caras laterales del paquete y la cajetilla; 

 

V. Al 60% de la cara anterior de la cajetilla se 

le deberán incorporar pictogramas o imágenes; 

 

… 

 

Artículo 23. Queda prohibido realizar toda 

forma de publicidad, patrocinio y promoción 

de productos del tabaco. 

Artículo 24. Se prohíbe emplear incentivos que 

fomenten la compra de productos del tabaco y no 

podrá distribuirse, venderse u obsequiarse, directa 

o indirectamente, ningún artículo promocional 

con la venta o la entrega gratuita de productos 

de tabaco. 

 

Capítulo III 

Consumo y Protección contra la Exposición al 

Humo del Tabaco, a los Aerosoles y al Vapor 

 

Artículo 26. Queda prohibido a cualquier persona 

consumir o tener encendido cualquier producto del 

tabaco, así como cualquier producto que 

produzca aerosoles o vapor, en los espacios 

100% libres de humo de tabaco y de vapor, así 

como en las escuelas públicas y privadas de 

educación básica y media superior. 

 

… 

 

Artículo 28. El propietario, administrador o 

responsable de un espacio 100% libre de humo de 

tabaco, de aerosoles y de vapor, estará obligado 

a hacer respetar los ambientes libres de humo de 

tabaco, de aerosoles y de vapor establecidos en 

los artículos anteriores. 

 

Artículo 48. … 

 

I. De hasta quinientas veces el salario mínimo 

general diario vigente en la zona económica de 

que se trate, el incumplimiento de lo dispuesto 

en el artículo 26 de esta Ley; 

 

II. De dos mil quinientas hasta cinco mil 

veces el salario mínimo general diario vigente 

en la zona económica de que se trate, el 

incumplimiento de las disposiciones contenidas 

en los artículos 14, 15, 16, 27 y 28 de esta Ley, 

y 

 

III. De cinco mil quinientas hasta diez mil 

veces el salario mínimo general diario vigente 

en la zona económica de que se trate, el 

incumplimiento de las disposiciones contenidas 

en los artículos 13, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 

24, 31 y 32, de esta Ley. 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. La Secretaría de Salud realizará las 

adecuaciones reglamentarias correspondientes, en 

un tiempo no mayor a 180 días, contados a partir 

de la entrada en vigor de la presente Ley.  

 

Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados, 23 

de marzo de 2021 

 

Diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro 
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DE LA DIPUTADA MARÍA EUGENIA HERNÁNDEZ 

PÉREZ CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 

SE REFORMA LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 6 

DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS  

 

La suscrita, María Eugenia Hernández Pérez, 

diputada federal de la LXIV Legislatura del H. 

Congreso de la Unión, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como los artículos 6, numeral 1, 

fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, somete a la consideración de esta 

asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por el 

que se reforma la fracción VI del artículo 6 de la 

Ley General de Víctimas, al tenor de la siguiente:  

 

Exposición de Motivos 

 

En el año 2006, el entonces presidente de la 

República, Felipe Calderón Hinojosa, tomó la 

decisión de involucrar de forma abierta e intensiva 

a las fuerzas armadas de México en la persecución 

de las organizaciones de la delincuencia 

organizada, en particular contra los carteles del 

narcotráfico. A partir de ese momento se 

incrementó exponencialmente la violencia 

asociada a las actividades de la delincuencia 

organizada y al combate a las mismas, 

registrándose decenas de miles de muertos por 

año, además de innumerables daños que se 

traducen en deterioro del tejido social, 

disminución y condicionamiento de las 

actividades económicas, multiplicación de delitos 

como secuestro, extorsión, robo, entre muchos 

otros efectos nocivos. La ola de violencia así 

desatada, persiste hasta la fecha. 

 

Esta ola de violencia ha tenido consecuencias poco 

visibles, o escasamente atendidas, como ciertos 

estragos que ha generado en las familias y en las 

comunidades. Podemos señalar, por ejemplo, el 

caso de las niñas, niños y adolescentes que han 

quedado en la orfandad por el asesinato de sus 

padres. Del mismo modo, la violencia criminal 

tiene el efecto de potenciar la violencia de género, 

de tal forma que las agresiones contra las mujeres 

y los feminicidios se han multiplicado 

significativamente. Este clima de violencia, 

también propicia el deterioro de las instituciones 

de seguridad pública y procuración de justicia, 

razón por la cual la inmensa mayoría de todos 

estos delitos queda en la impunidad. 

 

La presente iniciativa plantea el problema del 

desplazamiento forzado de personas, familias y 

comunidades enteras, que se han visto obligadas a 

abandonar sus hogares y sus comunidades por el 

miedo a ser asesinadas, despojadas o 

extorsionadas por parte de las distintas 

organizaciones criminales. Esta categoría de 

desplazamiento forzado interno tiene una 

visibilidad escasa, porque confluye y se oculta de 

alguna manera con otro tipo de desplazamientos 

forzados. En efecto, el desplazamiento interno no 

es un fenómeno nuevo en nuestro país, sin 

embargo, las causas que lo generan han ido 

evolucionando. Antes de la ola de violencia 

desatada por Calderón, los desplazamientos se 

ocasionaban principalmente por conflictos de 

carácter religioso, interétnico, ambiental o 

político, mientras que actualmente una gran 

cantidad de episodios de desplazamiento es 

consecuencia del incremento de la violencia 

ocasionada por el crimen organizado.  

 

En un estudio de Ana Laura Velázquez, publicado 

por la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos (CNDH), se afirma que, como ya se dijo 

antes, el gran salto cuantitativo y cualitativo de la 

violencia criminal en México se derivó de la 

llamada guerra contra el narcotráfico del 

presidente Felipe Calderón, quien estableció como 

eje principal de su gobierno el combate directo al 

narcotráfico con el apoyo del Ejército. Desde el 

primer mes de su mandato, en diciembre de 2006, 

Calderón lanzó operativos policiaco-militares en 

varios estados del país como Michoacán, Baja 

California, Sinaloa, Durango, Nuevo León, 

Chihuahua y Guerrero, los cuales, si bien lograron 

disminuir de manera inmediata la presencia del 

narcotráfico, provocaron el traslado de los grupos 

de la delincuencia organizada y la consecuente 

violencia a otras entidades. A raíz del primer 

operativo que se llevó a cabo en Michoacán 
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comenzó a crecer la violencia en estados que no 

presentaban tal fenómeno de manera importante 

como Sonora, Nuevo León, Veracruz y Tabasco. 

 

De esta forma, señala el mencionado estudio, los 

enfrentamientos entre las bandas del narco 

crecieron, aumentando notablemente el número de 

personas ejecutadas y violentadas por el crimen 

organizado. Por la misma razón, algunos carteles 

del narcotráfico incursionaron en otros giros, 

intensificaron sus actividades en negocios ilícitos 

diversos, menos rentables y más riesgosos y 

violentos como el secuestro, la extorsión, la trata, 

el tráfico de personas, tala clandestina, robo de 

vehículos, entre otros. Esta política de fuerza 

impulsada por el gobierno, consistente en 

enfrentar a los grupos de la delincuencia 

organizada con el Ejército, complejizó aún más la 

violencia, toda vez que, aunada a la fragmentación 

de cárteles ocasionada por las detenciones, la 

participación militar no fue acompañada de una 

capacitación adecuada para que sus elementos 

tuvieran el mejor contacto con la población civil, 

lo que resultó y continúa resultando en un 

incremento alarmante de violaciones a derechos 

humanos por parte de los agentes militares. 

 

La violencia criminal, así exacerbada, fracturó 

severamente los lazos sociales. Al respecto, el 

estudio antes citado plantea un matiz importante: 

el incremento de delitos no fue sorpresivo, ya que 

México no había resuelto muchos de sus 

problemas, como la incapacidad de mejorar la 

oferta laboral para personas jóvenes, un sistema de 

movilidad social rígido, el esquema federal 

ineficiente y con escasa rendición de cuentas, los 

nichos innumerables y enclaves de privilegios. De 

igual forma, la corrupción y muchos otros 

problemas nacionales existían desde el apogeo del 

régimen priista y ese estado de cosas potenció de 

forma devastadora la irrupción de la violencia 

criminal descontrolada. 

 

Ante este clima desbordado de violencia, 

impunidad e inseguridad, la población comenzó a 

adoptar actitudes defensivas y desesperadas, tales 

                                                 
1 Ana Laura Velázquez Moreno, “Desplazamiento interno 

por violencia en México Causas, consecuencias y 

como “dejar de salir por las noches, evitar portar 

objetos de valor, colocar seguridad adicional en las 

viviendas o lugares de trabajo hasta mudarse de 

residencia o incluso de ciudad a consecuencia de 

la violencia. En ese sentido, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 

manifestó que la violencia relacionada con el 

crimen organizado ha conllevado a que miles de 

personas se hayan visto forzadas a desplazarse 

internamente en México durante los últimos años, 

destacando que la situación de inseguridad y 

violencia que atraviesa el país tiene un grave y 

desproporcionado efecto sobre personas 

desplazadas internamente.”1 

 

Hay que resaltar esta parte del estudio de Ana 

Laura Velázquez, dado que ahí se identifican los 

graves daños y consecuencias que el fenómeno del 

desplazamiento forzado genera a las víctimas 

debido a la forma en la que éste se presenta, ya que 

en la mayoría de las ocasiones las personas huyen 

en medio de la violencia de forma intempestiva, 

sin poder planear su marcha y sin tener un rumbo 

o un plan de partida y arribo a un lugar de destino. 

Entre las principales carencias vividas por las 

personas desplazadas en México están las de los 

medios de subsistencia, de vivienda digna, 

documentos de identidad, acceso a la educación, 

contar con servicios de salud, pérdida y abandono 

de propiedades, así como afectaciones 

psicológicas. 

 

Ahora bien, es necesario señalar que persiste en 

México una situación de escasa información sobre 

el fenómeno del desplazamiento forzado interno 

derivado de la violencia. Un informe de la CIDH, 

relativo a México, establece que dicha escasez de 

información adquiere relevancia en un contexto 

donde es grande el poder fáctico que ejercen en 

gran parte del territorio nacional los grupos de la 

delincuencia organizada, que los convierte en la 

principal fuente de violencia por parte de actores 

privados en México, que a su vez trae aparejada la 

responsabilidad del Estado mexicano por la falta 

de una respuesta eficaz frente a este problema. 

Esta situación provoca graves violaciones a 

responsabilidades del Estado”, CNDH, disponible en 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r37820.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r37820.pdf
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derechos humanos ocasionadas por las diversas 

formas de violencia que se han venido dando en 

México durante los últimos años, y que se 

expresan en el fenómeno del desplazamiento 

interno forzado. 

 

El estudio de la CIDH abunda sobre la casi nula 

información generada para caracterizar el 

fenómeno del desplazamiento forzado en México. 

“Ante la falta de cifras oficiales, las estadísticas 

indican que para finales de 2014 México registró 

una cifra de al menos 281 mil 400 desplazados 

internos. Organizaciones de la sociedad civil 

indicaron que esta cifra podría ser mucho mayor. 

El hecho de que las autoridades no reconozcan la 

existencia del desplazamiento interno y de que 

haya permanecido sin cuantificarse ha favorecido 

su invisibilidad. Hay evidencia de 

desplazamientos internos en 14 de los 32 estados 

de México, en donde han tenido lugar 141 eventos 

de desplazamiento masivo de 10 o más familias, 

particularmente en el periodo comprendido entre 

enero 2009 y febrero de 2015. Este 

desplazamiento masivo se ha concentrado en los 

estados de Baja California, Chiapas, Chihuahua, 

Coahuila, Durango, Estado de México, Guerrero, 

Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, 

Sinaloa, Tamaulipas y Veracruz. Las entidades 

donde más casos se identificaron fueron Guerrero 

con 29 movimientos, Michoacán y Oaxaca con 20, 

Sinaloa con 17 y Tamaulipas y Chiapas con 14 

episodios.”2 

 

Es evidente que el desplazamiento forzado, por la 

violencia criminal, constituye un grave problema 

de violación de los derechos humanos. Es un 

problema complejo, victimizante, que coloca a las 

personas y comunidades que lo padecen en una 

situación de alta vulnerabilidad. La situación de 

esta categoría de desplazados forzados, se torna 

más complicada cuando consideramos que el 

problema tiene poca visibilidad y enfrenta la 

renuencia de las distintas instancias del Estado 

para reconocer su existencia y asumir la necesidad 

de implementar acciones legislativas, políticas 

públicas y estrategias para salvaguardar la 

                                                 
2 Comisión Interamericana de Derechos Humanos Situación 

de los derechos humanos en México, 2015. 

integridad, la dignidad y la restitución de los 

derechos de las personas desplazadas. 

 

Por esas razones, la presente iniciativa considera 

que es necesario que se reconozca el problema del 

desplazamiento forzado por violencia criminal, y 

que se otorgue cobertura legal, institucional y 

social a las víctimas de este fenómeno. En tal 

sentido, es pertinente plantear una reforma a la 

Ley General de Víctimas a efecto de que se 

reconozca y asuma la existencia de daños graves a 

los derechos humanos de las personas desplazadas 

por la violencia criminal, en una perspectiva de 

protección, reparación de daños y restitución de 

derechos. 

 

Antes de exponer la propuesta legislativa concreta, 

es pertinente ampliar la reflexión sobre este 

fenómeno tan complejo, en función de lo cual es 

útil referir el estudio de Brenda Pérez y Montserrat 

Castillo, denominado Huir de las violencias: las 

víctimas ocultas de la guerra en México, el caso 

del desplazamiento interno forzado. Se retoma la 

hipótesis de que la llamada guerra contra las 

drogas lanzada por Felipe Calderón desató una ola 

de violencia criminal descontrolada que persiste 

hasta le fecha, y originó una severa crisis de 

derechos humanos en México; esta crisis ha sido 

documentada por organizaciones nacionales e 

internacionales y calificada como grave, toda vez 

que configura una situación extrema de 

inseguridad y violencia que presenta niveles 

críticos de impunidad y una atención inadecuada e 

insuficiente a las víctimas y familiares. En esta 

profunda crisis de derechos humanos en México, 

una de las problemáticas que ha resultado más 

invisibilizada es el desplazamiento interno forzado 

de la población. En los últimos diez años, cientos 

de miles de personas se han visto forzadas a 

abandonar sus hogares como consecuencia de 

actos criminales y violaciones de derechos 

humanos cometidos en su contra o hacia su 

familia, o bien, como consecuencia del temor 

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Mexico2016-

es.pdf  

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Mexico2016-es.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Mexico2016-es.pdf
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fundado de volverse víctimas frente al clima 

generalizado de inseguridad y de impunidad. 3 

 

Las autoras del mencionado estudio retoman 

informes y consideraciones de organismos como 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la 

CIDH o la propia CNDH, en los que se 

caracterizan diversos ángulos de fenómeno del 

desplazamiento forzado por la violencia criminal 

en México. De esta forma, señalan que el Estado 

no garantiza la protección de estas personas ni ha 

podido adoptar medidas para prevenir su 

desplazamiento. Esta situación de especial 

vulnerabilidad e indefensión en que generalmente 

se encuentran las personas desplazadas puede ser 

entendida como una condición de facto de 

desprotección; por lo tanto, los Estados deben 

responsabilizarse por sus acciones u omisiones 

que generan el desplazamiento forzado, así como 

por no haber establecido las condiciones ni haber 

provisto los medios para el retorno seguro de la 

población desplazada.  

 

Consideran que, en México, el gobierno no ha 

reconocido en su más alto nivel el fenómeno del 

desplazamiento forzado interno, y no cuenta con 

mecanismos institucionales y normativos para la 

atención y protección de las víctimas, a pesar de 

su tendencia permanente e incremental que se 

extiende por todo el territorio mexicano, y de las 

repercusiones y los altos costos humanitarios que 

continúa representando. En efecto, pese a la poca 

visibilidad y la consecuente escasez de 

información específica, las investigadoras 

identificaron que hasta finales de 2016 se habían 

registrado 310,527 personas desplazadas 

internamente. Que en el periodo de enero a 

diciembre de 2017 se identificaron al menos 25 

episodios de desplazamiento masivo, los cuales se 

estima que han afectado a 20,390 personas. En 

2017, la principal causa de los desplazamientos 

fue la violencia generada por grupos armados 

organizados (como cárteles, grupos de crimen 

organizado, entre otros), siendo esta la causa más 

frecuente, con 68% del total de episodios.  

                                                 
3 Brenda Pérez y Montserrat Castillo, “Huir de las 

violencias: las víctimas ocultas de la guerra en México, el 

Ahora bien, el mencionado estudio de Brenda 

Pérez y Montserrat Castillo hace énfasis en la 

renuencia del gobierno mexicano a 

conceptualizar, fundamentar y definir 

explícitamente en los marcos normativos y leyes 

existentes, el desplazamiento forzado. Es claro 

que esta ausencia impide su identificación, 

registro y, consecuentemente, la atención 

especializada y restitución de los derechos de las 

personas desplazadas por esta causa. Esto ha 

dificultado “el análisis de las necesidades de la 

población en las etapas que constituyen el ciclo del 

desplazamiento, identificando sus causas, los 

agravios y la violencia a los que son sometidos en 

el sitio de origen, las enormes pérdidas humanas y 

materiales, los peligros por los que atraviesan 

durante la huida, así como las carencias que 

enfrentan al momento de intentar rehacer su vida 

en los lugares de destino.”4 

 

Frente a esta situación es imperativo que el Estado 

adopte las medidas necesarias para atender de 

forma integral el problema de los desplazados por 

violencia criminal. Como se asentó antes, la CIDH 

determina que el Estado tiene la obligación de 

proveer las condiciones necesarias para facilitar a 

las personas desplazadas un retorno voluntario, 

digno y seguro a su lugar de residencia habitual o 

a su reasentamiento voluntario en otra parte del 

país. También debe proteger las propiedades que 

dejan las personas al huir, así como implementar 

programas de protección durante el 

desplazamiento. El Estado también tiene que, 

tomar en cuenta que los perjuicios vividos antes, 

durante y después del desplazamiento traen 

consigo una serie de secuelas psicológicas que 

perjudican enormemente a quienes están pasando 

por esta situación; la violencia, ya sea presenciada 

o vivida, que originó el desplazamiento forzado, el 

huir de forma repentina, la llegada a un lugar en el 

que existe una dinámica social desconocida y 

ajena a lo que era su vida, genera graves 

caso del desplazamiento interno forzado”, disponible en 

https://encartes.mx/mexico-desplazamiento-forzado/ 
4 Ibid.  

https://encartes.mx/mexico-desplazamiento-forzado/
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afectaciones psíquicas a las víctimas de este 

fenómeno. 5 

 

La presente Iniciativa, por lo tanto, considera que 

la Ley General de Víctimas es el ordenamiento 

legal apropiado para para registrar, atender y 

proteger los derechos de las víctimas del 

desplazamiento forzado por la violencia criminal. 

Entre otras razones, porque, como se ha 

evidenciado en las referencias anteriores, el 

desplazamiento forzado es un hecho victimizante 

que requiere ser atendido con un enfoque 

diferencial y especializado, toda vez que coloca a 

las personas que lo padecen en una situación de 

vulnerabilidad, indefensión e incertidumbre. De 

ahí que tenga una relevancia especial la propuesta 

de la presente Iniciativa, en el sentido de asignar 

el carácter de víctimas a estas personas, a través de 

su incorporación en la máxima Ley en la materia, 

a fin de proporcionarles la protección adecuada.  

 

En efecto, en el marco jurídico vigente, y por 

consecuencia en el conjunto de las políticas 

públicas en la materia, existen grandes vacíos de 

protección y atención para las víctimas del 

desplazamiento forzado por la violencia criminal. 

Por ello, la presente Iniciativa contribuirá a 

generar precedentes jurídicos que deriven en la 

atención, acceso a la justicia y restitución de 

derechos de todas las víctimas de desplazamiento 

forzado en el país. Porque la Ley General de 

Víctimas (LGV) obliga a las autoridades de todos 

los ámbitos de gobierno, y de sus poderes 

constitucionales, así como a cualquiera de sus 

oficinas, dependencias, organismos o instituciones 

públicas o privadas, a que velen por la protección 

de las víctimas, a proporcionar ayuda, asistencia o 

reparación integral. La reparación integral 

comprende las medidas de restitución, 

rehabilitación, compensación, satisfacción y 

garantías de no repetición, en sus dimensiones 

individual, colectiva, material, moral y simbólica 

(artículo 1). 

 

                                                 
5 “Desplazamiento interno por violencia en México Causas, 

consecuencias y responsabilidades del Estado”, CNDH, 

disponible en https://www.corteidh.or.cr/tablas/r37820.pdf  

Del mismo modo, la LGV reconoce y garantiza los 

derechos de las víctimas del delito y de violaciones 

a derechos humanos, en especial el derecho a la 

asistencia, protección, atención, verdad, justicia, 

reparación integral, debida diligencia y todos los 

demás derechos consagrados en ella, en la 

Constitución, en los Tratados Internacionales de 

derechos humanos de los que el Estado Mexicano 

es Parte y demás instrumentos de derechos 

humanos (artículo 2). De esta manera, si se 

aprueba la presente Iniciativa, la LGV 

proporcionará un amplio paraguas de protección 

para las víctimas del desplazamiento forzado por 

la violencia criminal. 

 

También es importante considerar que la LGV 

reconoce como víctimas directas aquellas 

personas físicas que hayan sufrido algún daño o 

menoscabo económico, físico, mental, emocional, 

o en general cualquiera puesta en peligro o lesión 

a sus bienes jurídicos o derechos como 

consecuencia de la comisión de un delito o 

violaciones a sus derechos humanos reconocidos 

en la Constitución y en los Tratados 

Internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

Parte (artículo 3). Esta disposición es relevante a 

efectos de la propuesta de reforma de la presente 

Iniciativa, dado que el reconocimiento de la 

calidad de víctimas está vinculado directamente 

con el daño sufrido por la persona; en la LGV 

vigente, no figura el desplazamiento forzado por 

violencia criminal como una forma o expresión de 

los Daños que reconoce dicha Ley. 

 

Es por lo anterior que se propone una reforma a la 

fracción VI del artículo 6 de la Ley General de 

Víctimas, con el objetivo de incorporar en el 

concepto de daño, el desplazamiento forzado por 

violencia criminal. De esta forma, las personas que 

sufren dicho desplazamiento deberán ser asumidas 

como víctimas y, por lo tanto, recibir todas las 

garantías, protecciones y salvaguardas que 

establece la LGV. 

  

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r37820.pdf
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Para mayor comprensión de la propuesta de 

reforma que se plantea en la presente iniciativa, se 

presenta el siguiente cuadro: 

 

Ley General de Víctimas 

Texto Vigente Propuesta de 

Reforma 

Artículo 6. Para los 

efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

 

I. a V. …  

 

VI. Daño: Muerte o 

lesiones corporales, 

daños o perjuicios 

morales y materiales, 

salvo a los bienes de 

propiedad de la 

persona responsable de 

los daños; pérdidas de 

ingresos directamente 

derivadas de un interés 

económico; pérdidas 

de ingresos 

directamente derivadas 

del uso del medio 

ambiente incurridas 

como resultado de un 

deterioro significativo 

del medio ambiente, 

teniendo en cuenta los 

ahorros y los costos; 

costo de las medidas de 

restablecimiento, 

limitado al costo de las 

medidas efectivamente 

adoptadas o que vayan 

a adoptarse; y costo de 

las medidas 

preventivas, incluidas 

cualesquiera pérdidas o 

daños causados por 

esas medidas, en la 

medida en que los 

daños deriven o 

resulten; 

 

 

VII a XXII. … 

Artículo 6. Para los 

efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

 

I. a V. … 

 

VI. Daño: Muerte o 

lesiones corporales, 

daños o perjuicios 

morales y materiales, 

salvo a los bienes de 

propiedad de la 

persona responsable de 

los daños; pérdidas de 

ingresos directamente 

derivadas de un interés 

económico; 

desplazamiento 

forzado por violencia 

criminal; pérdidas de 

ingresos directamente 

derivadas del uso del 

medio ambiente 

incurridas como 

resultado de un 

deterioro significativo 

del medio ambiente, 

teniendo en cuenta los 

ahorros y los costos; 

costo de las medidas de 

restablecimiento, 

limitado al costo de las 

medidas efectivamente 

adoptadas o que vayan 

a adoptarse; y costo de 

las medidas 

preventivas, incluidas 

cualesquiera pérdidas o 

daños causados por 

esas medidas, en la 

medida en que los 

daños deriven o 

resulten; 

 

VII a XXII. … 

Por lo anteriormente fundado y expuesto, someto 

a la consideración del pleno de esta H. Cámara de 

Diputados el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 6 DE LA 

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

 

Único. Se reforma la fracción VI del artículo 6 de 

la Ley General de Víctimas, para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

 

I. a V. … 

 

VI. Daño: Muerte o lesiones corporales, 

daños o perjuicios morales y materiales, salvo 

a los bienes de propiedad de la persona 

responsable de los daños; pérdidas de ingresos 

directamente derivadas de un interés 

económico; desplazamiento forzado por 

violencia criminal; pérdidas de ingresos 

directamente derivadas del uso del medio 

ambiente incurridas como resultado de un 

deterioro significativo del medio ambiente, 

teniendo en cuenta los ahorros y los costos; 

costo de las medidas de restablecimiento, 

limitado al costo de las medidas efectivamente 

adoptadas o que vayan a adoptarse; y costo de 

las medidas preventivas, incluidas cualesquiera 

pérdidas o daños causados por esas medidas, en 

la medida en que los daños deriven o resulten; 

 

VII a XXII. … 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de marzo de 

2021 

 

Diputada María Eugenia Hernández Pérez 
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DEL DIPUTADO ARTURO ROBERTO HERNÁNDEZ 

TAPIA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 

SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 1368 Y 1635 DEL 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL  

 

El suscrito, Arturo Roberto Hernández Tapia, 

diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

de la Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1, fracción 

I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a la consideración de este 

honorable pleno, la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforman los 

artículos 1368, fracción V, y 1635, párrafo 

primero, del Código Civil Federal, al tenor de la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

Las normas jurídicas constantemente se 

transforman, nuestros órganos jurisdiccionales y 

constitucionales como la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación emiten criterios de la 

interpretación de las mismas, y buscan el respeto 

a la jerarquía de la norma constitucional. Así, para 

que su contenido se mantenga acorde a la realidad 

que le corresponda regular.  

 

Planteamiento del problema: 

 

El 2 de marzo de 2015 se promovió juicio de 

controversia familiar por parte de una ciudadana, 

por propio derecho, en la vía de controversias del 

orden familiar, “la cual demandaba el pago de una 

pensión alimenticia definitiva, bastante y 

suficiente y como hechos de su acción relató que 

desde el seis de enero de dos mil dos, se unió en 

concubinato con el demandado, y a partir de 

                                                 
1 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 
2 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 

septiembre de dos mil catorce comenzaron los 

problemas, presentó pruebas documentales y 

diversos medios de prueba para acreditar doce 

años de concubinato.”1 

 

De esta demanda de primera instancia conoció el 

Juez Primero Civil en Materia Familiar y de 

Sucesiones de Primera Instancia del Noveno 

Distrito Judicial del Estado de Morelos. 

 

Después de sustanciarse el proceso respectivo “el 

veinte de enero de dos mil diecisiete, la juez 

natural dictó la sentencia correspondiente, en la 

que, al ser procedentes las excepciones opuestas, 

determinó declarar procedente la falta de 

legitimación de la parte actora”2, es decir no se le 

reconoció como concubina.  

 

En termino de ley “la actora interpuso recurso de 

apelación, del cual correspondió conocer a la 

Tercera Sala del Primer Circuito del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Morelos, quien 

por resolución de trece de julio de dos mil 

diecisiete, determinó confirmar la sentencia 

recurrida, que en suma concluyó en que no se 

demostraron los extremos del artículo 65 del 

Código Familiar para el Estado de Morelos, 

necesarios para demostrar la existencia del 

concubinato, en tanto el demandado está unido en 

matrimonio civil con diversa persona, y por ende 

la actora no se encuentra facultada para demandar 

alimentos con el carácter de concubina del 

demandado, toda vez que en términos del artículo 

35 de la ley sustantiva familiar en vigor, el origen 

de dar alimentos se deriva del matrimonio, del 

concubinato, del parentesco o por disposición 

de la ley, hipótesis que en el caso no se 

actualizan, lo que lleva implícita la falta de 

legitimación de la actora como acreedora 

alimentaria y legitimación pasiva del demandado 

como deudor alimentista.”3 

  

3 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 
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Ante esta resolución de segunda instancia, 

“mediante escrito presentado el treinta de agosto 

de dos mil diecisiete, ante la Oficialía de Partes 

Común del Primer Distrito Judicial del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Morelos la 

actora solicitó el amparo y protección de la Justicia 

Federal, en contra de la ejecutoria de fecha trece 

de julio de dos mil diecisiete emitida en el toca 

civil pronunciada por la Tercera Sala del Primer 

Circuito del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Morelos.”4 

 

El turno respectivo de la demanda de amparo se le 

turnó “al Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Décimo Octavo Circuito, cuya presidencia lo 

admitió por auto de trece de septiembre de dos mil 

diecisiete, y lo registró con el número 682/2017. Y 

seguido el procedimiento legal dictó sentencia el 

dieciséis de abril de dos mil dieciocho, en el 

sentido de negar el amparo solicitado”5 

 

La parte actora, inconforme con la negativa del 

amparo, “por su propio derecho y en su carácter 

de quejosa interpuso recurso de revisión 

mediante escrito presentado el veinticinco de 

mayo de dos mil dieciocho en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Tribunales 

Colegiados en Materia Común del Décimo Octavo 

Circuito.”6 

 

Así se dio trámite del recurso ante la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, “recibidos los 

autos en este Alto Tribunal, por acuerdo de 

Presidencia de once de julio de dos mil dieciocho, 

se admitió el recurso de revisión y se registró con 

el número 3727/2018. Asimismo, se ordenó su 

turno al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz mena y, 

por ende, su radicación a la Primera Sala del 

propio órgano, dado que la materia del asunto 

corresponde a su especialidad”7. 

                                                 
4 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 
5 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 
6 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 

Por acuerdo de 4 de septiembre de 2018, “la 

Primera Sala se avocó al conocimiento del asunto 

y ordenó el envío de los autos a la ponencia 

designada para elaborar el proyecto de resolución 

correspondiente, a lo que acordó la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 

competente para conocer del presente recurso de 

revisión, en términos de lo dispuesto en los 

artículos 107, fracción IX , de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 de 

la Ley de Amparo vigente; 21, fracción III, inciso 

a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación y el Acuerdo General Plenario 5/2013 

publicado el veintiuno de mayo de dos mil trece.”8 

 

Agravios expuestos por la quejosa 

 

La quejosa, alega que “el Colegiado transgrede el 

artículo 75 de la Ley de Amparo, porque no 

estudió el acto reclamado tal y como aparece 

probado ante la responsable, en tanto omitió el 

estudio exhaustivo del modo en que le fue 

planteado, esto es no analizó que la figura del 

concubinato del modo en que se define en el 

artículo impugnado es discriminatorio, atenta 

contra la protección de la familia, contra la 

dignidad de la persona y en si el Colegiado 

omitió en dar respuesta a todos los planteamientos 

expuestos en la demanda de amparo, en tanto que 

el Colegiado sólo analizó 3 de los argumentos 

planteados como son el referente a la igualdad, y 

protección a la mujer y protección a la familia, 

pero omitió los argumentos respecto del derecho 

al honor, y la dignidad de la mujer, esto es lo 

relativo a que el precepto reclamado denigra a la 

mujer al considerar a la mujer concubina como de 

segunda clase.”9 

 

Ante tal análisis es conveniente señalar el precepto 

reclamado, que es del tenor siguiente:   

7 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 
8 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 
9 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/document

o_dos/2020-07/ADR-3727-2018-200714.pdf 



Enlace Parlamentario 22  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

“Artículo 65.- Concubinato. Es la unión de 

hecho de un hombre y una mujer, ambos libres 

de matrimonio y sin impedimento para 

contraerlo, que viven de forma constante y 

permanente, generando derechos y obligaciones 

al procrear hijos o manteniendo la 

convivencia”10 

 

En el segundo agravio, alega que la sentencia 

recurrida “se violan los artículos 1 y 4 

Constitucional Federal, también de los numerales 

1, 2, 3, 4, 5 y 10 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, 5, 16, 17 del Pacto de 

Derecho Políticos y Civiles, así como 4 y 14 de la 

Convención Sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación Contra la Mujer, y se 

soslaya la evolución del derecho familiar que ha 

evolucionado gracias a la progresividad de los 

derechos humanos de acuerdo al numeral 1 de la 

Constitución Federal, especialmente cuando los 

últimos criterios del máximo Tribunal del país, 

han introducido figuras jurídicas como la paridad 

de género, no discriminación, igualdad, mínimo 

vital, así como principio como el pro persona, 

tutela judicial, y progresividad de los derechos 

humanos”11 

 

Estudio de fondo 

 

Conforme a lo establecido en el apartado anterior, 

la materia del presente recurso consiste en analizar 

la constitucionalidad del artículo 65 del Código 

Familiar para el Estado de Morelos, y, con ello, 

verificar si resulta o no en contravención de los 

artículos 1 y 4 constitucional federal, también de 

los numerales 1, 2, 3, 4, 5 y 10 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos, 5, 16, 17 del 

Pacto de Derecho Políticos y Civiles, así como 4 y 

14 de la Convención sobre la Eliminación de todas 

las Formas de Discriminación Contra la Mujer. 

 

Aunado a que, contrario a lo que afirma el 

Colegiado “la recurrente alega que el artículo 65 

del Código Familiar para el Estado de Morelos 
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vulnera los derechos humanos y discrimina a la 

mujer por considerarla indigna por tener una 

relación de concubinato frente a una relación 

matrimonial, porque al exigir que en los elementos 

del concubinato se sostenía que el hombre y la 

mujer estén libre de matrimonio y no tengan 

impedimento para contraerlo, discrimina 

totalmente a la mujer solo por una cuestión de 

estatus civil, lo que también considera discrimina 

a las mujeres que no optaron por casarse y que 

decidieron libremente conservar una unión de 

pareja sin documento alguno. 

 

Así como que resulta inconstitucional que el 

precepto exija que se cumpla con un periodo de 

cinco años, cuando uno de los concubinos tenga 

impedimento para casarse o bien que se encuentre 

casado, lo cual también atenta contra la dignidad, 

honor, igualdad y derecho de la mujer en 

específico a contar con un estado civil de 

concubinato y reconocimiento por la sociedad la 

ley y el Estado, de una relación extramarital, solo 

por una supuesta moral colectiva, desatendiendo 

que la relación de hecho del concubinato, genera 

derechos, por mal mujer concubina, negando y 

limitando el derecho alimentario una vez 

concluido el concubinato”12 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación (SCJN) encuentra fundados los 

agravios antes señalados, “en atención que se 

advierte que efectivamente el exigir un estado civil 

de la pareja en cuestión para el reconocimiento de 

un concubinato y con ello garantizar los derechos 

derivados de su extinción sí representa una 

distinción basada en categoría sospechosa que 

obstaculiza ejercicio de derechos y por ende 

resulta inconstitucional y contraria a los principios 

de igualdad y no discriminación, sobre lo cual 

efectivamente debido a la desigualdad estructural 

por razones de género, es la mujer quien 

generalmente es víctima de esa discriminación, lo 

que regularmente ocurre por estereotipos de 

11 
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género, en los que culturalmente es normalizado y 

aceptado culturalmente, esto es se tolera que el 

hombre tenga dos casas u hogares, el marital y el 

extramarital”13. 

 

Cabe señalar que esta Primera Sala, al resolver el 

amparo directo en revisión 597/2014, reconoció 

“que el concubinato y el matrimonio son figuras 

con muchas similitudes, a las cuales nuestro 

sistema jurídico reconoce como fundadoras de la 

familia. Pero, además, desde la perspectiva del 

derecho al libre desarrollo a la personalidad, debe 

reconocerse que dichas instituciones son 

equiparables, pues ambas son el resultado de la 

decisión autónoma de entrar en una relación 

personal permanente con otra persona, como una 

proyección específica del proyecto de vida de cada 

una de ellas”14. 

 

Por tanto, debe reconocerse “que la decisión de 

comenzar un concubinato, permanecer en él o 

darlo por terminado -al igual que sucede con el 

matrimonio- forma parte de un plan de vida 

elegido de manera autónoma, de suerte que esta 

decisión entra dentro del ámbito de tutela del 

derecho al libre desarrollo de la personalidad, 

donde la voluntad de las partes se constituye como 

el elemento esencial. 

 

El concubinato no se encuentra sujeta a 

formalidades, por lo que la voluntad de las partes 

juega un papel mayormente determinante que, en 

el propio matrimonio, máxime si se toma en 

cuenta que precisamente esta falta de formalidades 

juega -al menos presumiblemente- un papel 

fundamental en la decisión del individuo de optar 

por este modelo de familia como una 

determinación específica de su proyecto de 

vida.”15 
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Al respecto, es orientadora la jurisprudencia 1a./J. 

45/2015 (10a.), la cual lleva por rubro:  

 
“LIBERTAD CONFIGURATIVA DEL 

LEGISLADOR. ESTÁ LIMITADA POR LOS 

DERECHOS FUNDAMENTALES A LA 

IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN QUE 

OPERAN DE MANERA TRANSVERSAL.”16. 

Así, a fin de efectuar el estudio de referencia, 

debe decirse que una distinción se basa en una 

categoría sospechosa cuando utiliza alguno de 

los criterios enunciados en el último párrafo del 

artículo 1° constitucional, a saber: “origen 

étnico, nacionalidad, preferencias sexuales, 

estado civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las 

personas. La utilización de estas categorías debe 

analizarse con mayor rigor, porque sobre ellas 

pesa la sospecha de ser inconstitucionales, ello 

es así, porque si bien la Constitución no prohíbe 

su uso, sí prohíbe su utilización en forma 

injustificada.”17 

 

Máxime que el punto de partida que ha adoptado 

la Suprema Corte es que, en cuanto a que el trato 

igualitario constituye un principio complejo que 

no sólo otorga a las personas la garantía de que 

serán iguales ante la ley en su condición de 

destinatarios de las normas y de usuarios del 

sistema de administración de justicia, sino también 

en la ley y que el principio de igualdad debe 

entenderse como la exigencia constitucional de 

tratar igual a los iguales y desigual a los 

desiguales, guardan congruencia con lo que ha 

dicho la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en torno a esos derechos, pues dicho 

tribunal internacional ha señalado que la noción de 

igualdad se desprende directamente de la unidad 

de naturaleza del género humano y es inseparable 

de la dignidad esencial de la persona, frente a la 

cual es incompatible toda situación que, por 

considerar superior a un determinado grupo, 

15 
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conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la 

inversa, por considerarlo inferior, lo trate con 

hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del 

goce de derechos que sí se reconocen a quienes no 

se consideran incursos en tal situación. 

 

Asimismo, la SCJN en su resolución expone que 

se verifica una transgresión en tanto esta Primera 

Sala ya ha reconocido la posibilidad de que en una 

relación de matrimonio se establezca a su vez una 

relación extramarital, que bien puede concluir en 

la configuración de un concubinato, por lo que los 

derechos reconocidos a partir de una y/u otra 

figura no debe implicar un trato distinto 

 

En el tema de la discriminación, con el que el 

principio de igualdad guarda íntima relación, el 

Comité de Derechos Humanos del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos ha 

definido la discriminación como: “toda distinción, 

exclusión, restricción o preferencia que se basen 

en determinados motivos, como la raza, el color, 

el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o 

de otra índole, el origen nacional o social, la 

propiedad, el nacimiento o cualquier otra 

condición social, y que tengan por objeto o por 

resultado anular o menoscabar el reconocimiento, 

goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 

los derechos humanos y libertades fundamentales 

de todas las personas”18 

 

La resolución es estudio precisa que negar el 

reconocimiento a una relación de concubinato, por 

el hecho que uno de los concubinos está unido con 

otra persona en matrimonio civil, implica la 

negación de reconocimiento jurídico a la relación 

voluntaria de concubina que dos personas 

sostuvieron en ejercicio de su derecho y libertad 

de desarrollo de vida personal, máxime que de la 

figura de concubinato jurídicamente derivan 

obligaciones y derechos en caso de su disolución, 

muchos de índole fundamental como lo es el 

derecho alimentario, por ende el requisito relativo 

no se justifica ni siquiera en razón de protección a 

la familia o procuración de la estabilidad de la 
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pareja, porque dicha percepción por el contrario 

confirma que se deja en total desprotección a la 

familia que originó o fue formada precisamente 

con motivo del concubinato, que si bien no es el 

caso de la recurrente en tanto no procreó hijos con 

el tercero interesado, no puede ser tampoco motivo 

para concluir en otra determinación, en tanto el 

simple hecho de negar la posibilidad de que un 

órgano jurisdiccional verifique si la recurrente le 

asiste o no el derecho de alimentos, por el hecho 

de desestimar la existencia de concubinato bajo 

dicho requisito, se ocasiona una grave afectación 

a los derechos humanos reconocidos en el numeral 

4 de la Constitución Federal. 

 

No es óbice a lo anterior, “el que el concubinato 

en sí mismo sea una figura que se entienda 

equiparada al matrimonio, en tanto que esta 

Primera Sala ha considerado que de ambas surgen 

mismos derechos y obligaciones en caso de su 

disolución, y por ello concluir que entonces no 

pueden subsistir en una misma persona, esto es, 

estar en un concubinato con determinada persona 

y a la vez casado legalmente con otra persona, en 

tanto que la realidad indica que sí es posible la 

coexistencia de ambas figuras, especialmente 

porque las relaciones familiares no se construyen 

de una convivencia ininterrumpida, esto es, si bien 

es frecuente no implica que no exista posibilidad 

de convivir y establecer una relación de 

concubinato con una persona distinta al cónyuge, 

por ello es pertinente reconocer dichas realidades, 

y precisamente ante la coexistencia de ellas, la ley 

no puede privilegiar solo un modo de convivencia 

en pareja, y decantarse por otorgar consecuencias 

jurídicas solo al matrimonio, como sucede en el 

caso del artículo que se analiza.”19 

 

El estudio realizado en la resolución de la SCJN 

pone especial énfasis en garantizar los derechos 

humanos conferidos en los tratados 

internacionales y en la posible violación de los 

preceptos constitucionales en materia de igualdad 

de género, por ello debe garantizarse la 

constitucionalidad de dicho principio.   

19 
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Porque de no reparar el vicio de 

inconstitucionalidad de la norma, “se niega la 

realidad antes apuntada, aunado a que se 

obstaculizan sin justificación o racionalidad 

alguna los derechos de quien esté en el 

concubinato con la persona que a su vez celebró 

matrimonio con diversa persona, y que incluso 

puede ser un hecho oculto para su concubino, y a 

afectar no solo a ésta sino a la familia originada 

del concubinato, por lo que es fundado lo que 

alega la recurrente en el sentido que dicha 

distinción establece personas de primera y 

segunda clase, lo que es inadmisible bajo los 

principios del artículo 1 y 4 de la Constitución 

Federal.”20 

 

En esas condiciones, la Primera Sala de la SCJN, 

encuentra que es inconstitucional la porción 

normativa del artículo 65 del Código Familiar para 

el Estado de Morelos por lo que respecta a la 

porción normativa “ambos libres de matrimonio y 

sin impedimento para contraerlo, de ahí que el 

precepto debe leerse en los siguientes términos: 

 
Artículo 65.- Concubinato. Es la unión de hecho 

de un hombre y una mujer, que viven de forma 

constante y permanente, generando derechos y 

obligaciones al procrear hijos o manteniendo la 

convivencia.”21 

 

Decisión 

 

La Primera sala de la SCJN, al resultar fundados 

los agravios, materia de la referida revisión, 

determino que lo procedente es revocar la 

sentencia recurrida y devolver los autos al Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 

Circuito, para que nuevamente analice la litis de 

amparo partiendo de la inconstitucionalidad de la 

porción normativa del artículo 65 del Código 

Familiar para el Estado de Morelos, y al resolver 

la controversia se apegue al método de 

impartición de justicia con perspectiva de 

género. 
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Es por eso, y ante la imperiosa necesidad de 

armonizar nuestros ordenamientos federales, y 

con ello establecer normas que respeten la 

justicia con perspectiva de género, una de estas 

normas es el Código Civil Federal, en sus 

artículos 1368, fracción V, y 1635, párrafo 

primero, del cual hacemos el comparativo del 

texto vigente y la propuesta de esta iniciativa:  

 

Código Civil Federal 

Texto Vigente Propuesta 

Artículo 1368.- El 

testador debe dejar 

alimentos a las 

personas que se 

mencionan en las 

fracciones siguientes: 

 

I. A los descendientes 

menores de 18 años 

respecto de los cuales 

tenga obligación legal 

de proporcionar 

alimentos al momento 

de la muerte;  

 

II. A los descendientes 

que estén 

imposibilitados de 

trabajar, cualquiera que 

sea su edad; cuando 

exista la obligación a 

que se refiere la 

fracción anterior;  

 

III. Al cónyuge 

supérstite cuando esté 

impedido de trabajar y 

no tenga bienes 

suficientes. Salvo otra 

disposición expresa del 

testador, este derecho 

subsistirá en tanto no 

contraiga matrimonio y 

viva honestamente;  

 

IV. A los ascendientes;  

 

Artículo 1368.- El 

testador debe dejar 

alimentos a las 

personas que se 

mencionan en las 

fracciones siguientes: 

 

 

 

 

 

 

… 

 

 

 

 

… 

 

 

… 

  

… 

 

V. A la persona con 

quien el testador vivió 

como si fuera su 

cónyuge durante los 5 

años que precedieron 

inmediatamente a su 

muerte o con quien 

tuvo hijos y que el 

superviviente esté 

impedido de trabajar y 

no tenga bienes 

suficientes. Este 

derecho sólo subsistirá 
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V. A la persona con 

quien el testador vivió 

como si fuera su 

cónyuge durante los 5 

años que precedieron 

inmediatamente a su 

muerte o con quien 

tuvo hijos, siempre 

que ambos hayan 

permanecido libres 

del matrimonio 

durante el 

concubinato y que el 

superviviente esté 

impedido de trabajar y 

no tenga bienes 

suficientes. Este 

derecho sólo subsistirá 

mientras la persona de 

que se trate no 

contraiga nupcias y 

observe buena 

conducta. Si fueren 

varias las personas con 

quien el testador vivió 

como si fueran su 

cónyuge, ninguna de 

ellas tendrá derecho a 

alimentos;  

 

VI. A los hermanos y 

demás parientes 

colaterales dentro del 

cuarto grado, si están 

incapacitados o 

mientras que no 

cumplan dieciocho 

años, si no tienen 

bienes para subvenir a 

sus necesidades. 

mientras la persona de 

que se trate no 

contraiga nupcias y 

observe buena 

conducta. Si fueren 

varias las personas con 

quien el testador vivió 

como si fueran su 

cónyuge, ninguna de 

ellas tendrá derecho a 

alimentos;  

 

 

 

… 

 

 

 

 

Artículo 1635.- La 

concubina y el 

concubinario tienen 

derecho a heredarse 

recíprocamente, 

aplicándose las 

disposiciones relativas 

a la sucesión del 

cónyuge, siempre que 

hayan vivido juntos 

como si fueran 

cónyuges durante los 

Artículo 1635.- La 

concubina y el 

concubinario tienen 

derecho a heredarse 

recíprocamente, 

aplicándose las 

disposiciones relativas 

a la sucesión del 

cónyuge, siempre que 

hayan vivido juntos 

como si fueran 

cónyuges durante los 

cinco años que 

precedieron 

inmediatamente a su 

muerte o cuando hayan 

tenido hijos en común, 

siempre que ambos 

hayan permanecido 

libres de matrimonio 

durante el 

concubinato. 
  

Si al morir el autor de 

la herencia le 

sobreviven varias 

concubinas o 

concubinarios en las 

condiciones 

mencionadas al 

principio de este 

artículo, ninguno de 

ellos heredará. 

cinco años que 

precedieron 

inmediatamente a su 

muerte o cuando hayan 

tenido hijos en común. 

 

 

  

 

... 

 

Ante lo ya expuesto es que proponemos el 

siguiente proyecto de:  

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 

LOS ARTÍCULOS 1368, FRACCIÓN V, Y 

1635, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO 

CIVIL FEDERAL 

 

Único. - Se reforman los artículos 1368, fracción 

V, y 1635, párrafo primero, del Código Civil 

Federal, para quedar en los siguientes términos: 

 

“Artículo 1368.- … 

… 

… 

… 

… 

 

V. A la persona con quien el testador vivió 

como si fuera su cónyuge durante los 5 años 

que precedieron inmediatamente a su muerte o 

con quien tuvo hijos y que el superviviente esté 

impedido de trabajar y no tenga bienes 

suficientes. Este derecho sólo subsistirá 

mientras la persona de que se trate no contraiga 

nupcias y observe buena conducta. Si fueren 

varias las personas con quien el testador vivió 
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como si fueran su cónyuge, ninguna de ellas 

tendrá derecho a alimentos;  

…” 

 

“Artículo 1635.- La concubina y el 

concubinario tienen derecho a heredarse 

recíprocamente, aplicándose las disposiciones 

relativas a la sucesión del cónyuge, siempre que 

hayan vivido juntos como si fueran cónyuges 

durante los cinco años que precedieron 

inmediatamente a su muerte o cuando hayan 

tenido hijos en común. 

 

…” 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigencia el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputado Arturo Roberto Hernández Tapia  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 Países de América Latina, el Caribe y España. Los países 

de América Latina estudiados son Honduras, Santa Lucía, El 

Salvador, Trinidad y Tobago, República Dominicana, 

Bolivia, Guatemala, Brasil, México, Uruguay, Paraguay, 

DE LA DIPUTADA MARÍA ELIZABETH DÍAZ 

GARCÍA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA 

PREVENCIÓN, ATENCIÓN, INVESTIGACIÓN, 

SANCIÓN Y REPARACIÓN DEL DELITO DE 

FEMINICIDIO  
 

Quien suscribe, María Elizabeth Díaz García, 

diputada federal de la LXIV Legislatura, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena en 

la Cámara de Diputados, con fundamento en lo 

dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 

77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someto a consideración de 

esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto 

de decreto que expide la Ley General para la 

Prevención, Atención, Investigación, Sanción y 

Reparación del Delito de Feminicidio, misma que 

se justifica al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

De acuerdo con cifras del Observatorio de 

Igualdad de Género de América Latina y el Caribe 

de la Comisión Económica para América Latina y 

el Caribe (Cepal), en 2019, México ocupó el 

segundo lugar de 21 países1 en cifras absolutas de 

feminicidios, solo después de Brasil.2 

 

Los 983 casos registrados durante ese año – con 

información reportada por el Secretariado 

Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública (SESNSP) – significan la muerte de 1.5 

mujeres por cada 100 mil habitantes, lo que nos 

ubica entre los 10 países más peligrosos para ser 

mujer en América Latina, en contextos no bélicos. 

 

De acuerdo con los datos más recientes sobre 

incidencia delictiva reportados por las 

procuradurías y fiscalías locales al SESNSP, 

durante 2020 se registraron oficialmente 940 

Argentina, Panamá, Colombia, Perú, Venezuela, Costa Rica, 

Anguila, Dominica y las Islas Vírgenes Británicas. 
2 Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y 

el Caribe. Información disponible en:  

https://oig.cepal.org/es/indicadores/feminicidio  

https://oig.cepal.org/es/indicadores/feminicidio
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feminicidios en el fuero común. Las cinco 

entidades federativas con mayor número de 

feminicidios reportados a lo largo del año pasado 

son: 

 

Estado de México 150 casos 

Veracruz 84 casos 

Nuevo León 67 casos 

Jalisco 66 casos 

Ciudad de México 64 casos 

 

La crisis generada por la pandemia de COVID-19 

exacerbó múltiples desigualdades sociales, entre 

ellas, la de género. Aunque las cifras oficiales de 

feminicidios reflejan una tendencia similar a la 

registrada en 2019, existen datos preliminares que 

apuntan a un aumento en los casos de muertes 

violentas de mujeres.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
3  Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 

Comunicado de Prensa Núm. 27/21, 26 de enero de 2021.  

De acuerdo con las estadísticas preliminares dadas 

a conocer por el Instituto Nacional de Estadística 

y Geografía (Inegi), solo durante el primer 

semestre de 2020 se registraron 1,844 homicidios 

de mujeres.3 Si bien las cifras reportadas por las 

fiscalías y procuradurías locales al SESNSP 

indican -como líneas arriba se apunta- el inicio de 

940 carpetas de investigación por feminicidio, los 

datos del Inegi revelan una mayor ocurrencia de 

agresiones violentas en contra de mujeres que 

condujeron a su muerte. 

 

Del total de homicidios de mujeres reportados 

preliminarmente de enero a junio de 2020, el Inegi 

señala que 259 ocurrieron por ahorcamiento, 

estrangulamiento y sofocación; 217 por agresión 

con objeto cortante; 16 por agresiones con fuego, 

humo o llamas; seis por agresiones con fuerza 

corporal; y 1,102 por disparo con armas de fuego, 

por mencionar solo algunas causas.4  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

4  Ídem. 

 
Figura 1. Cifras de muertes violentas de mujeres, 2015-2020. Fuente: Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la 

Violencia contra las Mujeres, Presentación de la Conferencia Matutina, 27 de enero de 2021. Disponible en: 

https://www.gob.mx/conavim/documentos/presentacion-conferencia-matutina-27-enero-2021?idiom=es 
 

 

 

 

 

 

 

 

https://www.gob.mx/conavim/documentos/presentacion-conferencia-matutina-27-enero-2021?idiom=es
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Debido al contexto altamente violento para las 

mujeres que se observa en diversas partes de 

nuestro país, se ha recomendado que la 

investigación de muertes violentas de mujeres se 

conduzca conforme a los protocolos de 

feminicidio. 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos 

(Corte IDH), ha establecido en su jurisprudencia 

que en la investigación de estos casos rige la 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
5  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la 

Masacre de La Rochela vs. Colombia, 11 de mayo de 2007, 

pár. 156. 

obligación de debida diligencia de las autoridades, 

por lo que estas tienen “(…) el deber de asegurar 

que en el curso de las [investigaciones] se 

valorarán los patrones sistemáticos que 

permitieron la comisión de graves violaciones de 

los derechos humanos”5. Asimismo, deberán 

asegurar que los procesos se conduzcan “(…) 

tomando en cuenta la complejidad de los hechos, 

el contexto en que ocurrieron y los patrones que 

explican su comisión”.6 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

6  Ibídem, pár. 158. 

 
 
Figura 2. Homicidios registrados durante enero a junio, por causa desglosada de defunción según sexo, 2020 

(preliminar) Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Comunicado de Prensa Núm. 27/21, 26 de enero de 

2021.  
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Organizaciones ciudadanas y colectivos como el 

Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio 

(OCNF) han denunciado que, al 25 de noviembre 

de 2020, 2 mil 724 mujeres y niñas fueron 

asesinadas en nuestro país, pero solo 724 casos se 

clasificaron como feminicidio. Ante el contexto de 

violencia sistemática que enfrentan las niñas y 

mujeres, y la renuencia de las autoridades a 

clasificar adecuadamente los delitos, resulta 

urgente e indispensable que dichos los asesinatos 

de mujeres sean investigados con perspectiva de 

género y conforme a los protocolos especializados 

en feminicidio.  

 

Debida diligencia 

 

Además de principios fundamentales como el de 

igualdad y no discriminación, y la perspectiva de 

género, se incorpora el principio de debida 

diligencia, reconocido en la Declaración de las 

Naciones Unidas sobre la Eliminación de la 

Violencia contra la Mujer y en la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Convención de Belém do Pará). El significado y 

alcance de este principio ha sido determinado por 

los organismos internacionales de protección de 

los derechos humanos y en la jurisprudencia 

internacional. 

 

Este principio internacional obliga a los Estados a 

“adoptar medidas holísticas y sostenibles para 

prevenir, proteger, sancionar y reparar actos de 

violencia contra la mujer”, lo que implica una 

“responsabilidad tanto en el abordaje sistémico de 

la violencia, con la finalidad de encarar sus causas 

y consecuencias, como en el ámbito individual, la 

cual impone a los Estados establecer medidas 

efectivas de prevención, protección, sanción y 

reparación para cada caso de violencia”7. 

 

El estándar de debida diligencia impone a los 

Estados tres deberes esenciales: 

 

1. El deber de prevención que abarca “todas 

                                                 
7 Cfr. Oficina Regional para América del Alto Comisionado 

de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Modelo 

de protocolo latinoamericano de investigación de las 

aquellas medidas de carácter jurídico, político, 

administrativo y cultural que promuevan la 

salvaguarda de los derechos humanos y que 

aseguren que las eventuales violaciones a los 

mismos sean efectivamente consideradas y 

tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es 

susceptible de acarrear sanciones para quien las 

cometa, así como la obligación de indemnizar a 

las víctimas”8. 

 

Precisamente el deber de prevención sintetiza las 

obligaciones del Estado Mexicano de atender, 

sancionar y reparar efectivamente la violencia 

feminicida, pues no basta con el reconocimiento 

formal de este tipo de violencia en una ley, ni es 

suficiente la tipificación del feminicidio, si ello no 

va acompañado de medidas institucionales que 

aseguren que no habrá impunidad en estos casos. 

Lo anterior requiere de investigaciones efectivas, 

implementadas con perspectiva de género, que a 

su vez garanticen un procesamiento judicial 

efectivo y con ello, la sanción y reparación 

adecuada del daño. 

 

Entre las medidas institucionales que el Estado 

debe adoptar, se encuentran la de prevenir factores 

de riesgo y el fortalecimiento institucional para 

brindar respuestas efectivas a la violencia contra 

las mujeres, lo que incluiría no solo acciones de 

sensibilización y capacitación al funcionariado 

público, sino la conformación de instituciones que 

no admitan la reproducción de prejuicios y 

sancionen efectivamente todo acto u omisión que 

afecte el deber de prevención del Estado. 

 

2. El deber de modificar, transformar y 

poner fin a la aplicación injustificada de 

estereotipos de género negativos, que es, 

como señalamos previamente, una 

consecuencia necesaria del deber de 

prevención. De acuerdo con el Comité 

CEDAW, existe una relación objetiva entre la 

discriminación, la violencia contra las mujeres 

muertes violentas de mujeres por razones de género 

(femicidio/feminicidio), pp. 22 y 23. 
8 Ibídem, p. 23. 
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y el deber de debida diligencia.9  

 

De acuerdo con la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos (CoIDH), la creación y uso de 

estereotipos es causa y consecuencia de la 

violencia de género contra la mujer, “situación que 

se agrava cuando los estereotipos se reflejan, 

implícita o explícitamente, en políticas y prácticas 

de las autoridades estatales”10. 

 

La erradicación de ideas preconcebidas y 

estereotipos basados en el género es una 

obligación que nuestro país debe cumplir, en 

términos del artículo 5 de la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, que establece el 

deber de los Estados de “modificar los patrones 

socioculturales de conducta de hombres y mujeres, 

con miras a alcanzar la eliminación de los 

prejuicios y prácticas consuetudinarias y de 

cualquier otra índole que estén basados en la idea 

de inferioridad o superioridad de cualquiera de los 

sexos o en funciones estereotipadas de hombres y 

mujeres”. 

 

3. El deber de investigar y sancionar, cuya 

función es doble: 1) prevenir la futura 

repetición de los hechos, y 2) proveer justicia 

en los casos individuales. Así, por ejemplo, en 

el caso Campo Algodonero la CoIDH 

recomendó “usar todos los medios disponibles 

para hacer que las investigaciones y procesos 

judiciales sean expeditos a fin de evitar la 

repetición de hechos iguales o análogos”.  

 

Esta obligación fundamental ha sido claramente 

incumplida por el Estado Mexicano, pues a partir 

de los hechos que constituyeron el caso Campo 

Algodonero, los feminicidios en nuestro país no 

han dejado de ir en aumento, lo que es reflejo de 

las carencias institucionales de prevención, 

investigación y enjuiciamiento efectivo, así como 

de reparación para las víctimas. 

                                                 
9 Ídem. 
10 Ídem. 
11 Cfr. Ibídem, p. 26. 
12  BBC News, “Violencia contra la mujer: qué es el 

suicidio feminicida y por qué El Salvador es el único país 

4. Finalmente, el deber de garantizar una 

reparación justa y eficaz, que solo es posible 

mediante la garantía de procesos 

jurisdiccionales imparciales, libres de 

prejuicios discriminatorios y con personal que 

valore los casos con perspectiva de género. 

Además, para alcanzar cualquier forma de 

reparación del daño, es obvio e indispensable 

que las víctimas tengan a su alcance medios 

efectivos para acceder a la justicia. 

 

La CoIDH ha determinado que las medidas de 

reparación deben tener un efecto restitutivo y 

correctivo que, tomando en cuenta el impacto 

diferenciado que la violencia causa a las mujeres, 

logre la transformación de las estructuras sociales, 

y la remediación de las situaciones de violencia y 

discriminación que generan el ambiente propicio 

para la repetición de estos casos.11 

 

Suicidio feminicida 

 

Se propone incluir la figura del suicidio feminicida 

por ser este un efecto de la violencia sistemática 

que sufren las mujeres por razón de género, y que 

es ejercida principalmente por sus parejas o su 

núcleo familiar y/o comunitario. El menosprecio y 

maltrato psicológico, sexual, emocional y físico 

que las mujeres sufren de manera cotidiana, 

forman parte del ciclo de violencia feminicida que 

puede llevar a su asesinato o suicidio.  

 

En Latinoamérica, El Salvador es el único país que 

contempla el suicidio feminicida en una ley de 

protección de mujeres, castigándolo con una pena 

de cinco a siete años de prisión. De acuerdo con la 

Organización de Mujeres Salvadoreñas por la Paz 

-quien apoyó en la elaboración de dicha ley-, este 

tipo de suicidio se comete “[por el] abuso de poder 

crónico basado en motivos de odio o menosprecio 

a la condición de [ser] mujer”12. Otros expertos 

consideran que la incorporación de esta figura en 

una ley especializada es un avance importante para 

de América Latina que lo condena”, 20 de noviembre de 

2018. Disponible en: https://www.bbc.com/mundo/noticias-

america-latina-45883882 (Consultado el 1 de diciembre de 

2020) 

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-45883882
https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-45883882
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abatir el fenómeno de violencia feminicida que se 

vive en un país que, hasta 2017, encabezaba el 

índice de feminicidios en Latinoamérica, con 13.5 

casos por cada 100,000 habitantes.13  

 

El Salvador es un botón de muestra de la 

integralidad con que debe atenderse el ciclo de 

violencia feminicida. Los censos en ese país 

muestran que cinco de cada 10 mujeres han sufrido 

violencia psicológica y emocional a lo largo de su 

vida, lo que convierte a estas agresiones en el tipo 

de violencia más común que sufren las mujeres, y 

cuyos efectos pueden conducir al suicidio.  

 

La trascendencia de este fenómeno ha llevado a 

ese país a conducir la investigación de suicidios de 

mujeres conforme a los protocolos utilizados para 

casos de feminicidio. Este cambio institucional, 

sin embargo, no ha sido suficiente para lograr un 

cambio en el tratamiento de casos de violencia 

contra las mujeres y de prevención de feminicidios 

pues, como lo explican organizaciones civiles, las 

autoridades suelen minimizar la violencia 

psicológica por considerar que solo la violencia 

física amerita atención. El desinterés institucional 

genera que las víctimas “no crean meritorio 

denunciar su caso ante las autoridades” -como lo 

explican organizaciones que combaten la 

violencia de género-14, lo cual permite que el ciclo 

de violencia continúe. 

 

Por supuesto, estos vicios no son exclusivos de El 

Salvador, sino que son un patrón en un gran 

número de países con altos índices de violencia 

feminicida, donde las etapas y manifestaciones de 

la violencia contra las mujeres por razón de género 

no se atienden debidamente para prevenir su 

continuación o agravamiento; no existen políticas 

de prevención y sensibilización para las y los 

funcionarios encargados de recibir denuncias y 

darles seguimiento, y no se destinan recursos 

suficientes para crear unidades o fiscalías 

especializadas para la investigación de los delitos 

que forman parte del ciclo de violencia feminicida. 

 

                                                 
13  Ídem. 
14  Ídem. 
15  Disponible en: 

En México, el Inegi ha reportado en su última 

Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las 

Relaciones en los Hogares (ENDIREH, 2016)15 

que 49% de las mujeres mayores de 15 años 

encuestadas en 2016 manifestaron haber sufrido 

violencia emocional en algún momento de su vida: 

10.4% señalaron haber sufrido este tipo de 

violencia en el ámbito escolar; 10.6% en el ámbito 

laboral; 14.6% en su comunidad y 8.1% al interior 

de su familia. En este último ámbito, la violencia 

emocional superó en porcentaje a la violencia 

física, sexual y económica o patrimonial. 40.1% 

de las mujeres encuestadas señalaron haber 

sufrido violencia emocional por parte de su actual 

o última pareja a lo largo de la relación; casi el 

doble del porcentaje reportado respecto del 

segundo tipo de violencia más recurrente: la 

económica o patrimonial.  

 

Asimismo, las mujeres encuestadas señalaron que, 

en los 12 meses previos a la realización de la 

encuesta, el 59.6% de las agresiones sufridas en su 

casa fueron de tipo emocional, superando en más 

del doble a cualquier otro tipo de agresión física, 

económica o sexual. Finalmente, destaca que la 

violencia emocional sufrida en dicho período de 

tiempo es mayor en el grupo etario de mujeres de 

15 a 24 años de edad, con un 30.1% de mujeres de 

esa edad encuestadas. 

 

Obstrucción de justicia previa y posterior a un 

feminicidio 

 

El feminicidio de Abril Pérez Sagaón el 25 de 

noviembre de 2019 -fecha en que se conmemora 

el Día Internacional de la Eliminación de la 

Violencia contra la Mujer-, presumiblemente 

ordenado por su esposo, nuevamente hizo 

cuestionar la efectividad del sistema judicial para 

proteger a las mujeres víctimas de violencia y para 

prevenir la continuación de los ciclos que 

concluyen con el asesinato de miles de mujeres por 

razón de género. 

 

Abril Pérez no solo murió a manos de su 

https://www.inegi.org.mx/programas/endireh/2016/#Docu

mentacion  

https://www.inegi.org.mx/programas/endireh/2016/#Documentacion
https://www.inegi.org.mx/programas/endireh/2016/#Documentacion
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feminicida, sino de una estructura judicial incapaz 

de prevenir, atender y sancionar con perspectiva 

de género los delitos que a diario sufren miles de 

mujeres en las calles y en sus casas.  

 

Once meses antes de su asesinato, abril fue 

brutalmente golpeada por su esposo con un bate de 

béisbol mientras dormía. Antes, había comentado 

a sus amigos y familiares que su esposo la había 

atacado en distintas ocasiones. Sin embargo, 

durante el proceso judicial por las lesiones 

causadas en enero de 2019, el juez de la causa 

determinó que no se había actualizado la hipótesis 

de una tentativa de feminicidio, y clasificó la 

conducta como violencia familiar. Dos meses 

después de estar en prisión preventiva, el probable 

responsable fue liberado, lo que presumiblemente 

le permitió planear y ordenar el feminicidio de 

abril, para después huir a los Estados Unidos. 

 

El caso de abril es un botón de muestra de la 

violencia institucional que sufren miles de mujeres 

víctimas de violencia, quienes no solo ven 

minimizadas sus denuncias, sino que son 

expuestas a continuar sufriendo agresiones en 

distintos ámbitos de su vida cotidiana, por parte de 

sus parejas, familiares, jefes, compañeros de 

escuela o trabajo o por personas desconocidas.  

 

La impunidad que existe en estos casos debe 

sancionarse de manera efectiva, tanto para frenar 

la continuación del ciclo de violencia feminicida, 

como para cambiar el mensaje de impunidad que 

reciben otros sujetos que observan que un 

potencial feminicidio no tendría consecuencias.  

 

En este sentido, se propone sancionar de manera 

más grave las conductas que afectan la 

procuración e impartición de justicia en casos de 

violencia feminicida. Si bien los delitos contra la 

administración de justicia ya se encuentran 

tipificados en el Código Penal Federal y los 

códigos locales, se propone aumentar en una 

tercera parte las penas cuando la obstrucción de 

justicia ocurra en casos de feminicidio, por 

considerarse una violación grave de derechos 

humanos. Asimismo, se propone que, una vez 

determinada la responsabilidad penal por estos 

delitos, los agentes estatales sean destituidos e 

inhabilitados para desempeñar cualquier otro 

encargo público. 

 

Finalmente, destaca la propuesta de sancionar con 

las penas que corresponden al feminicidio, toda 

acción que afecten la impartición de justicia o la 

efectividad de las medidas de protección que tenga 

una mujer, y que a consecuencia de ello se 

produzca su feminicidio, como ocurrió 

presumiblemente en el caso de Abril Pérez 

Sagaón. 

 

Como se desprende de las consideraciones antes 

expuestas, el Estado Mexicano se encuentra en la 

obligación improrrogable de combatir la violencia 

feminicida a través de una intervención en las 

distintas estructuras institucionales y sociales que 

han normalizado la violencia de género contra las 

mujeres, hasta llegar a los alarmantes números de 

feminicidio que nuestro país registra día con día.  

 

Esta obligación no solo deriva del ordenamiento 

jurídico que nos hemos dado en el derecho interno, 

sino fundamentalmente de las obligaciones 

internacionales adquiridas por nuestro país con la 

ratificación de los tratados internacionales más 

importantes en materia de prevención y sanción de 

toda forma de discriminación contra las mujeres; 

tratados que, además, ya han generado sentencias 

de cortes que han declarado nuestra 

responsabilidad internacional por la ausencia de 

medidas efectivas para proteger la seguridad, 

integridad y vida de las mujeres. 

 

Por lo expuesto y fundado, someto a la 

consideración de esta soberanía el proyecto de 

decreto que expide la Ley General para la 

Prevención, Atención, Investigación, Sanción y 

Reparación del Delito de Feminicidio, para quedar 

como sigue: 
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DECRETO QUE EXPIDE LA LEY 

GENERAL PARA LA PREVENCIÓN, 

INVESTIGACIÓN, SANCIÓN Y 

REPARACIÓN DEL DELITO DE 

FEMINICIDIO 

 

Único. Se expide la Ley General para la 

Prevención, Investigación, Sanción y Reparación 

del Delito de Feminicidio. 

 

Ley General para la Prevención, 

Investigación, Sanción y Reparación del Delito 

de Feminicidio 

 

TÍTULO PRIMERO 

Disposiciones Generales 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

Objeto, Principios y Ámbito de Aplicación 

 

Artículo 1.- La presente ley es de orden público e 

interés social; sus disposiciones son de 

observancia general y obligatoria en todo el 

territorio nacional y tiene por objeto: 

 

I. Establecer un tipo penal único para el delito 

de feminicidio, así como los tipos penales 

vinculados a la violencia feminicida y sus 

sanciones; 

II. Determinar las acciones que permitan 

prevenir, investigar, perseguir y sancionar los 

delitos asociados a la violencia feminicida, así 

como distribuir las atribuciones que 

correspondan a las autoridades federales y 

locales, y las formas de su coordinación; 

III. Establecer las medidas de reparación 

integral para las víctimas de la violencia 

feminicida; y 

IV. Sancionar toda acción u omisión que 

implique la obstaculización de la justicia por 

parte de autoridades de los tres niveles de 

gobierno. 

 

Artículo 2.- Todas las autoridades, en el ámbito 

de sus respectivas competencias, están obligadas a 

promover, respetar, proteger y garantizar el 

derecho de las mujeres y las niñas a una vida libre 

de violencia feminicida, de conformidad con los 

principios y normas de derechos humanos 

reconocidos constitucional y convencionalmente. 

 

En el cumplimiento de estas obligaciones, las 

autoridades observarán los siguientes principios: 

 

I. Igualdad y no discriminación por razón 

de sexo o género: Implica un deber por parte 

de las autoridades de todo nivel o ámbito de 

gobierno, de generar abstenerse de realizar 

cualquier acto u omisión que genere distinción, 

exclusión o restricción en el goce y ejercicio de 

los derechos de las mujeres y niñas a una vida 

libre de violencia feminicida por razón de su 

sexo o identidad de género o cualquiera otra 

categoría prohibida por el artículo 1o 

constitucional; 

 

II. Pro-persona: Máxima que obliga a las 

autoridades a favorecer a las personas la 

protección más amplia de sus derechos 

humanos, a través de una interpretación 

extensiva de las normas que reconocen y 

garantizan derechos humanos, y una 

interpretación restrictiva de aquellas que los 

restringen o limitan; 

 

III. Progresividad: Implica el deber que 

tienen las autoridades, en su respectivo ámbito 

de competencia, de generar las condiciones 

jurídicas y materiales para el desarrollo 

expansivo del derecho humano de las mujeres a 

una vida libre de violencia feminicida, de 

manera que se logre extender su ámbito de 

protección. Correlativamente, el principio de 

progresividad impide la reducción de dicho 

ámbito de protección ya reconocido; 

 

IV. Perspectiva de género: Enfoque que las 

autoridades de todo nivel y ámbito de gobierno 

deberán implementar en el desarrollo de 

políticas y acciones de prevención, atención, 

investigación y sanción de la violencia 

feminicida, así como en su reparación integral. 

Este enfoque obliga a una actuación libre de 

prejuicios, estereotipos, ideas y concepciones 

que impliquen una situación de subordinación 

o desventaja en las relaciones entre mujeres y 
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hombres o que contribuyan a perpetuar la 

violencia, discriminación y desigualdad que 

sufren las mujeres y niñas en razón de su sexo, 

género, identidad de género o cualquiera otra 

condición de vulnerabilidad; 

 

V. Debida diligencia: Se refiere a la obligación 

que tienen las autoridades de actuar de manera 

oportuna, efectiva, imparcial y libre de 

prejuicios en la prevención, atención, 

investigación, sanción y reparación de las 

conductas que generan y constituyen violencia 

feminicida, ya sea que estas se cometan por 

servidores públicos o por particulares. La 

vulneración a este principio constituye una 

forma de discriminación y la violación del 

derecho de las mujeres y niñas a gozar de igual 

protección frente a la ley; 

 

VI. Libertad y autonomía de las mujeres y 

niñas: Implica el deber de las autoridades de 

todo nivel y ámbito de gobierno de adoptar 

acciones y decisiones que promuevan, protejan 

y respeten las libertades y autonomía de las 

mujeres y niñas con el fin de erradicar cualquier 

forma de opresión, discriminación y violencia 

basada en su sexo o identidad de género, 

especialmente aquella que las expone a la 

violencia feminicida; y 

VII. Interés superior de las niñas, niños y 

adolescentes: Constituye la obligación de las 

autoridades de privilegiar el bienestar de las 

niñas, niños y adolescentes en toda decisión y 

actuación que tomen, garantizando en todo 

momento el goce y ejercicio pleno de sus 

derechos humanos y la protección más alta 

cuando sean víctimas directas o indirectas de 

violencia feminicida. 

 

Artículo 3.- Esta Ley es aplicable tanto en el 

ámbito federal como en el local, a fin de llevar a 

cabo las acciones de prevención, atención, 

investigación, sanción y reparación integral del 

delito de feminicidio consumado o en grado de 

tentativa, así como de otros delitos asociados a 

dichas conductas. 

 

Artículo 4.- Para el debido cumplimiento e 

interpretación de esta Ley, a falta de disposición 

expresa, se aplicará supletoriamente la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, la Ley General de Víctimas y 

el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 

TÍTULO SEGUNDO 

Violencia Feminicida 
 

CAPÍTULO I 

Definición 

 

Artículo 5.- De conformidad con el artículo 21 de 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia, se refiere a la forma 

extrema de violencia de género contra las mujeres, 

producto de la violación de sus derechos humanos, 

en los ámbitos público y privado, conformada por 

el conjunto de conductas misóginas que pueden 

conllevar impunidad social y del Estado y puede 

culminar en homicidio y otras formas de muerte 

violenta de mujeres. 

 

CAPÍTULO II 

Feminicidio y Suicidio Feminicida 

 

Artículo 6.- Comete el delito de feminicidio quien 

prive de la vida a una mujer por razones de género. 

Se considera que existen razones de género 

cuando concurra alguna de las siguientes 

circunstancias: 

 

I. La víctima presente signos de violencia 

sexual de cualquier tipo;  

 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o 

mutilaciones infamantes o degradantes, previas 

o posteriores a la privación de la vida, o actos 

de necrofilia; 

 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier 

tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral, 

escolar o comunitario por parte del sujeto 

activo en contra de la víctima, aunque no se 

haya denunciado previamente; 

 

IV. Exista o haya existido entre el sujeto 

activo y la víctima una relación de pareja, 
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sentimental, afectiva o de confianza, con o sin 

convivencia en el mismo domicilio, o bien, el 

primero haya intentado establecer o 

reestablecer una relación personal con la 

segunda; 

 

V. Existan datos que establezcan que hubo 

amenazas relacionadas con el hecho delictivo, 

acoso o lesiones por parte del sujeto activo en 

contra de la víctima;  

 

VI. La víctima haya sido incomunicada, 

cualquiera que sea el tiempo previo a la 

privación de la vida; 

 

VII. El cuerpo de la víctima sea depositado, 

arrojado, expuesto o exhibido en un lugar 

público; 

 

VIII. El hecho ocurra en el ámbito de las 

relaciones familiares, ya sea que el agresor 

comparta o no el mismo domicilio con la 

víctima; 

 

IX. El hecho pretenda justificarse por razones 

de honor, reputación familiar, creencias 

religiosas, usos comunitarios, costumbres o por 

conductas que a juicio del sujeto activo se 

consideren inmorales; 

 

X. La mujer se encuentre en situación de 

prostitución, explotación sexual o trata de 

personas; 

 

XI. El hecho sea parte o consecuencia de la 

actividad de un grupo delictivo organizado, u 

ocurra en el contexto de situaciones de 

conflicto armado, guerra o emergencia; 

 

XII. La víctima se encuentre en la línea de 

fuego del sujeto activo, cuando este tratare de 

privar de la vida a otra mujer; 

 

XIII. La mujer sea privada de la vida por razón 

de su actividad política, social o de defensa de 

derechos humanos, para inhibir, obstaculizar o 

impedir su ejercicio, no solo en perjuicio de la 

víctima sino también de otras mujeres; y 

XIV. Exista una relación de subordinación o 

una circunstancia de discriminación resultante 

de una relación desigual de poder del sujeto 

activo sobre la víctima. 

 

A quien cometa el delito de feminicidio se le 

impondrá una pena de cuarenta a sesenta años de 

prisión y de quinientos a mil días multa. 

 

Artículo 7.- Quien induzca, presione, obligue o 

preste auxilio a una mujer para que cometa 

suicidio, será sancionado con una pena de veinte a 

cuarenta años de prisión, cuando concurra alguna 

de las siguientes circunstancias: 

 

I. Que previamente al suicidio existan 

antecedentes de cualquier tipo de violencia de 

género señalados en la Ley General, del sujeto 

activo en contra de la víctima; 

 

II. Que entre el sujeto activo y la víctima exista 

una situación de supra-subordinación derivada 

de relaciones desiguales de poder del primero 

sobre la segunda, en el ámbito público o 

privado; 

 

III. Que la víctima se encuentre en una 

situación de riesgo derivada de la violencia de 

género ejercida en su contra, o en condición de 

vulnerabilidad motivada por su origen étnico o 

nacional, edad, discapacidad, condición socio-

económica, de salud, religión, orientación 

sexual o cualquiera otra categoría prohibida por 

el artículo 1o constitucional. 

 

Artículo 8.- Se sancionará con pena de cuarenta a 

sesenta años de prisión, al servidor público que 

entorpezca, obstaculice o retire injustificadamente 

las medidas de protección otorgadas a una mujer 

víctima de violencia; que se desista de la acción 

penal o que libere al probable responsable de los 

delitos contra la libertad y el normal desarrollo 

psicosexual, violencia familiar, lesiones o 

cualquier otro que constituya un tipo de violencia 

de género en términos de la Ley General, cuando 

como consecuencia la mujer sea víctima de 

feminicidio o suicidio feminicida. 
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Artículo 9.- De conformidad con las disposiciones 

penales aplicables, la tentativa de feminicidio o 

suicidio feminicida se configura cuando el sujeto 

activo exterioriza su voluntad de cometer estos 

delitos a través de actos encaminados a privar de 

la vida a una mujer por razón de género, o para que 

cometa suicidio en los términos señalados en los 

artículos 6 y 7, sin que dichos delitos lleguen a 

consumarse por causas ajenas a la voluntad del 

agente. 

 

Adicionalmente a los supuestos previstos para los 

delitos de feminicidio y suicidio feminicida, las 

lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, 

incluidas aquellas que se produzcan por el uso de 

sustancias corrosivas, inflamables o ácidos que 

tengan por objeto privar de la vida a una mujer por 

razón de género, configurarán tentativa de 

feminicidio o suicidio feminicida, según 

corresponda. 

 

Toda forma de comisión de los delitos de 

feminicidio o suicidio feminicida en grado de 

tentativa, se sancionará con una pena que podrá ir 

de la mitad a las dos terceras partes de la que 

correspondería al delito consumado. 

 

Artículo 10.- Para la determinación de la tentativa 

de feminicidio o suicidio feminicida y su 

punibilidad, se seguirán las reglas aplicables del 

Código Penal Federal y los códigos locales de cada 

entidad federativa para este grado de comisión del 

delito. 

 

Todos los actos preparatorios y la conspiración 

para cometer el delito anterior se castigarán con 

pena de entre un tercio y la mitad a la 

correspondiente al delito o pena similar. 

 

Artículo 11.- Las penas previstas para los delitos 

de feminicidio y suicidio feminicida se 

aumentarán en una tercera parte cuando: 

 

I. La víctima sea una niña, adolescente, mujer 

adulta mayor o persona incapaz, sujeta o no a la 

patria potestad, custodia o tutela del sujeto 

activo; 

 

II. El delito se cometa estando presentes los 

descendientes o ascendientes de la víctima, o 

cualquier persona menor de edad; 

 

III. La víctima se encuentre en una situación 

de vulnerabilidad que, además del género, esté 

motivada por su origen étnico o nacional, la 

edad, las discapacidades, la condición socio-

económica, las condiciones de salud, la 

religión, las opiniones o ideología política, la 

orientación sexual o cualquiera otra que 

vulnere su dignidad humana;  

 

IV. Se trate de una persona migrante, 

refugiada, desplazada o víctima de desastres 

naturales; 

 

V. La víctima se encuentre embarazada; y 

 

VI. El delito lo cometa un servidor público, 

directamente o con su participación o 

aquiescencia. 

 

VII. Que la víctima se encuentre en una 

situación de vulnerabilidad además del género, 

que esté motivada por su origen étnico o 

nacional, la edad, las discapacidades, la 

condición socio-económica, ideología u 

opiniones políticas, la orientación sexual, las 

condiciones de salud; sea una persona 

migrante, refugiada, desplazada,  

 

Artículo 12.- Los delitos previstos en esta Ley no 

admitirán atenuante o excusa absolutoria alguna. 

 

Artículo 13.- La imposición de penas y medidas 

de seguridad se determinará siguiendo las reglas 

previstas en el Código Penal Federal y en los 

códigos penales de las entidades federativas.  

 

CAPÍTULO III 

Penas Accesorias 

 

Artículo 14.- Además de las sanciones previstas 

en este título, el sujeto activo perderá todos los 

derechos con relación a la víctima, incluidos los de 

carácter sucesorio.  
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Artículo 15.- Además de los supuestos previstos 

en el Código Civil Federal y en los códigos civiles 

de las entidades federativas, la patria potestad 

sobre los menores hijos se perderá por resolución 

condenatoria que determine la responsabilidad 

penal del sujeto activo por el delito de feminicidio 

o suicidio feminicida consumado o en grado de 

tentativa, aun cuando la víctima no sea su 

cónyuge, concubina o haya existido entre ambos 

una relación afectiva o de pareja. 

 

La autoridad jurisdiccional que conozca del caso 

valorará si la persona sujeta a proceso penal 

representa un riesgo para la integridad física y 

psicológica de sus menores hijos, en cuyo caso 

ordenará la suspensión provisional de los derechos 

derivados de la patria potestad y la guarda y 

custodia. Asimismo, ordenará a las autoridades 

correspondientes la atención alimentaria y 

psicológica de los menores, garantizando en todo 

momento el interés superior de la niñez. 

 

TÍTULO TERCERO 

Derechos de las Víctimas 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

Víctimas Directas e Indirectas 

 

Artículo 16.- Las víctimas directas e indirectas de 

los delitos de feminicidio y suicidio feminicida 

tienen los siguientes derechos: 

 

I.A recibir un trato digno por parte de las 

autoridades que integran el sistema de 

procuración y administración de justicia, lo 

cual implica también la protección de su 

bienestar físico y psicológico, su vida privada y 

seguridad personal; 

 

II.A acceder a los medios procesales y de justicia 

para denunciar la comisión de los delitos 

previstos en esta Ley; 

 

III.A recibir asesoría y representación jurídica 

especializada y gratuita, desde el inicio de la 

investigación de los delitos y hasta la 

reparación integral y adecuada del daño; 

 

IV.A participar en todas las etapas del 

procedimiento penal; 

 

V.A comunicar al Ministerio Público y demás 

funcionarias y funcionarios encargados de la 

investigación de los delitos, sobre cualquier 

información, dato o antecedente que contribuya 

al desarrollo del procedimiento penal; 

 

VI.A presentar sus pretensiones a las autoridades 

judiciales, quienes deberán valorarlas de forma 

completa, objetiva e imparcial, antes de 

resolver sobre los hechos, las responsabilidades 

penales, las penas y la reparación del daño; 

 

VII.A acceder a los recursos judiciales y medios de 

defensa que resulten procedentes para combatir 

todo acto u omisión por parte de las autoridades 

que esta Ley contempla; 

 

VIII.A que se considere cualquier circunstancia que 

las coloque en una situación de vulnerabilidad, 

tal como la situación migratoria, de refugio o 

desplazamiento; las discapacidades; la edad; la 

condición socio-económica; si se encuentra 

legítimamente privada de la libertad o en 

cualquier situación de reclusión; o si vive en 

lugares con conflictos armados, amenazados 

por la delincuencia organizada o en situación de 

desastre; y 

 

IX.A la confidencialidad de la información que 

proporcione, con el objeto de garantizar que los 

hechos y circunstancias del delito no sean 

conocidos por personas ajenas al 

procedimiento judicial, y que los detalles más 

íntimos no sean hechos de conocimiento 

público, sin su consentimiento. 

 

Artículo 17.- Las hijas e hijos menores de edad de 

las víctimas de feminicidio o suicidio feminicida 

tendrán derecho a la protección del Estado en todo 

lo referente a su seguridad alimentaria y al 

seguimiento de su bienestar físico y emocional.  

 

El Ministerio Público y las demás autoridades 

encargadas de la investigación de los delitos y la 

administración de justicia, deberán adoptar 
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medidas especiales para evitar su victimización 

secundaria. Para ello, deberán contar con 

especialistas en el manejo y trato de menores de 

edad, así como recibir apoyo de las dependencias 

Federal y locales, según corresponda, encargadas 

de la protección e integridad de la familia.  

 

Toda entrevista o interrogatorio que se practique a 

las hijas o hijos menores de edad de la víctima, 

deberá realizarse por las personas especialistas a 

que se refiere el párrafo previo, o por la autoridad 

judicial que designe la ley. Toda diligencia en la 

que deban intervenir menores de edad se llevará a 

cabo en estricto cumplimiento de la Ley General 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 

la Ley General de Víctimas y los tratados 

internacionales de protección de los derechos 

humanos de la niñez y la adolescencia, de los que 

el Estado Mexicano sea parte. 

 

Artículo 18.- Con el fin de evitar toda forma de 

victimización secundaria, el Ministerio Público, 

así como el funcionariado público encargado de la 

investigación y administración de justicia deberá 

adecuar los procedimientos que lleve a cabo, a las 

necesidades de las víctimas. 

 

TÍTULO CUARTO 

Reglas Aplicables A La Investigación y 

Persecución de los Delitos 

 

CAPÍTULO I 

Competencia 

 

Artículo 19.- Corresponde a las autoridades 

federales la investigación y persecución de los 

delitos previstos en esta Ley, cuando:  

 

I. Se señale a un servidor público federal como 

probable responsable; 

 

II.  Se dicte sentencia o resolución de un 

organismo o corte internacional de protección 

de los derechos humanos, cuya jurisdicción se 

encuentre reconocida por nuestro país en virtud 

de tratados internacionales en materia de 

derechos humanos de los que sea parte, por la 

cual se determine la responsabilidad 

internacional del Estado Mexicano por defectos 

u omisiones en la investigación, persecución, 

enjuiciamiento o sanción de los delitos 

previstos en esta Ley; 

 

III. El Ministerio Público de la Federación 

ejerza la facultad de atracción para la 

investigación y persecución de los delitos 

previstos en esta Ley, cuando el probable 

responsable sea un servidor público estatal o 

municipal, o cuando el caso revista relevancia 

social; 

 

IV. Durante la investigación de los delitos, se 

encuentren indicios sobre la participación o 

ejecución de los mismos por parte de personas 

cuya pertenencia o colaboración con 

organizaciones de la delincuencia organizada 

se encuentre acreditada. 

 

La víctima, su representante legal o asesor jurídico 

podrán pedir al Ministerio Publico de la 

Federación que inicie o solicite la carpeta de 

investigación de los delitos previstos en esta Ley, 

cuando se actualice alguno de los supuestos 

establecidos en este artículo. Toda negativa a 

dicha solicitud deberá estar fundada y motivada.  

 

Artículo 20.- En los casos no previstos por el 

artículo anterior, la investigación, persecución, 

enjuiciamiento y sanción de los delitos, 

corresponderá a las fiscalías de las entidades 

federativas.  

 

Artículo 21.- Cuando el sujeto activo o probable 

responsable de los delitos aquí previstos sea 

miembro de las Fuerzas Armadas o la Guardia 

Nacional, el proceso penal deberá sustanciarse 

ante tribunales civiles federales por tratarse estos 

delitos de violaciones graves de derechos 

humanos. 

 

CAPÍTULO II 

Principios y Deberes Generales de la 

Investigación 

 

Artículo 22.- La investigación de los delitos 

previstos en esta Ley se guiará por los siguientes 
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principios: 

 

I.Igualdad y no discriminación; 

 

II.Respeto a la dignidad humana; 

 

III.Perspectiva de género; 

 

IV.No revictimización; 

 

V.Independencia e imparcialidad judicial; 

 

VI.Profesionalismo; 

 

VII.Objetividad; 

 

VIII.Debida diligencia; 

 

IX.Prevención; 

 

X.Privacidad; y 

 

XI.Respeto del debido proceso.  

 

Artículo 23.- El Ministerio Público tendrá las 

siguientes obligaciones a fin de asegurar la 

integridad de la investigación y la protección de 

las víctimas durante el procedimiento: 

 

I.Investigar todo asesinato o muerte violenta de 

mujeres como un probable feminicidio, 

aplicando para ello un protocolo de 

investigación específico apegado a los 

estándares más altos de protección de derechos 

humanos en esta materia; 

 

II.Determinar la existencia de antecedentes de 

violencia de la persona señalada como 

responsable en contra de la víctima, aun cuando 

no hubiera denuncias previas; 

 

III.Asegurar la inmediata y exhaustiva búsqueda e 

identificación de la víctima o sus restos; y 

 

IV.A fin de garantizar la aplicación de la 

perspectiva de género durante la investigación, 

valorar el contexto en que se cometió el delito 

y los elementos subjetivos vinculados a las 

razones de género incluidas en el tipo penal. 

Respecto del contexto, el Ministerio Público 

deberá tomar en cuenta si la muerte violenta de 

la mujer ocurrió con motivo de una 

desaparición forzada o en medio de un 

escenario de conflicto; mientras que, respecto 

de los elementos subjetivos de la víctima, 

deberá valorarse que esta sea una niña, una 

mujer adulta mayor, con discapacidad, 

indígena, afromexicana o de cualquier otro 

grupo étnico oprimido, migrante, transexual o 

cuya orientación sexual la ubicara en una 

situación de vulnerabilidad; y  

 

V.A solicitar a las autoridades judiciales que 

conozcan del caso las medidas necesarias para 

garantizar la asistencia, protección y reparación 

del daño a las víctimas directas e indirectas del 

delito, sin perjuicio de que ellas, su 

representante o su asesor jurídico soliciten 

directamente dichas medidas. 

 

Artículo 24.- Durante la investigación de los 

delitos previstos en esta Ley quedará prohibida: 

 

I.La aplicación de soluciones alternas al 

procedimiento penal, como los acuerdos 

reparatorios, cualquier forma de conciliación o 

mediación o la suspensión condicional del 

proceso que pueda tener por objetivo la 

extinción de la acción penal; 

 

II.La aplicación del criterio de oportunidad; 

 

III.El desistimiento de la acción penal; y 

 

IV.La conmutación de penas. 

 

Artículo 25.- De conformidad con el artículo 19 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la comisión del delito de feminicidio 

consumado o en grado de tentativa, ameritará la 

imposición de prisión preventiva oficiosa, la cual 

deberá de ser dictada por el juez de control en los 

términos del Código Nacional de Procedimientos 

Penales. 

 

Artículo 26.- La persecución de los delitos 
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previstos en esta Ley, el ejercicio de la acción 

penal en contra de las personas probables 

responsables y la ejecución de sanciones son 

imprescriptibles.  

 

CAPÍTULO III 

Protocolos de Investigación 

 

Artículo 27.- El Ministerio Público de la 

Federación y las fiscalías de las entidades 

federativas deberán crear protocolos de 

investigación de los delitos de feminicidio y 

suicidio feminicida apegados a los estándares de 

protección de derechos humanos más alto. Dichos 

protocolos deberán garantizar el principio de 

debida diligencia y contendrán, como mínimo, las 

siguientes obligaciones: 

 

I.La investigación de la muerte violenta de una 

mujer deberá iniciarse partiendo de la hipótesis 

que se trata de un feminicidio o, en su caso, un 

suicidio feminicida; 

 

II.La investigación de los delitos previstos en esta 

Ley iniciará de manera oficiosa y de manera 

inmediata, tan pronto como el Ministerio 

Público tenga conocimiento de una noticia 

criminal de feminicidio o suicidio feminicida, 

ya sea que esta se presente a través de denuncia, 

querella, informe anónimo, llamada telefónica 

o cualquier otro medio. En esta fase, la 

investigación tendrá la finalidad de determinar 

la ocurrencia del hecho y la identificación de 

los probables responsables. No se requerirá que 

la querella sea presentada por familiares o 

conocidos de la víctima para dar inicio o 

continuidad a las labores de investigación; 

 

III.Para la debida investigación de los delitos y la 

preservación de la cadena de custodia de todos 

los indicios, evidencias, objetos e instrumentos 

del hecho delictivo, el Ministerio Público 

deberá coordinarse con las autoridades 

federales, estatales y municipales competentes, 

así como con los cuerpos de policía o de 

seguridad pública correspondientes, institutos 

de medicina legal, ciencias forenses y demás 

órganos auxiliares en la procuración de justicia.  

El Ministerio Público tendrá la obligación de 

coordinar la intervención de los cuerpos de 

auxilio que intervengan en la escena de los 

hechos, a fin de evitar la colisión de 

competencias, la contaminación de la escena o 

la alteración de las evidencias físicas y otros 

materiales probatorios; 

 

IV.Las y los funcionarios que realicen actividades 

de investigación y policía judicial deberán 

realizar de inmediato las diligencias urgentes, a 

fin de evitar la pérdida o degradación del 

material probatorio derivado de la escena 

donde se halle el cuerpo de la víctima. Se 

entiende por diligencias urgentes, todas 

aquellas que permitan la inspección del lugar, 

la inspección del cadáver, las entrevistas y los 

interrogatorios necesarios para determinar las 

hipótesis del hecho delictivo; 

 

V.Las y los funcionarios que practiquen las 

diligencias urgentes deberán identificar, 

recoger, embalar técnicamente y registrar los 

elementos materiales probatorios y la evidencia 

física que encuentren. Asimismo, deberán 

registrar por escrito las grabaciones de las 

entrevistas e interrogatorios que practiquen; 

 

VI.El levantamiento del cadáver de la escena del 

hallazgo, y su posterior necropsia médico-legal, 

deberán ser practicadas por funcionarios 

técnicos en criminalística y medicina forense o, 

en su defecto, por el personal de los hospitales 

públicos. Las evidencias recaudadas, incluidas 

aquellas que se recolecten por medios 

electrónicos como cámaras fotográficas o de 

video, deberán ser sometidas rigurosamente a 

la cadena de custodia; 

 

VII.La divulgación indebida de las fotografías, 

videos y demás elementos que den cuenta del 

material probatorio recolectado, serán 

sancionados penalmente, de conformidad con 

lo establecido en esta Ley y el Código Penal 

Federal, o los correspondientes de las entidades 

federativas, para los delitos cometidos por 

servidores públicos en contra de la 

administración de justicia; 
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VIII.Las y los funcionarios encargados de la 

investigación de los delitos deberán recuperar 

toda la información relacionada con los hechos 

que precedieron o fueron concomitantes al 

feminicidio, tales como los registros de 

denuncias de violencia previas por parte de la 

víctima; grabaciones de cámaras de seguridad 

de la vivienda de la víctima, los lugares que 

frecuentaba o donde fue vista por última vez; la 

intromisión arbitraria, ejercicio de la fuerza o 

afectación de la libertad e intimidad de la 

víctima, a través de medios electrónicos, vía 

telefónica, celular o sus redes sociales; 

 

IX.Como parte de diligencias urgentes que deben 

llevar a cabo, los funcionarios encargados de la 

investigación, deberán establecer reuniones 

periódicas de evaluación, a fin de conocer 

avances y definir las líneas de investigación. 

Estas reuniones iniciarán después de 

transcurridas 24 horas de conocida la noticia 

criminal y continuarán cada 72 horas. Los 

resultados de las reuniones deberán informarse 

a la o el fiscal encargado del caso, para que 

asuma la dirección, coordinación y control de 

la investigación.  

 

TÍTULO QUINTO 

Reparación Integral del Daño 

 

Artículo 28.- La reparación del daño que se 

otorgue a las víctimas debe ser adecuada, efectiva, 

rápida, proporcional y transformadora.  

 

La reparación integral comprende la restitución de 

los derechos, bienes y libertades de las víctimas; 

la satisfacción; las garantías de no repetición; una 

indemnización compensatoria por el daño moral, 

material e inmaterial sufrido y, cuando sea posible, 

la rehabilitación física, psicológica y social. 

 

Artículo 29.- Corresponderá al responsable de los 

delitos el pago de la indemnización y costos de 

rehabilitación de las víctimas.  

 

La autoridad judicial que conozca del caso 

ordenará el decomiso y aseguramiento de los 

bienes necesarios para garantizar el pago de los 

conceptos establecidos en el párrafo previo. El 

registro, aseguramiento y decomiso de los bienes 

necesarios para otorgar la reparación del daño, se 

llevará a cabo de conformidad con lo establecido 

en el Código Nacional de Procedimientos Penales 

y, en lo aplicable, en la Ley General de Víctimas. 

 

Artículo 30.- Con independencia de la 

indemnización y gastos de rehabilitación que 

corresponda cubrir a la persona responsable del 

delito, el Poder Ejecutivo Federal y de las 

entidades federativas, según sea el caso, proveerán 

los recursos suficientes para sostener las 

necesidades alimentarias, educativas, de vivienda 

y salud más urgentes e inmediatas, así como las 

demás prestaciones para el bienestar físico y 

psicológico de las hijas e hijos menores de edad, o 

que dependieran económicamente de la víctima de 

feminicidio o suicidio feminicida; así como de 

otros dependientes económicos, cuando sean 

personas adultas mayores, o que tengan alguna 

discapacidad o enfermedad que los incapacite para 

el trabajo. 

 

Estos recursos deberán destinarse también cuando 

los bienes de la persona responsable del delito no 

sean suficientes para dar cumplimiento a lo 

ordenado por la autoridad judicial para la 

reparación del daño. 

 

Los recursos deberán ser ejercidos por la 

Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas o las 

instituciones análogas de cada entidad federativa, 

dependiendo del ámbito competencial en que se 

haya sustanciado el caso. 

 

Artículo 31.- Las víctimas directas e indirectas de 

los delitos previstos en esta Ley se considerarán 

sujetos prioritarios en los programas sociales de 

empleo, financiamiento para el autoempleo, becas 

educativas, acceso a instituciones educativas 

públicas, pensiones, salud y bienestar vigentes o 

que implemente el Gobierno Federal o los 

correspondientes de las entidades federativas cada 

ejercicio fiscal.  
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TÍTULO SEXTO 

Responsabilidad Penal y Administrativa de los 

Servidores Públicos 

 

Artículo 32.- Se aumentarán en una tercera parte 

las penas de prisión y multa que correspondan por 

los delitos contra la administración de justicia 

cometidos por servidores públicos encargados de 

la investigación y persecución de los delitos 

previstos en esta Ley, su procesamiento y la 

ejecución de medidas de seguridad y penas.  

 

Los delitos contra la administración de justicia 

cometidos por servidores públicos se definirán 

conforme las conductas enlistadas en el artículo 

225 del Código Penal Federal, tratándose de los 

casos de feminicidio y suicidio feminicida que 

conozca el Ministerio Público de la Federación, en 

los supuestos previstos por esta Ley.  

 

Los delitos contra la administración de justicia 

cometidos en casos de feminicidio y suicidio 

feminicida que conozcan las fiscalías de las 

entidades federativas, se perseguirán conforme a 

las conductas previstas en los códigos penales 

locales, aumentando la pena en términos del 

párrafo primero de este artículo. 

 

Artículo 33.- Además de las penas que se 

impongan conforme al artículo anterior, los 

servidores públicos responsables por la comisión 

de delitos contra la administración de justicia, 

serán destituidos de su encargo e inhabilitados 

para desempeñar cualquier otro empleo, cargo o 

comisión públicos. 

 

Transitorios 

 

Primero.- El presente decreto entrará en vigor a 

los 90 días naturales posteriores a su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

 

Segundo.- Los tipos penales de feminicidio y 

demás tipos análogos o relacionados con la 

violencia feminicida que estén vigentes en el 

Código Penal Federal y los códigos penales de las 

entidades federativas, en el momento de la 

publicación de esta Ley, continuarán produciendo 

sus efectos para aquellas conductas típicas 

realizadas con anterioridad a su entrada en vigor.  

 

Tercero.- En un plazo de 90 días naturales 

posteriores a la publicación de esta Ley, los 

congresos de las entidades federativas deberán 

adecuar sus ordenamientos penales en los 

términos establecidos por esta Ley, respecto de los 

tipos penales vinculados a la violencia feminicida, 

consumada o en grado de tentativa; y aquellos que 

se cometan por servidores públicos en contra de la 

administración de justicia. 

 

Cuarto.- La Fiscalía General de la República y las 

fiscalías de las entidades federativas deberán 

diseñar y publicar sus protocolos para la 

investigación de casos de feminicidio y suicidio 

feminicida, en un plazo de 90 días naturales 

posteriores a la entrada en vigor de esta Ley, 

tratándose de la Federación, y de las 

modificaciones a las legislaciones penales 

realizadas por los Congresos de cada entidad 

federativa. 

 

Quinto.- El Poder Ejecutivo Federal y de las 

entidades federativas deberán realizar las 

previsiones presupuestales necesarias para la 

operación del Fondo de Reparación del Daño para 

las víctimas directas e indirectas de los delitos de 

feminicidio y suicidio feminicida, en el ejercicio 

fiscal posterior a su entrada en vigor. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputada María Elizabeth Díaz García 
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DEL DIPUTADO EDELMIRO SANTIAGO SANTOS 

DÍAZ CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY NACIONAL 

DE EJECUCIÓN PENAL  

 

El suscrito, diputado federal Edelmiro Santiago 

Santos Díaz, integrante del Grupo Parlamentario 

de Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara 

de Diputados, con fundamento en lo establecido 

en los artículos 71, fracción II, y 72 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como los artículos 6, numeral I, 77 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados 

del Congreso de la Unión, somete a consideración 

de esta honorable asamblea la iniciativa con 

proyecto de decreto que reforma el artículo 4 de la 

Ley Nacional de Ejecución Penal, al tenor de la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

Desde sus orígenes, el término y el fin de la prisión 

era exclusivo de segregar a los imputados y 

sentenciados, sin ocuparse ni preocuparse por la 

reinserción social de estos. El fin derivaba en 

proporcionar sufrimiento, por lo que el principio 

de “readaptación social” parecía lejana.  

 

El objetivo de la presente iniciativa es 

proporcionar una definición adecuada de 

reinserción social, dentro de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal, que permita entender de una 

manera más precisa los alcances de la misma y 

permita llevarla a cabo, dentro de los parámetros 

más amplios, garantizando así los derechos 

fundamentales de las personas que han cumplido 

su deuda con la sociedad. 

 

Con el paso del tiempo este sistema ha ido 

evolucionando estructuralmente, dejando de lado 

el castigo al imputado o sentenciado por algún 

delito y se siguió el objetivo de readaptarlo durante 

el confinamiento, para así devolverlo a la sociedad 

apto para vivir en la misma. 

 

En los siglos XVI y XVII fue cuando la idea de 

readaptar a las personas surgió con las “casas de 

corrección”, sitios destinados a readaptar y 

enseñar algún oficio a los internos, quienes en sus 

inicios no fueron delincuentes, sino vagabundos, 

mendigos y prostitutas, lo cual era la principal 

diferencia que distinguía a estos lugares de las 

prisiones tradicionales.   

 

Esto fue el origen y base fundamental de los 

centros penitenciarios como los conocemos hoy en 

día. 

 

La manera de penar los delitos ha ido 

evolucionando con el paso de los años, el daño 

corporal adquirió una connotación negativa y se 

reemplazó con la privación de la libertad en los 

siglos XVII y XIX. 

 

Hecho que derivó en la necesidad de crear un 

derecho penal, como el medio idóneo para 

alcanzar justicia y de primera instancia readaptar a 

los individuos, en reemplazo de los castigos 

inhumanos para así buscar la manera de resolver 

el motivo del conflicto. 

 

Desde la entrada en vigor de la Constitución 

emanada de la Revolución en 1917, se plasma en 

su artículo 18 lo referente al sistema penitenciario 

y el objetivo de regenerar al individuo mediante el 

trabajo. En 1965, es decir, 48 años después, a pesar 

de los grandes avances en el sistema penitenciario, 

se reforma el artículo 18 para que exista una 

separación entre mujeres y hombres, organización 

por medio del trabajo, capacitación del mismo y la 

educación como medio para alcanzar la 

readaptación. 
 

En el año 2008 vuelve a reformarse, esta vez 

buscando la reinserción social, haciendo un 

énfasis en la disfuncionalidad del individuo dentro 

de la sociedad, razón por la cual es privado de la 

libertad.  

 

Hoy en día, al revisar la evolución de nuestra Carta 

Magna, es evidente que en el artículo 18 quedó 

plasmada la base de los derechos fundamentales, 

además de utilizar el trabajo, la capacitación, la 

educación, la salud y el deporte como los medios 

necesarios en los centros penitenciarios para 
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lograr la reinserción social del individuo y evitar 

su reincidencia.  

 

El sistema penitenciario mexicano es definido 

conforme al artículo 3 de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal, que expresa lo siguiente: 

 
Artículo 3. Glosario 

… 

Sistema Penitenciario: Al conjunto de normas 

jurídicas y de instituciones del Estado que tiene 

por objeto la supervisión de la prisión preventiva 

y la ejecución de sanciones penales, así como de 

las medidas de seguridad derivadas de una 

sentencia, el cual está organizado sobre la base 

del respeto de los derechos humanos, del trabajo, 

la capacitación para el mismo, la educación, la 

salud y el deporte como medios para lograr la 

reinserción de la persona sentenciada a la 

sociedad y procurar que no vuelva a delinquir; 

… 

  

El sistema penitenciario tiene funciones esenciales 

en nuestro país, las cuales son proteger a la 

sociedad mediante el confinamiento de las 

personas acusadas o sancionadas por cometer un 

delito y, por otra parte, está el de servir a la misma, 

mediante la reinserción de estas personas una vez 

que su libertad es recuperada, con la de idea de 

que, es liberado un individuo readaptado, para 

vivir en sociedad. 

 

Siendo este el proceso de la seguridad pública que 

empieza y termina con la prevención del delito, sin 

embargo, existen diversos problemas como la 

sobrepoblación y la reincidencia delictiva que 

prevalecen en los centros de nuestro país, por lo 

que es esencial la búsqueda de nuevas alternativas 

que generen algún impacto positivo ante el 

problema que sufre el sistema penitenciario y 

pueda salir del rezago en el que se encuentra. 

 

Para implementar “mano dura” ante esta situación, 

se ha optado por alargar la duración de las penas, 

que se podrían traducir en amenazas hacía los reos 

de mantenerlos privados de la libertad casi toda su 

vida, que en contraste a estos mecanismos de 

control observamos que no han funcionado, 

derivado de que no disminuyen los niveles de 

inseguridad y solo se ha logrado llenar los centros 

penitenciarios, donde se suelen adquirir nuevos 

vicios que provocan la reincidencia delictiva al 

mezclar a delincuentes de baja peligrosidad con 

los de alta. 

 

Es importante plasmar en los cuerpos normativos 

los mecanismos necesarios para lograr una 

adecuada reinserción social, que verdaderamente 

garantice prevenir y erradicar la posibilidad de 

reincidencia, así como de ejecución de conductas 

antisociales, violentas o ilegales progresivas, que 

hayan aprendido dentro de los Centro de 

readaptación social o en los centros de 

internamiento o cumplimiento de sanciones. 

 

Para lo anterior, es importante que el concepto de 

reinserción social sea claro en su entendimiento, 

su objetivo y la forma de ejecutarlo, la iniciativa 

aquí propuesta, tiene la finalidad de ministrar un 

concepto amplio, claro y que vaya acorde al 

respeto de los derechos fundamentales de las 

personas a quienes les ha sido restituida su 

libertad.  

 

Por lo anteriormente expuesto, pongo a 

consideración de esta soberanía la siguiente:  

  

Propuesta 

Ley Nacional de Ejecución Penal 

Texto vigente Texto propuesto 

Artículo 4. Principios 

rectores del Sistema 

Penitenciario El 

desarrollo de los 

procedimientos 

dentro del Sistema 

Penitenciario debe 

regirse por los 

siguientes principios: 

  

 … 

  

Reinserción social. 

Restitución del pleno 

ejercicio de las 

libertades tras el 

cumplimiento de una 

sanción o medida 

Artículo 4. Principios 

rectores del Sistema 

Penitenciario El 

desarrollo de los 

procedimientos 

dentro del Sistema 

Penitenciario debe 

regirse por los 

siguientes principios: 

  

… 

  

Reinserción Social. 

Diversidad de 

acciones y 

programas 

penitenciarios y 

post penitenciarios, 
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ejecutada con respeto 

a los derechos 

humanos. 

 

orientadas a la 

restitución plena de 

las libertades, de 

personas que hayan 

sido privadas de su 

libertad en 

acatamiento a una 

medida cautelar o 

sentenciadas por 

infringir la Ley 

Penal, con el fin de 

disminuir las 

probabilidades de 

reincidencia, 

prevenir la 

comisión de nuevas 

conductas delictivas 

y promover las 

conductas pro 

sociales. 

  

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 

ARTÍCULO 4 DE LA LEY NACIONAL DE 

EJECUCIÓN PENAL 

 

Único. – Se reforma el artículo 4 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, para quedar como 

sigue:  

 

Artículo 4. Principios rectores del Sistema 

Penitenciario El desarrollo de los procedimientos 

dentro del Sistema Penitenciario debe regirse por 

los siguientes principios: 

 … 

 

Reinserción Social. Diversidad de acciones y 

programas penitenciarios y post penitenciarios, 

orientadas a la restitución plena de las 

libertades, de personas que hayan sido privadas 

de su libertad en acatamiento a una medida 

cautelar o sentenciadas por infringir la Ley 

Penal, con el fin de disminuir las 

probabilidades de reincidencia, prevenir la 

comisión de nuevas conductas delictivas y 

promover las conductas pro sociales. 

Transitorio 

  

Único. - El Presente decreto entrará en vigor el 

siguiente día de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

  

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

  

Diputado Edelmiro Santiago Santos Díaz 
 

 

 

 
 

 

 

DEL DIPUTADO EDELMIRO SANTIAGO SANTOS 

DÍAZ CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE ACCESO 

DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA Y DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL 

 

El suscrito, diputado Edelmiro Santiago Santos 

Díaz, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados, con fundamento en los dispuesto por 

los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estado Unidos Mexicanos, en la 

fracción I, del numeral 1, del artículo 6, y los 

artículos 77 y 78 del reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta 

Honorable asamblea la iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se reforman y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia y del Código Penal, al tenor de la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 
 

La violencia digital es un tema novedoso dentro de 

las legislaciones en México y es necesario 

establecer un parámetro legal, para evitar que el 

contenido digital en redes sociales y diversas 

plataformas digitales, quede sin un límite legal de 
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actuación, para lograr así evitar que la esfera 

jurídica de las víctimas se vea afectada. 

 

El objetivo de la presente iniciativa es ampliar el 

alcance de la responsabilidad en materia de 

violencia digital, estableciendo una 

responsabilidad, no solamente para el agresor 

directo, sino también a quien ofrece y pone a 

disposición los medios para realizar la violencia 

digital, en ese sentido, debe vincularse a los 

dueños, directores, administradores y 

representantes de los medios digitales, redes 

sociales y medios de comunicación vía televisión 

y medios impresos, como responsables de la 

permisión de la difusión del contenido o material 

digital, potencialmente violento en contra de las 

personas. 

 

Antecedentes 

  

El 3 de diciembre de año 2019 se aprobó, en el 

Congreso de la Ciudad de México, la llamada Ley 

Olimpia, la cual consiste en un conjunto de 

reformas realizadas a ordenamientos legales de las 

entidades federativas, así como en la Ley General 

de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, mediante la cual se reconoce la 

violencia digital como un tipo penal. 

 

La violencia digital, conforme al artículo 7° de la 

Ley general de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, consiste en actos de acoso, 

hostigamiento, amenazas, vulneración de datos e 

información privada, así como la difusión de 

contenido sexual (fotos, videos y audios) sin 

consentimiento o mediante engaño a una persona.  

 

Claramente, esta conducta atenta contra la 

integridad, la dignidad y la vida privada de las 

mujeres causando daño psicológico, económico o 

sexual tanto en el ámbito privado como en el 

público, generando, además, un daño inmaterial 

imposible de reparar, lo que da como resultado, un 

daño moral, tanto a las víctimas como a sus 

familiares. 

 

El detonante derivó de un video íntimo de Olimpia 

Melo Cruz, el cual se difundió en redes sociales 

por su anterior pareja en el año 2014, esto, sin el 

consentimiento de ella. Este acto generó en ella 

sentimientos de humillación por las constantes 

burlas e insultos hacia su persona, por el 

mencionado video. Olimpia, junto a muchas 

mujeres más que habían sufrido acoso, impulsaron 

la iniciativa en el estado de Puebla para reformar 

el Código Penal de la entidad federativa. 

 

Las reformas que conforman este tipo penal tienen 

el fin de proteger diversos derechos, entre los 

cuales se encuentra el derecho a la intimidad de las 

personas, principalmente de las mujeres, ya que 

son ellas quienes sufren por este tipo de hechos. 

 

Este antecedente permitió reconocer el ciberacoso 

como delito, considerándolo como el acto que 

genera violencia sexual mediante internet, así 

como generar consciencia a través de la Ley 

General de Acceso de las Mujeres entre las 

instituciones sobre los derechos sexuales, la 

violencia digital y su difusión de esta entre la 

ciudadanía. 

 

Las conductas consideradas que atentan contra la 

intimidad sexual son grabar video o audio, 

fotografías o elaborar videos reales o simulados de 

contenido sexual o íntimo de una persona, que 

afecte su imagen personal o comprometa la 

misma, sea motivo de burla, bullyng o ponga en 

duda la integridad de las personas, sin su 

consentimiento o mediante engaño. Exponer, 

distribuir, exhibir, reproducir, transmitir, 

comercializar, ofertar, intercambiar y compartir 

imágenes, audios o videos de contenido sexual de 

una persona sin su consentimiento, mediante 

materiales impresos, correo electrónico, mensajes 

telefónicos, redes sociales o cualquier medio 

tecnológico. 

 

Esto es un problema social complejo, 

investigaciones muestran consistentemente que 

este tipo de actos son más comunes en aquellos 

que han tenido una relación íntima previa. 

 

Estos actos perjudiciales para las mujeres 

incorporan claramente cualquier medio que 

facilite su difusión, el crecimiento exponencial de 
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las redes sociales, que cada vez son más y de 

mayor alcance, han sido el principal medio donde 

exhibir información y material íntimo sin 

consentimiento deriva en la violencia psicológica, 

la cual conlleva humillaciones, devaluación, 

comparaciones destructivas, rechazo y amenazas, 

y que orillan a la víctima a la depresión, al 

aislamiento, a la devaluación de su autoestima e 

incluso al suicidio.  

 

La mencionada difusión maliciosa de información 

íntima en la red se lleva a cabo mediante mensajes 

privados, correos electrónicos, publicaciones en 

redes sociales, blogs, salas de chat o cualquier otro 

medio tecnológico, incluyendo televisión o 

medios impresos, como periódico o revistas.  

 

Aunque las conductas detalladas en estos hechos 

pueden considerarse distintas al acecho físico, a 

menudo conduce o va acompañado de acoso físico 

y explícita o implícitamente amenaza de acecho 

físico. 

 

Esto implica que, tanto físico o cibernético, este 

tipo de personas reaccionan agresivamente al 

rechazo, humillación o desprecio por parte de la 

víctima.  

 

El alcance de estos actos es difícil de conocer con 

precisión, por lo que es necesario seguir realizando 

investigaciones, pero aún más necesario es crear 

protocolos eficaces de prevención, atención, 

intervención, persecución y sanción de quien se 

coloque en la hipótesis jurídica, aquí descrita. 

 

La evidencia y tendencia actual sugiere que es un 

problema grave que crecerá en alcance y 

complejidad a medida que más personas utilizan 

internet y medios de comunicación como 

televisión, periódicos y revistas. 

 

Los actos antes mencionados suelen ser exhibidos 

mediante las redes sociales y medios de 

comunicación vía internet, donde existe un gran 

descuido por parte de las plataformas, por lo que 

es de lo más sencillo hacer uso de estas para llevar 

a cabo alguno de los actos que la mencionada Ley 

Olimpia tiene el fin de extinguir. 

Es importante establecer mecanismos de sanción, 

no solamente para el agresor directo, sino también 

a quien ofrece y pone a disposición los medios 

para realizar la violencia digital, en ese sentido, 

debe establecerse a los dueños, directores y 

representantes de los medios digitales y redes 

sociales, como responsables, de la permisión de la 

difusión del contenido o material digital, 

potencialmente violento en contra de las personas, 

que atenten contra su privacidad, autoestima, su 

libertad e intimidad sexual, como son grabaciones 

de video o audio, fotografías, videos reales o 

simulados de contenido sexual íntimo de una 

persona sin su consentimiento o mediante engaño, 

que expongan, distribuyan, exhiban, reproduzcan, 

transmitan, comercialicen, oferten, intercambien y 

compartan imágenes, audios o videos de contenido 

sexual de una persona sin su consentimiento, 

mediante materiales impresos, correo electrónico, 

mensajes telefónicos, redes sociales o cualquier 

medio tecnológico. 

 

De la misma forma, es necesario hacer extensiva 

la protección de la intimidad de las personas, para 

toda la población en general, sin distinción de 

género, para alcanzar una medida proyectiva y 

sancionadora, para todo aquel que, a sabiendas de 

su conducta, acepte el hecho ilícito y decida 

ejecutarlo, con la intención de dañar la intimidad, 

la imagen o reputación de una persona, generando 

detrimentos materiales e inmateriales, por lo que 

se realiza una modificación al Código Penal 

Federal.  

 

Dado lo anterior, pongo a disposición de esta 

soberanía la siguiente: 

 

Propuesta 

 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia 
Texto actual Texto propuesto 

CAPÍTULO II  

Del Programa 

Integral para 

Prevenir, Atender, 

Sancionar y 

Erradicar la 

CAPÍTULO II  

Del Programa 

Integral para 

Prevenir, Atender, 

Sancionar y 

Erradicar la 
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Violencia contra las 

Mujeres  

 

Artículo 38.- El 

Programa contendrá las 

acciones con 

perspectiva de género 

para: 

 

Del I al XIII… 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 41.- Son 

facultades y 

obligaciones de la 

Federación: 

 

Del I al XVIII…  

XIX. Desarrollar todos 

los mecanismos 

necesarios para el 

cumplimiento de la 

presente ley, y 

 

XX. Las demás que le 

confieran esta ley u 

otros ordenamientos 

aplicables. 

 

 

 

 

 

 

 

Violencia contra las 

Mujeres  

 

Artículo 38.- El 

Programa contendrá las 

acciones con 

perspectiva de género 

para: 

 

Del I al XIII… 

XIV. - Vigilar que 

medios de 

comunicación de 

telecomunicaciones, 

medios impresos o 

digitales, así como 

redes sociales, tomen 

medidas en materia 

de la violencia en 

contra de las mujeres, 

para fortalecer el 

respeto a los derechos 

fundamentales y la 

dignidad de las 

mujeres. 

XV. - Las demás que 

le confieran esta ley u 

otros ordenamientos 

aplicables. 

 

Artículo 41.- Son 

facultades y 

obligaciones de la 

Federación: 

 

Del I al XVIII…  

XIX.- Desarrollar 

todos los mecanismos 

necesarios para el 

cumplimiento de la 

presente ley. 

 

XX. - Vigilar que los 

medios de 

comunicación de 

telecomunicaciones, 

medios impresos o 

digitales, así como 

redes sociales, no 

permitan la difusión 

de información 

íntima perjudicial 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 44.- 
Corresponde a la 

Secretaría de 

Seguridad Pública: 

 

Del I al X… 

XI. Realizar una página 

de Internet específica 

en la cual se encuentren 

los datos generales de 

las mujeres y niñas que 

sean reportadas como 

desaparecidas. La 

información deberá ser 

pública y permitir que 

la población en general 

pueda aportar 

información sobre el 

paradero de las mujeres 

y niñas desaparecidas. 

Esta página deberá 

actualizarse de forma 

permanente, y 

XII. Las demás 

previstas para el 

cumplimiento de la 

presente ley 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 47.- 
Corresponde a la 

Procuraduría General 

de la República: 

 

Del I al X… 

XI. Crear una base 

nacional de 

para la víctima, sin su 

consentimiento. 

XXI. - Las demás que 

le confieran esta ley u 

otros ordenamientos 

aplicables. 

 

Artículo 44.- 
Corresponde a la 

Secretaría de 

Seguridad Pública: 

 

 Del I al X… 

XI. Realizar una página 

de Internet específica 

en la cual se encuentren 

los datos generales de 

las mujeres y niñas que 

sean reportadas como 

desaparecidas. La 

información deberá ser 

pública y permitir que 

la población en general 

pueda aportar 

información sobre el 

paradero de las mujeres 

y niñas desaparecidas. 

Esta página deberá 

actualizarse de forma 

permanente. 

XII. - Tomar medidas 

y realizar las acciones 

necesarias, en 

coordinación con las 

demás autoridades, 

para sancionar la 

difusión de 

información íntima 

perjudicial para la 

víctima. 

XIII.- Las demás 

previstas para el 

cumplimiento de la 

presente ley. 

 

Artículo 47.- 
Corresponde a la 

Fiscalía General de la 

República: 

 

Del I al X… 
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información genética 

que contenga la 

información personal 

disponible de mujeres 

y niñas desaparecidas a 

nivel nacional; la 

información genética y 

muestras celulares de 

los familiares de las 

personas desaparecidas 

que lo consientan; la 

información genética y 

muestras celulares 

provenientes de los 

cuerpos de cualquier 

mujer o niña no 

identificada. La 

información integrada 

en esta base deberá ser 

resguardada y 

únicamente podrá ser 

utilizada para la 

confrontación de 

información genética 

entre cuerpos no 

identificados y 

personas 

desaparecidas, y  

XII. Las demás 

previstas para el 

cumplimiento de la 

presente ley. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 49. 
Corresponde a las 

entidades federativas y 

al Distrito Federal, de 

conformidad con lo 

dispuesto por esta ley y 

los ordenamientos 

XI. Crear una base 

nacional de 

información genética 

que contenga la 

información personal 

disponible de mujeres 

y niñas desaparecidas a 

nivel nacional; la 

información genética y 

muestras celulares de 

los familiares de las 

personas desaparecidas 

que lo consientan; la 

información genética y 

muestras celulares 

provenientes de los 

cuerpos de cualquier 

mujer o niña no 

identificada. La 

información integrada 

en esta base deberá ser 

resguardada y 

únicamente podrá ser 

utilizada para la 

confrontación de 

información genética 

entre cuerpos no 

identificados y 

personas 

desaparecidas. 

XII. - Elaborar y 

aplicar protocolos 

especializados con 

perspectiva de género 

para perseguir y 

sancionar la difusión 

impresa o digital de 

información (o 

material) íntima 

perjudicial para la 

víctima. 

XIII. - Las demás 

previstas para el 

cumplimiento de la 

presente ley. 

 

Artículo 49. 
Corresponde a las 

entidades federativas y 

a la Ciudad de México, 

de conformidad con lo 

dispuesto por esta ley y 

los ordenamientos 

locales aplicables en la 

materia: 

 

Del I al XXIII… 

XXIV. Elaborar y 

aplicar protocolos 

especializados con 

perspectiva de género 

en la búsqueda 

inmediata de mujeres y 

niñas desaparecidas, 

para la investigación de 

los delitos de 

discriminación, 

feminicidio, trata de 

personas y contra la 

libertad y el normal 

desarrollo psicosexual, 

y  

XXV. Las demás 

aplicables a la materia, 

que les conceda la ley u 

otros ordenamientos 

legales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 61.  

locales aplicables en la 

materia: 

 

Del I al XXIII… 

XXIV. Elaborar y 

aplicar protocolos 

especializados con 

perspectiva de género 

en la búsqueda 

inmediata de mujeres y 

niñas desaparecidas, 

para la investigación de 

los delitos de 

discriminación, 

feminicidio, trata de 

personas y contra la 

libertad y el normal 

desarrollo psicosexual. 

XXV. - Elaborar y 

aplicar protocolos 

especializados con 

perspectiva de género 

para perseguir y 

sancionar la difusión 

impresa o digital de 

información (o 

material) íntima 

perjudicial para la 

víctima, que ponga en 

riesgo su imagen 

personal o ponga en 

duda su integridad; y 

XXVI. - Las demás 

aplicables a la 

materia, que les 

conceda la ley u otros 

ordenamientos 

legales. 

 

Artículo 61. Los 

dueños, 

administradores y 

representantes de los 

medios de 

comunicación de 

telecomunicaciones, 

medios impresos o 

digitales, y redes 

sociales, serán 

responsables de los 

daños materiales y 

morales, así como de 

los perjuicios que 
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ocasione a la víctima, 

por la difusión, de 

contenido o material 

digital, de tipo sexual 

o íntimo, 

potencialmente 

violento en contra de 

las personas, que 

atenten contra su 

privacidad, 

autoestima, su 

libertad e intimidad 

sexual, atenten contra 

su imagen personal, 

pongan en duda su 

integridad o su 

reputación, como son 

grabaciones de video 

o audio, fotografías, 

videos reales o 

simulados, sin su 

consentimiento o 

mediante engaño, que 

expongan, 

distribuyan, exhiban, 

reproduzcan, 

transmitan, 

comercialicen, 

oferten, intercambien 

y compartan 

imágenes, audios o 

videos de contenido 

sexual de una persona 

sin su consentimiento, 

mediante materiales 

impresos, correo 

electrónico, mensajes 

telefónicos, redes 

sociales o cualquier 

medio tecnológico. 

 

Se entenderá que los 

representantes, 

administradores y 

dueños de los medios 

de comunicación de 

radiodifusión, 

digitales o impresos y 

redes sociales, serán 

responsables, cuando 

el contenido a que 

refiere el párrafo que 

antecede, se difunde y 

se prolonga en el 

tiempo su exposición, 

causando un 

detrimento 

inmaterial en los 

bienes jurídicos de las 

personas afectadas o 

víctimas, sin que el 

responsable, 

administrador o 

dueño de los medios 

de comunicación de 

radiodifusión, 

digitales o redes 

sociales, haya 

retirado dicho 

material de 

circulación de 

televisión, radio,  

periódicos, revistas, 

medios impresos, 

plataformas digitales 

e internet. 

Del Código Penal Federal 

Texto actual  Texto propuesto 

TÍTULO SÉPTIMO 

TER 

 

 

 

 

 

199 Octavius. 

TÍTULO SÉPTIMO 

TER 

 

Delitos contra la 

Intimidad de las 

Personas. 

 

199 Octavus. Se 

impondrá de dos a 

cuatro años de prisión 

y multa de doscientos 

a quinientos días 

multa a quien 

haciendo uso de 

medios de 

radiodifusión, 

telecomunicaciones, 

digitales, 

informáticos o 

cualquier otro medio 

de transmisión de 

datos, incluyendo 

televisión, medios 

impresos, periódicos, 

revistas, redes 

sociales y plataformas 

digitales, realice 
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difusión, de contenido 

o material digital, de 

tipo sexual o íntimo, 

potencialmente 

violento en contra de 

las personas, que 

atenten contra su 

privacidad, 

autoestima, su 

libertad e intimidad 

sexual, atenten contra 

su imagen personal, 

pongan en duda su 

integridad o su 

reputación, como son 

grabaciones de video 

o audio, fotografías, 

videos reales o 

simulados, sin su 

consentimiento o 

mediante engaño, que 

expongan, 

distribuyan, exhiban, 

reproduzcan, 

transmitan, 

comercialicen, 

oferten, intercambien 

y compartan 

imágenes, audios o 

videos de contenido 

antes descrito, de una 

persona sin su 

consentimiento. 

 

Se entenderá que los 

representantes, 

administradores y 

dueños de los medios 

de comunicación de 

radiodifusión, 

digitales o impresos y 

redes sociales, serán 

responsables, cuando 

el contenido a que 

refiere el párrafo que 

antecede, se difunde y 

se prolonga en el 

tiempo su exposición, 

causando un 

detrimento 

inmaterial en los 

bienes jurídicos de las 

personas afectadas o 

víctimas, sin que el 

responsable, 

administrador o 

dueño de los medios 

de comunicación de 

radiodifusión, 

digitales o redes 

sociales, haya 

retirado dicho 

material de 

circulación de 

televisión, radio,  

periódicos, revistas, 

medios impresos, 

plataformas digitales 

e internet. 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES 

DE LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS 

MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA Y DEL CÓDIGO PENAL 

FEDERAL 

 

Primero. – Se reforman los artículos 38, 41, 44, 

47, 49 y se adiciona el artículo 61 de la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, para quedar como sigue: 

 

Capítulo II  

Del Programa Integral para Prevenir, 

Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia 

Contra las Mujeres artículo 

 

Artículo 38.- El Programa contendrá las acciones 

con perspectiva de género para: 

 

Del I al XIII… 

XIV. - Vigilar que medios de comunicación 

de telecomunicaciones, medios impresos o 

digitales, así como redes sociales, tomen 

medidas en materia de la violencia en contra 

de las mujeres, para fortalecer el respeto a 

los derechos fundamentales y la dignidad de 

las mujeres. 

XV. - Las demás que le confieran esta ley u 

otros ordenamientos aplicables. 
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Artículo 41.- Son facultades y obligaciones de la 

Federación: 

 

Del I al XVIII…  

XIX.- Desarrollar todos los mecanismos 

necesarios para el cumplimiento de la presente 

ley. 

XX. - Vigilar que los medios de 

comunicación de telecomunicaciones, 

medios impresos o digitales, así como redes 

sociales, no permitan la difusión de 

información íntima perjudicial para la 

víctima, sin su consentimiento. 

XXI. - Las demás que le confieran esta ley u 

otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 44.- Corresponde a la Secretaría de 

Seguridad Pública: 

 

Del I al X… 

XI. Realizar una página de Internet específica 

en la cual se encuentren los datos generales de 

las mujeres y niñas que sean reportadas como 

desaparecidas. La información deberá ser 

pública y permitir que la población en general 

pueda aportar información sobre el paradero de 

las mujeres y niñas desaparecidas. Esta página 

deberá actualizarse de forma permanente. 

XII. - Tomar medidas y realizar las acciones 

necesarias, en coordinación con las demás 

autoridades, para sancionar la difusión de 

información íntima perjudicial para la 

víctima. 

XIII.- Las demás previstas para el 

cumplimiento de la presente ley. 

 

Artículo 47.- Corresponde a la Fiscalía General 

de la República: 

 

Del I al X… 

XI. Crear una base nacional de información 

genética que contenga la información personal 

disponible de mujeres y niñas desaparecidas a 

nivel nacional; la información genética y 

muestras celulares de los familiares de las 

personas desaparecidas que lo consientan; la 

información genética y muestras celulares 

provenientes de los cuerpos de cualquier mujer 

o niña no identificada. La información 

integrada en esta base deberá ser resguardada y 

únicamente podrá ser utilizada para la 

confrontación de información genética entre 

cuerpos no identificados y personas 

desaparecidas. 

XII. - Elaborar y aplicar protocolos 

especializados con perspectiva de género 

para perseguir y sancionar la difusión 

impresa o digital de información (o material) 

íntima perjudicial para la víctima. 

XIII. - Las demás previstas para el 

cumplimiento de la presente ley. 

 

Artículo 49. Corresponde a las entidades 

federativas y a la Ciudad de México, de 

conformidad con lo dispuesto por esta ley y los 

ordenamientos locales aplicables en la materia: 

 

Del I al XXIII… 

XXIV. Elaborar y aplicar protocolos 

especializados con perspectiva de género en la 

búsqueda inmediata de mujeres y niñas 

desaparecidas, para la investigación de los 

delitos de discriminación, feminicidio, trata de 

personas y contra la libertad y el normal 

desarrollo psicosexual. 

XXV. - Elaborar y aplicar protocolos 

especializados con perspectiva de género 

para perseguir y sancionar la difusión 

impresa o digital de información (o material) 

íntima perjudicial para la víctima, que 

ponga en riesgo su imagen personal o ponga 

en duda su integridad; y 

XXVI. - Las demás aplicables a la materia, 

que les conceda la ley u otros ordenamientos 

legales. 

 

Artículo 61. Los dueños, administradores y 

representantes de los medios de comunicación 

de telecomunicaciones, medios impresos o 

digitales, y redes sociales, serán responsables de 

los daños materiales y morales, así como de los 

perjuicios que ocasione a la víctima, por la 

difusión, de contenido o material digital, de tipo 

sexual o íntimo, potencialmente violento en 

contra de las personas, que atenten contra su 

privacidad, autoestima, su libertad e intimidad 
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sexual, atenten contra su imagen personal, 

pongan en duda su integridad o su reputación, 

como son grabaciones de video o audio, 

fotografías, videos reales o simulados, sin su 

consentimiento o mediante engaño, que 

expongan, distribuyan, exhiban, reproduzcan, 

transmitan, comercialicen, oferten, 

intercambien y compartan imágenes, audios o 

videos de contenido sexual de una persona sin 

su consentimiento, mediante materiales 

impresos, correo electrónico, mensajes 

telefónicos, redes sociales o cualquier medio 

tecnológico. 

 

Se entenderá que los representantes, 

administradores y dueños de los medios de 

comunicación de radiodifusión, digitales o 

impresos y redes sociales, serán responsables, 

cuando el contenido a que refiere el párrafo que 

antecede, se difunde y se prolonga en el tiempo 

su exposición, causando un detrimento 

inmaterial en los bienes jurídicos de las 

personas afectadas o víctimas, sin que el 

responsable, administrador o dueño de los 

medios de comunicación de radiodifusión, 

digitales o redes sociales, haya retirado dicho 

material de circulación de televisión, radio,  

periódicos, revistas, medios impresos, 

plataformas digitales e internet. 

 

Segundo.- Se adiciona el Título Séptimo Ter, del 

Código Penal Federal, denominado “Delitos 

contra la Intimidad de las Personas”, y se adicional 

el artículo 199 Octavus del Código Penal Federal, 

para quedar como sigue:  

 

Título Séptimo Ter 

Delitos contra la Intimidad de las Personas 

 

199 Octavus. Se impondrá de dos a cuatro años 

de prisión y multa de doscientos a quinientos 

días multa a quien haciendo uso de medios de 

radiodifusión, telecomunicaciones, digitales, 

informáticos o cualquier otro medio de 

transmisión de datos, incluyendo televisión, 

medios impresos, periódicos, revistas, redes 

sociales y plataformas digitales, realice 

difusión, de contenido o material digital, de tipo 

sexual o íntimo, potencialmente violento en 

contra de las personas, que atenten contra su 

privacidad, autoestima, su libertad e intimidad 

sexual, atenten contra su imagen personal, 

pongan en duda su integridad o su reputación, 

como son grabaciones de video o audio, 

fotografías, videos reales o simulados, sin su 

consentimiento o mediante engaño, que 

expongan, distribuyan, exhiban, reproduzcan, 

transmitan, comercialicen, oferten, 

intercambien y compartan imágenes, audios o 

videos de contenido antes descrito, de una 

persona sin su consentimiento. 

 

Se entenderá que los representantes, 

administradores y dueños de los medios de 

comunicación de radiodifusión, digitales o 

impresos y redes sociales, serán responsables, 

cuando el contenido a que refiere el párrafo que 

antecede, se difunde y se prolonga en el tiempo 

su exposición, causando un detrimento 

inmaterial en los bienes jurídicos de las 

personas afectadas o víctimas, sin que el 

responsable, administrador o dueño de los 

medios de comunicación de radiodifusión, 

digitales o redes sociales, haya retirado dicho 

material de circulación de televisión, radio,  

periódicos, revistas, medios impresos, 

plataformas digitales e internet. 

 

Transitorio 

 

Único. – El presente decreto entrará en al día 

siguiente de su publicación.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021  

 

Diputado Edelmiro Santiago Santos Díaz 
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DE LA DIPUTADA IDALIA REYES MIGUEL CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA 

FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 123 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS 

 

Con fundamento en la fracción II, del artículo 71, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y en los artículos 6, 76, 77, 78 y 102 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, la que 

suscribe, diputada Idalia Reyes Miguel, integrante 

de la LXIV Legislatura del H. Congreso de la 

Unión y del Grupo Parlamentario de Morena, 

presento ante esta honorable Cámara de 

Diputados, la iniciativa con proyecto de decreto 

que reforma la fracción VI, del artículo 123, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

Uno de los resultados más lesivos del modelo 

económico neoliberal es la fuerte caída de los 

salarios, sueldos y remuneraciones de todas las 

categorías de trabajadores en México. El indicador 

más general es la disminución sistemática y 

pronunciada del Salario Mínimo General (SMG) 

que entre 1980 y 2016 perdió dos terceras partes 

de su poder adquisitivo. Los otros referentes 

salariales –como el Salario Industrial, los Salarios 

Contractuales y los Salarios Mínimos 

Profesionales- siguieron una trayectoria similar, 

aunque menos pronunciada.  

 

En correspondencia con lo anterior, la brecha 

salarial entre México y los Estados Unidos de 

Norteamérica se amplió considerablemente 

durante las cuatro décadas de funcionamiento del 

modelo económico neoliberal. Y la competitividad 

de la economía mexicana descansó en el deterioro 

de los ingresos de los trabajadores y no el 

desarrollo de la productividad del trabajo. 

 

La consecuencia de este fenómeno sobre los 

niveles de bienestar de las familias mexicanas fue 

severa. Se generó una peculiar pobreza con 

empleo como característica central de la economía 

mexicana. Las insuficiencias en el nivel de 

consumo, las carencias en servicios básicos y las 

deficiencias alimentarias ampliamente registradas 

por el Coneval y los especialistas se 

correlacionaron estrechamente con el 

funcionamiento del mercado de trabajo. Como 

algunos organismos internacionales señalaron, 

esto hacía ineficaz todo combate a la pobreza y a 

la pobreza extrema que no estuviera centrada en 

remontar el deterioro salarial. Los programas 

focalizados de la era neoliberal mostraron, así, su 

ineficacia porque no se proponían atajar o revertir 

la trayectoria descendente de los salarios, sobre 

todo del salario mínimo general. 

 

A esto se sumó el desmantelamiento del sistema 

de protección social construido por el estado 

surgido de la Revolución Mexicana, que 

impactaba negativamente en los salarios 

indirectos. La eliminación de prestaciones y del 

pago de servicios antes gratuitos profundizó la 

pobreza de los trabajadores mexicanos. La 

impasibilidad del Estado neoliberal, que se 

orientaba por la idea de dejar que los salarios 

cayeran a su nivel “natural”, cerró el círculo 

vicioso de un mercado de trabajo que, dejado a su 

libre funcionamiento, llegó a niveles 

remunerativos insostenibles. 

 

A finales del sexenio de Enrique Peña Nieto el 

consenso entre los organismos internacionales y 

los especialistas es que este funcionamiento 

perverso de la economía mexicana tenía que llegar 

a su fin. La Comisión Económica para América 

Latina y El Caribe señaló que la condición 

indispensable para disminuir los índices de 

pobreza en México era el incremento de los 

salarios, comenzando con el salario mínimo 

general. Lo más urgente era proporcionar a las 

familias mexicanas un ingreso suficiente para 

alcanzar un nivel de consumo mínimo equivalente 

a la canasta básica o a la canasta básica 

alimentaria. Por su parte, los gobiernos de Estados 

Unidos y Canadá, con vistas a la ratificación del 

Tratado de Libre Comercio, externaron su 

preocupación respecto de un raquítico salario 

mexicano que consideraban una competencia 

desleal, de tal forma que presionaron para que 

México emprendiera una ruta de recuperación 



Enlace Parlamentario 56  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

salarial. 

 

Se emprendió entonces una estrategia de 

incrementos sostenidos al salario mínimo, para 

cuya ejecución se propuso su desindexación con 

respecto de multas, becas, pagos de servicios, etc., 

para los cuales el micro-salario funcionaba como 

medida. A finales de 2015 el Poder Legislativo 

aprobó una serie de reformas a la Constitución en 

esta dirección, específicamente adicionando un 

párrafo al Artículo 123 en su fracción VI para 

incluir que “el salario mínimo no podrá ser 

utilizado como índice, unidad, base, medida o 

referencia para fines ajenos a su naturaleza”. El 

Decreto que contiene estas nuevas disposiciones 

se publicó el 27 de enero de 2016 en el Diario 

Oficial de la Federación.  

 

En consecuencia, el Gobierno Federal implementó 

la Unidad de Medida y Actualización (UMA) 

como nuevo referente de medición para toda 

materia ajena al ámbito laboral. Con esta 

intención, el 30 de diciembre de 2016 se publicó 

una Ley para Determinar el Valor de la Unidad de 

Medida y Actualización estableciendo el método 

de cálculo que debe aplicar el Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía para determinar el valor 

actualizado diario, mensual y anual de la UMA 

basándose en la variación interanual del índice 

Nacional de Precios al Consumidor y 

desvinculando a la unidad mencionada de toda 

relación con el salario mínimo general.  

 

La intención era que los incrementos previstos al 

salario mínimo como parte de la ruta de su 

recuperación sostenida no se trasladaran a multas, 

pago de derechos y servicios impactando 

negativamente en el nivel de inflación de la 

economía mexicana. De esta manera, se afirmaba, 

podían darse incrementos salariales no 

inflacionarios.  

 

Durante los dos últimos años del sexenio de 

Enrique Peña Nieto se instrumentó esta política 

mediante aumentos moderados al salario mínimo. 

De 2016 a 2017 el salario mínimo general pasó de 

73.04 a 80.04 pesos diarios – o de 2 mil 436.42 a 

2 mil 220.42 pesos mensuales- lo que significó un 

incremento de 9.58 por ciento. En el siguiente año 

el salario mínimo se situó en 88.36 pesos diarios o 

2 mil 686.14 pesos mensuales, lo que indica un 

aumento de 10.4 por ciento.  

 

El Presidente Andrés Manuel López Obrador 

profundizó esta tendencia. Los incrementos al 

salario mínimo han sido de 16.21, 20 y 15 por 

ciento durante sus primeros tres años de gobierno, 

de tal forma que se pasó a 102.68 a 123.22 y 

141.70 pesos diarios durante 2019, 2020 y 2021. 

Mensualmente, el salario mínimo se situó en 3 mil 

121.47 pesos en 2019, tres mil 745.89 pesos en 

2020 y cuatro mil 307.68 pesos en 2021. 

 

Por su parte, la Unidad de Medida y Actualización 

ha variado en correspondencia con el Índice 

Nacional de Precios al Consumidor pasando de los 

73.04 pesos de 2016 a 75.49 en 2017, 80.60 en 

2018, 84.49 en 2019, 86.88 en 2020 y 89.62 en 

2021. Los incrementos de la UMA se ubican entre 

un mínimo de 2.83% en 2020 y un máximo de 6.77 

en 2018.  

 

Las variaciones diarias y mensuales del salario 

mínimo y de la Unidad de Medida y Actualización 

a partir de 2016 se pueden observar en el siguiente 

cuadro: 
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Como algunas prestaciones y subsidios se tasaban 

tradicionalmente en salarios mínimos se debió 

afrontar la disyuntiva de mantenerlos de esa 

manera o remitirlos a la nueva UMA. Por ejemplo, 

en el caso de las becas de posgrado otorgadas por 

el Consejo de Ciencia y Tecnología se optó por 

indicarlas en Unidades de Medida y Actualización 

a pesar del descontento que los becarios 

expresaron al respecto. De esta manera, los 

incrementos anuales de estas percepciones fueron 

menores que si se hubieran correspondido con los 

aumentos al salario mínimo general. En el caso de 

una beca nacional de maestría, por poner un 

ejemplo, actualmente el monto es equivalente a 

4.5 Unidades de Medida y Actualización, lo que 

da un total de $12,260, pero con referencia al 

nuevo salario mínimo la beca sería de $19,384.56, 

de tal manera que hay una diferencia bastante 

importante de $7,124.56. Por supuesto, esto actúo 

en detrimento de los becarios y alimentó una serie 

de protestas frente a las autoridades 

correspondientes, aunque el reclamo no tuvo 

éxito. 

 

Un debate más áspero se dio en torno de las 

pensiones. En correspondencia con la ruta 

señalada para la recuperación salarial, como 

señalamos anteriormente, el Artículo 123 

estableció que “el salario mínimo no podrá ser 

utilizado como índice, unidad, base, medida o 

referencia para fines ajenos a su naturaleza”, lo 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

que era meridianamente claro en el caso de las 

multas, pago de derechos y becas, pero no en el 

caso de las pensiones. Para algunos, las pensiones 

cabían en el caso de los “fines ajenos al salario 

mínimo, mientras que para otros no era el caso. 

 

Al respecto, una serie de disposiciones 

administrativas por parte del Instituto Mexicano 

del Seguro Social –Circular Interna No. 

0952179000/UISS/37- y del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado –Oficio 

SP/02/3415/2017- se orientaron por considerar a 

las pensiones como sujetas a tasación con base en 

la Unidad de Medida y Actualización. Esto 

introdujo el debate acerca de las afectaciones que 

tendría esta disposición sobre los ingresos de los 

trabajadores en retiro y su adecuación a las leyes 

vigentes, dada la diferencia cada vez mayor entre 

la UMA y el salario mínimo general, que actuaba 

en detrimento de los ingresos de los trabajadores 

jubilados.  

 

Como muestra el siguiente gráfico, la diferencia 

entre la Unidad de Medida y Actualización se ha 

ido ampliando con el paso del tiempo, pasando de 

$141.52 mensuales en 2017 a $1,583.23 en 2021. 

Así, actualmente, el valor mensual de una pensión 

promedio de cinco veces el salario mínimo es de 

$21,538.4, pero si se tasa en Unidades de Medida 

y Actualización el monto se reduce a $13,622.25, 

Año Salario Mínimo General 
Unidad de Medida 

y Actualización 

 Diario Mensual Incremento Diario Mensual Incremento 

2016 $73.04 $2,220.42 NA $73.04 $2,220.42 NA 

2017 $80.04 $2,436.42 9.58 $75.49 $2,294.90 3.35 

2018 $88.36 $2,686.14 10.4 $80.60 $2,450.24 6.77 

2019 $102.68 $3,121.47 16.21 $84.49 $2,568.50 4.83 

2020 $123.22 $3,745.89 20 $86.88 $2,641.15 2.83 

2021 $141.70 $4,307.68 15 $89.62 $2,724.45 3.15 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Enlace Parlamentario 58  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

lo que hace una diferencia de $7,916.15. En esa 

dirección, la política de recuperación del salario 

mínimo se basa en la contención de los ingresos de 

los jubilados, que fueron tan o más afectados que 

el salario mínimo en la era neoliberal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Debido a esta diferencia en el uso de una u otra 

medida, los Tribunales Federales determinaron 

que en el caso de las pensiones debería utilizarse 

el salario mínimo y no la UMA como pretendían 

las autoridades del IMSS e ISSSTE. Esto porque 

dicha disposición administrativa fue considerada 

inconstitucional dado que perdujica el ingreso de 

los pensionados. No obstante, esta resolución 

judicial no implicó que todos los trabajadores 

pensionados recibieran sus pagos en automatico 

en salarios mínimos sino, solamente estableció el 

derecho de los jubilados a establecer un juicio 

individual que reclamara la inconformidad con la 

tasación en Unidades de Medida y Actualización. 

 

Con posteridad, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación (SCJN) determinó, en una jurisprudencia 

de 2019, que la Unidad de Medida y Actualización 

no puede aplicarse para determinar la cuota diaria 

o la limitante de pago de una pensión, por tratarse 

de una prestación de naturaleza laboral regida por 

el salario mínimo (SM). Esta decisión suponía un 

incremento de alrededor de 20 por ciento en los 

ingresos de los jubilados. 

 

No obstante lo anterior, y a manera de 

contradicción con su decisión de 2019, en febrero 

de 2021 la misma SCJN emitió una resolución 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

indicando que el tope máximo de la pensión 

jubilatoria otorgada por el Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

(ISSSTE) debe cuantificarse con base en la 

Unidad de Medida y Actualización (UMA), 

derivada de la reforma constitucional en materia 

de desindexación del salario realizada en 2015-

2016. De acuerdo con la Suprema Corte, esta 

nueva decisión es acorde con la Constitución 

Federal, la Ley del ISSSTE abrogada y el artículo 

Décimo transitorio de la Ley del ISSSTE vigente. 

En su interpretación la reforma constitucional 

realizada para darle cobertura jurídica a la ruta de 

recuperación del salario mínimo, canceló a éste 

como parámetro para calcular el monto de pago de 

diversas obligaciones, multas, créditos, y 

aportaciones de seguridad social, considerando a 

estas últimas como un concepto ajeno al salario. 

 

En nuestra concepción, se trata de una 

interpretación abusiva y lesiva de los intereses de 

los trabajadores mexicanos. Específicamente, 
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afecta el derecho de los trabajadores jubilados a 

recibir una pensión digna y suficiente, además que 

impide el proceso de recuperación del poder 

adquisitivo de los trabajadores jubilados en un 

contexto en que la gran mayoría de ellos recibe 

pensiones de por sí raquíticas. Desestima también 

el principio de igualdad de las políticas públicas al 

establecer una ruta de recuperación del salario 

mínimo que no favorece a los trabajadores 

pensionados.  

 

En consecuencia, es necesario restablecer la 

intención original del legislativo al momento de 

aprobar la Ley para Determinar el Valor de la 

Unidad de Medida y Actualización, en el sentido 

señalado por el Dictamen del Senado publicado el 

15 de diciembre de 2016, mismo que 

explícitamente señalaba que la prohibición del 

salario mínimo como medida para multas y pagos 

de derechos “no significa que el salario mínimo no 

pueda seguir siendo empleado como índice, 

unidad, base, medida o referencia para fines 

propios de su naturaleza como ocurre en el caso de 

las disposiciones relativas a seguridad social y 

pensiones en las que dicho salario se utiliza como 

índice en la determinación del límite máximo del 

salario base de cotización”.  

 

Por tanto, con la finalidad de cerrar el espacio para 

las interpretaciones de este tipo, reponer la 

desatención original del legislativo y corregir las 

posibles ambigüedades de las leyes vigentes que 

dan pie al tipo de lectura realizada por las 

autoridades administrativas del ISSSTE y la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, presento 

la siguiente propuesta de reforma.  

 

Propuesta 

 

Con fundamento en la fracción II, del artículo 71, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y en los artículos 6, 76, 77, 78 y 102 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, pongo 

a consideración de esta honorable Cámara de 

Diputados el siguiente: 

 

 

DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN 

VI DEL ARTÍCULO 123 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

 

Único. Se reforma la fracción VI, del artículo 123, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 123.- … 

 

A)… 

 

I a V… 

 

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar 

los trabajadores serán generales o 

profesionales. Los primeros regirán en las áreas 

geográficas que se determinen; los segundos se 

aplicarán en ramas determinadas de la actividad 

económica o en profesiones, oficios o trabajos 

especiales. El salario mínimo no podrá ser 

utilizado como índice, unidad, base, medida o 

referencia para fines ajenos a su naturaleza. Los 

derechos y las prestaciones cuya naturaleza 

sea análoga al salario y las prestaciones de 

seguridad social no se incluyen en esta 

disposición y seguirán utilizando al salario 

mínimo como índice, unidad, base, medida o 

referencia. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que 

se opongan al presente decreto. 
 

Salón de Sesiones de la H. Cámara de Diputados, 

23 de marzo de 2021 

 

Diputada Idalia Reyes Miguel 
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DE LA DIPUTADA RAQUEL BONILLA HERRERA 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 132 LA LEY FEDERAL 

DEL TRABAJO  
 

La que suscribe, diputada Raquel Bonilla Herrera, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena en 

la LXIV Legislatura del H. Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto por la fracción II, 

del artículo 71, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como la fracción I, 

del numeral 1, del artículo 6 y los artículos 77 y 78 

del Reglamento de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, someto a la consideración 

de esta honorable asamblea, la iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma la 

fracción XVII, del artículo 132, de la Ley Federal 

del Trabajo, en materia de coordinación con el 

sector salud, para prevenir y atender el estrés 

laboral, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

En la actualidad es imperante establecer 

mecanismos y programas que permitan acciones 

para atender oportunamente los factores que 

afectan la salud mental de las personas asociadas 

al estrés laboral a fin de evitar enfermedades o 

daños en la integridad física y mental de las y los 

trabajadores. El tema de la salud asociada al estrés 

laboral en la mayoría de los casos es 

diagnosticable, sin embargo, las y los trabajadores 

no acuden a un especialista para su atención 

oportuna, por ello, es fundamental establecer 

protocolos para su detección en el centro de 

trabajo. 

 

Los trabajadores hacen frente a importantes 

cambios en la organización del trabajo, en las 

relaciones laborales, y una mayor presión para 

                                                 
1 Selye, H., Stress without distress, Philadelphia, J.B. 

Lippincott Co., 1974 
2 Selye, H., “A Syndrome Produced by Diverse Nocuous 

Agents”, en Journal of Neuropsychiatry & Clinical 

Neurosciences, 1936 
3 Levi, L. “Psychosocial conditions in the work environment: 

Effects on health and well-being”, en 

Arbetsmiljoutredningens betankande, Bilage, vol. 2, 1976, 

pp. 87-118. 

cumplir con las exigencias del ritmo de trabajo, el 

cual, ante los altos niveles de competitividad 

global hace que la línea entre la vida laboral y la 

personal sea cada vez más difícil de identificar. 

 

Las investigaciones sobre el estrés se han 

incrementado, en particular lo referente al impacto 

del estrés relacionado con el trabajo, prestando 

más atención a los efectos de los factores de riesgo 

psicosocial. Selye, definió en términos biológicos 

al “estrés” como, una respuesta inespecífica del 

cuerpo a cualquier solicitud de cambio,1 así mismo 

definió a los “factores estresantes”, como las 

circunstancias desencadenantes de una respuesta 

fisiológica y psicológica del organismo, para 

distinguir el estímulo de la respuesta.2 

 

Levi fue el primero en distinguir entre estrés 

positivo y negativo, estableciendo un vínculo con 

el ambiente de trabajo.3 El “estrés positivo” se 

refiere a la respuesta positiva que cada uno tiene a 

un factor de estrés, el cual depende del sentimiento 

de control de cada uno, las propiedades deseables, 

la ubicación y la duración del factor estresante.4 

 

El estrés es el conjunto de reacciones físicas y 

mentales que la persona sufre cuando se ve 

sometida a diversos factores externos que superan 

su capacidad para enfrentarse a ello, así mismo es 

potencialmente contagioso, en razón de que puede 

aumentar los niveles de cortisol del observador. El 

estrés tiene muchas consecuencias negativas, 

incluyendo las enfermedades circulatorias y 

gastrointestinales, otros trastornos físicos, 

psicosomáticos y psicosociales; así como baja 

productividad. Diversos estudios afirman que 

existe una relación entre quienes tienen empleos 

demandantes y con poco control sobre ellos, la 

posibilidad de hasta 58 % sufrir un infarto 

cerebral.5  

4 Selye, H., Stress without distress, Philadelphia: J.B., 

Lippincott Co., 1974 
5 El estrés es una condición negativa o una condición 

positiva que responde a un factor estresante, teniendo un 

impacto en la salud mental o física y en el bienestar de una 

persona. Engel, G.L., “The need for a new medical model: 

A challenge for biomedicine”, en Science vol. 196, 1977, pp. 

129–136. 
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En cuanto al estrés laboral, es aquel que se produce 

debido a la excesiva presión que tiene lugar en el 

entorno de trabajo, es consecuencia del desequilibrio 

entre la exigencia laboral y la capacidad o recursos 

disponibles para cumplirla eficientemente. Los 

síntomas pueden ir desde un ligero mal humor hasta 

graves depresiones, acompañadas de un cierto 

agotamiento y debilidad física. El estrés laboral, 

puede provocar la saturación física y/o mental del 

trabajador, generando consecuencias que afectan 

su salud, y su entorno desequilibrio entre lo laboral 

y lo personal. Entre los síntomas emocionales que 

se presentan son ansiedad, miedo, irritabilidad, 

mal humor, frustración, agotamiento, impotencia, 

inseguridad, desmotivación, intolerancia.  

 

Los riesgos psicosociales, el aumento de la 

competencia, las altas expectativas en el 

rendimiento y los horarios laborales extensos 

contribuyen a que el ambiente en el trabajo sea 

cada vez más estresante, dificultando la 

conciliación de la vida familiar y laboral. 

 

Asimismo, los síntomas conductuales son 

disminución de la productividad, cometer errores, 

reportarse enfermo, dificultades en el habla, risa 

nerviosa, trato brusco en las relaciones sociales, 

llanto, apretar las mandíbulas, aumento del 

consumo de tabaco, consumo de alcohol y otras 

sustancias. Los síntomas cognitivos son dificultad 

de concentración, confusión, olvidos, pensamiento 

menos efectivo, reducción de la capacidad de 

solución de problemas, reducción de la capacidad 

de aprendizaje. Y los síntomas fisiológicos son 

músculos contraídos, dolor de cabeza, problemas 

de espalda o cuello, malestar estomacal, fatiga, 

infecciones, palpitaciones, respiración agitada, 

aumento de la presión sanguínea, agotamiento, 

mayor riesgo de obesidad y de problemas 

cardiovasculares, deterioro en la memoria, 

problemas de sueño. 

 

Aunado a ello, los cambios que se producen 

debido a crisis económicas y sanitarias mundiales 

los trabajadores están expuestos a nuevas 

situaciones que pueden asociarse a ocasionar 

graves consecuencias negativas para su salud 

mental y su bienestar psicológico, tales como 

cambios organizacionales o de reestructuración, 

menos oportunidades laborales, aumento de la 

precariedad laboral, miedo a perder el empleo, 

despidos masivos, problemas de desempleo y 

pérdida de la estabilidad financiera. Estos factores 

contribuyen a enfocar las políticas laborales a la 

atención del impacto de los riesgos psicosociales 

y estrés laboral. 

 

Con respecto al tema de las cargas laborales y 

horarios, la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE), México es el 

país que más horas trabaja al año con 2,148 horas 

en promedio, reportadas en 2018 por encima de la 

media de 1,734 horas. El Instituto Mexicano del 

Seguro Social (IMSS), el 75% de los mexicanos 

padece fatiga por estrés laboral, superando a China 

y Estados Unidos, países donde existe explotación 

laboral. 
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La atención y prevención en materia de salud es 

considerado un derecho humano, por tal motivo, 

en diversos países se ha puesto énfasis en mejorar 

las condiciones de trabajo y su organización para 

reducir el estrés relacionado con el trabajo, han 

dimensionado la problemática generando políticas 

públicas, así como la implementación de medidas 

para hacer frente a situaciones de trabajo 

estresantes.6 Los gobiernos han incluido en sus 

marcos jurídicos la prevención y gestión de los  

 

                                                 
6 Organización Internacional del Trabajo, La Prevención del 

estrés en el trabajo, puntos de control: Las mejoras prácticas 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

factores de riesgo psicosociales y/o el estrés 

relacionado con el trabajo asuntos de carácter 

prioritario, estableciendo medidas específicas, 

diseño de protocolos, directrices y otros 

instrumentos encaminados a su prevención y 

atención inmediata. 

 

En Argentina, la II Estrategia Nacional para la 

Salud y la Seguridad en el Trabajo 2015-2019, 

adoptada por la Superintendencia de Riesgos del 

Trabajo del Ministerio de Trabajo, establece 

disposiciones relacionadas con los riesgos y 

para la prevención del estrés en el lugar de trabajo, OIT, 

Ginebra, 2013. 

 
 
Fuente: OCDE, La nueva Estrategia de Empleo de la OCDE. Empleo de calidad para todos en un entorno laboral 

cambiante, Situación de México, disponible en https://www.oecd.org/mexico/jobs-strategy-MEXICO-ES.pdf  

https://www.oecd.org/mexico/jobs-strategy-MEXICO-ES.pdf
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factores de riesgo psicosocial, desarrollando 

protocolos y guías para su valoración, 

instrumentos de diagnóstico para su temprana 

detección y prevención, procedimientos y 

definición de responsabilidades para su 

identificación, evaluación, prevención, 

intervención y supervisión permanente de los 

riesgos, estudio sobre el origen de las 

enfermedades relacionadas con el estrés en el 

trabajo.7 

 

La Estrategia para la seguridad y salud en el 

trabajo 2012–2022, de Australia, promueve vidas 

de trabajo sanas, seguras y productivas, 

enfatizando que los trastornos relacionados con el 

trabajo se deben considerar prioridad nacional, 

para tal efecto, señala objetivos que se deben 

lograr hacia el 2022.8  

 

Dinamarca incluye los riesgos psicosociales como 

prioritarios en la Estrategia Nacional durante el 

período 2012–2020, los objetivos están 

encaminados a reducir en un 20% el número de 

trabajadores psicológicamente sobrecargados para 

2020.9 

 

En Finlandia sus políticas para el ambiente laboral 

y el bienestar en el trabajo de 2011- 2020, se 

encaminaron a incluir los riesgos psicosociales, 

para tal efecto se implementaron las Iniciativas 

“Proyecto Vida de trabajo 2020”, “Red de 

desarrollo del liderazgo” y “Programa líderes”, 

con la finalidad de activar negocios productivos 

placer en el trabajo.10 El Instituto Finlandés de 

Salud Laboral, a través de la instalación de un 

equipo de investigación sobre los factores 

                                                 
7 Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, II 

Estrategia Argentina de Salud y Seguridad en el Trabajo 

2015 – 2019, Buenos Aires, 2015 
8 Safe Work, Australia, Australian Work Health and Safety 

Strategy 2012–2022, Canberra: Safe Work Australia, 2012. 
9 Ministry of Employment, Denmark, A strategy for working 

environments efforts up to 2020, Dinamarca, 2012. 
10 Ministry of Social Affairs and Health, Finland, Policies for 

the Work Environment and Well-being at Work until 2020, 

disponible en: 

https://www.julkari.fi/bitstream/ 

handle/10024/112065/URN%3ANBN%3Afi-

fe201504223826.pdf?sequence=1 

psicosociales, elaboraron estudios sobre los 

factores y cambios psicosociales que tienen 

efectos importantes en la salud, determinando 

mecanismos que los controlan, así como el 

significado del capital social para el bienestar y 

valoración de la eficacia de los métodos 

empleados por las organizaciones para prevenir 

los problemas y promoción de la salud.11 

 

En España la Estrategia en Salud Mental adoptada 

en 2006, actualizada en 2009, incluye objetivos 

relacionados al apoyo de la prevención del estrés 

relacionado con el trabajo, el burnout o 

agotamiento y los trastornos mentales, con el 

objetivo de promover mejores condiciones de 

trabajo para los grupos vulnerables, especialmente 

las mujeres.12 

 

Con respecto a nuestro país, a través de la 

expedición de la Norma Oficial Mexicana, NOM-

035-STPS-2018, factores de riesgo psicosocial en 

el trabajo-Identificación, análisis y prevención, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación de 

fecha 23 de octubre de 2018, expedida por la 

Secretaría del Trabajo y Previsión Social13, y la 

cual entró en vigor en octubre de 2019, se pretende 

sancionar hasta con multa de medio millón de 

pesos a las empresas que exploten a sus 

empleados. Con estas disposiciones las empresas 

deberán proteger a sus trabajadores del estrés 

laboral y desordenes psicológicos relacionados 

con la presión laboral, para dar cumplimiento los 

patrones tendrán que realizar exámenes médicos y 

evaluaciones psicológicas. La Secretaría del 

Trabajo y Previsión social (STPS), será la 

autoridad encargada de vigilar el cumplimiento de 

11 FIOH, Psychosocial Factors, disponible en  

http://www.ttl.fi/en/fioh/organization/work_ 

organizations/psychosocial_factors/Pages/default.aspx 
12 Ministerio de Sanidad, España, Estrategia en Salud Mental 

del Sistema Nacional de Salud, 2009-2013, disponible en 

http://www.msssi.gob.es/organizacion/sns/planCalidadSNS

/docs/saludmental/ SaludMental2009-2013.pdf 
13 Secretaria de Gobernación, NOM-035-STPS-2018, 

factores de riesgo psicosocial en el trabajo-Identificación, 

análisis y prevención, Diario Oficial de la Federación, 23 de 

octubre de 2018, disponible en  

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5541828&fec

ha=23/10/2018 

http://www.ttl.fi/en/fioh/organization/work_%20organizations/psychosocial_factors/Pages/default.aspx
http://www.ttl.fi/en/fioh/organization/work_%20organizations/psychosocial_factors/Pages/default.aspx
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5541828&fecha=23/10/2018
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5541828&fecha=23/10/2018
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dichas disposiciones evaluando los centros de 

trabajo a través de la realización de entrevistas a 

los trabajadores entre otros métodos. 

 

 
Fuente: STPS, Tríptico- NOM-035-STPS-2018, factores de 

riesgo psicosocial en el trabajo-Identificación, análisis y 

prevención, Dirección General de Previsión Social, 

disponible en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/503382/T

RIPTICO_NOM-035.pdf 

 

En este sentido, es oportuno recordar que esta 

soberanía, el pasado 25 de abril de 2019, aprobó 

una reforma al artículo 4 constitucional, 

estableciendo el derecho de toda persona al acceso 

al más alto nivel posible de salud física y mental, 

a través de la prevención y el tratamiento de las 

enfermedades epidémicas, endémicas, 

profesionales y de otra índole. Dicha minuta, 

actualmente continua en estudio en la 

colegisladora. 

 

Asimismo, el pasado 17 de febrero de 2021, el 

pleno de esta soberanía, aprobó reformas y 

adiciones a diversas disposiciones de la Ley 

General de Salud en materia de salud mental y 

adicciones, en la Minuta turnada a la 

colegisladora, se plantea que la salud mental 

tendrá carácter prioritario dentro de las políticas 

públicas de salud, y deberá atenderse conforme a 

los principios establecidos en la constitución y en 

los tratados internacionales. El Estado garantizará 

el acceso universal, igualitario y equitativo a la 

atención de la salud mental. 

 

De igual manera en el documento se plasma que 

los servicios y programas en materia de salud 

mental deberán privilegiar la atención integral, 

interdisciplinaria, intercultural e intersectorial. En 

materia laboral, se garantizará el acceso a los 

diversos procesos en la atención, a fin de lograr la 

inclusión social y laboral con la colaboración 

intersectorial. 

 

Por tal motivo, la presente iniciativa está 

encaminada a la protección de los derechos 

laborales encauzándola a convertirse en un 

balance entre la realización de un trabajo y la 

calidad de vida. Para tal efecto, se propone incluir 

entre las obligaciones de los patrones señaladas en 

el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, que 

para el debido cumplimiento de las normas 

oficiales mexicanas relativas a la salud mental y 

riesgos psicosociales, y a fin de dar cumplimiento 

a la Ley General de Salud en el capítulo respectivo 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/503382/TRIPTICO_NOM-035.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/503382/TRIPTICO_NOM-035.pdf
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en materia salud mental, el patrón deberá mantener 

una constante comunicación y coordinación con 

las autoridades sanitarias y de salud, con la 

finalidad de fortalecer, atender y cumplir con las 

medidas de prevención establecidas, en caso de 

incumplimiento se sancionara conforme a lo 

dispuesto en la Ley. 

 

Asimismo, se propone que las autoridades 

sanitarias y de salud, en conjunto con la Secretaría 

del Trabajo y Prevención Social, así como las 

homologas en las entidades federativas, deberán 

coadyuvar en todo momento con los patrones a fin 

de prevenir enfermedades relacionadas con la 

salud mental, riesgos psicosociales y estrés 

laboral, con el objetivo de salvaguardar los 

derechos de toda persona a acceder a servicios 

salud mental a través de la prevención y el 

tratamiento de las enfermedades, y con ello contar 

con ambientes laborales sanos. 

 

El estrés laboral13 es un problema que afecta a 

todos los países, a todos los trabajadores y a todas 

las profesiones en los países desarrollados y en 

desarrollo, en razón de que afecta negativamente a 

la salud psicológica y física de los trabajadores. 

Desde el punto de vista de la persona afectada, el 

estrés laboral puede ocasionar, enfermedades y 

patologías, problemas motores y cognitivos, 

trastornos inmunológicos hasta sexuales, trastornos 

psicológicos graves que, pueden ocasionar el 

suicidio. Desde el punto de vista de las empresas, el 

estrés laboral es un elemento que puede tener efectos 

graves, como descenso acentuado de la 

productividad, absentismo, alta rotación de 

empleados, impidiendo una cultura organizativa 

favorable, disminución en la calidad del servicio.  

                                                 
13 Para la Organización Internacional del Trabajo, el estrés 

es la respuesta física y emocional a un daño causado por un 

desequilibrio entre las exigencias percibidas y los recursos y 

capacidades percibidos de un individuo para hacer frente a 

esas exigencias. Organización Internacional del Trabajo, 

“SOLVE: Integrando la promoción de la salud a las políticas 

de SST en el lugar de trabajo”, en Guía del formador, 

Ginebra, Suiza, 2012 
14 El estrés relacionado con el trabajo está determinado por 

la organización del trabajo, el diseño del trabajo y las 

relaciones laborales, se presenta cuando las exigencias del 

trabajo no corresponden o exceden de las capacidades, 

La prevención del estrés debe ser parte de los 

sistemas de gestión, planificación y ejecución de 

las medidas basándose en la evaluación de los 

riesgos en el trabajo y el establecimiento de 

prioridades para las mejoras prácticas.  

 

Para optimizar las condiciones del lugar de trabajo 

es imperante prevenir los problemas de estrés en 

el lugar de trabajo, para ello, existen una serie de 

medidas que incluyen la optimización de las 

cargas externas en el trabajo, en casa y en la 

comunidad, el aumento de la capacidad de 

reacción de los trabajadores y reforzando los 

sistemas de apoyo para los trabajadores. En este 

mismo sentido, la participación e involucramiento 

de los trabajadores, sus representantes y los 

sindicatos es esencial en la cooperación durante 

todo el proceso de cualquier programa de 

prevención del estrés en el lugar de trabajo.14 

 

La naturaleza del trabajo ha provocado un cambio 

en la salud y satisfacción del trabajo, la eficacia 

organizativa, la inseguridad en el trabajo y el 

desempleo, demostrando la importancia del 

entorno social para determinar los 

comportamientos y, por consiguiente, el papel de 

las políticas de recursos humanos para asegurar 

relaciones laborales basadas en la confianza, la 

autenticidad y la cooperación.15  

 

En este sentido, los estudios sobre salud y 

bienestar han reorientado el enfoque sobre la 

manera en que los trastornos mentales existentes 

afectaban a la eficacia organizativa, para 

comprender los efectos del trabajo en la salud 

recursos o necesidades del trabajador o cuando el 

conocimiento y las habilidades de un trabajador o de un 

grupo para enfrentar dichas exigencias no coinciden con las 

expectativas de la cultura organizativa de una empresa. 

Organización Internacional del Trabajo, “SOLVE: 

Integrando la promoción de la salud a las políticas de SST 

en el lugar de trabajo”, en Guía del formador, Ginebra, 

Suiza, 2012 
15 Antoniou, A.G.; Cooper, C.L., New directions in 

organizational psychology and behavioural medicine, 

England: Gower publishing Ltd, 2011 
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mental.16 El equilibrio entre el trabajo y la vida 

personal17 resulta difícil de conciliar, 

concretamente cuando los trabajadores 

experimentan ritmos acelerados de trabajo, trabajo 

por turnos y horarios irregulares, trato 

desfavorable por parte de la dirección y los 

compañeros, y falta de control sobre el contenido 

y la organización del trabajo. 

 

Para la Organización Internacional del Trabajo el 

estrés laboral es un escenario complejo, en donde 

el empleo es un importante generador de riesgos 

psicosociales, y al mismo tiempo un lugar ideal 

para prevenirlo. 

 

Es evidente que los niveles elevados de estrés 

laboral contribuyen a la aparición de problemas de 

salud mental, como cansancio, burnout, ansiedad 

y depresión, así como de salud física, como 

trastornos cardiovasculares y 

musculoesqueléticos, teniendo como impacto el 

consumo de alcohol, drogas y tabaco, una dieta 

poco saludable, falta de sueño, aumento en los 

accidentes laborales y enfermedades crónicas, 

ocasionando consecuencias en la economía, 

productividad, competitividad e imagen pública 

de las empresas. 

 

Por tal motivo, la Organización Internacional del 

Trabajo considera que la salud ocupacional debe 

perseguir la promoción y el mantenimiento del 

bienestar físico, mental y social de los 

trabajadores, por lo que, en estos momentos de 

cambio en el mundo laboral, hacer frente con éxito 

a los riesgos psicosociales en el trabajo resulta una 

medida esencial para proteger la salud y el 

                                                 
16 Zickar, M.J., “Remembering Arthur Kornhauser: 

industrial psychology’s advocate for worker well-being”, en 

Journal of Applied Psychology, vol. 88, 2003, pp. 363 - 369 
17 El vínculo entre trabajo y hogar está siendo cada vez más 

reconocido como posible causa de estrés, en especial cuando 

ambos cónyuges trabajan y entre aquellos con dificultades 

económicas o crisis existenciales. Cooper, C.L., Cartwright, 

S., “Healthy mind, healthy organisation: A proactive 

approach to occupational stress”, en Human Relations, vol. 

47, 1994, pp. 455-470 
18 La incompatibilidad de los roles del trabajo y la familia, 

motivo de conflicto de comportamiento, de tiempo y de 

tensión en el trabajo, pueden hacer que resulte difícil o 

bienestar de los trabajadores, así como para 

mejorar la productividad de las empresas.18 

 

Durante las décadas se ha demostrado el impacto 

de los riesgos psicosociales y del estrés 

relacionado con el trabajo en la salud, la seguridad 

y el bienestar de los trabajadores y en el 

rendimiento de la empresa.19 La globalización, las 

crisis económicas y sanitarias han producido 

cambios en los modelos de empleo, ocasionando 

que estas prácticas originen mayores exigencias 

laborales e inseguridad laboral, un menor control 

y una mayor probabilidad de despido de los 

trabajadores.20  

 

La protección de la salud mental en el trabajo 

puede contribuir a mejorar la salud mental y el 

bienestar de los trabajadores para reducir el riesgo 

de trastornos mentales. Esto implica la puesta en 

práctica de una efectiva coordinación entre las 

autoridades sanitarias y del trabajo para realizar la 

evaluación y gestión de los riesgos psicosociales 

para prevenir el estrés y los trastornos mentales en 

el trabajo. 

 

A mediados de 2019 la Organización Mundial de 

la Salud incluyó el desgaste profesional (burnout), 

en la clasificación internacional de enfermedades 

y problemas de salud conexos, dicho listado 

entrará en vigor el 1 de enero del 2022, a partir de 

ello, los Estados miembro, entre ellos nuestro país 

deberá adecuar sus leyes para también incluirlo. 

Como legisladores debemos garantizar el derecho 

fundamental de disfrutar de las mejores 

condiciones de salud en el trabajo que permita a 

imposible cumplir con las exigencias familiares y viceversa. 

Frone, Russel, Cooper, “Relation of work-family conflict to 

health outcomes: A four-year longitudinal study of 

employed parents”, en Journal of Occupational and 

Organizational Psychology, vol. 70, 1997, pp. 325-335 
19 El estrés relacionado con el trabajo puede afectar 

gravemente el rendimiento general de los trabajadores de 

forma negativa en lo relativo a la eficiencia y la precisión. 

Flin, R., O’Connor, P., Crichton, M., Safety at the sharp end: 

Training nontechnical skills. Ashgate Publishing, 2008 
20 Quinlan, M., “Workers’ compensation and the challenges 

posed by changing patterns of work”, en Policy & Practice 

in Safety & Health, vol. 2, no. 1, 2004, pp. 25-52 
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cada mujer y hombre llevar una vida social y 

económicamente productiva. 

 

Por todo lo anterior, presento al pleno de esta 

asamblea, el presente proyecto de:  

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

FRACCIÓN XVII, DEL ARTÍCULO 132, DE 

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN 

MATERIA DE COORDINACIÓN CON EL 

SECTOR SALUD, PARA PREVENIR Y 

ATENDER EL ESTRÉS LABORAL 

 

Único. Se reforma la fracción XVII, del artículo 

132, de la Ley Federal del Trabajo, para quedar de 

la siguiente manera: 

 

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones: 

 

I. a XVI. ... 

 

XVII. Cumplir el reglamento, las normas 

oficiales mexicanas, y las disposiciones 

establecidas en la Ley General de Salud, en 

materia de seguridad, salud, salud mental, 

riesgos psicosociales, violencia laboral y 

medio ambiente de trabajo, así como disponer 

en todo tiempo de los medicamentos y 

materiales de curación indispensables para 

prestar oportuna y eficazmente los primeros 

auxilios. Con respecto al cumplimiento de las 

disposiciones contenidas en la Ley General 

de Salud y normas oficiales mexicanas 

relativas a la salud mental y riesgos 

psicosociales, el patrón deberá mantener 

una constante comunicación y coordinación 

con las autoridades sanitarias y de salud con 

la finalidad de fortalecer, atender y cumplir 

con las medidas de prevención establecidas, 

en caso de incumplimiento se sancionará 

conforme a lo dispuesto en la presente Ley. 

 

XVIII. a XXXIII. ... 

 

 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. Las autoridades sanitarias y de salud, en 

conjunto con la Secretaría del Trabajo y 

Prevención Social, así como las homologas en las 

entidades federativas, deberán coadyuvar en todo 

momento con los patrones a fin de prevenir 

enfermedades relacionadas con la salud mental, 

riesgos psicosociales y estrés laboral con la 

finalidad de dar cumplimiento a los reglamentos y 

normas oficiales mexicanas, con el objetivo de 

salvaguardar los derechos de toda persona a 

acceder a servicios salud mental a través de la 

prevención y el tratamiento de las enfermedades, 

y con ello contar con ambientes laborales sanos. 

 

Tercero. Las erogaciones que se generen con 

motivo de la entrada en vigor del presente decreto, 

se realizarán con cargo al presupuesto autorizado 

a la Secretaría de Salud y a la Secretaría del 

Trabajo y Previsión Social. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputada Raquel Bonilla Herrera 
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DE LA DIPUTADA BEATRIZ ROBLES GUTIÉRREZ 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD 

 

La suscrita, diputada Beatriz Robles Gutiérrez, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena en 

la LXIV Legislatura del H. Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto en los artículos 

71, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como 6, párrafo 1, 

fracción I, y 77, 78 y demás relativos del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

la consideración de esta soberanía, la iniciativa 

con proyecto de decreto por el que se reforman, 

modifican y adicionan los artículos 17 Bis, 

fracción II; 194, fracción III; 198, fracciones II y 

III; 204, 207, 214, 278; 279, fracciones II, III y V; 

280, 281, 282 bis, 298, párrafos primero y tercero, 

y el 376 de la Ley General de Salud, al tenor de la 

siguiente:  

 

Exposición de Motivos 

 

Primero. - Sobre la salud como derecho 

humano 

 

El artículo 4° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos garantiza el derecho 

fundamental de los individuos a la protección a la 

salud, es, a su vez, un derecho individual y social 

que también es tutelado en el ámbito internacional 

por la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos y por el Pacto Internacional de los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, por 

lo que en términos del artículo 1° de nuestra Carta 

Magna, toda autoridad “tiene la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos”,1 en el ámbito de sus 

competencias. 

 

En este sentido, es importante resaltar que “la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

                                                 
1 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm 
2 María Elena Lugo Garfias, El derecho a la salud en México 

Problemas de su fundamentación “El derecho a la salud en 

México, Problemas de su fundamentación”, Comisión 

Nacional de Derechos Humanos, 2015, pág. 14 

Mexicanos estableció el derecho a la protección de 

la salud en 1983, al ser debatido el proyecto de 

adición al artículo 4°, se mencionaron diversas 

consideraciones de los legisladores, resultando ser 

elementos que siguen vigentes en las decisiones 

sobre el tema, tales como la salud es 

responsabilidad del Estado, que los servicios a 

proporcionar en materia de salud debían ser 

homogéneos e igualitarios y que para cumplir 

plenamente con el contenido de la salud, era 

necesario atender los servicios de agua, drenaje, 

limpieza y medio ambiente, los que se han 

entendido como determinantes básicos o sociales 

de la salud e indispensables para conseguirla”. 2 

 

Asimismo, “el derecho a la salud es parte 

fundamental de los derechos humanos y de lo que 

entendemos por una vida digna. El derecho a 

disfrutar del nivel más alto posible de salud física 

y mental.  

 

En el plano internacional, en la Constitución de la 

Organización Mundial de la Salud (OMS) de 

1946, por primera vez se definió a la salud como 

un estado de completo bienestar físico, mental y 

social, no solamente la ausencia de afecciones y 

enfermedades. También se estableció que "el goce 

del grado máximo de salud que se pueda lograr es 

uno de los derechos fundamentales de todo ser 

humano, sin distinción de raza, religión, ideología 

política o condición económica o social".3 

 

En la Declaración Universal de Derechos 

Humanos de 1948, también se mencionó a la salud 

como parte del derecho a un nivel de vida 

adecuado. En el artículo 25, numeral 1 se 

estableció “Toda persona tiene derecho a un nivel 

de vida adecuado que le asegure, así como a su 

familia, la salud, el bienestar, en especial la 

alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 

médica y los servicios sociales necesarios; 

asimismo, tiene derecho a los seguros en caso de 

desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y 

3 Derecho a la Salud, Alto Comisionado de la Naciones 

Unidas, Organización Mundial de la Salud, ONU, Folleto 

31. pág. 1 y ss.  
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otros casos de pérdida de sus medios de 

subsistencia por circunstancias independientes de 

su voluntad.”4 

 

El derecho a la salud también fue reconocido como 

derecho humano en el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 

1966. En el artículo 12, numeral 1, se estableció 

“Los Estados Partes en el presente Pacto 

reconocen el derecho de toda persona al disfrute 

del más alto nivel posible de salud física y 

mental.”5  

 

Así, el derecho a la salud es importante para todos 

los Estados y la mayoría lo han ratificado por lo 

menos en algún un tratado, en el que se reconoce 

ese derecho. Además, los Estados se han 

comprometido a protegerlo en el marco de 

declaraciones internacionales, leyes, políticas 

nacionales y conferencias internacionales. 

 

En los últimos años se ha prestado cada vez más 

atención al derecho al nivel más alto posible de 

salud, por ejemplo, en el ámbito de los órganos 

que supervisan la aplicación de los tratados de 

derechos humanos, la Organización Mundial de la 

Salud y la Comisión de Derechos Humanos 

(actualmente sustituida por el Consejo de 

Derechos Humanos), en 2002, creó el mandato del 

Relator Especial sobre el derecho de toda persona 

al disfrute del más alto nivel posible de salud física 

y mental. Estas iniciativas han contribuido a 

esclarecer la naturaleza del derecho a la salud y 

cómo realizarlo. 

 

Asimismo, el derecho a la salud es un derecho 

inclusivo, en tanto comprende a varios derechos, 

como lo son el derecho a una protección a la salud 

que brinde a todos una igual de oportunidades, el 

derecho a la prevención y control de los 

organismos nocivos para la salud humana, animal 

y de control para los organismos dañinos para los 

materiales naturales o manufacturados. 

 

                                                 
4 

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Tra

nslations/spn.pdf 

Por lo tanto, “el derecho a la salud es un derecho 

humano, y tiene un fundamento establecido en los 

valores históricos que continúan vigentes, 

expresamente o implícitos en la Constitución de 

un Estado de forma indirecta con la libertad, como 

la libertad promocional respecto a las 

desigualdades”. 6 

 

Por otro lado, recordemos que el Poder Judicial de 

la Federación ha determinado que “la protección 

de la salud es un objetivo que el Estado puede 

perseguir legítimamente, toda vez que se trata de 

un derecho fundamental reconocido en el artículo 

4° constitucional, en el cual se establece 

expresamente que toda persona tiene derecho a la 

protección de la salud. Al respecto, no hay que 

perder de vista que este derecho tiene una 

proyección tanto individual o personal, como una 

pública o social.  

 

Respecto a la protección a la salud de las personas 

en lo individual, el derecho a la salud se traduce en 

la obtención de un determinado bienestar general 

integrado por el estado físico, mental, emocional y 

social de la persona, que deriva otro derecho 

fundamental, consistente en el derecho a la 

integridad físico-psicológica. De ahí que resulta 

evidente que el Estado tiene un interés 

constitucional en procurarles a las personas en lo 

individual un adecuado estado de salud y 

bienestar.  

 

Por otro lado, la faceta social o pública del derecho 

a la salud consiste en el deber del Estado de 

atender los problemas de salud que afectan a la 

sociedad en general, así como establecer los 

mecanismos necesarios para que todas las 

personas tengan acceso a la prevención de 

enfermedades y a los servicios de salud. Lo 

anterior comprende el deber de emprender las 

acciones necesarias para alcanzar ese fin, tales 

como el desarrollo de políticas públicas, controles 

de calidad de los servicios de salud, identificación 

5 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.a

spx 
6 Óp. Cit. Lugo Garfias. pág. 13. 
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de los principales problemas que afecten la salud 

pública del conglomerado social, entre otras”.7 

 

Al respecto, el Estado debe contar con una 

adecuada normatividad especifica (leyes y 

reglamentos), que establezcan controles y medidas 

necesarias para la prevención y protección contra 

posibles riesgos sanitarios en contra de la salud 

humana, animal y del medio ambiente; así como 

las bases y los mecanismos de regulación, en la 

autorización, producción, uso y comercialización 

de productos químicos o de medios biológicos, 

que tienen como finalidad neutralizar a los 

organismos que son nocivos para el ser humano, 

contrarrestando los efectos de esos organismos o 

destruyéndolos, como es el caso de los plaguicidas 

y biocidas. 

 

Segundo. - La protección contra los riesgos 

sanitarios: el caso de los plaguicidas 
 

Dentro del derecho a la salud se ubica, 

indudablemente, la protección de la sociedad 

contra riesgos que pueden ser ocasionados por 

factores exógenos, es decir, por aquellos riesgos 

sanitarios a los que un individuo se encuentra 

expuesto por el uso o consumo de productos o 

servicios; así como, la exposición de factores 

presentes en el medio en el que se desenvuelve. 

 

Desde las épocas tempranas del surgimiento y 

desarrollo del hombre se tuvo la necesidad de 

combatir las plagas que afectaban sus cultivos y 

productos con el uso de sustancias capaces de 

eliminarlos.  

 

Antes de nuestra era, y hasta mediados del siglo 

XIX, en la llamada “era de los productos 

naturales”, se tienen evidencias del uso del azufre 

como sustancia “purificadora” para eliminar los 

hongos; de las flores de piretro como insecticida y 

los arsenitos para el control de roedores y otras 

plagas.8 

 

                                                 
7 Jurisprudencia, Décima Época, Registro: 2019358, Primera 

Sala, Semanario Judicial de la Federación, publicación 

viernes 22 de febrero de 2019, Constitucional, Tesis: 1a./J. 

8/2019 (10a.) 

A partir de la Revolución Industrial, se observó un 

crecimiento de las zonas urbanas con una 

dependencia de las rurales para la obtención de los 

alimentos, lo cual requería de una mayor 

producción, almacenamiento y protección de los 

mismos. En consecuencia, hubo un incremento 

sustancial de producción de sustancias químicas 

como parte del sostenimiento del desarrollo 

industrial y de la agricultura, por lo que la rama 

química lanzó al mercado sustancias de toxicidad 

inespecífica, pero de bajo costo.9 

 

En la segunda etapa, llamada “era de los 

fumigantes y derivados del petróleo”, se 

descubrieron accidentalmente la acción plaguicida 

de algunos elementos naturales como el azufre, 

cobre, arsénico, piretrinas y el fósforo; asimismo, 

se inició el uso de los derivados del petróleo y se 

usaron otras sustancias relativamente sencillas 

como el ácido carbónico y fénico, el sulfato de 

cobre con cal (caldo de Burdeos), el acetoarsenito 

de cobre (verde de París) y diversos fumigantes 

como el disulfuro de carbono y el bromuro de 

metilo.10 

 

En la tercera etapa, llamada “era de los productos 

sintéticos”, comenzaron a sintetizarse y utilizarse 

los dinitroderivados; en 1940, se descubre las 

propiedades insecticidas del dicloro-difenil-

tricloroetano, conocido como DDT, sustancia 

ampliamente conocida y utilizada en la segunda 

guerra mundial, para la eliminación de algunos 

ectoparásitos que transmitían enfermedades como 

el tifo. 

 

A partir de esa fecha se sintetizaron otros 

plaguicidas potentes como los organoclorados y 

los órganofosforados que son los más tóxicos y 

8 http://www.bvsde.paho.org/bvstox/fulltext/toxico/toxico-

04a21.pdf 
9 Ibídem. 
10 Ibídem. 
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menos estables en el ambiente en relación a los 

organoclorados.11 

 

En el Código Internacional de Conducta para la 

Distribución y Utilización de Plaguicidas (FAO, 

1990), en su artículo 2°, se definió a los 

plaguicidas como “cualquier sustancia o mezcla 

de sustancias destinadas a prevenir, destruir o 

controlar cualquier plaga, incluyendo los vectores 

de enfermedades humanas o de los animales, las 

especies no deseadas de plantas o animales que 

causan perjuicio o que interfieren de cualquier otra 

forma en la producción, elaboración, 

almacenamiento, transporte, comercialización de 

alimentos, productos agrícolas, de madera, 

alimentos para animales o que pueden 

administrarse, a los animales para combatir 

insectos, arácnidos u otras plagas en o sobre sus 

cuerpos.”12 

 

El término incluye las sustancias destinadas a 

utilizarse como reguladoras del crecimiento de las 

plantas, defoliantes, desecantes, agentes para 

reducir la densidad de fruta o agentes para evitar 

la caída prematura de la fruta, y las sustancias 

aplicadas a los cultivos antes o después de la 

cosecha y para proteger el producto contra la 

deterioración durante el almacenamiento y 

transporte. 

 

Actualmente, existen plaguicidas, pesticidas o 

biocidas que son compuestos químicos o 

sustancias formadas por la unión de dos o más 

tipos de elementos químicos, o sea, por átomos de 

dos o más tipos.  

 

Sin llegar necesariamente a constituir venenos, 

estas sustancias pueden resultar perjudiciales, 

tanto para el ser humano como para otras terceras 

especies, que las consumen inadvertidamente en 

                                                 
11http://scielo.sld.cu/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S15

61-

30032014000300010#:~:text=Usos%20m%C3%A1s%20fr

ecuentes%20de%20los,plagas%20que%20afectan%20los%

20cultivos. 
12 

http://www.fao.org/3/W1604S/w1604s04.htm#:~:text=El%

los alimentos o sus productos derivados; así como 

al medio ambiente. 

 

El uso cotidiano de esos químicos contribuye a la 

crisis de la agricultura que dificulta la 

preservación de los ecosistemas, los recursos 

naturales, y afecta la salud de las comunidades 

rurales y de los consumidores urbanos.  

 

La búsqueda de la productividad a corto plazo por 

encima de la sustentabilidad ecológica, practicada 

en las últimas décadas, ha dejado un saldo a nivel 

mundial de contaminación y envenenamiento 

donde el pretendido remedio universal ha 

resultado ser peor que la enfermedad.13 

 

La contaminación ambiental por plaguicidas está 

dada fundamentalmente por aplicaciones directas 

en los cultivos agrícolas, lavado inadecuado de 

tanques contenedores, filtraciones en los depósitos 

de almacenamiento y residuos descargados y 

dispuestos en el suelo, derrames accidentales, el 

uso inadecuado de los mismos por parte de la 

población, que frecuentemente son empleados 

para contener agua y alimentos en los hogares ante 

el desconocimiento de los efectos adversos que 

provocan en la salud.  

 

También, la contaminación del aire tiene 

importancia cuando se trata de aplicaciones por 

medios aéreos; la gran extensión que abarcan éstas 

y el pequeño tamaño de las partículas contribuyen 

a sus efectos, entre los que se cuenta el "arrastre" 

de partículas a las zonas vecinas, fuera del área de 

tratamiento. Este efecto tiene importancia, si 

contamina zonas habitadas o con cultivos, cuando 

se emplean herbicidas de contacto que llegan hasta 

cultivos que son muy sensibles a los mismos. 

 

Por otro lado, la contaminación del suelo se debe 

tanto a tratamientos específicos (por ejemplo: 

20art%C3%ADculo%202%C2%B0%20del,o%20de%20los

%20animales%2C%20las 
13 

http://www.unodc.org/documents/peruandecuador/Informes

/Informes Analiticos/Informe_Analitico_Agroquimicos.pdf 

http://www.unodc.org/documents/peruandecuador/Informes/Informes%20Analiticos/Informe_Analitico_Agroquimicos.pdf
http://www.unodc.org/documents/peruandecuador/Informes/Informes%20Analiticos/Informe_Analitico_Agroquimicos.pdf
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insecticidas aplicados al suelo), como a 

contaminaciones provenientes de tratamientos al 

caer al suelo el excedente de los plaguicidas, o ser 

arrastradas por las lluvias las partículas 

depositadas en las plantas. 

 

La evaluación del grado de contaminación del 

suelo por plaguicidas es de gran importancia por 

la transferencia de ellos a los alimentos. Algunos 

pueden permanecer durante períodos de cinco a 30 

años, como es el caso del DDT.14 

 

Cabe señalar que los plaguicidas constituyen 

impurezas que pueden llegar al hombre 

directamente a través del agua potable y en forma 

indirecta a través de la cadena biológica de los 

alimentos. Estas sustancias químicas pueden ser 

resistentes a la degradación y, en consecuencia, 

persistir por largos períodos de tiempo en las aguas 

subterráneas y superficiales. 

 

Asimismo, los plaguicidas se incorporan a las 

aguas mediante diferentes mecanismos de 

contaminación,15 como son: 

 

 Por aplicación directa a los cursos de agua, 

para el control de plantas acuáticas, insectos o 

peces indeseables. 

 Por infiltración a los mantos de agua 

subterráneos o escurrimiento superficial a ríos, 

arroyos, lagos y embalses desde las zonas 

agrícolas vecinas. 

 Por aplicación aérea sobre el terreno. 

 Por descarga de aguas residuales de 

industrias productoras de plaguicidas. 

 Por descargas provenientes del lavado de 

equipos empleados en la mezcla y aplicación de 

dichos productos, como puede ocurrir en los 

aeropuertos de fumigación aérea al regreso de 

los vuelos, en el proceso de descontaminación 

de los aviones y sus equipos de aplicación de 

plaguicidas. 

 

                                                 
14 http://www.rap-

al.org/index.php?seccion=8&f=news_view.php&id=207 
15 

http://www.who.int/nmh/donorinfo/msd_preventing_suicid

e.pdf 

Los efectos de los plaguicidas sobre la salud son 

evidentes cuando entran en contacto con el 

hombre a través de todas las vías de exposición 

posibles: oral respiratoria, digestiva y dérmica, 

pues estos pueden encontrarse en función de sus 

características, en el aire inhalado, en el agua y en 

los alimentos, entre otros medios ambientales. 

 

Los plaguicidas tienen efectos agudos y crónicos 

en la salud, se entiende por agudos aquellas 

intoxicaciones vinculadas a una exposición de 

corto tiempo con efectos sistémicos o localizados 

y por crónicos, aquellas manifestaciones o 

patologías vinculadas a la exposición a bajas dosis 

por largo tiempo. 

 

Un plaguicida tendrá un efecto negativo sobre la 

salud humana cuando el grado de exposición 

supere los niveles considerados seguros. Puede 

darse una exposición directa a plaguicidas (en el 

caso de los trabajadores de la industria que 

fabrican plaguicidas y los operarios, en particular, 

agricultores, que los aplican), o una exposición 

indirecta (en el caso de consumidores, residentes y 

transeúntes), en particular durante o después de la 

aplicación de plaguicidas en agricultura, jardinería 

o terrenos deportivos, o por el mantenimiento de 

edificios públicos, la lucha contra las malas 

hierbas en los bordes de carreteras y vías férreas, 

y otras actividades.16 

 

La toxicidad de los plaguicidas se puede expresar 

en cuatro formas: 

 

Toxicidad oral aguda: se refiere a la ingestión 

"de una sola vez" de un plaguicida, que causa 

efectos tóxicos en un ser vivo. Puede afectar tanto 

al manipulador como al resto de la población 

expuesta, aunque el riesgo de ingerir en una sola 

dosis la cantidad correspondiente a la DL 50 oral 

aguda sólo puede ocurrir por accidente, error, 

ignorancia o intento suicida. 

  

16 Comisión europea. La política comunitaria para un uso 

sostenible de los plaguicidas. Origen de la estrategia. 

Luxemburgo: Oficina de Publicaciones Oficiales de las 

Comunidades Europeas; 2006. 
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Toxicidad dérmica: se refiere a los riesgos 

tóxicos debidos al contacto y absorción del 

plaguicida por la piel, aunque es menos evidente y 

sus dosis letales son siempre superiores a las 

orales, es por eso que presenta mayor riesgo para 

el manipulador que para el resto de la población. 

 

Toxicidad por inhalación: se produce al respirar 

una atmósfera contaminada por el plaguicida, 

como ocurre con los fumigantes o cuando un ser 

vivo está inmerso, en una atmósfera cargada de un 

polvo insecticida o en pulverizaciones finas 

(nebulización, rociamiento o atomización). 

 

Toxicidad crónica: se refiere a la utilización de 

dietas alimenticias preparadas con dosis variadas 

del producto tóxico, para investigar los niveles de 

riesgo del plaguicida, mediante su administración 

repetida a lo largo del tiempo. Las alteraciones 

más importantes a considerar son: problemas 

reproductivos, cáncer, trastornos del sistema 

neurológico, efectos sobre el sistema 

inmunológico, alteraciones del sistema endocrino 

y suicidio.17 

 

Por lo anterior, en el contexto internacional se 

busca asegurar la investigación, el desarrollo, la 

comercialización, el control, el fomento, el uso 

responsable y la regulación de los plaguicidas, por 

lo que las especificaciones para dicho fin, son 

desarrolladas por la Organización para la 

Agricultura y la Alimentación (FAO, por sus 

siglas en inglés) y la Organización Mundial de la 

Salud (OMS), para permitir el control sanitario de 

los productos de alta y mala calidad de los 

plaguicidas, los cuales sean diferenciados a través 

de pruebas sólidas y validadas bajo una regulación 

adecuada, basada en criterios científicos y en 

estándares internacionales.18 

 

En México las atribuciones de regulación, control 

y fomento sanitario de los plaguicidas, las realiza 

                                                 
17 http://www.plaguicidas-y-alternativas.org/noticias/2011-

10-17-alternativas-ecol%C3%B3gicas-para-evitar-el-uso-

de-plaguicidas 
18 Para asegurar la investigación, el desarrollo, la 

comercialización y el uso responsable de los plaguicidas es 

la Secretaría de Salud a través de la Comisión 

Federal para la Protección contra Riesgos 

Sanitarios (Cofepris), conforme a lo dispuesto en 

los artículos 17 bis, fracción II, 194, 198, 204, 207, 

214, 278, 279, 280, 281, 282 bis, 298, 376 de la 

Ley General de Salud.19 

 

Al respecto, el artículo 194, fracción III, de la Ley 

General de Salud establece que el control sanitario 

se ejerce para “el proceso, uso, importación, 

exportación, aplicación y disposición final de 

plaguicidas, nutrientes vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas para la salud, así como de las 

materias primas que intervengan en su 

elaboración.”20 Sin embargo, la Ley sanitaria no 

reconoce a los biocidas como un apartado 

diferente a los plaguicidas. 

 

Tercero. – Los biocidas y sus aplicaciones en 

México 
 

La industria de los biocidas pasa desapercibida 

ante los ojos de los seres humanos, debido a que 

es un negocio b2b; es decir, se realizan 

transacciones comerciales exclusivamente entre 

empresas, esto debido a que muchas empresas 

requieren de biocidas para asegurar la calidad de 

sus productos, en una de las partes productivas 

más importantes después de su fabricación y 

durante su vida útil. 

 

Los biocidas son unas sustancias o mezcla, en la 

forma en que se suministra al usuario, que esté 

compuesto por una o más sustancias activas, entre 

las cuales se incluyen los microorganismos, con la 

finalidad de destruir, contrarrestar o neutralizar 

cualquier organismo nocivo o de impedir su 

acción o ejercer sobre él un efecto de control de 

otro tipo, por cualquier medio que no sea una mera 

acción física o mecánica. 

  

indispensable una regulación adecuada, basada en criterios 

científicos y en estándares internacionales. 
19 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgs.htm 
20 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/142_19022

1.pdf 
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Es decir, los productos biocidas inciden sobre la 

propia membrada de la célula del microorganismo 

u organismo nocivo, de modo que penetran en su 

esencia y se encargan de destruir los sistemas que 

yacen en ella y que permiten la existencia y vida 

del microorganismo. 

 

Además, el biocida provoca que se produzca la 

lisis celular, que es el proceso mediante el cual se 

produce la ruptura de la membrana celular 

formada por células o bacterias, y que es la 

responsable de la salida del material intracelular. 

De este modo, los biocidas inciden sobre las 

reacciones bioquímicas que sostienen la vida en el 

organismo destruyéndolas al completo y por tanto, 

eliminando los organismos nocivos.21 

 

La Comunidad Europea clasifica a los biocidas de 

acuerdo con su blanco de acción y el efecto 

especifico, que ejercen dentro y para poder 

establecer marcos regulatorios específicos, 

agrupándolos como desinfectantes, preservadores, 

plaguicidas y otros biocidas en general.  

 

Los desinfectantes actúan como agentes químicos, 

eliminando el crecimiento bacteriano sobre 

objetos inanimados,22 como productos para la 

higiene humana (enfocado a piel), desinfectante y 

algícidas (no uso directo humano), higiene 

veterinaria, desinfección de equipo y utensilios en 

la industria alimenticia, así como del agua potable. 

 

Los preservadores son incluidos en la 

manufacturación de productos envasados, para 

películas y recubrimientos de materiales, madera, 

fibras, cuero, caucho; materiales polimerizados; 

mampostería; líquidos utilizados en sistemas de 

refrigeración y procesos industriales; anti moho y 

para líquidos de metalistería. 

 

Los plaguicidas son un variado número de 

sustancias químicas que se utilizan para proteger 

                                                 
21 https://www.deccoiberica.es/que-son-los-biocidas-y-para-

que-se-utilizan-en-post-recoleccion/ 
22 

http://scielo.isciii.es/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S04

65-546X2012000300008&lng=en&nrm=iso&tlng=en 

los animales y plantas de los efectos negativos de 

otros seres vivos que, por su acción y expansión 

numérica, se pueden convertir en una plaga, por lo 

que son incluidos en la manufacturación de 

productos como rodenticidad, avícidas, 

molusquicidas, vermicidas o para control de 

invertebrados, piscicidas, insecticidas, acaricidas 

o para control de otros artrópodos, repelentes y 

atrayentes, para el control de otros vertebrados, 23 

y otros biocidas en general, incluidos en la 

manufacturación de productos como son anti 

incrustantes y líquidos para embalsamamiento o 

taxidermia.24 

 

Los beneficios que vemos en estas aplicaciones 

son el control de bacterias de hongos y virus, en 

este mismo sentido, los beneficios de los biocidas 

es que minimiza la exposición del ser humano (o 

el sistema que se quiere proteger) a 

microorganismos nocivos favoreciendo la salud. 

También es importante mencionar que como 

cualquier sustancia química con propiedades 

físico-químicas y toxicológicas, puede causar 

daños a la salud. 

 

Estas son algunas de las tareas para las cuales son 

necesarios los biocidas, para conservar productos 

(no alimentos) y que, cuando los consumidores los 

utilicen estén en óptimas condiciones. 

 

Además, para un adecuado uso de los biocidas, la 

industria debe realizar pruebas para identificar las 

concentraciones adecuadas, que debe contener 

cada producto que se requiere conservar, para 

hacerlo seguro para quien lo va a manipular. 

 

También, se debe buscar generar una mejor 

calidad de los productos y la mezcla de ellos, para 

crear conservación de productos más eficientes y 

más seguros en su uso; es decir, cuando hablamos 

de seguridad es que no sean irritantes, que no 

23 

http://www.revibiomedica.sld.cu/index.php/ibi/article/view/

136/145 
24 

https://www.mineco.gob.es/stfls/mineco/economia/ficheros

/pdf/28.70COMERCIOproductostanatopraxia.pdf 
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provoquen alergias o sensibilidad entre otras, para 

los usuarios finales. 

 

En el sector industrial en México se encuentra en 

diferentes escenarios comerciales, sanitarios y 

ambientales, sujetos al cumplimiento de diferentes 

variables regulatorias que impiden el desarrollo 

tecnológico de sectores tan importantes como 

pinturas, recubrimientos plásticos, construcción, 

detergentes, adhesivos, tratamientos de agua, 

pulpa de papel, tintas, fluidos de corte, repintado 

automotriz y cuero, por citar los más urgentes. 

 

Actualmente, la industria organizada de productos 

a base agua se encuentra en una evolución 

comercial y en la identificación de nuevas técnicas 

innovadoras de productos, para aprovechar el 

mercado globalizado de acuerdo a la demanda, que 

para ser competitivos requiere de biocidas 

industriales de alta calidad tecnológica eficientes 

y seguros, que ofrezcan una correcta protección en 

su aplicación y no conlleven riesgos sanitarios.  

 

Las empresas fabricantes de ingredientes (es decir, 

quienes sintetizan y garantizan la calidad de los 

activos cuidando el proceso de fabricación), no 

han podido avanzar en la importación de nuevos 

productos (mezclas o ingredientes activos), debido 

al complejo proceso de registro (a cargo de la 

Cofepris), una diferencia muy clara con Europa y 

en Estados Unidos de América, en la que sus 

empresas comparten información toxicológica de 

los ingredientes activos por varios motivos, entre 

ellos, el no hacer más pruebas innecesarias en 

animales, si la información disponible es 

suficiente para dictaminar una sustancia 

(ingrediente activo), no se requiere hacer más 

pruebas; compartir la información disponible entre 

las empresas, ha dado certeza de una 

dictaminación segura de los ingredientes con la 

voluntad de compartir información de estas 

empresas competidoras. 

 

Por lo anterior, resulta urgente en México la 

actualización del marco jurídico sobre los biocidas 

industriales; así como la generación de su propio 

reglamento específico que regule el proceso de 

autorización, vigilancia y aplicación bajo nuevos 

estándares normativos adecuados a la industria de 

los biocidas, que garantice la protección de la 

salud humana, animal y del medio ambiente. 

 

Cuarto. – La insuficiencia normativa sobre los 

biocidas en México 
 

Los biocidas son necesarios para el control de los 

organismos nocivos para la salud humana o 

animal, y de control de los organismos dañinos 

para los materiales naturales o manufacturados. 

Sin embargo, también pueden implicar riesgos 

para las personas, los animales y el medio 

ambiente, debido a sus propiedades intrínsecas y a 

las pautas de sus usos correspondientes. 

 

En México contamos con diversas regulaciones en 

materia sanitaria para la autorización de 

medicamentos, dispositivos médicos, equipos que 

se usan para la salud humana, en los hospitales e 

instalaciones médicas, los productos cosméticos, 

veterinarios, de higiene o de aseo personal, los 

cuales han tomado auge, por la pandemia que hoy 

padecemos del Covid19.  

 

Todos estos productos deben atravesar un proceso 

regulatorio de conformidad con lo establecido en 

los distintos apartados de nuestra Ley General de 

Salud, cuyas autorizaciones requieren del análisis 

de riesgos por parte de la Comisión Federal para 

la Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris), 

 

En el caso de los plaguicidas, en donde se insertó 

a los biocidas, también deben atravesar un proceso 

regulatorio y por ende su autorización sanitaria. 

 

Al respeto, el artículo 194, fracción III, de la Ley 

General de Salud establece que el control sanitario 

se ejerce para “el proceso, uso, importación, 

exportación, aplicación y disposición final de 

plaguicidas, nutrientes vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas para la salud, así como de las 

materias primas que intervengan en su 
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elaboración.”25 Sin embargo, la Ley sanitaria no 

reconoce a los biocidas como un apartado 

diferente de los plaguicidas. 

 

El citado artículo permite instrumentar a través del 

Reglamento en Materia de Registros, 

Autorizaciones de Importación, Exportación y 

Certificados de Exportación de Plaguicidas, 

Nutrientes Vegetales y Sustancias Tóxicas y 

Materiales Peligrosos, mejor conocido como 

reglamento “Plasfest”, los requisitos de 

autorización para el uso, importación, 

exportación, aplicación y disposición final de 

plaguicidas, nutrientes vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas para la salud. 

 

El reglamento establece la definición de los 

plaguicidas y se inserta la de los biocidas. La 

primera, los plaguicidas son considerados como 

una sustancia o mezcla de sustancias que se 

destina a controlar cualquier plaga, incluidos los 

vectores que transmiten las enfermedades 

humanas y de animales, las especies no deseadas 

que causen perjuicio o que interfieran con la 

producción agropecuaria y forestal, así como las 

substancias defoliantes y las desecantes. De esta 

definición se destaca, que son sustancias que van 

a aplicar principalmente para controlar los 

microrganismos que pueden interferir en la 

producción agropecuaria y forestal, en una 

acotación muy directa que el reglamento les da a 

los plaguicidas, que se entiende, y hasta el día de 

hoy funciona de manera adecuada.  

 

En cambio, la definición de biocida establecida en 

el reglamento se menciona como sustancias que 

van a controlar microrganismos, para inhibir, 

controlar, destruir o prevenir el crecimiento de 

microorganismos en la elaboración de 

productos.26 Lo que deriva, que su aplicación es 

muy distinta a los plaguicidas, por lo tanto, los 

riesgos para la salud humana, animal y medio 

ambiente, son muy distintos.  

 

                                                 
25 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/142_19022

1.pdf 

En el mismo reglamento se establece una 

clasificación de plaguicidas en cinco grupos 

principales, los cuales son: plaguicidas químicos, 

bioquímicos, microbiales, botánicos y 

misceláneos. 

 

A su vez, señala que los plaguicidas químicos se 

van a dividir en plaguicidas químicos técnicos y 

formulados. Y debajo de la clasificación de 

plaguicidas formulados, se inserta la aplicación 

biocida; así como sus usos principales: como 

preservadores de materiales, de uso de procesos 

industriales, de madera y como pintura anti 

incrustante.  

 

Actualmente en México el proceso de registro 

sanitario de los biocidas industriales está basado 

sustancialmente en una regulación para los 

plaguicidas (no para los biocidas industriales) y al 

dictamen, de la evidencia documental presentada 

en el momento de la solicitud de registro y de 

prórroga, exigiéndose presentar estudios 

toxicológicos del ingrediente activo a la misma 

concentración y de la misma fuente (proveedor), 

sin ningún fundamento científico, lo que conlleva 

a la no aceptación de estudios disponibles y por 

ende, a la negativa de autorización de nuevos tipos 

de aplicaciones de biocidas industriales. 

 

Es decir, para la autorización de un registro 

sanitario de un plaguicida o de un biocida, la 

autoridad sanitaria (Cofepris), en base al 

reglamento, recibe un oficio de registro, que es una 

solicitud por parte de los sujetos obligados, con un 

expediente muy robusto de información técnica, 

fisicoquímica, toxicológica y legal del producto; 

además, se establecen todas las condiciones de 

comercialización, fabricación, producción, 

incluso proveedores, materias primas que se deben 

utilizar para poder comercializar o fabricar ese 

producto. Esta información es evaluada por la 

autoridad sanitaria en conjunto con la autoridad 

ambiental (Semarnat) y la autoridad de agricultura 

(Sader), para poder emitir un dictamen en pro o en 

contra de la sustancia sometida a registro.  

26 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5332473

&fecha=13%2F02%2F2014 
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Todo este proceso se debe llevar alrededor de 10 

días hábiles de conformidad con la normatividad 

vigente. Desafortunadamente, en la realidad la 

Cofepris tiene una incapacidad operativa para 

poder emitir registros en tiempo y forma. Lo que 

representa un riesgo adicional importante a la 

solicitud de registros de diferentes materias de 

plaguicidas y más en el caso, de los biocidas 

industriales. 

 

Sin embargo, el principal elemento que determina 

la negativa de las autorizaciones a las solicitudes 

de registros de nuevas sustancias se debe 

principalmente a la forma en la que están 

clasificados en la ley, al menos en lo que respecta 

a los biocidas, pues solamente permite el registro 

de cuatro aplicaciones, que cuando llega una 

solicitud para obtener el registro sanitario, muchas 

veces dificulta al dictaminador la falta de 

regulación específica; además, de la falta de 

claridad de saber, cuáles son los requisitos para 

registrar o qué requisitos son los que le competen.  

 

Bajo esta circunstancia los biocidas, aun cuando 

están insertados o regulados en un reglamento, 

principalmente establecido para los plaguicidas y 

otras sustancias, tiene definidos ciertos requisitos, 

estos son limitados, que cuando las autoridades 

gestionan el riesgo de las sustancias con 

aplicaciones plaguicidas, muchas veces, se emiten 

restricciones a estas sustancias, en esas 

aplicaciones se incluye también a los biocidas. 

 

Es decir, como está redactado el reglamento y por 

la falta de requerimientos muy específicos para la 

diversidad de sustancias biocidas, esta causa 

confusiones al usuario y a la autoridad 

dictaminadora, en muchos de los casos conlleva a 

la no aceptación de los estudios y, por ende, a la 

negativa de autorización de las nuevas 

aplicaciones de biocidas industriales. 

 

Por lo tanto, la falta de un marco jurídico 

específico sobre los biocidas Industriales; así 

como, la generación de su propio reglamento, trae 

como consecuencia que: 

 

a) No permite entre los solicitantes deben 

compartir, y no repetir, los estudios con 

animales vertebrados, a cambio de una 

compensación equitativa.  

b) No reduzca al mínimo el número de ensayos 

con animales y que sólo se realicen ensayos con 

biocidas, o con las sustancias activas 

contenidas en ellos, cuando la finalidad y el uso 

de cada biocida, lo haga necesario.  

c) No incentiva la innovación y la 

competitividad en mercados globales. 

d) No reconoce la calidad, seguridad y eficacia 

de los biocidas industriales que ya fueron 

dictaminados y autorizados por autoridades 

sanitarias de países con los que México tiene 

suscritos acuerdos comerciales. 

e) No facilita el funcionamiento de los 

procedimientos de autorización y 

reconocimiento mutuo, que se establezca un 

sistema de intercambio de información con los 

países con los que se tienen acuerdos 

comerciales, a través de un registro de biocidas. 

f) No se establecen normas sobre la 

equivalencia técnica a fin de determinar, 

cuando sea necesario, la similitud entre 

sustancias activas. 

g) No se cuenta con un registro de información 

de propiedades fisicoquímicas, toxicológicas, 

ecotoxicológicas, de destino ambiental y físicas 

de ingredientes activos, reconocidos por su 

eficacia y seguridad en el uso industrial.  

h) No se garantiza el abasto de insumos para la 

industria química en México, principalmente 

en los sectores de pinturas, recubrimientos 

plásticos, construcción, detergencia, adhesivos, 

tratamientos de agua, pulpa de papel, tintas, 

fluidos de corte, repintado automotriz y cuero, 

en perjuicio directo del desarrollo económico y 

la población en general, y 

i) Dificulta el desarrollo industrial al limitar la 

comercialización y exportación de bienes de 

fabricación nacional a Estados Unidos y 

Europa, dado que para ser ingresados se 

requiere que los biocidas industriales 

empleados hayan sido aprobados previamente 

en dichos países. 
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Como se evidencia, el tema de los biocidas en la 

legislación mexicana es escaso, es decir, existe 

una insuficiencia normativa que regule los 

biocidas. Por lo que resulta imprescindible una 

iniciativa que reforme y adicione la Ley General 

de Salud que incorpore el concepto biocida, su 

instrumentación, aplicación, que establezca qué 

sustancias activas pueden formar parte de los 

biocidas, creando listas comunes de las mismas y 

estableciendo las condiciones de evaluación de los 

productos, en relación con los riesgos que puedan 

acarrear tanto para la salud, humana, animal y el 

cuidado del medio ambiente. 

 

Asimismo, se debe establecer las bases generales 

para la generación de su propio reglamento que 

regule el proceso de autorización y vigilancia bajo 

nuevos estándares normativos adecuados a la 

industria de los biocidas.  

 

El tener una mejor regulación de los biocidas en 

México ayudaría a toda la industria, fabricantes y 

distribuidores; así como, a la población en general, 

que tendría mejor acceso a productos seguros en el 

mercado nacional, con mejor desempeño 

tecnológico para la protección de los productos en 

las diferentes industrias; además, de un impacto en 

la calidad y en el costo de los productos más 

accesible para los consumidores. 

 

Por ello, se estima pertinente proponer reformas y 

adiciones a la Ley General de Salud y que, 

derivado esta reforma, emane un reglamento 

específico para la aprobación de cada sustancia 

activa, que instaure criterios para exigir los datos 

que se presentarán en una solicitud de aprobación; 

así como, las razones y tiempos de evaluación de 

las solicitudes presentadas por los usuarios, la 

renovación y la aprobación de una sustancia 

activa; además que: 

 

a) Se establezcan los principios generales de 

comercialización y autorizaciones de uso de los 

biocidas para la industria; 

b) Se fortalezcan los esquemas de vigilancia en 

la comercialización de biocidas; 

c) Se promuevan la inversión extranjera y la 

sana competencia; 

d) Se garantice una interacción continua con la 

autoridad a lo largo de la vida del registro; 

e) Se genere una distribución de cargas de 

trabajo de modo tal que se reduzcan los tiempos 

de respuesta del usuario; 

f) Se asegure a la industria la comercialización 

de productos durante un tiempo razonable que 

permita planear sus decisiones de inversión, lo 

que ayudaría a la generación de empleo y 

mejora de economía de las familias en México; 

g) Se garantice al consumidor la certeza de que 

los ingredientes activos empleados en la 

conservación de materiales o productos que 

adquiere, hayan sido evaluados y autorizadas 

por la autoridad sanitaria; 

h) Se prohíba el uso de sustancias catalogadas 

carcinogénicas 1A y 1B (de acuerdo al sistema 

GHS), muta génica de categoría 1A o 1B, así 

como tóxicas para la reproducción de categoría 

1A o 1B; 

i) Se establezca un listado de sustancias 

permitidas, restringidas y prohibidas para uso 

Biocida, así como su mecanismo de inclusión 

y/o modificación; 

j) Se establezcan modificaciones 

administrativas y técnicas de los registros que 

se otorguen; 

k) Se realice la asignación y función de la 

Agencia reguladora; 

l) Se establezcan las tasas y pagos de derechos; 

m) Se establezcan sanciones, así como 

Cláusulas de Salvaguarda y Confidencialidad; 

n) Se eviten confusiones en la dictaminación de 

la información al dar claridad de la función 

Biocida y su aporte en la protección de la Salud 

humana, animal y del medio ambiente, y 

o) Se reduzca al mínimo el número de ensayos 

con animales y que sólo, se realicen ensayos 

con biocidas o con las sustancias activas 

contenidas en ellos, cuando la finalidad y el uso 

de cada sustancia lo haga necesario. 

 

Por lo anterior, la presente iniciativa tiene por 

objeto reconocer a los biocidas industriales a fin 

de establecer una normatividad especifica que 

siente las bases y los mecanismos para su 

regulación en el control sanitario, autorización, 

producción, uso, comercialización e importación 
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de los biocidas, en beneficio del desarrollo de la 

industria y, sobre todo, para la protección de la 

salud humana, animal y del medio ambiente en 

México. 

 

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta 

H. Asamblea, las reformas y adiciones a diversas 

disposiciones de la Ley General de Salud, para 

quedar de la siguiente manera: 

 

Ley General de Salud 

Texto Actual Texto Propuesto 

Artículo 17 Bis.- … 

 

Para efectos de lo 

dispuesto en el párrafo 

anterior compete a la 

Comisión Federal para 

la Protección contra 

Riesgos Sanitarios:  

 

I. … 

II. Proponer al 

Secretario de Salud la 

política nacional de 

protección contra 

riesgos sanitarios así 

como su 

instrumentación en 

materia de: 

establecimientos de 

salud; medicamentos y 

otros insumos para la 

salud; disposición de 

órganos, tejidos, 

células de seres 

humanos y sus 

componentes; 

alimentos y bebidas, 

productos cosméticos; 

productos de aseo; 

tabaco, plaguicidas, 

nutrientes vegetales, 

sustancias tóxicas o 

peligrosas para la 

salud; productos 

biotecnológicos, 

suplementos 

alimenticios, materias 

primas y aditivos que 

intervengan en la 

elaboración de los 

Artículo 17 Bis.- … 

 

Para efectos de lo 

dispuesto en el párrafo 

anterior compete a la 

Comisión Federal para 

la Protección contra 

Riesgos Sanitarios:  

 

I. …- 

II. Proponer al 

Secretario de Salud la 

política nacional de 

protección contra 

riesgos sanitarios así 

como su 

instrumentación en 

materia de: 

establecimientos de 

salud; medicamentos y 

otros insumos para la 

salud; disposición de 

órganos, tejidos, 

células de seres 

humanos y sus 

componentes; 

alimentos y bebidas, 

productos cosméticos; 

productos de aseo; 

tabaco, biocidas o 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales, sustancias 

tóxicas o peligrosas 

para la salud; 

productos 

biotecnológicos, 

suplementos 

alimenticios, materias 

primas y aditivos que 

intervengan en la 

productos anteriores; 

así como de prevención 

y control de los efectos 

nocivos de los factores 

ambientales en la salud 

del hombre, salud 

ocupacional y 

saneamiento básico; 

III. a XII. … 

elaboración de los 

productos anteriores; 

así como de prevención 

y control de los efectos 

nocivos de los factores 

ambientales en la salud 

del hombre, salud 

ocupacional y 

saneamiento básico; 

III. a XII. … 

Artículo 194.- … 

 

… 

I.  … 

II.  … 

III.  Proceso, uso, 

importación, 

exportación, aplicación 

y disposición final de 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas 

para la salud, así como 

de las materias primas 

que intervengan en su 

elaboración. 

… 

Artículo 194.- … 

 

… 

I.  … 

II.  … 

III.  Proceso, uso, 

importación, 

exportación, aplicación 

y disposición final de 

biocidas, plaguicidas, 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas para la 

salud, así como de las 

materias primas que 

intervengan en su 

elaboración. 

… 

Artículo 198.- … 

 

I.  … 

II.  La elaboración, 

fabricación o 

preparación de 

medicamentos, 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales o sustancias 

tóxicas o peligrosas; 

III.  La aplicación de 

plaguicidas;  

IV. a VI. … 

… 

… 

Artículo 198.- … 

 

I.  … 

II.  La elaboración, 

fabricación o 

preparación de 

medicamentos, 

biocidas, plaguicidas, 

nutrientes vegetales o 

sustancias tóxicas o 

peligrosas; 

III.  La aplicación de 

biocidas o plaguicidas;  

IV. a VI. … 

… 

… 

Artículo 204.- Los 

medicamentos y otros 

insumos para la salud, 

los estupefacientes, 

substancias 

psicotrópicas y 

productos que los 

contengan, así como 

Artículo 204.- Los 

medicamentos y otros 

insumos para la salud, 

los estupefacientes, 

substancias 

psicotrópicas y 

productos que los 

contengan, así como 
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los plaguicidas, 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas, para su 

venta o suministro 

deberán contar con 

autorización sanitaria, 

en los términos de esta 

ley y demás 

disposiciones 

aplicables. 

los biocidas, 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas, 

para su venta o 

suministro deberán 

contar con autorización 

sanitaria, en los 

términos de esta ley y 

demás disposiciones 

aplicables. 

 

Artículo 207.- Se 

considera contaminado 

el producto o materia 

prima que contenga 

microorganismos, 

hormonas, 

bacteriostáticos, 

plaguicidas, partículas 

radioactivas, materia 

extraña, así como 

cualquier otra 

substancia en 

cantidades que rebasen 

los límites permisibles 

establecidos por la 

Secretaría de Salud. 

Artículo 207.- Se 

considera contaminado 

el producto o materia 

prima que contenga 

microorganismos, 

hormonas, 

bacteriostáticos, 

biocidas, plaguicidas, 

partículas radioactivas, 

materia extraña, así 

como cualquier otra 

substancia en 

cantidades que rebasen 

los límites permisibles 

establecidos por la 

Secretaría de Salud. 

 

Artículo 214.- La 

Secretaría de Salud 

publicará en el Diario 

Oficial de la 

Federación las normas 

oficiales mexicanas 

que expida y, en caso 

necesario, las 

resoluciones sobre 

otorgamiento y 

revocación de 

autorizaciones 

sanitarias de 

medicamentos, 

estupefacientes, 

substancias 

psicotrópicas y 

productos que los 

contengan, equipos 

médicos, plaguicidas, 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas, así como de 

Artículo 214.- La 

Secretaría de Salud 

publicará en el Diario 

Oficial de la 

Federación las normas 

oficiales mexicanas 

que expida y, en caso 

necesario, las 

resoluciones sobre 

otorgamiento y 

revocación de 

autorizaciones 

sanitarias de 

medicamentos, 

estupefacientes, 

substancias 

psicotrópicas y 

productos que los 

contengan, equipos 

médicos, biocidas, 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas, así 

las materias primas que 

se utilicen en su 

elaboración. 

como de las materias 

primas que se utilicen 

en su elaboración. 

 

Artículo 278.- Para los 

efectos de esta ley se 

entiende por: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

I.  Plaguicida: 

Cualquier substancia o 

mezcla de substancias 

que se destina a 

controlar cualquier 

plaga, incluidos los 

vectores que 

transmiten las 

enfermedades humanas 

y de animales, las 

especies no deseadas 

que causen perjuicio o 

que interfieran con la 

producción 

agropecuaria y forestal, 

así como las 

substancias defoliantes 

y las desecantes; 

 

II.  Nutrientes 

vegetales: Cualquier 

substancia o mezcla de 

substancias que 

contenga elementos 

útiles para la nutrición 

y desarrollo de las 

plantas, reguladores de 

crecimiento, 

mejoradores de suelo, 

Artículo 278.- Para los 

efectos de esta ley se 

entiende por: 

 

I. Biocida: Toda 

sustancia o mezcla, 

material técnico o 

producto formulado 

empleado para 

inhibir, controlar, 

destruir o prevenir el 

crecimiento de 

microrganismos en la 

elaboración de 

productos. También 

conocido como 

antimicrobial.  

 

II. Plaguicida: 

Cualquier substancia o 

mezcla de substancias 

que se destina a 

controlar cualquier 

plaga, incluidos los 

vectores que 

transmiten las 

enfermedades humanas 

y de animales, las 

especies no deseadas 

que causen perjuicio o 

que interfieran con la 

producción 

agropecuaria y forestal, 

así como las 

substancias defoliantes 

y las desecantes; 

 

III. Nutrientes 

vegetales: Cualquier 

substancia o mezcla de 

substancias que 

contenga elementos 

útiles para la nutrición 

y desarrollo de las 

plantas, reguladores de 

crecimiento, 

mejoradores de suelo, 
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inoculantes y 

humectantes; 

 

III.  Substancia 

peligrosa: Aquel 

elemento o compuesto, 

o la mezcla química de 

ambos, que tiene 

características de 

corrosividad, 

reactividad, 

inflamabilidad, 

explosividad, 

toxicidad, biológico-

infecciosas, 

carcinogenicidad, 

teratogenicidad o 

mutagenicidad, y 

 

IV.  Substancia 

tóxica: Aquel elemento 

o compuesto, o la 

mezcla química de 

ambos que, cuando por 

cualquier vía de 

ingreso, ya sea 

inhalación, ingestión o 

contacto con la piel o 

mucosas, causan 

efectos adversos al 

organismo, de manera 

inmediata o mediata, 

temporal o 

permanente, como 

lesiones funcionales, 

alteraciones genéticas, 

teratogénicas, 

mutagénicas, 

carcinogénicas o la 

muerte. 

 

La Secretaría de Salud 

determinará, mediante 

listas que publicará en 

el Diario Oficial de la 

Federación, los 

nutrientes vegetales, 

así como las 

substancias tóxicas o 

peligrosas que por 

constituir un riesgo 

para la salud deben 

inoculantes y 

humectantes; 

 

IV. Substancia 

peligrosa: Aquel 

elemento o compuesto, 

o la mezcla química de 

ambos, que tiene 

características de 

corrosividad, 

reactividad, 

inflamabilidad, 

explosividad, 

toxicidad, biológico-

infecciosas, 

carcinogenicidad, 

teratogenicidad o 

mutagenicidad, y 

 

V. Substancia tóxica: 

Aquel elemento o 

compuesto, o la mezcla 

química de ambos que, 

cuando por cualquier 

vía de ingreso, ya sea 

inhalación, ingestión o 

contacto con la piel o 

mucosas, causan 

efectos adversos al 

organismo, de manera 

inmediata o mediata, 

temporal o 

permanente, como 

lesiones funcionales, 

alteraciones genéticas, 

teratogénicas, 

mutagénicas, 

carcinogénicas o la 

muerte. 

 

… 

 

sujetarse a control 

sanitario. 

Artículo 279.- … 

 

I. … 

II. Autorizar, en su 

caso, los productos que 

podrán contener una o 

más de las substancias, 

plaguicidas, o 

nutrientes vegetales, 

tomando en cuenta el 

empleo a que se destine 

el producto; 

III. Autorizar los 

disolventes utilizados 

en los plaguicidas y 

nutrientes vegetales, 

así como los materiales 

empleados como 

vehículos, los cuales no 

deberán ser tóxicos por 

sí mismos ni 

incrementar la 

toxicidad del 

plaguicida o del 

nutriente vegetal; 

 

IV. … 

 

V. Establecer, en 

coordinación con las 

dependencias 

competentes, las 

normas oficiales 

mexicanas en las que se 

especifiquen las 

condiciones que se 

deberán cumplir para 

fabricar, formular, 

envasar, etiquetar, 

embalar, almacenar, 

transportar, 

comercializar y aplicar 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas en 

cualquier fase de su 

ciclo de vida. A efecto 

de proteger la salud de 

la población 

prevalecerá la opinión 

Artículo 279.- … 

 

I. … 

II. Autorizar, en su 

caso, los productos que 

podrán contener una o 

más de las substancias, 

biocidas, plaguicidas o 

nutrientes vegetales, 

tomando en cuenta el 

empleo a que se destine 

el producto; 

III. Autorizar los 

disolventes utilizados 

en los biocidas, 

plaguicidas y 

nutrientes vegetales, 

así como los materiales 

empleados como 

vehículos, los cuales no 

deberán ser tóxicos por 

sí mismos ni 

incrementar la 

toxicidad del 

plaguicida o del 

nutriente vegetal; 

IV. … 

 

V. Establecer, en 

coordinación con las 

dependencias 

competentes, las 

normas oficiales 

mexicanas en las que se 

especifiquen las 

condiciones que se 

deberán cumplir para 

fabricar, formular, 

envasar, etiquetar, 

embalar, almacenar, 

transportar, 

comercializar y aplicar 

biocidas, plaguicidas, 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas en cualquier 

fase de su ciclo de vida. 

A efecto de proteger la 

salud de la población 

prevalecerá la opinión 
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de la Secretaría de 

Salud. 

de la Secretaría de 

Salud. 

Artículo 280.- La 

Secretaría de Salud 

emitirá las normas 

oficiales mexicanas de 

protección para el 

proceso, uso y 

aplicación de los 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas. 

Artículo 280.- La 

Secretaría de Salud 

emitirá las normas 

oficiales mexicanas de 

protección para el 

proceso, uso y 

aplicación de los 

biocidas, plaguicidas, 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas. 

 

Artículo 281.- Las 

etiquetas de los 

envases de los 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas, en 

lo conducente, deberán 

ostentar, en español, 

claramente la Leyenda 

sobre los peligros que 

implica el manejo del 

producto, su forma de 

uso, sus antídotos en 

caso de intoxicación y 

el manejo de los 

envases que los 

contengan o los hayan 

contenido, de 

conformidad con las 

disposiciones legales 

aplicables y con las 

normas que dicte la 

Secretaría de Salud. 

Artículo 281.- Las 

etiquetas de los 

envases de los 

biocidas, plaguicidas, 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas, en lo 

conducente, deberán 

ostentar, en español, 

claramente la Leyenda 

sobre los peligros que 

implica el manejo del 

producto, su forma de 

uso, sus antídotos en 

caso de intoxicación y 

el manejo de los 

envases que los 

contengan o los hayan 

contenido, de 

conformidad con las 

disposiciones legales 

aplicables y con las 

normas que dicte la 

Secretaría de Salud. 

Artículo 282 bis.- Para 

los efectos de esta Ley, 

se consideran 

productos 

biotecnológicos, 

aquellos alimentos, 

ingredientes, aditivos, 

materias primas, 

insumos para la salud, 

plaguicidas sustancias 

tóxicas o peligrosas, y 

sus desechos, en cuyo 

proceso intervengan 

organismos vivos o 

Artículo 282 bis.- Para 

los efectos de esta Ley, 

se consideran 

productos 

biotecnológicos, 

aquellos alimentos, 

ingredientes, aditivos, 

materias primas, 

insumos para la salud, 

biocidas, plaguicidas 

sustancias tóxicas o 

peligrosas, y sus 

desechos, en cuyo 

proceso intervengan 

parte de ellos, 

modificados por 

técnica tradicional o 

ingeniería genética. 

organismos vivos o 

parte de ellos, 

modificados por 

técnica tradicional o 

ingeniería genética. 

Artículo 298.- Se 

requiere autorización 

sanitaria de la 

Secretaría de Salud 

para la importación de 

los plaguicidas, 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas que 

constituyan un riesgo 

para la salud. 

 

… 

 

La Secretaría de Salud, 

mediante acuerdo que 

publicará en el Diario 

Oficial de la 

Federación, 

determinará los 

plaguicidas y 

nutrientes vegetales 

que no requerirán de 

autorización sanitaria 

para su importación. 

Artículo 298.- Se 

requiere autorización 

sanitaria de la 

Secretaría de Salud 

para la importación de 

los biocidas, 

plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas 

que constituyan un 

riesgo para la salud. 

 

… 

 

La Secretaría de Salud, 

mediante acuerdo que 

publicará en el Diario 

Oficial de la 

Federación, 

determinará los 

biocidas, plaguicidas y 

nutrientes vegetales 

que no requerirán de 

autorización sanitaria 

para su importación. 

Artículo 376.- 
Requieren registro 

sanitario los 

medicamentos, 

estupefacientes, 

substancias 

psicotrópicas y 

productos que los 

contengan; equipos 

médicos, prótesis, 

órtesis, ayudas 

funcionales, agentes de 

diagnóstico, insumos 

de uso odontológico, 

materiales quirúrgicos, 

de curación y 

productos higiénicos, 

estos últimos en los 

términos de la fracción 

VI del artículo 262 de 

esta Ley, así como los 

plaguicidas, nutrientes 

Artículo 376.- 
Requieren registro 

sanitario los 

medicamentos, 

estupefacientes, 

substancias 

psicotrópicas y 

productos que los 

contengan; equipos 

médicos, prótesis, 

órtesis, ayudas 

funcionales, agentes de 

diagnóstico, insumos 

de uso odontológico, 

materiales quirúrgicos, 

de curación y 

productos higiénicos, 

estos últimos en los 

términos de la fracción 

VI del artículo 262 de 

esta Ley, así como los 

biocidas, plaguicidas, 



Enlace Parlamentario 83  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas. 

nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o 

peligrosas. 

 

 

Fundamento legal 

 

Por las consideraciones expuestas, y con 

fundamento en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 

fracción I; 77, numeral 1, y 78 numeral 1 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

la consideración del Pleno de la Cámara de 

Diputados del H. Congreso de la Unión, la 

siguiente iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y 

ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 17 BIS, 

FRACCIÓN II; 194, FRACCIÓN III; 198, 

FRACCIONES II Y III; 204, 207, 214, 278, SE 

ADICIONA UNA FRACCIÓN I, 

RECORRIÉNDOSE LA NUMERACIÓN DE 

LAS FRACCIONES VIGENTES; 279 

FRACCIONES II, III Y V; 280, 281, 282 BIS, 

298, PÁRRAFOS PRIMERO Y TERCERO; Y 

EL 376 DE LA LEY GENERAL DE SALUD 

 

Único. - Se reforma y adicionan los artículos 17 

Bis, fracción II; 194, fracción III; 198, fracciones 

II y III; 204, 207, 214, 278, se adiciona una 

fracción I, recorriéndose la numeración de las 

fracciones vigentes; 279 fracciones II, III y V; 280, 

281, 282 bis, 298, párrafos primero y tercero; y el 

376 de la Ley General de Salud. para quedar de la 

siguiente manera: 

 

Ley General de Salud 

 

Artículo 17 bis. - … 

 

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior 

compete a la Comisión Federal para la Protección 

contra Riesgos Sanitarios:  

 

I. … 

II. Proponer al Secretario de Salud la política 

nacional de protección contra riesgos sanitarios 

así como su instrumentación en materia de: 

establecimientos de salud; medicamentos y 

otros insumos para la salud; disposición de 

órganos, tejidos, células de seres humanos y sus 

componentes; alimentos y bebidas, productos 

cosméticos; productos de aseo; tabaco, 

biocidas o plaguicidas, nutrientes vegetales, 

sustancias tóxicas o peligrosas para la salud; 

productos biotecnológicos, suplementos 

alimenticios, materias primas y aditivos que 

intervengan en la elaboración de los productos 

anteriores; así como de prevención y control de 

los efectos nocivos de los factores ambientales 

en la salud del hombre, salud ocupacional y 

saneamiento básico; 

III. a XII. … 

 

Artículo 194.- … 

 

… 

I.  … 

II.  … 

III.  Proceso, uso, importación, exportación, 

aplicación y disposición final de biocidas, 

plaguicidas, nutrientes vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas para la salud, así como de 

las materias primas que intervengan en su 

elaboración. 

… 

 

Artículo 198.- … 

 

I.  … 

II.  La elaboración, fabricación o preparación de 

medicamentos, biocidas, plaguicidas, 

nutrientes vegetales o sustancias tóxicas o 

peligrosas; 

III.  La aplicación de biocidas o plaguicidas;  

IV. a VI. … 

… 

… 

 

Artículo 204.- Los medicamentos y otros insumos 

para la salud, los estupefacientes, substancias 

psicotrópicas y productos que los contengan, así 

como los biocidas, plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias tóxicas o peligrosas, para 

su venta o suministro deberán contar con 
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autorización sanitaria, en los términos de esta ley 

y demás disposiciones aplicables. 

 

Artículo 207.- Se considera contaminado el 

producto o materia prima que contenga 

microorganismos, hormonas, bacteriostáticos, 

biocidas, plaguicidas, partículas radioactivas, 

materia extraña, así como cualquier otra 

substancia en cantidades que rebasen los límites 

permisibles establecidos por la Secretaría de 

Salud. 

 

Artículo 214.- La Secretaría de Salud publicará en 

el Diario Oficial de la Federación las normas 

oficiales mexicanas que expida y, en caso 

necesario, las resoluciones sobre otorgamiento y 

revocación de autorizaciones sanitarias de 

medicamentos, estupefacientes, substancias 

psicotrópicas y productos que los contengan, 

equipos médicos, biocidas, plaguicidas, nutrientes 

vegetales y substancias tóxicas o peligrosas, así 

como de las materias primas que se utilicen en su 

elaboración. 

 

Artículo 278. - … 

 

I.Biocida: Toda sustancia o mezcla, material 

técnico o producto formulado empleado 

para inhibir, controlar, destruir o prevenir 

el crecimiento de microorganismos en la 

elaboración de productos. También 

conocido como antimicrobial. 

 

II.Plaguicida: Cualquier substancia o mezcla de 

substancias que se destina a controlar cualquier 

plaga, incluidos los vectores que transmiten las 

enfermedades humanas y de animales, las 

especies no deseadas que causen perjuicio o 

que interfieran con la producción agropecuaria 

y forestal, así como las substancias defoliantes 

y las desecantes; 

 

III.Nutrientes vegetales: Cualquier substancia o 

mezcla de substancias que contenga elementos 

útiles para la nutrición y desarrollo de las 

plantas, reguladores de crecimiento, 

mejoradores de suelo, inoculantes y 

humectantes; 

IV.Substancia peligrosa: Aquel elemento o 

compuesto, o la mezcla química de ambos, que 

tiene características de corrosividad, 

reactividad, inflamabilidad, explosividad, 

toxicidad, biológico infecciosas, 

carcinogenicidad, teratogenicidad o 

mutagenicidad, y 

 

V.Substancia tóxica: Aquel elemento o 

compuesto, o la mezcla química de ambos que, 

cuando por cualquier vía de ingreso, ya sea 

inhalación, ingestión o contacto con la piel o 

mucosas, causan efectos adversos al 

organismo, de manera inmediata o mediata, 

temporal o permanente, como lesiones 

funcionales, alteraciones genéticas, 

teratogénicas, mutagénicas, carcinogénicas o la 

muerte. 

… 

 

Artículo 279.- … 

 

I. … 

II. Autorizar, en su caso, los productos que 

podrán contener una o más de las substancias, 

biocidas, plaguicidas o nutrientes vegetales, 

tomando en cuenta el empleo a que se destine 

el producto; 

III. Autorizar los disolventes utilizados en los 

biocidas, plaguicidas y nutrientes vegetales, así 

como los materiales empleados como 

vehículos, los cuales no deberán ser tóxicos por 

sí mismos ni incrementar la toxicidad del 

plaguicida o del nutriente vegetal; 

IV. … 

V. Establecer, en coordinación con las 

dependencias competentes, las normas 

oficiales mexicanas en las que se especifiquen 

las condiciones que se deberán cumplir para 

fabricar, formular, envasar, etiquetar, embalar, 

almacenar, transportar, comercializar y aplicar 

biocidas, plaguicidas, nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o peligrosas en cualquier 

fase de su ciclo de vida. A efecto de proteger la 

salud de la población prevalecerá la opinión de 

la Secretaría de Salud. 
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Artículo 280.- La Secretaría de Salud emitirá las 

normas oficiales mexicanas de protección para el 

proceso, uso y aplicación de los biocidas, 

plaguicidas, nutrientes vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas. 

 

Artículo 281.- Las etiquetas de los envases de los 

biocidas, plaguicidas, nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o peligrosas, en lo conducente, 

deberán ostentar, en español, claramente la 

Leyenda sobre los peligros que implica el manejo 

del producto, su forma de uso, sus antídotos en 

caso de intoxicación y el manejo de los envases 

que los contengan o los hayan contenido, de 

conformidad con las disposiciones legales 

aplicables y con las normas que dicte la Secretaría 

de Salud. 

 

Artículo 282 Bis. - Para los efectos de esta Ley, se 

consideran productos biotecnológicos, aquellos 

alimentos, ingredientes, aditivos, materias primas, 

insumos para la salud, biocidas, plaguicidas 

sustancias tóxicas o peligrosas, y sus desechos, en 

cuyo proceso intervengan organismos vivos o 

parte de ellos, modificados por técnica tradicional 

o ingeniería genética. 

 

Artículo 298.- Se requiere autorización sanitaria 

de la Secretaría de Salud para la importación de 

los biocidas, plaguicidas, nutrientes vegetales y 

substancias tóxicas o peligrosas que constituyan 

un riesgo para la salud. 

… 

 

La Secretaría de Salud, mediante acuerdo que 

publicará en el Diario Oficial de la Federación, 

determinará los biocidas, plaguicidas y nutrientes 

vegetales que no requerirán de autorización 

sanitaria para su importación. 

 

Artículo 376.- Requieren registro sanitario los 

medicamentos, estupefacientes, substancias 

psicotrópicas y productos que los contengan; 

equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas 

funcionales, agentes de diagnóstico, insumos de 

uso odontológico, materiales quirúrgicos, de 

curación y productos higiénicos, estos últimos en 

los términos de la fracción VI del artículo 262 de 

esta Ley, así como los biocidas, plaguicidas, 

nutrientes vegetales y substancias tóxicas o 

peligrosas. 

 

Transitorios 

 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. - El Ejecutivo Federal contará con un 

plazo de 180 días, a partir de la entrada en vigor 

del presente decreto, para realizar las adiciones y 

modificaciones necesarias a las disposiciones 

reglamentarias correspondientes. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputada Beatriz Robles Gutiérrez  

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIPUTADO RODRIGO CALDERÓN SALAS CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 59 Y 

170 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO  
 

El que suscribe, diputado federal Rodrigo 

Calderón Salas, integrante del Grupo 

Parlamentario Morena, de la Cámara de Diputados 

del H. Congreso de la Unión en esta LXIV 

Legislatura, con fundamento en lo que establece el 

artículo 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los 

artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del pleno de este recinto legislativo, 

la presente iniciativa con proyecto de decreto por 

el que se reforma el segundo párrafo del artículo 

59 y adiciona la fracción VIII al artículo 170 de la 

Ley Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente:  
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Exposición de Motivos 

 

La Ley Federal del Trabajo ha sido creada para 

normar y conseguir un equilibrio en la justicia 

social que tiene cada persona como un derecho al 

trabajo, asegurándose que se den las condiciones 

de una vida digna y decorosa para el trabajador y 

su familia; las estadísticas señalan que las mujeres 

al incorporarse económicamente en la actividad 

laboral tienen la necesidad, no solo de ser el sostén 

de una familia, sino también de atenderla sin 

descuidar ambos trabajos. 

 

Durante las últimas décadas la incorporación de 

las mujeres en la actividad económica ha tenido un 

gran impacto positivo en los negocios, en la 

industria, agricultura, como empleadas 

domésticas, vendedoras en mercados, trabajadoras 

migrantes y en el trabajo no remunerado como 

cuidadoras. Contribuyendo a un cambio de roles, 

diferentes estructuras familiares y nuevas 

relaciones sociales. 

 

Hoy en día, en México las mujeres tienen una 

amplia participación en la actividad económica, 

siendo una tarea adicional al desempeño de las 

tareas domésticas y a su rol de madres de familia. 

 

A pesar de pruebas sólidas que demuestran que la 

consecución de los derechos económicos de la 

mujer, en especial en el trabajo y los ingresos, 

fomenta la economía y el desarrollo sostenible, las 

madres por la dificultad de conciliar sus 

actividades laborales con las responsabilidades 

familiares, y ha debilitado los lazos entre los 

miembros de los núcleos familiares debido a la 

falta de convivencia. 

 

Según el Instituto Mexicano de las Mujeres 

(Inmujeres), la Encuesta Nacional de Ocupación y 

Empleo (ENOE) estimó para el primer trimestre 

de 2020, 8.4 millones de madres de 15 a 49 años 

que son trabajadoras subordinadas y remuneradas, 

lo que representa poco más de la quinta parte de la 

población económicamente activa; mientras que el 

Consejo Nacional de Población (Conapo), estima 

que en promedio, seis de cada 10 pesos de los 

ingresos monetarios en los hogares provienen de 

la actividad laboral femenina. 

 

Las mujeres que son madres se insertan en el 

mercado laboral en condiciones más adversas que 

el resto de las personas, pues tienen que combinar 

la crianza de los hijos, los quehaceres domésticos 

sin descuidar sus actividades laborales lo que 

resulta difícil y se ven en la necesidad de buscar 

alternativas para el cuidado de los hijos, sobre todo 

en la infancia y la adolescencia. 

 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(Inegi), menciona que cuatro de cada diez mujeres 

de 25 a 49 años de edad que forman parte de 

hogares con hijas e hijos menores de tres años de 

edad desempeñan una actividad económica en el 

mercado laboral (40.9%); Ocho de cada diez 

mujeres ocupadas con al menos un hijo (80.6%), 

carece de acceso a servicios de guardería. En el 

año 2018 el 27.1% de los hogares contaba con una 

mujer al frente de la familia, cifra que alcanzó el 

32.9% en la Ciudad de México para ese año. 

 

Según el estado conyugal la participación en el 

mercado laboral es más alta para las madres 

solteras (69%) y para las que son separadas, 

divorciadas o viudas (45.6%). Cuando están 

unidas o casadas, la proporción es del 38.6%. 

 

Del total de las madres ocupadas en el mercado 

laboral, 64% son trabajadoras subordinadas y 

remuneradas, 26.6% trabajan por cuenta propia, 

6.6% no tiene remuneración y sólo 2.8% se 

desempeña como empleadora. Respecto al número 

de horas trabajadas, 37.8% labora menos de 35 

horas semanales (jornada parcial), a diferencia de 

las mujeres sin hijos, en que 30.5% cubre una 

jornada laboral parcial. 

 

Aunado a esa situación existe otra población de 

menores de edad que van desde los cuatro años y 

hasta los 15, a quienes también se les debe prestar 

atención constante, de orientación y apoyo por 

parte de sus familiares directos. Las madres 

trabajadoras con hijos de estas edades se ven en la 

necesidad de buscar cuidado informal para sus 

hijos o pedir el apoyo de amigos o familiares, 
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como pueden ser incluso los hermanos mayores. 

En muchos de los casos no hay de por medio una 

persona adulta al cuidado de estos menores o se 

corre el riesgo de contratar a personas poco 

profesionales, por lo que es latente el peligro de 

que éstos cometan un abuso de cualquier índole 

contra los menores. 

 

En gran parte de los hogares con hijos, en los que 

la madre trabaja, se pierde una importante 

contribución de ella al papel que juega dentro del 

desarrollo y educación. Según encuestas de 

opinión, la mayoría de la gente está en desacuerdo 

con que la mujer trabaje fuera del hogar (74%). 

Esto sucede porque consideran que se descuida a 

los hijos, se pone en riesgo su educación y su 

futuro. 

 

En los hogares urbanos se identificaron 10.4 

millones de personas menores de 15 años que 

recibieron cuidados en sus hogares (5.3 millones 

de niños y 5.1 millones de niñas). De ellos, dos 

quintas partes tienen menos de seis años, que son 

las edades en que niñas y niños necesitan más 

atención y demandan más de sus cuidadoras o 

cuidadores, y 27.8% tienen entre 6 y 9 años y 

31.0% entre 10 y 14 años. 

 

Sin duda alguna, la mujer juega un papel muy 

importante en el fortalecimiento de la familia, por 

ser ella quien atiende todo lo que conocemos como 

valores: el amor, la lealtad, la generosidad, entre 

otros. Sin estos valores y sin la supervisión 

continúa de la madre, se corre el riesgo de 

acrecentar la delincuencia juvenil, la 

drogadicción, el alcoholismo, la deserción escolar, 

los embarazos precoces, el abuso de cualquier 

clase contra los menores, una falta de buena 

alimentación, entre otros riesgos que pueden 

afectar la salud y hasta la vida de los menores. 

 

La realidad de muchas madres trabajadoras es que, 

al no tener un espacio mayor de convivencia con 

los hijos, se va acentuando una crisis en la 

estructura social, ya que por una parte se inculca 

un modelo y estilo de vida familiar y, por la otra, 

al enfrentar la ausencia en el hogar de la madre, se 

ofrece un mensaje contradictorio y destructivo 

para los menores de edad. 

 

No es posible desligar a las mujeres trabajadoras 

de las actividades y tareas que realizan como 

madres y esposas, por ello, es necesario idear 

esquemas flexibles de jornada laboral para que 

éstas puedan atender sus responsabilidades 

familiares. 

 

La propuesta es buscar un sano equilibrio entre las 

necesidades laborales y aquellas 

responsabilidades familiares de toda madre, como, 

por ejemplo: ir por los hijos a la hora de entrada o 

de salida de sus centros educativos, acudir a 

alguna junta de padres de familia, velar por la 

salud de los hijos, vigilar que cumplan con sus 

tareas, o simplemente para una sana y adecuada 

convivencia familiar que les otorgue el tiempo 

necesario para convivir con sus hijos y vigilar el 

tipo de actividades que estos realizan. Esto traería 

como consecuencia una prevención de diversos 

peligros a los que hoy están expuestos niños y 

adolescentes. 

 

Por esa razón la importancia de tomar acciones de 

carácter legislativo con el fin de conseguir que las 

mujeres puedan negociar con sus patrones un 

horario más flexible, que les permita armonizar su 

tarea y labor familiar con su jornada de trabajo. 

Apoyar los diferentes roles importantes que juega 

la mujer en la sociedad actual, como madres y 

cabeza de familia y en la vida económica, política 

y social del país. 

 

El texto propuesto es el siguiente: 

 

Ley Federal del Trabajo 

Texto Vigente Texto Propuesto 

Título Tercero 

Condiciones de 

Trabajo 

Título Tercero 

Condiciones de 

Trabajo 

Capítulo II Capítulo II 

Artículo 59.-… 

 

Artículo 59.-… 
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Los trabajadores y el 

patrón podrán repartir 

las horas de trabajo, a 

fin de permitir a los 

primeros el reposo del 

sábado en la tarde o 

cualquier modalidad 

equivalente.  

Los trabajadores y el 

patrón podrán repartir 

las horas de trabajo, a 

fin de permitir a los 

primeros el reposo del 

sábado en la tarde o 

cualquier modalidad 

equivalente. Sin 

exceder los máximos 

legales de la jornada 

de trabajo, las madres 

trabajadoras con 

hijos cursando la 

educación básica 

podrán establecer, de 

común acuerdo con el 

patrón, un esquema 

de horarios flexibles 

que les permita 

atender sus 

responsabilidades 

familiares. 

Título Quinto 

Trabajo de las Mujeres 

Título Quinto 

Trabajo de las Mujeres 

Capítulo Único Capítulo Único 

Artículo 170.- Las 

madres trabajadoras 

tendrán los siguientes 

derechos: 

 

I a VII… 

 

Sin correlativo 

Artículo 170.- Las 

madres trabajadoras 

tendrán los siguientes 

derechos: 

 

I a VII… 

 

VIII. Las madres 

trabajadoras que 

tengan hijos cursando 

la educación básica, 

podrán acordar con el 

patrón un esquema de 

horarios flexibles que 

les permitan atender 

sus responsabilidades 

familiares, en 

términos de lo 

establecido en el 

primer párrafo del 

artículo 59 de esta ley. 

 

Por lo expuesto y con fundamento en las 

disposiciones invocadas en el proemio, someto a 

la consideración del pleno de la Cámara de 

Diputados del H. Congreso de la Unión la 

siguiente iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO 

 

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 

59, y la fracción VIII al artículo 170 de la Ley 

Federal del Trabajo, para quedar como sigue: 

 

Artículo 59. … 

 

Los trabajadores y el patrón podrán repartir las 

horas de trabajo, a fin de permitir a los primeros el 

reposo del sábado en la tarde o cualquier 

modalidad equivalente. Sin exceder los máximos 

legales de la jornada de trabajo, las madres 

trabajadoras con hijos cursando la educación 

básica podrán establecer, de común acuerdo 

con el patrón, un esquema de horarios flexibles 

que les permita atender sus responsabilidades 

familiares. 

 

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los 

siguientes derechos: 

 

I. a VII. … 

VIII. Las madres trabajadoras que tengan 

hijos cursando la educación básica, podrán 

acordar con el patrón un esquema de 

horarios flexibles que les permitan atender 

sus responsabilidades familiares, en 

términos de lo establecido en el primer 

párrafo del artículo 59 de esta ley. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputado Rodrigo Calderón Salas  
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PROPOSICIONES 

 

DE LA DIPUTADA LIDIA GARCÍA ANAYA CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA 

ASF A IMPLEMENTAR LAS NORMAS DE LA OCDE 

EN MATERIA DE SEGUIMIENTO A LAS 

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES A LOS 

ENTES AUDITADOS 

 

La que suscribe, diputada federal Lidia García 

Anaya, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura del honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 

y 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración de 

esta asamblea la presente proposición con punto 

de acuerdo, al tenor de la siguiente:  

 

Exposición de Motivos 

 

En el mes de enero del presente año, la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE), propuso a México instaurar 

una auditoría especial que dé seguimiento a las 

observaciones y recomendaciones que emite la 

Auditoría Superior de la Federación a los entes 

públicos que fiscaliza. El organismo internacional 

señaló que es perfectible la forma de medir el 

impacto de la fiscalización superior en México.  

 

Con base en el “Informe de avances sobre la 

implementación del mandato de la Auditoría 

Superior de la Federación: Mejorando y 

contribuyendo a la buena gobernanza” y al 

“Informe facilitando la implementación del 

mandato de la ASF: Política y gobernanza 

regulatoria”, la OCDE destacó la importancia de 

fiscalizar el uso de los recursos públicos, 

señalando que es perfectible el seguimiento de las 

recomendaciones y observaciones formuladas a 

los entes auditados a través del establecimiento de 

una auditoría especial que sea específica para esta 

labor1.  

 

                                                 
1 Contralinea.com.mx7archivo-revista72021 

De la misma forma, el Secretario General de la 

OCDE destacó la importancia de la ASF en la 

rendición de cuentas y en el combate a la 

corrupción, siendo la revisión del desempeño de 

dicha institución una facultad exclusiva de la 

Cámara de Diputados.  

 

Al interior de la Comisión de Vigilancia de la 

Auditoría Superior de la Federación se ha 

trabajado en reformas legales que coadyuven con 

la modernización de los procesos, como el caso de 

la puesta en marcha del buzón digital.  

 

Sin embargo, y derivado de la tercera entrega de 

Informes Individuales de Auditoría2, procedentes 

de la fiscalización superior de la Cuenta Pública 

2019, en la que se realizaron 982 auditorías (de las 

cuales 761 correspondieron al gasto federalizado 

programable, 132 a las participaciones federales o 

gasto federalizado no programable y 89 al 

cumplimiento de las disposiciones de la Ley de 

Disciplina Financiera de las Entidades Federativas 

y los Municipios, LDFEFM), se puede observar 

que en la fiscalización del gasto federalizado de la 

Cuenta Pública 2019 se determinó un monto 

observado de 55,038.3 mdp; de este importe, 

36,748.9 mdp, el 66.8%, correspondió al gasto 

federalizado programable; 2,412,235.4 mdp, el 

22.2%, a las participaciones federales, y 6,054.0 

mdp, el 11.0%, a las auditorías realizadas al 

cumplimiento de la LDFEFM. 

 

De los 55,038.3 mdp observados, 1,297.6 mdp, el 

2.4%, fueron recuperaciones operadas y 53,740.6 

mdp, el 97.6%, es importe por dilucidar, siendo un 

porcentaje realmente alto pendiente de 

aclaraciones de los entes auditados a la ASF.  

 

Es por ello que resulta urgente que la ASF 

implemente las recomendaciones de la OCDE, con 

las cuales fomente el perfeccionamiento de las 

recomendaciones y observaciones a los entes 

auditados, a través de una Auditoría Específica a 

cargo de esta tarea, con lo cual se promueva la 

2 Informe del Resultado de la Fiscalización Superior dela 

Cuenta Pública 2019. Entrega de Informes Individuales. 

Febrero 2021.  
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transparencia, la rendición de cuentas, y el 

adecuado uso de los recursos públicos.  

 

Lo anterior, debido a que la ASF debe fiscalizar de 

manera integral, facilitando estrategias e 

implementado mecanismos que permitan que 

nuestro país no solo observe y recomiende, sino 

resuelva de raíz las problemáticas que presentan 

los entes auditados, y los recursos públicos mal 

administrados retornen a la Tesorería de la 

Federación o en su defecto se puedan utilizar de 

manera lícita y productiva en beneficio de la 

ciudadanía.  

 

Es por ello que resulta de fundamental importancia 

que la ASF dé cumplimiento al mandato 

constitucional por el que fue creada, y fomente la 

mejora continua en los procesos de fiscalización.  

 

Expuesto lo anterior, me permito someter a su 

consideración la siguiente proposición con:  

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. - La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión exhorta a la Auditoría 

Superior de la Federación (ASF) a implementar las 

recomendaciones de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos 

(OCDE), en materia de seguimiento a las 

observaciones y recomendaciones que emite la 

ASF a los entes auditados.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo 

de 2021 

 

Diputada Lidia García Anaya 

 

 

 

 
 

 

 

 

                                                 
1 Organización Internacional del Trabajo, Walk Free 

Foundation y Organización Internacional para las 

Migraciones, Estimaciones mundiales sobre la esclavitud 

DE LA DIPUTADA MARÍA ELIZABETH DÍAZ 

GARCÍA CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA AL GOBIERNO DEL ESTADO DE 

TLAXCALA, AL MUNICIPIO DE TENANCINGO Y A 

LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL 

ESTADO DE TLAXCALA A ERRADICAR EL DELITO 

DE TRATA DE PERSONAS  

 

Quien suscribe, diputada María Elizabeth Díaz 

García, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura del Congreso de 

la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 6, fracción I, numeral 1, 65, numeral 4, 

79, numeral 1, fracción II y 100 numeral 1, todos 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, me 

permito someter ante esta soberanía la proposición 

con punto de acuerdo, con base en las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

La trata de personas es considerada uno de los 

delitos con mayor repercusión en la vida de las 

víctimas, puesto que no solo se les priva de un 

derecho fundamental como es la libertad, sino que 

se vulnera la esencia misma de los derechos 

humanos, a saber, la dignidad de la persona. 

 

Aunque es difícil determinar una cifra exacta 

respecto del número de personas que podrían estar 

en situación de trata, fenómeno reconocido hoy en 

día como una modalidad de esclavitud moderna, la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) 

estimó que, para 2017, por lo menos 40 millones 

de personas podrían estar sujetas a alguna forma 

de esclavitud. De ese total, 25 millones de 

personas estarían realizando trabajos forzosos, 

dentro de los cuales encontramos la explotación 

sexual, con 4.8 millones de víctimas, y 15 millones 

de personas obligadas a contraer matrimonio 

forzosamente.1 

 

Desafortunadamente, el fenómeno de la trata de 

personas no podría entenderse sin el género como 

un elemento determinante de desigualdad que 

permite engrosar las filas de víctimas, así como las 

moderna: Trabajo forzoso y matrimonio forzoso, Ginebra, 

2017, p. 5. 
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ganancias multimillonarias que aseguran 

impunidad para los explotadores. Por ser el género 

un factor de vulnerabilidad, la OIT ha determinado 

que las mujeres y las niñas constituyen el 71% de 

las víctimas de esclavitud moderna, lo cual es un 

indicador claro del impacto que tienen los roles de 

género en la perpetuación de la explotación de 

personas en actividades y situaciones como la 

prostitución, el trabajo doméstico o el matrimonio 

forzoso.2 

 

De acuerdo con la OIT, a nivel mundial, las 

mujeres y niñas son sometidas a explotación 

sexual forzosa con fines de lucro en un 99%. 

Adicionalmente, se ha determinado que del total 

de personas que son explotadas sexualmente, 21% 

de ellas son niñas y niños (más de una quinta parte 

del total).3 Finalmente, destaca que las personas 

sometidas a este tipo de explotación fueron 

captadas a las redes de trata de manera 

involuntaria, o bien, habiendo ingresado 

voluntariamente, no pudieron abandonar la 

actividad durante un período prolongado de 

tiempo (dos años, en promedio), hasta que 

pudieron escapar o ser liberadas.4 

 

En el contexto nacional, la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos (CNDH) emitió un 

diagnóstico en 2019 sobre la situación de la trata 

de personas que muestra un panorama sumamente 

preocupante. De acuerdo con datos de las 

procuradurías y fiscalías del ámbito federal y 

local, de 2012 a 2017 se identificaron 5,245 

personas víctimas del delito de trata de personas, 

de las cuales 3,308 son mujeres y 1,086 son niñas, 

mientras que en el caso de niños y de hombres, se 

registraron 289 y 492 víctimas, respectivamente.5 

Esta cifra revela que la incidencia de este delito 

afecta a las mujeres y niñas en una mayor 

proporción, al constituir un 85% de las víctimas. 

 

                                                 
2 Ídem. 
3 

https://www.alliance87.org/2017ge/modernslavery#!section

=2 
4 Organización Internacional del Trabajo, Walk Free 

Foundation y Organización Internacional para las 

Migraciones, op. cit., p. 41. 

Respecto de la edad, las cifras nacionales no distan 

demasiado de aquellas que ofrecen los estudios de 

la OIT, pues de acuerdo con el informe de la 

CNDH antes citado, la mayor concentración de 

víctimas son mujeres adultas (64%), seguidas de 

niñas (21%), luego de hombres adultos (9%) y 

finalmente de niños (6%), lo cual representa un 

universo conformado por 73% de personas adultas 

explotadas sexualmente, y de 27% de niñas y 

niños en esta misma situación.6 

 

Tlaxcala constituye una de las nueve entidades 

federativas con mayor incidencia delictiva de trata 

de personas. De acuerdo con la CNDH, la fiscalía 

de este estado, junto con las de la Ciudad de 

México, Chiapas, Puebla, Estado de México, 

Coahuila, Baja California, Chihuahua y Oaxaca, la 

Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia 

contra las Mujeres y Trata de Personas (Fevimtra) 

y la Subprocuraduría Especializada en 

Investigación de Delincuencia Organizada 

(SEIDO), concentran el 90% de los casos 

reportados en nuestro país, lo que significa que 

nueve de cada 10 víctimas fueron identificadas por 

dichas autoridades.7 

 

De acuerdo con lo establecido en la Ley General 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en 

materia de Trata de Personas y para la Protección 

y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, 

existen once tipos (o finalidades) de trata de 

personas, a saber, la esclavitud, la condición de 

siervo, la explotación laboral, los trabajos o 

servicios forzados, la mendicidad forzada, la 

utilización de personas menores de edad en 

actividades delictivas, la adopción ilegal de 

personas menores de dieciocho años, el 

matrimonio forzoso o servil, el tráfico de órganos, 

tejidos y células de seres humanos vivos, la 

experimentación biomédica ilícita y la 

prostitución u otras formas de explotación sexual.  

5 Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Diagnóstico 

sobre la situación de la trata de personas en México 2019, 

México, 2019, pp. 28, 29.  
6 Ibídem, p. 29. 
7 Ídem. 
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Precisamente, respecto de la prostitución u otras 

formas de explotación sexual, Tlaxcala constituye 

una de las entidades federativas donde prolifera 

mayormente esta modalidad de trata de personas, 

con una estadística de .14 por cada 100 mujeres 

víctimas de este delito.  

 

De acuerdo con el Índice Global de Esclavitud 

elaborado por The Walk Free Foundation en 2015, 

el municipio de Tenancingo, en Tlaxcala, es un 

botón de muestra de las dinámicas de poder que 

suelen confluir en el delito de trata de personas, en 

su modalidad de explotación sexual con fines 

comerciales, especialmente en contra de niñas y 

mujeres. 

 

El estudio -citado por la CNDH- califica a 

Tenancingo como “el epicentro de explotación 

sexual comercial con muchas redes arraigadas en 

esa área”, entre las cuales se han identificado a 

poderosos grupos del crimen organizado e incluso 

a cárteles del narcotráfico que facilitan el tráfico 

de mujeres y niñas a Estados Unidos, donde la 

demanda de servicios sexuales baratos proviene de 

trabajadores de granjas y del sector agrícola. A lo 

anterior, se suma un elemento cultural consistente 

en la educación de niños para convertirlos en 

explotadores o padrotes, cuyas primeras tareas 

consisten en el enamoramiento de víctimas para su 

posterior captación y sometimiento a las redes de 

explotación sexual.8 

 

De acuerdo con distintos reportes periodísticos, 

Tenancingo es la cuna de la trata de personas con 

fines de explotación sexual. Ahí, las mujeres y las 

niñas han sido intimidadas, amenazadas y 

obligadas a prostituirse en burdeles -y mediante 

otras modalidades, incluso por internet- por 

décadas, perfeccionando esta actividad en un 

negocio que deja ganancias por miles de millones 

                                                 
8 Ibídem, p. 159. 
9 CNN, “The town where boys are 'groomed to become 

pimps'”, 2 de diciembre de 2015. Disponible en:  

https://edition.cnn.com/2015/12/01/opinions/sex-

trafficking-tenancingo-polaris/index.html. Consultado el 25 

de marzo de 2020. 
10 Melissa Amezcua y Humberto Padgett, “Tráfico sexual, 

negocio familiar que se hereda en Tlaxcala”, El Univeresal, 

5 de febrero de 2020. Disponible en:  

a los poderosos grupos del crimen organizado que 

lo operan.9 

 

Otros reportes señalan que en Tenancingo existen 

familias enteras dedicadas a la trata de personas, 

algunas de estas, se encuentran cumpliendo 

sentencias en Estados Unidos por la explotación 

de mujeres y comerciarlas en el país vecino. 

Asimismo, señalan que, de acuerdo con 

investigaciones realizadas por la FEVIMTRA, de 

los delitos de trata cometidos entre 2007 y 2017, 

en el 53% de los casos se identificó la 

participación de uno o dos tratantes, mientras que 

en el 28% actuaron de tres a cinco tratantes y en el 

19% restante, intervinieron de seis a más 

personas.10 

 

De acuerdo con organizaciones de apoyo a 

mujeres en situación de prostitución, hasta el 10% 

de la población de Tenancingo se dedica al 

reclutamiento, explotación sexual y venta de 

mujeres. Aún más, de acuerdo con reportes que 

citan a fuentes del gobierno de Estados Unidos, 

ese municipio es el mayor foco de trata de 

personas en Norteamérica y es un punto crítico 

para la lucha contra la esclavitud sexual en todo el 

continente, de acuerdo con las Naciones Unidas.11  

 

La persecución del delito de trata de personas tiene 

aparejadas distintas problemáticas. La primera de 

ellas radica en su naturaleza compleja, pues 

generalmente se comete junto con otros delitos 

como lesiones, amenazas, privación ilegal de la 

libertad, prostitución y otros tipos de explotación, 

sin considerar que pueden culminar en el 

feminicidio u homicidio de las víctimas. Esta 

situación suele llevar a que las autoridades 

jurisdiccionales califiquen este delito como las 

https://www.eluniversal.com.mx/nacion/trafico-sexual-

negocio-familiar-que-se-hereda-en-tlaxcala. Consultado el 

25 de marzo de 2020. 
11 Ignacio de los Reyes, “Viaje a Tenancingo, la capital de la 

esclavitud en México”, Animal Político, 23 de mayo de 

2012, disponible en:  

https://www.animalpolitico.com/2012/05/viaje-a-

tenancingo-la-capital-de-la-esclavitud-sexual-en-mexico/. 

Consultado el 25 de marzo de 2020. 

https://edition.cnn.com/2015/12/01/opinions/sex-trafficking-tenancingo-polaris/index.html
https://edition.cnn.com/2015/12/01/opinions/sex-trafficking-tenancingo-polaris/index.html
https://www.eluniversal.com.mx/nacion/trafico-sexual-negocio-familiar-que-se-hereda-en-tlaxcala
https://www.eluniversal.com.mx/nacion/trafico-sexual-negocio-familiar-que-se-hereda-en-tlaxcala
https://www.animalpolitico.com/2012/05/viaje-a-tenancingo-la-capital-de-la-esclavitud-sexual-en-mexico/
https://www.animalpolitico.com/2012/05/viaje-a-tenancingo-la-capital-de-la-esclavitud-sexual-en-mexico/
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otras conductas con él relacionadas.12 Aunado a lo 

anterior, el delito de trata de personas suele 

presentar un bajo índice de denuncias pues las 

víctimas son, por lo general, privadas de su 

libertad y muy pocas logran escapar con vida de 

las redes de tratantes. 

 

En efecto, como se desprende de los informes de 

la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, del 

período de 2014 a 2017, se atendieron únicamente 

a 790 víctimas directas de este delito, así como 273 

víctimas indirectas. Respecto de las Comisiones 

Estatales de Atención a Víctimas, se tienen 

registradas 139 víctimas directas, así como 55 

víctimas indirectas del delito de trata de personas. 

 

De la información anterior, puede apreciarse que 

son muy pocas personas las atendidas por alguna 

Comisión de Atención a Víctimas, ya sea estatal o 

federal, en comparación con el universo de 

víctimas que se tienen identificadas por las 

Procuradurías o Fiscalías y, de manera aún más 

preocupante, por las organizaciones dedicadas a 

investigar y combatir el fenómeno de la trata de 

personas, y cuyas cifras no oficiales son mucho 

mayores. 

 

El Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer de la 

Organización de las Naciones Unidas (Comité 

CEDAW) señaló, en su documento de 

Observaciones finales sobre el noveno informe 

periódico de México que, aun cuando reconocía 

los avances legislativos realizados por nuestro país 

para combatir el delito de trata de personas y 

particularmente la explotación ilegal de la 

prostitución, le preocupaban, entre otras, las 

siguientes problemáticas:13  

 

1. La falta de mecanismos armonizados y 

coordinados en los planos estatal y municipal 

para la aplicación efectiva de la Ley General 

                                                 
12 Carrasco González, Gonzalo, “Tipo penal del delito de 

trata de personas”, Revista Alegatos, número 86, enero-abril 

de 2014, Universidad Autónoma Metropolitana – 

Azcapotzalco, pp. 86, 87. 
13 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 

Mujer, Observaciones finales sobre el noveno informe 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos 

en Materia de Trata de Personas y para la 

Protección y Asistencia a las Víctimas de esos 

Delitos; 

 

2. Las bajas tasas de enjuiciamiento y condena 

de casos de trata de personas; 

 

3. La revictimización de mujeres y niñas que en 

algunos casos son procesadas penalmente, en 

vez de ser atendidas como víctimas; 

 

4. La presunta complicidad entre agentes del 

Estado y bandas internacionales de la 

delincuencia organizada, con los efectos que 

ello conlleva (corrupción e impunidad); 

 

5. La coordinación insuficiente de las 

autoridades mexicanas con países vecinos para 

la prevención de la trata de personas, el apoyo 

a las víctimas y el enjuiciamiento de los 

responsables. 

 

A partir del análisis de dichas problemáticas, el 

Comité CEDAW recomendó a México lo 

siguiente:14 

 

1. Asignar recursos humanos, técnicos y 

financieros suficientes para la aplicación eficaz 

y armonizada de la Ley General en la materia; 

 

2. Investigar, enjuiciar y sancionar a los 

responsables del delito de trata de personas, 

específicamente en casos que afecten a niñas y 

mujeres; 

 

3. Reforzar el apoyo a mujeres víctimas de 

trata, en particular las mujeres migrantes y que 

pertenecen a grupos y comunidades indígenas; 

 

4. Destaca su recomendación de fortalecer los 

mecanismos institucionales para el combate de 

periódico de México, CEDAW/C/MEX/CO/9, 25 de julio de 

2018. Disponible en:  

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/398069/

Observaciones_finales_9o_Informe_M_xico_ante_la_CED

AW.pdf. Consultado: 6 de abril de 2020. 
14 Ibídem, p. 11. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/398069/Observaciones_finales_9o_Informe_M_xico_ante_la_CEDAW.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/398069/Observaciones_finales_9o_Informe_M_xico_ante_la_CEDAW.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/398069/Observaciones_finales_9o_Informe_M_xico_ante_la_CEDAW.pdf
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este delito, especialmente a nivel local, con el 

objetivo de terminar con la corrupción; 

 

5. Investigar sistemática y debidamente los 

casos de complicidad entre agentes del Estado 

y grupos de la delincuencia organizada, así 

como procesar efectivamente a los 

responsables e imponer medidas disciplinarias 

y condenas adecuadas. 

 

No menos importantes resultan las 

recomendaciones realizadas por el Comité 

CEDAW, en el sentido de reparar el daño e 

indemnizar a las víctimas de trata de personas, en 

cuya comisión hayan participado agentes 

estatales, así como la medida de generar estudios 

sobre las causas fundamentales que originan la 

explotación sexual forzada, con el objetivo de 

diseñar e implementar programas y prestaciones 

sociales para proteger e impulsar la salida de las 

mujeres en situación de prostitución de dichas 

redes.15 

 

En la opinión de numerosas organizaciones no 

gubernamentales y estudiosos del tema, la trata de 

personas es “indudablemente la actividad criminal 

de mayor crecimiento a nivel mundial entre todas 

las formas de delincuencia organizada 

transnacional, regional y nacional”, cuyas 

ganancias ascienden a miles de millones de 

dólares.16  

 

El fenómeno que vive el municipio de 

Tenancingo, Tlaxcala, requiere de la mayor 

atención por parte de las autoridades de 

procuración de justicia e investigación de los 

delitos de los tres niveles de gobierno. Como lo 

recomienda el Comité CEDAW, resulta 

indispensable la creación de mecanismos 

institucionales que coordinen efectivamente las 

acciones de dichas autoridades, así como el 

combate a las situaciones de complicidad y 

corrupción entre agentes estatales y grupos de la 

delincuencia organizada dedicados a la 

explotación sexual de personas (principalmente 

mujeres y niñas), con la finalidad de investigar, 

                                                 
15 Ídem. 

procesar y sancionar a los responsables de la 

perpetuación de este delito que, de acuerdo con el 

Convenio para la Represión de la Trata de 

Personas y de la Explotación de la Prostitución 

Ajena -del cual México es parte-, es considerado 

una violación de la dignidad de las personas, así 

como un peligro para el bienestar del individuo, la 

familia y la comunidad.  

 

Además del Convenio para la Represión de la 

Trata de Personas y de la Explotación de la 

Prostitución Ajena, nuestro país ratificó en 2002 el 

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la 

Trata de Personas, especialmente de Mujeres y 

Niños, el cual complementa la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional. Estos instrumentos 

internacionales, en su conjunto, establecen 

obligaciones a cargo de los Estados, y de todas sus 

autoridades y niveles de gobierno, para combatir 

efectivamente estos fenómenos delictivos a través 

de la investigación, enjuiciamiento y sanción de 

los mismos y de sus responsables. 

 

La omisión de las autoridades de investigar y 

sancionar los delitos inherentes a la trata de 

personas, destacando en particular el de la 

explotación sexual forzada con fines comerciales, 

perpetúa lo que ha sido calificado no solo como 

una violación grave de los derechos humanos por 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

sino incluso como un delito de lesa humanidad que 

atenta contra los derechos que constituyen la 

esfera del jus cogens (Caso Trabajadores de la 

Hacienda Brasil Verde vs. Brasil). 

 

Si consideramos lo que señalan algunas personas 

estudiosas del tema, respecto a la definición que 

aporta el Estatuto de Roma para la Corte Penal 

Internacional sobre lo que constituye un crimen de 

lesa humanidad, encontraremos que -como lo 

establece el inciso g) del artículo 7 de dicho 

Estatuto- la violación, la esclavitud sexual, la 

prostitución forzada o cualquier otra forma de 

violencia sexual de gravedad comparable, atentan 

gravemente contra los derechos fundamentales de 

16 Carrasco González, Gonzalo, op. cit. p. 72. 
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personalidad jurídica, integridad personal, libertad 

personal y dignidad del ser humano, entre otros.17 

 

La prostitución forzada reúne los elementos para 

ser considerada como una situación de esclavitud, 

de acuerdo con los criterios sentados por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos:18  
 

1) Implica el ejercicio de poder o control del 

esclavizador sobre la persona esclavizada, al 

punto de anular la personalidad de la víctima; 
 

2) Implica la restricción o control de la 

autonomía individual, la libertad de elección o 

la libertad de movimiento de la persona; 
 

3) Existe ausencia de consentimiento o de libre 

albedrío de la víctima; 
 

4) Se presentan amenazas de uso de la violencia 

u otras formas de coerción, el miedo, el engaño, 

las falsas promesas o el abuso de poder; 
 

5) Existe una posición de vulnerabilidad de la 

víctima; 
 

6) Hay explotación; y 
 

7) Existe exacción de trabajo o servicios 

forzosos u obligatorios. 
 

Frente a este panorama, es indispensable que las 

autoridades encargadas de la procuración de 

justicia e investigación de los delitos, así como de 

los gobiernos municipal de Tenancingo y del 

Estado de Tlaxcala, realicen las acciones 

pertinentes para la investigación, persecución y 

sanción del fenómeno delictivo generalizado de 

trata de personas palpable en esa población, por lo 

que su pronta atención debe ser prioridad para 

todos los órganos de gobierno de esta entidad 

federativa. 
 

Esta proposición con punto de acuerdo es un 

esfuerzo adicional a los ya intentados por quien 

suscribe, al no haberse analizado y dictaminado 

                                                 
17 García, María Fernanda, “El delito de trata de personas, 

crimen de lesa humanidad: análisis desde la óptica de la 

reciente jurisprudencia de la Corte Interamericana de 

esta propuesta por la Comisión Permanente del 

Congreso de la Unión, durante el segundo receso 

del segundo año legislativo de esta legislatura. 
 

Por lo anteriormente expuesto, se propone la 

siguiente proposición con: 
 

Punto de Acuerdo 
 

Primero. Se exhorta al Gobierno del Estado de 

Tlaxcala, al Municipio de Tenancingo y a la 

Procuraduría General de Justicia del Estado de 

Tlaxcala, a fin de realizar una estrategia conjunta 

para erradicar del territorio de ese estado, 

principalmente del municipio de Tenancingo, el 

delito de trata de personas en su modalidad de 

prostitución ajena u otras formas de explotación 

sexual. 
 

Segundo.- Se exhorta a la Procuraduría General 

de Justicia del Estado de Tlaxcala a fin de realizar 

las investigaciones pertinentes que conduzcan a la 

detención de aquellas personas que resulten 

responsables del delito de trata de personas, en su 

modalidad de prostitución ajena u otras formas de 

explotación sexual, así como a dar seguimiento a 

las denuncias presentadas. 
 

Tercero.- Se exhorta al Gobierno del Estado de 

Tlaxcala, al Municipio de Tenancingo y a la 

Procuraduría General de Justicia del Estado de 

Tlaxcala, a fin de brindar atención, asistencia y 

protección prioritaria a las víctimas del delito de 

trata de personas, en su modalidad de prostitución 

ajena u otras formas de explotación sexual, de 

conformidad con Ley General para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar los Delitos en materia de 

Trata de Personas y para la Protección y Asistencia 

a las Víctimas de estos Delitos, y la Ley General 

de Víctimas. 
 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 
 

Diputada María Elizabeth Díaz García  

Derechos Humanos”, Revista Derechos en Acción, año 3, 

número 8, invierno 2018. p. 470. 
18 Ibídem, pp. 470, 471. 
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DEL DIPUTADO SERGIO MAYER BRETÓN CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A 

LAS COMISIONES DE SALUD DE AMBAS CÁMARAS 

A ACORDAR LA COMPARECENCIA DEL 

ENCARGADO DE LA ESTRATEGIA DEL ESTADO 

MEXICANO CONTRA LA PANDEMIA DE LA 

COVID-19 Y DEL SUBSECRETARIO DE 

PREVENCIÓN Y PROMOCIÓN DE LA SALUD 

 

Quien suscribe, Sergio Mayer Bretón, diputado 

federal del Grupo Parlamentario de Morena en la 

LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la 

Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 

1, fracción I, 79, numeral 1, fracción II, y numeral 

2, fracciones IV, V y VI del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someto a la consideración 

de esta soberanía, la presente proposición con 

punto de acuerdo, de urgente u obvia resolución, 

por el que se exhorta respetuosamente a las 

comisiones de Salud en ambas cámaras para 

acordar en conferencia la comparecencia del 

encargado de la estrategia del Estado mexicano 

contra la pandemia de la COVID-19, y del 

subsecretario de Promoción y Prevención de la 

Secretaría de Salud, a fin que presente un informe 

sobre las acciones desarrolladas a un año de los 

primeros reportes de decesos, con base en la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

La crisis sanitaria que ha acarreado la pandemia 

por la COVID-19 y todas sus cepas, así como la de 

carácter económico que ha detonado, lo mismo 

han cobrado vidas humanas que empleos y 

viabilidad de empresas y negocios, produciendo 

gran dolor e incertidumbre en todo el orbe. 

 

Nuestro país no ha sido la excepción; al día de hoy 

tenemos el deshonroso tercer lugar mundial, solo 

por detrás de Estados Unidos y de Brasil, en el 

número de muertes por el virus y, mientras el 

índice de letalidad en México al 15 de marzo de 

2021 era de 9.0%, en el mundo era del orden de 

2.2%. 

                                                 
1 https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-

estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-

coronavirus-covid-19-en-mexico-239712 

Ya sea alrededor de la elección del modelo 

centinela, del número de pruebas y seguimiento 

efectuados, de la oportunidad en la adquisición de 

las vacunas, la viabilidad de su solicitud en 

donación, la veracidad de las cifras oficiales, la 

preferencia por la centralización de las decisiones, 

la existencia de una estrategia, la utilidad del uso 

del cubrebocas, la importancia del semáforo 

epidemiológico,, la razonabilidad de armar 

brigadas y los criterios para la aplicación de 

vacunas, así como las cadenas de enfriamiento y la 

vigencia de los reactivos en condiciones precarias, 

mucho se ha cuestionado la poca transparencia y 

unidad de criterios en el poco más de un año que 

lleva la pandemia y sobran los ejemplos de las 

contradicciones en que ha caído el médico 

epidemiólogo encargado de encabezar los 

esfuerzos de México para el combate del flagelo. 

 

Así, por ejemplo, en la conferencia de prensa 

vespertina sobre la COVID-19 de 3 de abril de 

20201, el subsecretario López aseveraba: 

 
Y les quiero recordar que no hay vacaciones, no hay 

vacaciones porque hay una disposición general de que 

se suspenden temporalmente todas las actividades 

laborales en los sectores público, social y privado. Y lo 

que interesa es que nos quedemos quietos. Si no nos 

movemos, el virus no se mueve, no hay contagios. 

 

Entonces, quédate en casa, quédate en casa, no 

salgas de vacaciones, mantente dónde estás, sólo sal 

en aquello que sea indispensable, conseguir los 

alimentos y que no vaya toda la familia, que vaya una 

persona; si hubiera una urgencia, por supuesto de 

carácter médico o de otro tipo se tiene que atender, pero 

en general quédate en casa y no vayas de vacaciones. 

 

Iniciando el año 2021, cuando era más grave la 

ocurrencia de casos, defunciones y saturación 

hospitalaria, se difundieron imágenes del 

encargado de la epidemia vacacionando en 

Oaxaca y, ni en el avión ni en el lugar de 

recreación, llevaba cubrebocas (motivo de 

inusitada politización). Lo ocurrido en la reunión 

vespertina del 4 de enero2 fue del siguiente tenor:  

2 https://www.gob.mx/presidencia/es/articulos/version-

estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-

coronavirus-covid-19-en-mexico-260681?idiom=es  

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-239712
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-239712
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-239712
https://www.gob.mx/presidencia/es/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-260681?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/es/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-260681?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/es/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-260681?idiom=es
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Empezamos con Juan Hernández, de Grupo Basta, y 

seguimos con Demian Duarte y también con Hans 

Salazar, y nos vamos aquí, también, también. Por 

favor, adelante. 

 

Pregunta: Muy buenas tardes. Juan Hernández, del 

periódico Basta y de Grupo Cantón. 

 

Serían dos preguntas. (…) 

 

Y el segundo, es un tema de nivel nacional, de interés 

nacional, ha sido este…. Ahorita usted, doctor, ha 

sido usted muy atacado en redes sociales 

precisamente por este viaje, ahora sí, de 

vacaciones. Quisiera saber más o menos qué, qué… 

Es que estoy buscando la palabra correcta. 

 

Es una cuestión de su vida personal, eso yo lo 

entiendo muy bien, usted tiene el derecho de 

descansar, de tomar, pues vaya, su tiempo, tanto a 

nivel familiar como a nivel persona; sin embargo, 

esta situación ha sido aprovechada por los críticos 

del sistema de la 4T precisamente para demeritar 

todo el trabajo que se ha venido haciendo. 

 

Entonces, voy a dejarle la pregunta abierta. No soy 

yo quién para cuestionar, pero sí de alguna manera 

es un tema que hoy tocaron en la mañana. El 

presidente Andrés Manuel López Obrador le dio 

su respaldo, vaya, le dio el espaldarazo, digamos así, 

pero lo más importante, bueno, nos dice que le 

preguntáramos sobre este tema, pero yo lo voy a dejar 

abierto. 

 

Gracias. 

 

(Respuesta): Con mucho gusto, no hay ningún tema 

que sea prohibido o que haya que ocultar. (…) 

 

El segundo tema que me comenta, efectivamente, vi 

que en las redes sociales y también en algunos 

periódicos de circulación nacional en primeras 

planas causaba interés dónde había estado yo en 

los días del fin de año. 

 

No tengo nada que ocultar. Efectivamente, fui a la 

costa de Oaxaca, a la región de Pochutla, el 

municipio de San Pedro Pochutla. Es un sitio 

hermoso con población, una población muy 

generosa, muy benévola y fui a visitar a familiares 

muy cercanos, a personas muy amigas y estuvimos 

en una casa particular durante los días del fin de 

año. 

 

Una cosa muy importante es enfatizar la 

                                                 
3 https://lasillarota.com/nacion/no-tengo-nada-que-ocultar-

lopez-gatell-justifica-vacaciones-en-la-playa/471667  

importancia de que estuvimos mencionando aquí 

como recomendaciones de fin de año de conservar 

los grupos familiares muy pequeños y también al 

conservar los grupos pequeños de todos modos 

seguir las distintas medidas de prevención al 

momento de las distintas actividades sociales. 

(…) 

 

¿Qué otros aspectos son importantes? 

 

El considerar que me dio la impresión de que 

algunos de estos diarios de circulación nacional no 

lo tenían totalmente claro, aquí se los aclaramos, 

por aquí está la reportera de uno de estos diarios, 

la noción de que la intervención de prevención de 

México es diferente a la que han usado otros países. 

 

(…) 

 

No perder de vista empezando el año, lo vuelvo a 

recordar por si alguien lo olvidó, lo dijimos muchas 

veces el año pasado, tristemente la realidad no ha 

cambiado en este aspecto, México es un país con 

enormes desigualdades sociales y económicas, 

enormes, inmensas. 

 

Tenemos una muy importante acumulación de la 

riqueza en muy pocas manos, en muy pocas 

familias, y más de la mitad de la población, un poco 

más de la mitad, vive en condiciones de pobreza, 

pobreza absoluta, definida así por múltiples 

entidades y organismos internacionales. (…) 

 

“La silla rota” consigna, además, que el servidor 

público aludido habría señalado, también que lo 

que a mí me preocupa es que a lo largo de un año 

que hemos estado hablando de los mensajes sobre 

el control epidémico, pareciera esto ya no ser lo 

que está; en el interés de los medios de 

comunicación y el servicio que pueden hacer a la 

población3. 

 

Quedaba poca evidencia del seguimiento al propio 

consejo de quedarse en casa y de no vacacionar. 

 

Posterior a darse a conocer su contagio de 

COVID-19 el 20 de febrero del presente 2021, 

alrededor de la hospitalización del funcionario 

surgieron versiones -incluso oficiales- 

encontradas del hecho. En todo momento 

prevaleció la opacidad al respecto.  

https://lasillarota.com/nacion/no-tengo-nada-que-ocultar-lopez-gatell-justifica-vacaciones-en-la-playa/471667
https://lasillarota.com/nacion/no-tengo-nada-que-ocultar-lopez-gatell-justifica-vacaciones-en-la-playa/471667
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El 10 de marzo, el llamado por algunos, zar de la 

pandemia fue visto dando un paseo –sin 

cubrebocas- en un parque de la Ciudad de México. 

En la presentación de la tarde4, la narrativa fue 

como sigue: 

 
(Encargado de la pandemia): Les comento 

que, como lo platicó el doctor Alomía, el doctor 

Ruy López Ridaura, el doctor Ricardo Cortés en 

los días recientes, ya estoy completamente 

recuperado, no tengo síntoma alguno, me 

siento en buenas condiciones, con fuerza con 

ánimo, con entusiasmo de seguir avanzando en 

la vacunación contra COVID. 

 

Lo que sí es que hoy me volví a hacer la 

prueba, como ya lo había anunciado, porque 

estoy monitoreando la transición de mi estado 

de positivo al estado de negativo respecto a la 

detección del virus SARS-CoV-2. 

 

En la prueba con hisopado faríngeo. Se hizo 

esta prueba hoy en el Indre y vuelvo a salir 

positivo. Esto quiere decir que todavía tengo 

una carga viral suficientemente alta para ser 

contagioso y, aunque tengo ya el alta médica, no 

tengo el alta epidemiológica, por lo tanto, 

entonces no podré incorporarme, como lo 

planeaba, mañana por la mañana a las 

actividades normales. 

 

De lo anterior se desprende que, estando todavía 

en condiciones de contagiar salió a la calle y sin 

cubrebocas, lo que le acarreó toda clase de críticas 

en medios y redes. 

 

Sin embargo, la reacción ante dicha respuesta se 

dio en la misma exhibición vespertina de la 

siguiente manera: 

 
Pregunta: Qué tal, muy buenas noches. Juan 

Hernández, del periódico Basta de Grupo 

Cantón. 

 

Doctor, muy buenas noches. Estoy pensando 

cómo hacer esta pregunta, pero mire. El día de 

hoy está circulando en varios… Bueno, está 

                                                 
4 https://www.gob.mx/salud/prensa/version-estenografica-

conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-

covid-19-en-mexico-266362?idiom=es  

circulando una nota del periódico de 

circulación nacional en donde habla de su 

reaparición, pero habla de su reaparición en 

la colonia Condesa. 

 

Quisiera de alguna manera saber ¿qué opinión 

le merece precisamente que estén invadiendo 

su vida privada? 
 

Este tipo de… ¿cómo se llama? de información, 

bueno, hoy esperábamos que reapareciera, 

reaparece, qué bien, pero de alguna manera, 

como que desvirtúa esta aparición que usted 

tiene después de haber pasado un episodio 

difícil de COVID-19. 

 

De antemano, pues alguien tiene que hacer esta 

pregunta y hoy me tocó a mí hacerla. 

 

Muchas gracias. 

 

(Respuesta): Muchas gracias, Juan. Aquí está 

la prueba de vida que usted pedía ayer, aquí 

estoy afortunadamente recuperado y en buenas 

condiciones. 

 

No me queda claro cuál es el planteamiento 

de la pregunta (sic), pero supongo que hace 

referencia a la lamentable realidad de tener 

en México medios de comunicación, sobre 

todo los medios corporativos que durante 

toda la epidemia -y la verdad es que dudo que 

cambien de actitud- han buscado sacar de 

alguna manera notoriedad, supongo que por 

razones algunos casos de lucro, seguramente es 

más lucrativo sacar noticias que pudieran 

generar escándalo y entonces esto les 

aumentará las cuotas de las tarifas de 

publicidad y otras fuentes de ingresos. 

 

En otros casos es muy claro, como tienen 

agendas políticas, agendas de grupos de 

interés, sobre todo de algunos grupos de 

interés económico, que han sufrido pérdida 

de privilegios a lo largo de lo que llevamos de 

la transformación. Esto el presidente lo ha 

comentado extensamente con ejemplos 

específicos. 

 

https://www.gob.mx/salud/prensa/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-266362?idiom=es
https://www.gob.mx/salud/prensa/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-266362?idiom=es
https://www.gob.mx/salud/prensa/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-266362?idiom=es
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Entonces, sigo yo esperanzado en que algún 

momento estas personas, estos grupos, que 

son dueños de los medios de comunicación, 

corporativos, los jefes editoriales, los 

columnistas, que viven de esta parte del 

morbo, de la especulación, de la intriga, y que 

tienen un nivel extraordinariamente bajo en 

términos de calidad técnica, de calidad 

periodística, no tienen fuentes, usan rumores, 

ojalá que en algún momento suban el nivel, no 

tengo demasiada esperanza a estas alturas. 

 

Hemos hecho muchos llamados sobre la 

importancia de tener una prensa que 

informa, una prensa que se acerca a la 

población, a decirle la información que le 

puede ser útil, y lo que vemos es pues este tipo 

de notas que están basadas en el chisme, en la 

intriga, en la especulación. 

 

Entonces, afortunadamente ya quizá pocas 

personas en el país se dejan engañar con estas 

cosas, pero pues ni modo, es parte de la vida 

pública, del paisaje público. Afortunadamente 

tenemos libertad de expresión en México, 

tenemos un gobierno que claramente tiene 

una postura en pro de las libertades, en pro 

de los derechos, y pues esto es parte del paisaje, 

cada quien se irá haciendo responsable de los 

efectos que produzca esta desinformación, 

esta infodemia. 

 

Gracias, Juan. 

 

A pesar que la disociación de la realidad y la 

incongruencia señaladas son lamentables y 

retratan de cuerpo entero lo que hay detrás, lo que 

se refiere a las vidas humanas cuya pérdida pudo 

ser evitable es lo más grave. 

 

Recordemos que el día 18 de marzo de 2020 se 

registró la primera defunción en nuestro país 

causada por la enfermedad producida por el 

coronavirus SARS-COV-2.  

 

El 4 de junio siguiente, en la rueda de prensa 

vespertina para hablar sobre la pandemia en 

                                                 
5 https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-

estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-

coronavirus-covid-19-en-mexico-244457?idiom=es  

México5, el subsecretario encargado de su manejo 

expresó, al referirse al pronóstico de decesos (el 

énfasis es nuestro): 

 
(…) tuvimos un conjunto de números que 

presentó el doctor López Ridaura en una ocasión 

aquí cuando habló del proceso de escalamiento 

hospitalario y la procuración de insumos, el 

mínimo era seis mil, otro escenario era ocho 

mil, otro era 12 mil 500, que lo presentamos en 

una conferencia de prensa el 27 de febrero, allá 

en Lieja, en la Secretaría de Salud, y teníamos 

así hasta 28 mil, que se redondea a los 30 mil, 

incluso un escenario muy catastrófico que 

pudiera llegar a 60 mil. 
 

¿Cuál de ellos es el real? 

 

La respuesta es: todos pueden ser reales en 

distintas condiciones. Cuando se hace una 

estimación, y eso yo sé que a veces en la 

opinión pública y en las primeras planas viene 

este gusto por querer encontrar la bola mágica, 

la bola de cristal y tener un acto casi de 

adivinación mágica, lamento decepcionarles, 

que la ciencia no funciona así. 

 

Lo que se hace en un recurso científico y 

técnico es tener un intervalo de escenarios 

plausibles que dependen de condiciones, el 

famoso si y sólo si, depende las condiciones de 

lo que ocurra es lo que va a ser una 

consecuencia. 

 

No descartamos todavía el intervalo hasta 30 

mil o 35 mil, y es el que comenté con las y los 

senadores, y comenté hoy con las y los 

diputados, y es el intervalo plausible de lo que 

podemos encontrar. 

 

En enero de 2021 el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (Inegi)6 informaba que las 

defunciones por COVID-19, en el periodo de 

enero a agosto de 2020, ocupan la segunda causa 

de muerte a nivel global con 108 658 casos. Tal 

cifra representa 44.8% más muertes que las 

reportadas por la Secretaría de Salud, que en dicho 

periodo hablaba de 75,017.  

6https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletin

es/2021/EstSociodemo/DefuncionesRegistradas2020_Pnles

.pdf  

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-244457?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-244457?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-conferencia-de-prensa-informe-diario-sobre-coronavirus-covid-19-en-mexico-244457?idiom=es
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/EstSociodemo/DefuncionesRegistradas2020_Pnles.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/EstSociodemo/DefuncionesRegistradas2020_Pnles.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/EstSociodemo/DefuncionesRegistradas2020_Pnles.pdf
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Esto es, existe una diferencia de 33,641 personas 

que perdieron la vida en el lapso de enero a agosto 

de 2020 que fueron invisibilizadas y que hay que 

tomar en cuenta para tener una idea menos 

disociada de la realidad. 

 

Asimismo, de acuerdo con el sitio Covid-19 

México del Consejo Nacional de Ciencia y 

Tecnología7, al 15 de marzo de 2021 se estimaban 

215,451 defunciones y 2´ 361,702 casos positivos. 

 

El criterio de personas muertas es el principal de 

los motivos por el cual el manejo de la emergencia 

sanitaria tiene apariencia de una, por lo menos, 

mala conducción. Más allá de los números, se trata 

de proyectos de vida truncos que lastiman 

personas, familias, comunidades y regiones. 

 

Al mismo tiempo, resulta preocupante que el 

presidente de la República, quien ha expresado 

una y otra vez su idea de vocación democrática, 

basada en la transparencia y la honestidad, le siga 

depositando –con lo aquí expresado y lo que 

igualmente otras personas han postulado con datos 

duros, verificables y basados en la ciencia- su 

confianza absoluta y la conducción de tan 

delicadas políticas públicas.  

 

A un año de distancia de los primeros casos y 

defunciones, es indispensable hacer un análisis 

serio y sereno de lo actuado y omitido, a fin de 

evaluar todas las posibilidades existentes y 

escuchar activamente todas las voces, consonantes 

y disonantes, con humildad y altura de miras, para 

atender lo que tengan que decir personas del sector 

privado, la sociedad civil organizada y 

movilizada, la academia y, también, el Poder 

Legislativo de la Unión, al que hay que reivindicar 

en su carácter de caja de resonancia de la sociedad 

–diversa, plural, heterogénea y no reductible a 

categorías unificadoras- y hacia quien se dirige el 

presente punto de acuerdo. 

 

El derecho a ser informados va de la mano del 

deber de informar; ya sea porque así esté dispuesto 

                                                 
7 https://datos.covid-19.conacyt.mx/, con base en datos 

abiertos de la Dirección General de Epidemiología, 

disponibles en  

por el orden jurídico o por un mínimo de decoro 

que una situación tan atípica como la de una 

pandemia mundial nos debería exigir. 

 

Hablar de responsabilidad representa una 

capacidad y aptitud de responder por los dichos, 

hechos u omisiones; atacar, descalificar, acusar o 

sobreideologizar a quien cuestiona o disiente no es 

propio de estadistas ni demuestra dignidad para el 

servicio público. 

 

El respeto por el Estado de Derecho, la división de 

poderes y los contrapesos al poder nos obligan a 

las y los servidores públicos por igual. 

 

Por lo anteriormente expuesto someto, a 

consideración de esta soberanía, la presente 

proposición con: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a 

las Comisiones de Salud en ambas cámaras, para 

acordar en conferencia la comparecencia del 

encargado de la estrategia del Estado mexicano 

contra la pandemia de la COVID-19, y del 

subsecretario de Prevención y Promoción de 

Salud, a fin que presente un informe sobre las 

acciones desarrolladas a un año de los primeros 

reportes de decesos. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputado Sergio Mayer Bretón 

 

 

 

 

 
 

 

 

  

https://www.gob.mx/salud/documentos/datos-abiertos-

152127  

https://datos.covid-19.conacyt.mx/
https://www.gob.mx/salud/documentos/datos-abiertos-152127
https://www.gob.mx/salud/documentos/datos-abiertos-152127
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DE DIPUTADAS Y DIPUTADO CON PUNTO DE 

ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA ASF A 

AUDITAR LOS RECURSOS EJERCIDOS POR LA 

UNIVERSIDAD JUÁREZ DEL ESTADO DE 

DURANGO EN EL EJERCICIO FISCAL 2020  

 

Los que suscriben, diputadas Maribel Aguilera 

Chairez, Martha Olivia García Vidaña, María de 

Lourdes Montes Hernández, Hilda Patricia Ortega 

Nájera y diputado Marco Antonio Andrade 

Zavala, integrantes del Grupo Parlamentario de 

Morena en la Cámara de Diputados de la LXIV 

Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral I, fracción 

II, numeral 2, fracciones III y IV del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, someten a la 

consideración de esta soberanía la proposición con 

punto de acuerdo, de urgente resolución, por el que 

la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 

solicita a la Auditoría Superior de la Federación, 

se realicen auditorías forenses a los recursos 

ejercidos por la Universidad Juárez del Estado de 

Durango en el ejercicio fiscal 2020, lo anterior con 

base a las siguientes:  

 

Consideraciones 

 

La Universidad Juárez del Estado de Durango 

(UJED) enfrenta una situación difícil en sus 

finanzas con un déficit de 350 millones de pesos; 

año con año el rector en turno debe tocar cuantas 

puertas son necesarias, para poder cumplir con el 

pago de las prestaciones de fin de año para sus 

académicos y administrativos, también enfrenta la 

falta de recursos para mejorar y ampliar sus 

programas académicos1. 

 

Por ello, y en aras de lograr que se esclarezca el 

destino que se les ha dado a los recursos federales 

que se han ejercido en esa casa de estudios durante 

                                                 
1 

https://hemeroteca.elsiglodedurango.com.mx/noticia/12512

62.deficit-de-la-ujed-es-de-350-millones.html 
2 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2016ii/Docume

ntos/Auditorias/2016_0858_a.pdf 

el 2020, solicito que se realicen auditorías forenses 

y se determine si existen daños al erario. 

 

Refiero para fundamentar lo anterior que la 

Auditoría Superior de la Federación, (ASF) en la 

revisión de la Cuenta Pública 2016, hizo 

observaciones a la Universidad Juárez del Estado 

de Durango, en cuanto a lo dispuesto en la Ley 

General de Contabilidad Gubernamental, la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria y de los Convenios de Apoyo 

Financiero del Programa U006 de la Secretaría de 

Educación Pública; que generaron un probable 

daño a la Hacienda Pública en ese año por más de 

21 millones de pesos. 

 

El documento elaborado por la Auditoría Superior 

de la Federación establece 14 observaciones, de 

las cuales ocho fueron solventadas, dos generaron 

recomendaciones, una generó la promoción de 

responsabilidades administrativas sancionatorias 

y tres pliegos de observaciones2. 

 

La Universidad Juárez del Estado de Durango en 

el Ejercicio Fiscal 2017, generó un daño a la 

Hacienda Pública por más de 17 millones de 

pesos, a los cuales deben sumarse los intereses 

generados a la fecha; por pagos realizados a 

servidores públicos que carecieron de la 

documentación que acredite la profesión 

académica por la cual cobraron durante el ejercicio 

fiscal 2017. Es de mencionar que en 2017 la 

Auditoría Superior de la Federación, determinó 

que se incumplieron las obligaciones de 

transparencia, ya que la Universidad no público 

los informes previstos en la normatividad sobre el 

ejercicio, destino y resultados de los recursos3. 

 

Respecto a la Cuenta Pública de 2018 la Secretaría 

de Finanzas y Administración del Gobierno de 

Estado de Durango abrió una cuenta bancaria 

productiva y específica para la recepción de los 

3 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2017c/Documen

tos/Auditorias/2017_0211_a.pdf 
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recursos del U006 2018, recursos que debían ser 

transferidos a la Universidad Juárez del Estado de 

Durango. Sin embargo, conforme el Informe de la 

Auditoría Superior de la Federación, la cuenta 

aperturada por la Universidad Juárez del Estado de 

Durango, no sólo recibió recursos de la U006, con 

lo cual se cae en inobservancias de la ley. Cabe 

mencionar que el informe de la Auditoría Superior 

de la Federación no especifica montos, ni 

responsabilidades fincadas por la situación 

mencionada; aun y cuando señala que la propia 

Contraloría Interna de la Universidad Juárez del 

Estado de Durango ya inició investigaciones para 

determinar las posibles responsabilidades con el 

expediente número 1-04-171 DS-18/2019. 

 

Asimismo, en el informe de la Cuenta Pública 

2018, la Auditoría Superior de la Federación, 

señala que en la cuenta aperturada por la Secretaría 

de Finanzas y Administración del Gobierno de 

Estado de Durango para la recepción de los 

recursos del U006 2018, existe un saldo pendiente 

por ejercer que no coincide con el saldo en la 

cuenta bancaria, sin que la Auditoría Superior de 

la Federación señale los montos de dichos saldos, 

información de suma importancia para determinar 

posibles inconsistencias, daños y el alcance de 

dichos daños a la Hacienda Pública; e igualmente 

fincar las responsabilidades correspondientes. En 

el mismo informe se menciona que la Secretaría 

de Finanzas y Administración del Gobierno de 

Estado de Durango no transfirió a la Universidad 

Juárez del Estado de Durango más de 47 millones 

de pesos, causando inobservancias a la ley y al 

presupuesto de dicha institución educativa. 

 

En 2018 también se acreditó que, de una muestra 

de 355 trabajadores, más del 13% de ellos no 

habían acreditado los requisitos mínimos de 

escolaridad para desempeñar los puestos 

asignados, lo cual significa la erogación de pagos 

violentando diversos ordenamientos legales, entre 

                                                 
4 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2018c/Documen

tos/Auditorias/2018_0171_a.pdf 
5 

https://informe.asf.gob.mx/Documentos/Auditorias/2019_0

159_a.pdf 

ellos la Ley para el ejercicio de las Profesiones del 

Estado de Durango en su artículo 59; y generando 

la suspicacia de cuantos pagos hizo la institución 

violentando dichos ordenamientos legales4. 

 

El órgano fiscalizador mencionado también 

realizó observaciones a la Universidad Juárez del 

Estado de Durango, en la Cuenta Pública 2019, 

donde se hallaron inconsistencias por 1,078 

millones de pesos, pendientes por aclarar por 

recursos transferidos a las cuentas de nómina, pero 

que no coinciden con la nómina presentada, ni con 

lo registrado como pagado por servicios 

personales. Asimismo, existen otros 47 millones 

de pesos devengados en pagos injustificados, que 

implican un posible daño a la Hacienda Pública. 

Aunque cabe anotar que esta última auditoria aún 

se encuentra en fase de solventación5. 

 

La Universidad Juárez del Estado de Durango, 

conforme a la información que es pública de la 

“estafa maestra” contribuyó con más de 10 

millones de pesos, en afectaciones al erario 

público, debido a un convenio que firmó con la 

entonces Secretaría de Agricultura, Ganadería, 

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), 

recursos que deben ser identificados y fincar las 

responsabilidades correspondientes6. 

 

Es necesario que, ante todas las situaciones antes 

descritas, se tomen acciones que den certeza a la 

comunidad universitaria, al gobierno y a la 

ciudadanía, del uso de los recursos públicos por 

parte de la Universidad Juárez del Estado de 

Durango. 

 

Por todo lo anteriormente mencionado, someto a 

la consideración de la asamblea el siguiente:  

 

Punto de Acuerdo 
  

6 

https://www.elsiglodedurango.com.mx/noticia/1065412.uje

d-desvio-mas-de-10-mdp-con-estafa-maestra.html 

https://lavozdgo.com/2019/08/15/la-ujed-si-acepto-dinero-

en-la-estafa-maestra/ 

https://www.elsiglodedurango.com.mx/noticia/1065412.ujed-desvio-mas-de-10-mdp-con-estafa-maestra.html
https://www.elsiglodedurango.com.mx/noticia/1065412.ujed-desvio-mas-de-10-mdp-con-estafa-maestra.html
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Único. La H. Cámara de Diputados del Congreso 

de la Unión respetuosamente solicita a la 

Auditoría Superior de la Federación realizar 

auditorías forenses a los recursos federales 

ejercidos por la Universidad Juárez del Estado de 

Durango en el ejercicio fiscal 2020 y presentar los 

resultados de dichas auditorías a esta H. Cámara 

de Diputados. 

 

Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados, 23 

de marzo de 2021 

 

Marco Antonio Andrade Zavala 

Maribel Aguilera Chairez 

Martha García Vidaña 

María de Lourdes Olivia Montes Hernández 

Hilda Patricia Ortega Nájera 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIPUTADA LAURA MÓNICA GUERRA 

NAVARRO CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE 

SE EXHORTA AL DIRECTOR DE PEMEX A 

TRANSPARENTAR SI HA REALIZADO ACTIVIDADES 

DE EXPLORACIÓN Y EXTRACCIÓN DE 

HIDROCARBUROS EN YACIMIENTOS NO 

CONVENCIONALES EN PUEBLA Y VERACRUZ 

 

Quien suscribe, diputada Laura Mónica Guerra 

Navarro, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en lo dispuesto en el 

artículo 6l, fracción I, del numeral 1, artículo 65, 

numeral 4, y el artículo 79, numeral 1, fracción II 

y artículo 100, numeral 1, todos del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, me permito someter 

ante esta soberanía la proposición con punto de 

acuerdo, con base en las siguientes: 

 

                                                 
1 Presidencia de la República (2019). 100 compromisos del 

presidente Andrés Manuel López Obrador a un año del 

triunfo. Disponible en: https://presidente.gob.mx/100-

compromisos-del-presidente-andres-manuel-lopez-obrador-

a-un-ano-del-triunfo/. (Consultado el 2 de febrero de 2021) 
2 Ídem. 

Consideraciones 

 

El 1 de diciembre de 2018, día de la toma de 

posesión de su cargo, el presidente Andrés Manuel 

López Obrador anunció 100 compromisos para su 

gobierno. Entre ellos destaca el compromiso 

número 75, consistente en “no [usar] métodos de 

extracción de materias primas que afecten la 

naturaleza y agoten las vertientes de agua como el 

fracking”1.  

 

El 1 de julio de 2019, para dar cuenta del estado 

de cumplimiento de dichos compromisos, se 

informó que, hasta esa fecha, no se habían 

empleado métodos extractivos como la 

fracturación hidráulica.2 En su conferencia 

matutina del 20 de mayo de 2020, el Presidente 

respondió a pregunta expresa de un reportero, que 

su gobierno no utilizaba ni pretendía utilizar esta 

práctica para la exploración y extracción de 

hidrocarburos.3 

 

Adicionalmente, con base en un informe 

entregado por el director de Petróleos Mexicanos 

(Pemex), se señaló –entre otros datos– que las 

asignaciones exploratorias otorgadas durante la 

“Ronda Cero”, en agosto de 2014, terminaron su 

vigencia el 27 de agosto de 2019 y que las 64 

asignaciones nuevas que entraron en vigor al día 

siguiente, tenían objetivos convencionales. 

Asimismo, se informó que entre los planes de 

exploración presentados y aprobados por la 

Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH), no 

se contemplaban actividades en yacimientos no 

convencionales, por lo que los 233 pozos 

programados serían convencionales.4 

 

Si bien el Presidente ha manifestado 

contundentemente su compromiso de no autorizar 

ni llevar a cabo proyectos de fracturación 

hidráulica, Pemex podría no estar acatando la 

orden presidencial de no llevar a cabo dicha 

3 Conferencia del miércoles, 20 de mayo de 2020. 

Disponible en:  

https://www.youtube.com/watch?v=DSvP8UT9yWI&featu

re=youtu.be. (Consultada el 29 de enero de 2021) 
4 Ídem. 
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práctica. De acuerdo con documentos obtenidos a 

través de solicitudes de acceso a la información 

pública promovidas por organizaciones civiles que 

integran la Alianza Mexicana contra el Fracking 

(AMCF), como CartoCrítica y Fundar, Pemex 

habría fracturado tres pozos en yacimientos no 

convencionales durante enero, febrero y marzo de 

2019, en Puebla y Veracruz. Estos pozos serían los 

siguientes: Maxochitl-1Exp; Kaneni-1Exp; y 

Pankiwi-1Exp, fracturados a partir del 3 de enero 

de 2019; el 16 de febrero de 2019; y el 17 de marzo 

de 2019, respectivamente.5  

 

Respecto de estos y otros dos pozos6, las 

organizaciones civiles preguntaron a Pemex 

Exploración y Producción, entre otras cuestiones, 

lo siguiente:  

 

1. ¿Se perforaron y fracturaron 

hidráulicamente cada uno de estos pozos? 

2. ¿En qué fecha se perforó cada pozo? 

3. ¿En qué fecha o fechas se ha fracturado 

cada pozo? 

4. ¿Qué volumen de agua se ha utilizado en 

cada fracturamiento en cada pozo? 

5. ¿De dónde proviene el agua utilizada en 

cada fracturamiento en cada pozo? 

6. ¿Se cuenta con concesiones de agua por 

parte de Conagua para cada uno de estos pozos? 

7. ¿Cuáles son los números de títulos de 

concesión de agua con los que se cuenta para 

cada uno de estos pozos? 

8. ¿Se ha cumplido con los “Lineamientos 

para la protección y conservación de las aguas 

nacionales en actividades de exploración y 

extracción de hidrocarburos en yacimientos no 

convencionales” emitidos por la Conagua para 

                                                 
5 Información obtenida mediante la solicitud de acceso a la 

información pública con folio 1857500073120, presentada 

por las organizaciones de la Alianza Mexicana contra el 

Fracking a Pemex Exploración y Producción el 6 de octubre 

de 2020. Enlace disponible en su boletín de prensa de fecha 

2 de diciembre de 2020:  

https://nofrackingmexico.org/pemex-le-miente-al-

presidente-hace-fracking-y-usa-agua-de-forma-ilegal/ 

(Consultado el 4 de febrero de 2021) 
6 Los nombres de estos pozos son Chaxán-1Exp y Semillal-

1Exp. 

la perforación y fracturamiento hidráulico de 

cada uno de estos pozos? 

 

En su respuesta, Pemex refiere que suspendió la 

fracturación en el pozo Chaxán-1Exp, en acato a 

la disposición del Ejecutivo Federal; sin embargo, 

también confirma que los trabajos de 

fracturamiento en los tres pozos previamente 

señalados efectivamente se llevaron a cabo 

durante enero, febrero y marzo de 2019.  

 

Asimismo, responde que el agua utilizada para el 

fracturamiento de cada pozo provino de 

concesiones privadas otorgadas por Conagua a 

prestadores de servicios, y que el Activo de 

Exploración Terrestre Norte dependiente de la 

Subdirección de Exploración de Pemex 

Exploración y Producción (PEP) sí ha dado 

cumplimiento a los Lineamientos para la 

protección y conservación de las aguas nacionales 

en actividades de exploración y extracción de 

hidrocarburos en yacimientos no convencionales 

(en adelante, los Lineamientos para la protección 

y conservación de las aguas nacionales).7 

 

Respecto del cumplimiento de esta regulación por 

parte de PEP en los tres pozos fracturados en 2019, 

la Comisión Nacional del Agua (Conagua) 

respondió, por su parte, que “no se han recibido ni 

emitido opiniones técnicas al respecto”, por lo que 

no se contaba con la información solicitada.8 De la 

anterior respuesta, pueden desprenderse al menos 

tres reflexiones: 1) Que Conagua no ha llevado a 

cabo actividades de inspección y vigilancia 

respecto de las concesiones de agua utilizadas para 

la fracturación de los pozos señalados; 2) Que 

Pemex no ha realizado solicitud alguna o 

7 Respuesta otorgada por Pemex Exploración y Producción 

a la solicitud de información promovida por organizaciones 

de la AMCF, disponible en:  

https://www.dropbox.com/s/y6ccm7lg79mtnu5/Pemex%20

-%201857500073120.pdf?dl=0. (Consultada el 10 de 

febrero de 2021) 
8 Respuesta otorgada por Conagua a la solicitud de acceso a 

la información pública con número de folio 1610217620, 

promovida por organizaciones de la AMCF, disponible en: 

https://www.dropbox.com/s/qb9dzf0n744dpjy/Conagua%2

0-%201610100217620.pdf?dl=0 (Consultada el 10 de 

febrero de 2021) 
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informado sobre la verificación del cumplimiento 

de los Lineamientos para la protección y 

conservación de las aguas nacionales; y 3) Que, 

contrariamente a lo que refiere PEP, no se cuentan 

con elementos para confirmar que haya cumplido 

con dichos Lineamientos.  

 

Los Lineamientos para la protección y 

conservación de las aguas nacionales, emitidos 

por Conagua durante el sexenio pasado, y vigentes 

desde el 30 de agosto de 2017, han sido calificados 

por las organizaciones agrupadas en la AMCF 

como insuficientes9 por no salvaguardar 

efectivamente tres intereses fundamentales: el 

derecho humano a un medio ambiente sano, el 

derecho humano al agua y el derecho humano a la 

salud.  

 

La anterior consideración es sumamente 

preocupante, no solo porque –de acuerdo con las 

voces experimentadas– tenemos una regulación 

laxa e insuficiente en materia de protección y 

conservación de las aguas nacionales destinadas a 

la extracción de hidrocarburos en yacimientos no 

convencionales, sino también porque se observa 

que no contamos con mecanismos efectivos para 

verificar que los concesionarios cumplan con la 

ley. 

 

Más allá del compromiso presidencial de no 

realizar fracking, se hace necesaria una regulación 

que prohíba este método no convencional de 

extracción de hidrocarburos. Cada vez existen más 

estudios que detallan la evidencia de los daños que 

causan las operaciones asociadas con las 

perforaciones, la fracturación hidráulica y con la 

construcción de la infraestructura para el gas 

                                                 
9 Alianza Mexicana contra el Fracking. “Pemex le miente al 

Presidente: hace fracking y usa agua de forma ilegal”. 2 de 

diciembre de 2020. Disponible en: 

https://nofrackingmexico.org/pemex-le-miente-al-

presidente-hace-fracking-y-usa-agua-de-forma-ilegal/. 

(Consultado el 4 de febrero de 2021) 
10 Disponible en: https://concernedhealthny.org/ 
11 Hays, J., &amp; Shonkoff, S. B. C. (2016). Toward an 

understanding of the environmental and public health 

impacts of shale gas development: An analysis of the peer-

reviewed scientific literature, 2009-2015. PLOS One, 11(4), 

e0154164. doi: 10.1371/journal.pone.0154164 

obtenido a través de este método. De acuerdo con 

la sexta edición del Compendio de hallazgos 

científicos, médicos y de medios de comunicación 

que demuestran los riesgos y daños del fracking 

(extracción no convencional de gas y petróleo) 

(2019) –en adelante, el Compendio– 10 existen más 

de 1,700 estudios disponibles que hacen referencia 

al desarrollo de esta actividad, sus riesgos 

asociados, los impactos a la salud pública y al 

ambiente, y de los cuales sobresalen los siguientes 

datos11:   

 

 69% de los estudios de investigación 

originales sobre calidad del agua encontraron 

evidencias claras o potenciales de 

contaminación del agua asociada con el 

fracking; 

 87% de los estudios de investigación 

originales sobre calidad del aire descubrieron 

emisiones significativas de contaminantes en el 

aire; y 

 84% de los estudios de investigación 

originales sobre riesgos a la salud humana 

encontraron evidencias de daños o indicadores 

de daños potenciales. De acuerdo con Ferrar y 

colaboradores (2019), 90.3% de todos los 

estudios de investigación originales publicados 

entre 2016 y 2018 sobre los impactos que tiene 

el fracking en la salud, revelaron una 

asociación positiva con algún daño o daño 

potencial.12 

 

A continuación, se enlistan los principales riesgos 

socio-ambientales relacionados con el fracking13: 

 

1. Contaminación del agua  
  

12 Ferrar, K., Jackson, E., & Malone, S. (2019). Categorical 

review of health reports on unconventional oil and gas 

development: Impacts in Pennsylvania. FracTracker 

Alliance Issue Paper. Disponible en 

https://www.delawareriverkeeper.org/sites/default/files/Fra

cTrackerAlliance_DRKHealthReview_Final_4.25.19_0.pdf

) 
13 La información aquí presentada es una síntesis del 

Compendio de hallazgos científicos, médicos y de medios de 

comunicación que demuestran los riesgos y daños del 

fracking (extracción no convencional de gas y petróleo), op. 

cit. 
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La contaminación puede ocurrir a través de tres 

vías: migración subterránea de químicos, 

incluyendo el gas, hacia el agua subterránea, 

descarga de desechos de fracking en aguas 

superficiales y derrames.  

 

El metano y los contaminantes relacionados con el 

fracking pueden llegar al agua subterránea a través 

de grietas en el revestimiento de los pozos, de 

espacios entre el revestimiento y el pozo y de 

fracturas y fisuras naturales que conectan las capas 

de lutitas con los acuíferos y a través de pozos 

abandonados. La migración del metano a los 

acuíferos puede cambiar la química del agua en 

formas que movilizan los metales o liberan sulfuro 

de hidrógeno.  

 

En Texas encontraron 19 contaminantes diferentes 

relacionados con el fracking, incluyendo el 

benceno –que es un causante de cáncer–, en 

cientos de muestras de agua potable recolectadas 

del acuífero que cubre la zona de la Cuenca de 

Lutitas de Barnett, la cual ha sido perforada 

recurrentemente. En Pensilvania, se encontró un 

solvente que se usa en el fluido de fracking en 

pozos de agua potable cercanos a las operaciones 

que se sabe que tienen problemas con el 

revestimiento de sus pozos.  

 

Por otro lado, la descarga de desechos de fracking 

en aguas superficiales pone en riesgo la salud de 

las personas que dependen de estos cuerpos de 

agua para cubrir sus necesidades básicas, incluido 

el acceso del agua para consumo personal y 

doméstico. Además de los problemas de 

contaminación, se debe tomar en cuenta que el 

agua utilizada para el fracking amenaza el 

suministro de agua potable debido al agotamiento 

de los recursos, especialmente en las regiones 

áridas. 

 

En 2018 se reportó que el agua utilizada para las 

operaciones de fracking en Estados Unidos 

aumentó en un 770% por pozo, entre 2011 y 2016, 

mientras que la cantidad de aguas residuales 

generada aumentó 1,440%.  

 

2. Contaminación del aire y liberación de 

metano a la atmósfera 

 

Se tienen registros de niveles muy elevados de 

contaminantes tóxicos, incluido el benceno, así 

como otros precursores químicos del ozono en 

operaciones de perforaciones de fracking y su 

infraestructura auxiliar.  

 

Se han detectado más de 200 contaminantes 

químicos en el aire cerca de los sitios de 

perforación y fracking, de los cuales 61 están 

clasificados como contaminantes peligrosos para 

el aire, incluyendo los carcinógenos; 26 son 

compuestos que alteran el sistema endócrino que 

se han relacionado con daños reproductivos, del 

desarrollo y neurológicos. Las operaciones de 

perforación y fracking emiten partículas finas y 

vapores que se combinan para crear ozono; se sabe 

que la exposición a estos contaminantes causa 

muerte prematura, exacerba el asma y contribuye 

a complicaciones en los partos, al aumento en las 

tasas de hospitalización y visitas a la sala de 

emergencias.  

 

A nivel regional se tienen evidencias importantes 

en relación a la mala calidad del aire, 

principalmente en Estados Unidos, a causa del 

fracking: 

 

 El estado de California determinó que el 

fracking puede tener impactos “significativos e 

inevitables” en la calidad del aire, como el 

aumento de los niveles de contaminantes en 

circulación por encima de los estándares de 

calidad;  

 En Front Range, Colorado, una zona 

altamente perforada para el fracking, los 

compuestos orgánicos volátiles (COV) de las 

operaciones realizadas con motivo de esta 

práctica, junto con los óxidos de nitrógeno, son 

los responsables del 17% del ozono de 

producción local. Colorado ha excedido los 

límites de ozono a nivel federal durante la 

última década, un período que corresponde al 

auge en la perforación para extraer petróleo y 

gas;   
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 En la Cuenca de Lutitas de Barnett, en un 

yacimiento fuertemente perforado al noreste de 

Texas, las emisiones de metano eran 50% 

superiores a lo estimado por la Agencia de 

Protección del Medio Ambiente de EEUU 

(EPA, por sus siglas en inglés). Las operaciones 

de fracking y su infraestructura asociada 

contribuyeron al 71%-85% de las emisiones de 

metano en la región.  

 

3. Afectaciones a la salud 
 

Las afectaciones a la salud asociadas al fracking 

han sido fuertemente documentadas y abarcan una 

importante diversidad de padecimientos. Entre 

estos se destacan diferentes tipos de cáncer, asma, 

riesgo de parto prematuro y salud infantil 

deficiente, así como el doble de riesgo de sufrir 

migraña, síntomas nasales y de senos paranasales 

crónicos y fatiga severa.  

 

En algunas comunidades de Colorado la 

contaminación del aire cerca de las operaciones de 

perforación y fracking es lo suficientemente alta 

como para elevar los riesgos de cáncer. También 

en Colorado se detectaron índices más altos de 

leucemia entre niños y adultos jóvenes que viven 

en áreas con alta densidad de pozos de petróleo y 

gas. 

 

Un equipo de investigación de la Universidad de 

Yale reportó que los carcinógenos involucrados en 

operaciones de fracking tenían el potencial de 

contaminar tanto el aire como el agua en las 

comunidades cercanas en formas que podrían 

aumentar el riesgo de leucemia infantil. El equipo 

de Yale identificó 55 carcinógenos conocidos, o 

posibles carcinógenos, que se sabe son utilizados 

en operaciones de fracking y que pueden ser 

liberados en el aire y el agua, y de los cuales 20 

están relacionados con la leucemia o el linfoma. 

 

Respecto del riesgo de padecer asma, en 

Pensilvania, las personas que viven cerca de pozos 

activos de gas tienen de 1.5 a cuatro veces más 

probabilidades de sufrir ataques de asma que las 

que viven más lejos, siendo el grupo más cercano 

el que presenta el mayor riesgo  

Un estudio realizado en Pensilvania en 2015, 

encontró un aumento de 40% en el riesgo de parto 

prematuro entre los bebés nacidos de madres que 

vivían cerca de un centro de perforación activa y 

emplazamientos de fracking; mientras que un 

estudio realizado en Colorado en 2014 descubrió 

una incidencia elevada de defectos en los tubos 

neurales y de condiciones cardíacas congénitas. 

Asimismo, nuevos estudios en Texas y Colorado 

descubrieron una asociación con la muerte 

infantil, embarazos de alto riesgo y bajo peso en el 

recién nacido. Un estudio piloto realizado en 2017 

en British Columbia descubrió niveles elevados de 

ácido mucónico —un marcador de la exposición al 

benceno— en la orina de mujeres embarazadas 

que viven cerca de las zonas de fracking. 

 

4. Sismicidad inducida 
 

Cada vez existe más evidencia sobre la mecánica 

que causa los terremotos a partir del fracking. A 

esto, hay que sumar que ningún modelo puede 

predecir cuándo o cómo ocurrirán los sismos o qué 

tan potentes serán. Nuevas investigaciones 

demuestran que los terremotos inducidos pueden 

ocurrir a varios kilómetros de los sitios de 

fracking. 

 

Se sabe que la inyección de aguas residuales de 

fracking en pozos de eliminación subterráneos 

desencadena enjambres sísmicos en varios 

lugares, como han demostrado varios estudios 

importantes que emplearon distintas 

metodologías. Una nueva investigación en 

Canadá, Oklahoma (Estados Unidos) y China 

relaciona la práctica del fracking con los 

terremotos, incluyendo algunos que pueden 

desencadenarse a varios kilómetros de distancia de 

los pozos, e incluso varios años después, lo que 

sugiere que los riesgos sísmicos han sido 

subestimados, pues las áreas en riesgo son mucho 

mayores y éste perdura por períodos más 

prolongados de tiempo. 

 

El número de terremotos de tres grados o 

superiores aumentó en Oklahoma, Estados 

Unidos, a raíz del inicio del auge del fracking; 

antes de 2009 se registraban menos de dos al año 
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y para 2015, más de 900. El terremoto de 5.8 

grados que azotó cerca de Pawnee el 3 de 

septiembre de 2016 fue el más severo en la historia 

de Oklahoma y dio lugar a que los reguladores 

estatales promulgaran una orden para cerrar 67 

pozos de evacuación de aguas residuales en la 

zona. En octubre de 2016, la EPA recomendó una 

suspensión a la inyección subterránea de aguas 

residuales de fracking en algunas partes de 

Oklahoma que son propensas a los terremotos, 

pues las regulaciones no habían resuelto el 

problema. La frecuencia de los terremotos 

comenzó a disminuir en el estado en 2017. En 

febrero de 2018, después de una nueva serie de 

terremotos, el estado restringió aún más las 

actividades de fracking. 

 

5. Liberación de materiales radiactivos 

naturales 
 

Los materiales radiactivos naturales que se 

encuentran en las capas de lutita que contienen 

petróleo y gas natural, son llevados a la superficie 

en los residuos sólidos eliminados durante la 

perforación (esquirlas de perforación) y en las 

aguas residuales de fracking. Los radionúclidos 

también pueden acumularse en tuberías y equipos, 

y el fracking puede abrir vías para la migración de 

materiales radiactivos.  

 

Varias sustancias radioactivas, incluyendo radio, 

torio y uranio, han sido detectadas en las aguas 

residuales de fracking. Un estudio realizado en 

2018 en la región de la Cuenca de Lutitas de 

Marcellus demostró que la salinidad extrema, así 

como la composición química del fluido de 

fracking, interactúa con la lutita durante el proceso 

de fracturación, de manera que moviliza el radio, 

y provoca que las aguas residuales de esa actividad 

sean radiactivas. 

 

Por otra parte, un estudio simultáneo del radio-226 

en aguas residuales de fracking en la Cuenca de 

Lutitas de Bakken de Dakota del Norte, encontró 

riesgos potenciales a la salud humana debido a 

derrames de aguas residuales en el agua 

superficial.  

 

Pocos países son los que han promovido alguna 

regulación para prevenir y atender los riesgos 

asociados con el fracking, entre los que 

encontramos a Canadá, Reino Unido, algunos 

estados de los Estados Unidos y Alemania. Sin 

embargo, es importante destacar que ningún 

marco reglamentario conocido a nivel 

internacional mitiga adecuadamente los múltiples 

riesgos de este método de extracción. 

 

En nuestro país, los Lineamientos para la 

protección y conservación de las aguas nacionales 

–emitidos por Conagua– y las Disposiciones 

administrativas de carácter general que 

establecen los Lineamientos en materia de 

seguridad industrial, seguridad operativa y 

protección al medio ambiente para realizar las 

actividades de Exploración y Extracción de 

Hidrocarburos en Yacimientos No Convencionales 

en tierra –emitidas el 16 de marzo de 2017 por la 

Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de 

Protección al Medio Ambiente del Sector 

Hidrocarburos (ASEA)–, constituyen dos 

instrumentos regulatorios del fracking que, de 

acuerdo con distintos especialistas, también son 

insuficientes. 

 

En efecto, del análisis de los Lineamientos para la 

protección y conservación de las aguas 

nacionales, observamos que esta regulación 

carece de medidas de prevención de la 

sobreexplotación y la contaminación del agua, 

además de que no contribuye a garantizar la 

disponibilidad del recurso para dar cumplimiento 

los derechos humanos asociados al agua, como a 

continuación se explica: 

 

1. Los Lineamientos permiten que, en caso de no 

existir disponibilidad de agua en la cuenca o 

acuífero donde se localice el área de exploración y 

extracción de hidrocarburos (área contractual), la 

persona o empresa autorizada podrá gestionar la 

transmisión de títulos de concesión para acceder a 

las aguas nacionales.  

 

De acuerdo con la Ley de Aguas Nacionales 

(LAN), la Conagua debe valorar el otorgamiento o 

negativa de la transmisión, cuando con ello se 
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afecten derechos de terceros, o se alteren o 

modifiquen las condiciones hidrológicas o 

ambientales en la cuenca o acuífero. Aun cuando, 

en principio, parecería que la Conagua realiza una 

evaluación sobre la pertinencia de autorizar el 

cambio en la titularidad de derechos, los criterios 

para conceder lo anterior no están claramente 

definidos a nivel legal ni reglamentario, ni se 

garantiza que ellos tengan un enfoque de 

sustentabilidad. La flexibilidad e ineficacia de las 

disposiciones que regulan la transmisión de 

derechos ha sido criticada ampliamente, incluso al 

punto de señalarse que únicamente favorecen el 

surgimiento de mercados negros del agua. 

 

2. A lo anterior, hay que sumar que una gran 

cantidad de cuencas ya se encuentran en extremo 

estrés hídrico, por lo que, contrariamente a otorgar 

o transmitir concesiones que requieren grandes 

volúmenes de agua, la Conagua debería estar 

evaluando la restricción de los volúmenes ya 

concesionados en la cuenca. Asimismo, antes de 

autorizar nuevas concesiones debería evaluar, 

primeramente, si la distribución del agua en la 

cuenca ya garantiza el derecho humano al agua, es 

decir, el agua para uso personal y doméstico.  

 

La ausencia de garantías para dar cumplimiento al 

derecho humano al agua que se observa en la 

LAN, se reitera en los Lineamientos por ser estos 

una norma inferior que depende de la Ley, como 

resulta obvio. Y es que, de acuerdo con el artículo 

6 de los Lineamientos, la solicitud de concesión de 

aguas para la extracción de hidrocarburos en 

yacimientos no convencionales, se sigue conforme 

al procedimiento establecido en la LAN, por lo 

que el criterio para su otorgamiento dependerá del 

orden en el que se hagan las solicitudes, y no del 

impacto ambiental o en la disponibilidad del agua 

que pudieran tener las actividades para las cuales 

se requiere el uso del agua. 

 

3. Además de los problemas que para la 

disponibilidad del agua significa el modelo de 

otorgamiento de concesiones vigente, el artículo 5 

de los Lineamientos permite que las empresas 

interesadas soliciten títulos para la extracción de 

aguas marinas interiores o del mar territorial, de 

manera que puedan desalinizarlas y ocuparlas 

posteriormente para la extracción de 

hidrocarburos. Esta disposición resulta 

problemática para la protección del medio 

ambiente, considerando que el fracking requiere 

grandes volúmenes de agua y la desalinización 

genera grandes cantidades de salmuera que 

terminan contaminando los cuerpos de agua. 

 

4. La ausencia de medidas de prevención de la 

contaminación del agua en los Lineamientos se 

observan, por ejemplo, en el artículo 8, inciso i), 

que requiere a las empresas interesadas el listado 

de los aditivos a emplear para la preparación de los 

fluidos fracturantes. Aunque este requisito exige el 

señalamiento del nombre comercial, formulación 

química, identificación numérica para compuestos 

químicos, volumen a utilizar y hojas de datos de 

seguridad, no existe restricción alguna por parte de 

las autoridades respecto de cuáles aditivos pueden 

ser empleados y cuáles no. 

 

5. Adicionalmente, el artículo 11 de los 

multicitados Lineamientos establece que la 

Conagua podrá monitorear los pozos para la 

extracción de aguas que construyan las empresas 

interesadas, previo aviso a las mismas. La primera 

deficiencia de esta disposición es que no se 

especifican los parámetros que se medirán para 

conocer la calidad del agua. En segundo lugar, dar 

aviso a los concesionarios del monitoreo de los 

pozos, puede provocar la modificación de las 

condiciones de la calidad para obtener resultados 

favorables y, en tercer lugar, no se advierte la 

finalidad de dicho monitoreo, lo cual es necesario 

para determinar qué está evaluado o qué 

consecuencias se impondrían a las empresas como 

resultado de una evaluación desfavorable. 

 

6. Ahora bien, como antes se ha señalado, las 

sustancias utilizadas para el fracking, son 

altamente tóxicas y contaminantes, por lo que su 

disposición final debe estar estrictamente regulada 

para evitar daños al medio ambiente y a la salud 

humana. En el artículo 15 de los Lineamientos se 

establece que, para la disposición final de las 

aguas residuales del área contractual para la 

extracción de hidrocarburos, las empresas deberán 
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seguir los procedimientos establecidos en la LAN, 

así como dar cumplimiento a las condiciones 

particulares que se establezcan en su permiso de 

descarga. 

 

Una regulación tan laxa como la establecida en la 

LAN para la disposición final de aguas residuales 

altamente contaminantes no garantiza el 

cumplimiento de los derechos humanos a la salud 

y a un medio ambiente sano. En México ha habido 

una discusión importante respecto a las limitantes 

de la regulación sobre el tratamiento y disposición 

de aguas residuales, ya que los parámetros aquí 

establecidos no son acordes con las 

recomendaciones internacionales, además de no 

contemplar condiciones de descarga según los 

usos del agua. En este sentido, una regulación que 

ya es deficiente para la descarga de aguas 

utilizadas para el uso doméstico, agrícola o 

industrial, no puede considerarse idónea para la 

disposición de aguas que contienen sustancias 

químicas contaminantes, incluidas algunas 

reportadas como cancerígenas. 

 

7. El artículo 16 establece que, en las actividades 

de exploración y extracción de hidrocarburos en 

yacimientos no convencionales, las empresas 

tienen obligación de prevenir la infiltración de 

sustancias contaminantes al subsuelo y los 

acuíferos, para lo cual deben instalar capas 

impermeables que aíslen el terreno de perforación, 

y las áreas de depósito de fluidos y aditivos. 

 

Estas medidas son insuficientes para prevenir 

filtraciones y contaminación de los acuíferos. El 

metano y los contaminantes relacionados con el 

fracking pueden llegar al agua subterránea a través 

de grietas en el revestimiento de los pozos, de 

espacios entre el revestimiento y el pozo y de 

fracturas y fisuras naturales que conectan las capas 

de lutitas con los acuíferos, y a través de pozos 

abandonados. La migración del metano a los 

acuíferos puede cambiar la química del agua en 

formas que movilizan los metales o liberan sulfuro 

de hidrógeno. 

 

Ahora bien, respecto de los Lineamientos en 

materia de seguridad industrial, seguridad 

operativa y protección al medio ambiente para 

realizar las actividades de Exploración y 

Extracción de Hidrocarburos en Yacimientos No 

Convencionales en tierra, emitidos por la ASEA, 

encontramos lo siguiente: 

 

1. Estos disponen que las medidas de prevención 

de riesgos para la salud y la integridad humana y 

de protección al medio ambiente, se 

implementarán hasta en tanto su implementación 

no genere costos significativos o un grado de 

dificultad importante para el desarrollo de las 

actividades de fracking. Esta disposición 

establece, en su fracción II, que: 

 
Artículo 7. Los Regulados deberán llevar a cabo las 

actividades de Exploración y Extracción de 

Hidrocarburos en Yacimientos No Convencionales, 

conforme a los siguientes principios: 

 

I. … 

II. La adopción de medidas o Barreras de control 

técnicas, operativas y/u organizacionales, asociadas 

a la fracción anterior, se deberá realizar hasta que se 

alcance un punto en el que el beneficio marginal de 

la adopción de medidas o Barreras adicionales sea 

superado por otras cuestiones, tales como el costo o 

grado de dificultad en la implementación. 

 

De lo anterior, puede desprenderse que los 

Lineamientos en materia de protección ambiental 

anteponen criterios económicos a aquellos que 

deberían interesar a la sustentabilidad y la 

protección del medio ambiente. 

 

2. Los Lineamientos de la ASEA tampoco 

consideran la liberación de contaminantes 

altamente tóxicos a la atmósfera como un peligro 

a considerar en las actividades de explotación y 

extracción en yacimientos no convencionales. 

Esto, porque su artículo 12 establece que las 

empresas reguladas deberán identificar, por sí 

mismas, los peligros asociados a las actividades 

antes mencionadas. Entre esos peligros considera 

el ruido, el manejo de materiales y residuos 

peligrosos, los impactos ambientales, los fluidos 

en contenedores de presión, las emisiones de 

metano, las explosiones, choques o colisiones y las 

instalaciones eléctricas, pero no contemplan la 
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obligación de informar sobre la potencial emisión 

de materiales radioactivos que, como hemos 

mencionado antes, tienen un impacto en la salud 

de las personas de las poblaciones cercanas a los 

pozos donde se lleva a cabo el fracking. 

 

3. Además de la insuficiencia en la regulación de 

la prevención de riesgos y daños al medio 

ambiente, el artículo 13 de estos Lineamientos 

permite a las empresas reguladas hacer su propia 

evaluación sobre la frecuencia, probabilidad e 

impacto de posibles situaciones de riesgo o 

emergencia; es decir, que no se exige de las 

autoridades una evaluación imparcial que pueda 

imponer controles y supervisión a las empresas 

que lleven a cabo fracking. 

 

4. Como antes se estableció, se ha encontrado 

evidencia respecto al aumento en la actividad 

sísmica en zonas donde se realizan operaciones de 

fracking, a causa de las perforaciones que las 

empresas llevan a cabo para la construcción de 

pozos. A razón de esto, por ejemplo, el Reino 

Unido suspendió este método de extracción de 

hidrocarburos desde 2019, por temor a que pueda 

inducir a una mayor actividad sísmica. 

 

A este respecto, observamos que los Lineamientos 

de la ASEA exigen a las empresas reguladas 

informar y conservar los documentos que den 

cuenta de la actividad sísmica en las áreas 

autorizadas para la extracción en yacimientos no 

convencionales, pero no contemplan de forma 

alguna el monitoreo de la actividad sísmica que 

puede generarse como consecuencia de dichas 

actividades. 

 

5. Otros problemas de regulación ambiental 

detectados son: 

 

 Los lineamientos para reducir los riesgos e 

impactos ambientales establecidos en el 

artículo 41 no especifican procedimientos de 

mitigación del riesgo en la preparación, 

acondicionamiento, uso, manejo y disposición 

final de los fluidos y materiales utilizados; 

 

 Las empresas reguladas no están obligadas 

a realizar el tratamiento del fluido de retorno 

para disminuir con ello el volumen de aguas de 

primer uso en los trabajos de fracturación, sino 

que podrán realizarlo “cuando sea posible”; 

 

 Las empresas reguladas definen por ellas 

mismas las características de peligrosidad del 

fluido de retorno, además que no están 

obligados a entregar esa información a menos 

que la autoridad la requiera; 

 

 Existe ambigüedad respecto a “las mejores 

prácticas” con las cuales deben construirse los 

pozos de disposición para el fluido de retorno, 

mismo que, en caso de permanecer en el 

subsuelo, puede tener implicaciones para la 

calidad del agua subterránea. Si además 

consideramos que los Lineamientos de 

Conagua no exigen una disposición específica 

para las aguas residuales que se producen con 

las actividades de extracción aquí estudiadas, 

los riesgos aumentan; y 

 

 Únicamente se prevén disposiciones para 

prevenir fugas de gas metano, sin embargo, 

existe evidencia sobre una gran cantidad de 

otros contaminantes a la atmósfera que tienen 

repercusiones importantes para la salud, y que 

no están siendo tomados en cuenta para evitar 

los riesgos asociados a ellos. 

 

6. Tanto los lineamientos emitidos por Conagua, 

como los emitidos por la ASEA, adolecen de 

problemas de ambigüedad, imprecisión e 

insuficiencia en la regulación del impacto 

ambiental. 

 

Adicionalmente, como adelantamos en el punto 5, 

en los Lineamientos se observan disposiciones 

diversas que permiten una autorregulación por 

parte de las empresas interesadas, lo que 

consecuentemente genera una ausencia por parte 

de la autoridad para hacer valer ciertos controles 

que eviten la ocurrencia de emergencias o daños al 

medio ambiente. Ejemplo de ello es el artículo 23, 

que reconoce la figura de los terceros autorizados 

para evaluar y dictaminar técnicamente el 



Enlace Parlamentario 112  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

cumplimiento de la normatividad aplicable por 

parte de las empresas que presentan proyectos de 

exploración o extracción, situación que no 

garantiza imparcialidad ni confiabilidad en la 

evaluación que de las empresas se haga. 

 

Otro ejemplo se encuentra en el artículo 27, que 

exige a las empresas reguladas la no afectación de 

áreas ambientales sensibles, corrientes perennes, 

cuerpos de agua y núcleos poblacionales, lo cual 

se determina a partir de los resultados derivados 

de un Análisis de Riesgos elaborado por la propia 

empresa, de conformidad con el artículo 10 de los 

Lineamientos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Una vez expuesto el análisis sobre la insuficiencia 

regulatoria en materia de prevención de daños a la 

salud humana, el medio ambiente y la calidad del 

agua de los Lineamientos emitidos por la Conagua 

y la ASEA para las actividades de explotación y 

extracción de hidrocarburos en yacimientos no 

convencionales, conviene recordar que en la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión se 

encuentran pendientes de dictamen dos iniciativas 

presentadas durante esta LXIV Legislatura.  

 

Las iniciativas turnadas a la Comisión de Energía 

plantean reformar la Ley de la Agencia Nacional 

de Seguridad Industrial y de Protección al Medio 

Ambiente del Sector Hidrocarburos, para prohibir 

la práctica del fracking, entre otras cuestiones: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

Proponente Fecha de 

Presentación 

Proyecto de Decreto  Texto Normativo Propuesto 

Benjamín Robles 

Montoya (PT) 

 

22 de 

noviembre de 

2018 

Que adiciona el 

artículo 6o. de la Ley 

de la Agencia 

Nacional de 

Seguridad Industrial y 

de Protección al 

Medio Ambiente del 

Sector Hidrocarburos, 

para prohibir la 

técnica de extracción 

de hidrocarburos 

denominada de 

fracturación 

hidráulica o fracking. 

Artículo 6o. ... 

I. En materia de Seguridad Industrial y 

Seguridad Operativa:  

a) a d) ... 

II. En materia de protección al medio ambiente:  

a) a j) ... 

k) Se prohíbe el uso de la técnica de 

explotación No Convencional de 

hidrocarburos denominada fracturación 

hidráulica o fracking, hasta cuando se 

demuestre científicamente que garantiza el 

derecho de toda persona a vivir en un medio 

ambiente sano para su desarrollo, salud y 

bienestar.  

María Guadalupe 

Almaguer Pardo 

(PRD) 

6 de febrero 

de 2019 

Que reforma y 

adiciona diversas 

disposiciones de la 

Ley de la Agencia 

Nacional de 

Seguridad Industrial y 

de Protección al 

Medio Ambiente del 

Sector Hidrocarburos, 

en materia de 

fracking.  

Artículo 22. Cuando alguna obra o instalación 

represente un Riesgo Crítico en materia de 

Seguridad Industrial, Seguridad Operativa o de 

protección al medio ambiente, la Agencia podrá 

ordenar cualquiera de las siguientes medidas de 

seguridad: 

I a la V. ...  

VI. Prohibir o postergar los permisos de 

exploración o extracción de hidrocarburos con 

el método de fractura hidráulica por el principio 

precautorio.  
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Por las razones antes expuestas, consideramos de 

interés público conocer si durante el actual 

gobierno se han llevado a cabo actividades de 

extracción de hidrocarburos en yacimientos no 

convencionales por parte de Pemex o alguna de 

sus empresas productivas; así como si se ha dado 

cumplimiento a la normatividad emitida por 

Conagua y la ASEA en esta materia, misma que –

como hemos explicado reiteradamente a lo largo 

de este documento– es insuficiente para prevenir 

efectivamente los daños a la salud humana, el 

medio ambiente y la calidad del agua, asociados a 

la práctica del fracking. 

 

Por lo anteriormente expuesto, se proponen el 

siguiente: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Primero.- La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, 

al director de Petróleos Mexicanos a transparentar 

si esta empresa productiva del Estado ha realizado 

actividades de exploración y extracción de 

hidrocarburos en yacimientos no convencionales, 

particularmente en los pozos Maxochitl-1Exp; 

Kaneni-1Exp; y Pankiwi-1Exp, ubicados en 

Puebla y Veracruz. 

 

Segundo.- La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, 

al director de Petróleos Mexicanos a que, en caso 

de haber realizado actividades de extracción de 

hidrocarburos en los pozos señalados en el primer 

punto, transparente los documentos que den 

cuenta del cumplimiento de la normatividad 

vigente emitida por la Comisión Nacional del 

Agua en materia de protección y conservación de 

las aguas nacionales en actividades de exploración 

y extracción de hidrocarburos en yacimientos no 

convencionales; así como de la normatividad 

vigente en materia de seguridad industrial, 

seguridad operativa y protección al medio 

ambiente para realizar actividades de exploración 

y extracción de hidrocarburos en yacimientos no 

convencionales en tierra, emitida por la Agencia 

Nacional de Seguridad Industrial y de Protección 

al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos. 

Tercero.- La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a 

la Comisión Nacional del Agua y a la Agencia 

Nacional de Seguridad Industrial y de Protección 

al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, a 

transparentar los dictámenes técnicos presentados 

por Petróleos Mexicanos para informar del 

cumplimiento de la normatividad emitida por 

dichas dependencias en materia de exploración y 

extracción de hidrocarburos en yacimientos no 

convencionales, particularmente, respecto de los 

pozos señalados en el primer punto. 

 

Cuarto.- Se exhorta, respetuosamente, a la 

Comisión de Energía de esta H. Cámara de 

Diputados a continuar con el análisis y discusión 

de las iniciativas con proyecto de decreto 

presentadas por legisladores de esta LXIV 

Legislatura, en las cuales se propone la 

prohibición de la práctica del fracking en nuestro 

país, a fin de evitar los daños a la salud humana y 

al medio ambiente asociados a este método de 

extracción de hidrocarburos, en atención al 

principio precautorio en materia ambiental. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputada Laura Mónica Guerra Navarro 
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DE LA DIPUTADA SOCORRO LÓPEZ MARTÍNEZ 

CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA AL GOBIERNO DEL ESTADO DE 

JALISCO, AL SISTEMA INTERMUNICIPAL DE LOS 

SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y 

ALCANTARILLADO Y A LOS GOBIERNOS 

MUNICIPALES DE GUADALAJARA, TONALÁ, 

TLAQUEPAQUE Y ZAPOPAN A GARANTIZAR EL 

ACCESO DE AGUA POTABLE A LA POBLACIÓN  

 

La que suscribe, diputada federal Socorro López 

Martínez, integrante de la LXIV Legislatura del 

Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario 

de Morena, con fundamento en el artículo 6, 

numeral 1, fracción I, y artículo 79, numeral 1, 

fracción II, y numeral 2, fracción III, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta 

a esta soberanía la proposición con punto de 

acuerdo para exhortar, respetuosamente, a las 

autoridades competentes a atender la problemática 

derivada de los cortes de suministro de agua 

potable por la escasez de agua en la Presa 

Calderón en el estado de Jalisco, al tenor de las 

siguientes: 

 

Consideraciones 

 

En el año 2010, durante la Asamblea General de 

las Naciones Unidas, el organismo internacional 

con sede en Ginebra hizo constatar que el derecho 

al agua y su respectivo saneamiento es un 

elemento imprescindible e inalienable para una 

vida humana digna. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/apropos

ito/2018/agua2018_Nal.pdf 
2 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletine

s/2021/EstSociodemo/ResultCenso2020_Nal.pdf 

En nuestro país, según cifras del Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía (Inegi), reporta que del 

total de hogares solo el 68% del total cuenta con 

una dotación diaria de agua, mientras que el 7% no 

reciben agua por tubería o la consiguen de otros 

lugares, siendo, 22 millones 428 mil 142 y dos 

millones 085 mil 208, respectivamente. A pesar de 

que el 93% del total, es decir, 30 millones 840 mil 

62, cuentan con una infraestructura para tener 

acceso a esta1, tal y como se aprecia en el siguiente 

cuadro.  

 

Considerando la composición de personas por 

hogar en el país, con base en el comunicado de 

prensa núm. 24/21 del Inegi2 (3.6 personas por 

vivienda), da como resultado que, 37 millones 789 

mil 600 personas no cuentan con un servicio diario 

de agua, mientras que 7 millones 506 mil 748 

personas no reciben este servicio.  

 

Garantizar el acceso de agua potable como 

derecho humano básico inalienable para el 

desarrollo integral de todo individuo dentro del 

territorio, está integrado en los artículos 1o, 4o y 

115o de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos (CPEUM).  

 

El artículo 1o establece que “todas las personas 

gozarán de los derechos humanos reconocidos en 

esta Constitución y en los tratados internacionales 

de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 

de las garantías de su protección.”3 

 

  

3 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf_mov/Consti

tucion_Politica.pdf 
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Por su parte, en el artículo 4, en el párrafo sexto, 

queda expresado de manifiesto que “toda persona 

tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento 

del agua para consumo personal y doméstico en 

forma suficiente, salubre, aceptable y asequible”4. 

Mientras que en la fracción III, inciso a) del 

artículo 115, queda definido que será 

responsabilidad y obligación de los municipios las 

funciones correspondientes a “agua potable, 

drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición 

de aguas residuales.”5 Actualmente, en la zona 

metropolitana de Guadalajara6, población de más 

de cinco millones de habitantes, se encuentra en 

                                                 
4 Ídem. 
5 Ídem. 
6 Conformada por los municipios de Guadalajara, Zapopan, 

San Pedro Tlaquepaque, Tonalá, El Salto y Tlajomulco de 

Zúñiga, Juanacatlán, Ixtlahuacán de los Membrillos, Acatlán 

de Juárez y Zapotlanejo en los Altos de Jalisco 
7 Alberos, Artesanos, Altus Tlaquepaque, Arrayanes, 

Balcones Santa María, Campesino, Cantera Colorada, 

Colorines, El Jagüey, El Vergel, Fovissste Miravalle, 

Jardines de San Martín, La Floresta, Las Lomas Residencial, 

Lomas del Cuatro, Miravalle, Nueva España, Nueva Santa 

María, Órgano, Santa Cruz de Las Huertas, Vergelito y 

Villas del Tapatío 
8 Alamedas de Zalatitán, Cd. Aztlán, Fidel Velázquez, La 

Jalisco 2da. Sección, La Mesa, Las Lomas, Loma Dorada, 

Los Pocitos, Mirador I y II, Pinar de Las Palomas, Privada 

de La Reyna, Rey Xólotl, Tonantzín, Valenciana, Vistas del 

Rey, Xocoxóchilt y Zalatitán 
9 https://www.siapa.gob.mx/prensa/siapa-inicia-estrategia-

para-garantizar-el-abasto-de-agua-en-el-amg 
10 Agraria, Agua Fría, Alamedas de Tesistan, Alcázar 

Oriente, Altamira, Arroyo Hondo, Arboledas, Atlas 

Colomos, Auditorio, Balcones de La Cantera, Belenes 

Norte, Benito Juárez, Bosque Escondido, Cabañitas, Cantera 

Morada, Canteros, Colinas de Tabachines, Conjunto Patria, 

Constitución, Constituyentes, Crucero de La Mesa, Crucero 

de La Azalea, Crucero de Los Novelistas, Crucero de 

División del Norte, Ecológica, Seattle, El Capullo, El 

Paraíso, El Prado, El Vigía, Emiliano Zapata, Fovissste, 

Guadalajarita, Gusa, Hacienda de Las Lomas, Indígena de 

Mezquitán, Industrial Los Belenes, Jacarandas, Jardines de 

La Esperanza, Jardines de La Patria, Jardines de Los 

Belenes, Jardines de Tabachines, Jardines del Auditorio, 

Jardines del Porvenir, Jardines del Vigía, Jardines Seattle, 

Jardines Universidad, Jardines Vallarta, Juan Manuel 

Vallarta, Junta de Los Ocotes, La Aurora, La Coronilla, La 

Experiencia, La Higuera, La Martinica, Lagos del Country, 

Las Palmas, Laureles, Lindavista, Loma Blanca, Loma Real, 

Lomas de Tabachines, Lomas del Bosque, Lomas del 

Pedregal, Lomas del Refugio, Lomas del Valle, Lomas del 

Vergel, Los Frailes, Los Maestros, Los Naranjos, Mesa 

una gran problemática ante la severa escasez de 

agua potable. Los municipios afectados son los de 

Zapopán, Tlaquepaque, Tonalá78 y Guadalajara, 

conformando más de 213 colonias afectadas según 

lo declarado en el comunicado del Sistema 

Intermunicipal de los Servicios de Agua 

(SIAPA).9 El municipio de Zapopan es el que más 

concentra colonias afectada, pues engloba el 

64.32% del total, con 13710; Guadalajara con 3411 

colonias (15.96%), Tlaquepaque con 2212 

(10.33%) y Tonalá con 2013 (9.39%). 

 

  

Colorada Poniente, Mesa de Los Ocotes, Miguel Hidalgo, 

Mirador Escondido, Molino del Salvador, Nueva España, 

Nuevo Vergel, Patria Universidad, Pino Suárez, Pontevedra, 

Puerta Aqua, Puerta de Plata, Puerta de Hierro, Puerta del 

Bosque, Puerta del Roble, Quintas del Federalismo, 

Rinconada del Auditorio, Real del Bosque, República, Royal 

Country, San Bernardo, San Francisco,San Isidro Ejidal, San 

José del Bajío, San Miguel De La Colina, Santa Fe, Santa 

Isabel, Santa Margarita 1ra. Sección, Seattle, Tabachines, 

Tepeyac, UAG, Unidad José Luis López Portillo, Vallarta 

Universidad, Valle de Atemajac, Víctor Hugo, Vigusa, Villa 

Coral, Villa de Guadalupe, Villa Magna, Villa Universitaria, 

Villas Belenes, Villas del Márquez, Villas San Ignacio, Vista 

Hermosa, Zapopan Centro, Zoquipan y Zoto Grande 

Residencial 
11 Alcalde Barranquitas, Autocinema, Balcones de 

Huentitán, Centro, Centro Barranquitas, Colinas de 

Huentitán, Colinas de San Javier, Colinas Residencial, 

Colomos, Colomos Providencia, Country Club, División del 

Norte, El Jagüey, El Retiro, Fovissste Estadio, Huentitán El 

Bajo, Independencia, Infonavit Estadio, Infonavit 

Independencia, La Normal, Lomas de Independencia, 

Lomas del Paraíso I, Lomas del Paraíso II, Lomas del 

Paraíso III, Mezquitán, Panorámica de Huentitán, Popular N. 

9, Rancho Nuevo, Ricardo Flores Magón, San Elías, San 

Patricio y Santa Elena de La Cruz 
12 Alberos, Artesanos, Altus Tlaquepaque, Arrayanes, 

Balcones Santa María, Campesino, Cantera Colorada, 

Colorines, El Jagüey, El Vergel, Fovissste Miravalle, 

Jardines de San Martín, La Floresta, Las Lomas Residencial, 

Lomas del Cuatro, Miravalle, Nueva España, Nueva Santa 

María, Órgano, Santa Cruz de Las Huertas, Vergelito y 

Villas del Tapatío 
13 Alberos, Artesanos, Altus Tlaquepaque, Arrayanes, 

Balcones Santa María, Campesino, Cantera Colorada, 

Colorines, El Jagüey, El Vergel, Fovissste Miravalle, 

Jardines de San Martín, La Floresta, Las Lomas Residencial, 

Lomas del Cuatro, Miravalle, Nueva España, Nueva Santa 

María, Órgano, Santa Cruz de Las Huertas, Vergelito, Villas 

del Tapatío, Jalisco III Sección, Jalisco IV Sección y Lomas 

del Laurel I 
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Las causas explicadas por el Gobierno de Jalisco y 

el SIAPA es que las pocas lluvias presentadas 

durante el año pasado “no fue lo suficientemente 

vasto para mantener el volumen necesario de la 

presa de Calderón en Jalisco que es una de las 

principales fuentes que abastece agua en bloque 

para el proceso de potabilización y distribución en 

una zona del Área Metropolitana de Guadalajara. 

Por tal razón, no se podrá extraer líquido para su 

distribución, aunado a otras circunstancias como 

el inicio del estiaje y las altas temperaturas que se 

han presentado en los últimos días.”14 

 

A pesar de las condiciones naturales que 

originaron la escasez, es responsabilidad de los 

municipios, y las instituciones correspondientes, 

garantizar este importante recurso de manera total 

y establecer alternativas eficientes para que sufran 

de la carencia de agua. Por otra parte, la mala 

planeación e incapacidad técnica del SIAPA, ha 

contribuido a que esta situación empeore aún 

más15.  

 

Diversos pobladores de las colonias provenientes 

de los municipios antes mencionados han 

                                                 
14 https://www.siapa.gob.mx/prensa/siapa-inicia-estrategia-

para-garantizar-el-abasto-de-agua-en-el-amg 
15 

https://www.jornada.com.mx/notas/2021/03/10/estados/esc

asez-de-agua-afecta-a-miles-en-guadalajara/ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

demandado que se reestablezca el servicio, a razón 

de que el abasto de pipas es insuficiente, medida 

que el gobernador de Jalisco ha impulsado para 

cubrir esta problemática y que ha resultado 

ineficiente16.  

 

Ante tal panorama violatorio de los derechos 

humanos, la misma Comisión Estatal de Derechos 

Humanos Jalisco (CEDHJ) ha exhortado al 

“Sistema Intermunicipal de Agua Potable y 

Alcantarillado y a los Ayuntamientos del Área 

Metropolitana de Guadalajara, […] informen con 

toda claridad el origen de la escasez de agua 

potable para que, conscientes de su alta 

responsabilidad en la toma de decisiones, ante la 

insuficiencia en el abastecimiento, se lleven a cabo 

las acciones de coordinación y de todas las que 

resulten accesorias a fin de atender las deficiencias 

técnicas y se garantice el acceso en condiciones de 

calidad, accesibilidad, asequibilidad, no 

discriminación y participación ciudadana.” 17 

 

Es necesario definir nuevas líneas de acción para 

emitir estrategias más eficientes para que se le 

proporcione el acceso al agua y garantizar que 

16 https://www.informador.mx/jalisco/Ciudadanos-se-

manifiestan-en-demanda-de-agua-en-la-ZMG-20210312-

0113.html 
17 

http://cedhj.org.mx/recomendaciones/pronunciamientos/20

21/Pronunciamiento%20desabasto%20del%20agua.pdf 

Número de colonias sin acceso a agua por municipio en la ZMG 

 

Zona Metropolitana de Guadalajara  

Municipio  

Zonas de Influencia de la Presa Calderón  

Zapopan Guadalajara  Tonalá  Tlaquepaque  Total 

118 32 3 0 153 

Zonas Vulnerables  

Zapopan Guadalajara  Tonalá  Tlaquepaque  Total 

16 2 17 22 57 

Zona No Incorporada 

Zapopan Guadalajara  Tonalá  Tlaquepaque  Total 

3 0 0 0 3 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de SIAPA 
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todos los residentes de las zonas más afectadas 

puedan dejar de afrentarse a esta problemática. 

Tales como un acceso más intensivo de pipas de 

agua a la población, para que no deban adquirirla 

con privados, y se garantice en condiciones de 

calidad, accesibilidad, asequibilidad y no 

discriminación. 

 

Es por lo anteriormente expuesto que someto a 

consideración de esta honorable asamblea, la 

siguiente proposición con: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, 

al Gobierno Estatal de Jalisco, al Sistema 

Intermunicipal de los Servicios de Agua Potable y 

Alcantarillado y a los gobiernos municipales de 

Guadalajara, Tonalá, Tlaquepaque y Zapopan, 

para que dentro del ámbito de sus atribuciones 

garanticen el acceso de agua potable a la población 

afectada por los cortes de suministro derivado de 

la escasez de agua de la Presa Calderón. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 marzo de 

2021 

 

Diputada Socorro López Martínez 
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DEL DIPUTADO RODRIGO CALDERÓN SALAS CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA 

SECRETARÍA DE ECONOMÍA A GESTIONAR LA 

DECLARATORIA DE PROTECCIÓN COMO 

DENOMINACIÓN DE ORIGEN DEL LIMÓN PERSA 

 

Quien suscribe, diputado federal Rodrigo 

Calderón Salas, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

del Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

que establecen los artículos 6, numeral 1, fracción 

I, y 79, numeral 1, fracción II y numeral 2, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del pleno la presente proposición 

con punto de acuerdo por el que se exhorta, de 

manera respetuosa, a la Secretaría de Economía 

para que, con base a sus atribuciones, realice 

gestiones para que el Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial inicie el procedimiento para 

que se emita declaratoria de protección como 

denominación de origen al limón persa, con base 

en la siguientes: 

 

Consideraciones 

 

Las denominaciones de origen constituyen el 

sistema utilizado en nuestro país para el 

http://cedhj.org.mx/recomendaciones/pronunciamientos/2021/Pronunciamiento%20desabasto%20del%20agua.pdf
http://cedhj.org.mx/recomendaciones/pronunciamientos/2021/Pronunciamiento%20desabasto%20del%20agua.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2018/agua2018_Nal.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2018/agua2018_Nal.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/EstSociodemo/ResultCenso2020_Nal.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/EstSociodemo/ResultCenso2020_Nal.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf_mov/Constitucion_Politica.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf_mov/Constitucion_Politica.pdf
https://www.siapa.gob.mx/prensa/siapa-inicia-estrategia-para-garantizar-el-abasto-de-agua-en-el-amg
https://www.siapa.gob.mx/prensa/siapa-inicia-estrategia-para-garantizar-el-abasto-de-agua-en-el-amg
https://www.siapa.gob.mx/prensa/siapa-inicia-estrategia-para-garantizar-el-abasto-de-agua-en-el-amg
https://www.jornada.com.mx/notas/2021/03/10/estados/escasez-de-agua-afecta-a-miles-en-guadalajara/
https://www.jornada.com.mx/notas/2021/03/10/estados/escasez-de-agua-afecta-a-miles-en-guadalajara/
https://www.informador.mx/jalisco/Ciudadanos-se-manifiestan-en-demanda-de-agua-en-la-ZMG-20210312-0113.html
https://www.informador.mx/jalisco/Ciudadanos-se-manifiestan-en-demanda-de-agua-en-la-ZMG-20210312-0113.html
https://www.informador.mx/jalisco/Ciudadanos-se-manifiestan-en-demanda-de-agua-en-la-ZMG-20210312-0113.html
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reconocimiento de una calidad diferenciada, de 

características propias debidas al medio 

geográfico en el que se producen las materias 

primas, se elaboran los productos y a la influencia 

del factor humano que participa en la producción 

y en la elaboración. 

 

Por lo tanto, el reconocimiento de una calidad 

superior conlleva la necesidad de protección de 

tales cítricos además de la exigencia del mercado 

y de los consumidores, quienes requieren una 

mayor y mejor información acerca de los 

productos, a la vez que confieren mayor 

importancia a la calidad que a la cantidad de la 

alimentación. De hecho, en los últimos años se ha 

podido identificar una mayor demanda de 

productos específicos y, en concreto, se verifica 

una creciente demanda de productos agrícolas y 

alimenticios de un origen geográfico determinado. 

 

La regulación jurídica de la denominación de 

origen tiene triple finalidad. En primer lugar, 

tiende a fomentar la diversificación de la 

producción agrícola para conseguir un mayor 

equilibrio en el mercado entre la oferta y la 

demanda, pues la promoción de los productos que 

presenten determinadas características resulta 

beneficiosa para las zonas cuya economía es 

fundamentalmente agrícola, se obtiene un grado 

de reconocimiento a nivel local, nacional e 

internacional; el tener un producto alimenticio con 

denominación de origen, da prestigio y hace que a 

nivel global exista un reconocimiento y 

conocimiento del mismo. 

 

En segundo lugar, se pretende informar al 

consumidor, ofreciendo una mayor y mejor 

información; finalmente, la regulación de las 

denominaciones es una medida de protección del 

mercado y de la competencia, impidiendo 

fundamentalmente que ésta sea engañosa y falsa: 

es la protección legal de las denominaciones de 

origen contra productores de otros lugares que 

intentan aprovechar el nombre que han creado los 

                                                 
1 Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad 

Agroalimentaria, SIAP, (2020) Plagas reglamentadas de los 

cítricos, enero de 2021. Sitio web: 

originales, en un largo tiempo de fabricación o 

cultivo. 

 

En nuestro país el Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial (IMPI) es la autoridad 

administrativa y competente para emitir las 

declaratorias de protección de denominaciones de 

origen y autorizar su uso, así como tramitar y en 

su caso otorgar registros de marca, entre otras 

atribuciones. A la fecha, el IMPI ha declarado la 

protección de 14 denominaciones de origen: 

ámbar de Chiapas, arroz del estado de Morelos, 

bacanora, café Chiapas, café Veracruz, charanda, 

chile habanero de la península de Yucatán, mango 

ataulfo del Soconusco de Chiapas, mezcal, 

Olinalá, sotol, talavera, tequila y vainilla de 

Papantla.  

 

Cabe señalar que en nuestro país otro producto a 

destacar de gran relevancia social y económica es 

el limón persa (citrus latifolia tanaka) también 

conocido como limón Tahití, limón pérsico o 

limón sin semilla, un cultivo ícono de México. El 

árbol del limón persa es moderadamente vigoroso, 

de mediano a grande donde puede alcanzar alturas 

de 4.5 a 6 metros, de ramas con pocas espinas 

cortas y puntiagudas. Las hojas son anchas-

lanceoladas y con pecíolos alados; los brotes 

jóvenes son de color purpura que después cambian 

a verde. Posee flores blancas y pequeñas.  

 

El fruto es ovalado y generalmente redondeado en 

la base. La cáscara es verde, con tonalidades 

intensas o claras, delgada, se rompe fácilmente y 

tiene sabor amargo, pesan en promedio 76 gramos. 

El árbol necesita temperaturas entre 22 y 28ºC 

para su buen desarrollo. Requiere lluvias de mil 

doscientos a dos mil milímetros al año, y si se 

riega con frecuencia, crecerá y dará flores 

constantemente. Crece en terrenos con una altitud 

de doscientos a novecientos metros sobre el nivel 

del mar, su vida de anaquel bajo condiciones 

ambientales es de 10 a 15 días.1 

  

https://www.gob.mx/senasica/documentos/plagas-

reglamentadas-de-los citricos-110863 
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En su informe del año comercial 2018/19 el 

Departamento de Agricultura de los Estados 

Unidos (USDA, por sus siglas en inglés) menciona 

que México ocupa el primer lugar a nivel mundial 

en la producción de limón, siendo un cultivo de 

gran importancia nacional, se ubica como el 

primer exportador mundial. En la última década, 

la producción nacional de limón creció a una tasa 

promedio anual de 1.4% y la superficie cultivada 

de limón, presentó un crecimiento de 2.9%, en la 

última década.  

 

Veracruz es el principal estado productor de limón 

persa en el país, con un volumen de producción de 

644,599 mil toneladas, es decir el 30% del total 

nacional. Le siguen en importancia Michoacán, 

Colima y Oaxaca. Esto significa que estos cuatro 

estados concentran el 79% del valor de la 

producción nacional de limón y el 77% del 

volumen de producción. 

  

En Veracruz esta actividad cuenta con más de 250 

mil hectáreas sembradas, de las cuales, 50 mil 

están dedicadas al limón persa, este estado cuenta 

con alrededor de 15 mil productores de limón 

persa, de un total de 25 mil que hay en el padrón 

nacional.2 Es una actividad que genera bienestar a 

las familias veracruzanas, aproximadamente un 

millón 400 mil jornales que se consumen en la 

cosecha, postcosecha y en toda la cadena de este 

producto. Integra a cortadores, prestadores de 

servicios y empacadores. 

 

En la región de Martínez de la Torre es donde se 

concentra la principal producción de limón persa 

en el estado, con alrededor de 30 mil hectáreas 

sembradas, seguido por la región de Cuitláhuac, 

con cerca de 17 mil hectáreas. Cuitláhuac cuenta 

con 11,730 habitantes, de los cuales más del 50% 

se dedican a la agricultura.2 

 

Cuitláhuac cuenta con 15 empacadoras de limón 

persa, las cuales compran el limón producido en el 

municipio y otros municipios vecinos, como 

Yanga, Omealca, Atoyac, Paso del Macho y 

Carrillo Puerto. 

                                                 
2 González C.F, 2015.Compilacion bibliográfica del limón 

persa. Universidad Veracruzana. Orizaba Ver, pag.33-37. 

México dispone de limón durante todo el año, 

acentuando sus meses de mayor producción de 

julio a noviembre, en los cuales se genera 35% de 

la producción; el consumo anual per cápita es de 

14.5 kg. El 91% del limón exportado corresponde 

a limón persa con destino principalmente a 

Estados Unidos, Países Bajos y Reino Unido. En 

los últimos cinco años las exportaciones 

mostraron una tasa media de crecimiento anual de 

8.7%. 

 

La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural 

(Sader) menciona que para el año 2030 el consumo 

y la producción tendrá un aumento de la demanda 

mundial de 4.82 a 5.98 mil millones de toneladas 

(un incremento acumulado de 24%), mientras que 

la producción nacional de limón tiene la capacidad 

de incrementarse de 2.42 a 2.98 mil millones de 

toneladas, lo cual representa un crecimiento 

acumulado de 23.37%; ante este escenario, es 

factible destinar 2.07 mil millones de toneladas al 

consumo nacional y 1.07 mil millones de 

toneladas a las exportaciones. 

 

Aunado a eso, el sector tiene dos formas 

principales de comercialización de sus productos. 

Por un lado, existe un mercado que está basado en 

la comercialización de estos frutos frescos; por 

otro, existe un mercado para aquellos bienes que 

son producto de la transformación industrial de la 

fruta y del aprovechamiento de residuos que ha 

tomado gran importancia y utilidad entre la 

comunidad científica.  

 

Por lo que se ha convertido en una buena 

alternativa para aquellas cosechas que no pueden 

comercializarse por determinadas circunstancias.  

 

Esta es una actividad intensiva en la que participan 

empresas dedicadas a toda la cadena productiva 

(productores, procesadoras, centros de 

distribución y exportadores); produce jugos, 

pulpas, concentrados y frutas en fresco; su 

aprovechamiento ha trascendido el ámbito 

agroalimentario y van desde las aplicaciones 
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convencionales en alimentos, farmacia y 

agricultura, hasta usos ambientales y en energía. 

 

La producción de cítricos tiene un lugar 

importante en la actividad agrícola mundial, por 

resultar rentable para muchos de los países que 

consideran la citricultura como actividad 

prioritaria dentro de su economía. Este sector 

beneficia a la mayor parte de las familias de 

Veracruz.  

 
El limón persa ha llegado a tener precios muy 

favorables para los productores. Sus beneficios 

abarcan toda la cadena del limón para dar mejores 

ingresos a las familias de los jornaleros y 

productores. Por último, el sector cuenta con 

potencial para aumentar su competitividad, su 

valor agregado y la rentabilidad de los agentes 

económicos de la cadena. 

 

Por lo expuesto y fundado, se somete a 

consideración de esta honorable asamblea el 

siguiente: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión exhorta, de manera 

respetuosa, a la Secretaría de Economía para que, 

en el ámbito de sus atribuciones, realice las 

gestiones necesarias para que el Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial inicie el 

procedimiento para emitir declaratoria de 

protección como denominación de origen al limón 

persa. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de marzo de 

2021 

 

Diputado Rodrigo Calderón Salas  

 

 

 
 

 

                                                 
1 Naciones Unidas (2018), La Agenda 2030 y los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible: una oportunidad para América 

Latina y el Caribe (LC/G.2681-P/Rev.3), Santiago.  

DE LA DIPUTADA MARÍA MARIVEL SOLÍS 

BARRERA CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE 

SE EXHORTA A LA SEP A IMPLEMENTAR 

CAMPAÑAS VIRTUALES DE SENSIBILIZACIÓN E 

INFORMACIÓN SOBRE EL TRASTORNO POR 

DÉFICIT DE ATENCIÓN CON HIPERACTIVIDAD 

DURANTE LA PANDEMIA POR COVID-19 

 

La que suscribe, diputada María Marivel Solís 

Barrera, del Grupo Parlamentario de Morena en la 

LXIV Legislatura del honorable Congreso de la 

Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 

I, fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta soberanía la presente 

proposición con punto de acuerdo, al tenor de las 

siguientes: 

 

Consideraciones 

 

El tercer Objetivo del Desarrollo Sostenible 

(ODS), de la Agenda 2030 de la ONU, 

denominado “Garantizar una vida sana y 

promover el bienestar de todos a todas las edades”, 

considera fundamental garantizar una vida 

saludable y promover el bienestar para todos a 

cualquier edad. Por lo considerado, el tercer ODS 

plantea buscar reducir, de aquí a 2030, en un tercio 

la mortalidad prematura por enfermedades no 

transmisibles mediante su prevención y 

tratamiento, así como promover la salud mental y 

el bienestar1. 

 

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha 

reconocido que durante la pandemia de COVID-

19 se ha paralizado el 93% de atención de salud 

mental, mientras que aumenta la demanda. En el 

mismo orden de ideas, la OMS reconoce al 

Trastorno por Déficit de Atención e 

Hiperactividad (TDAH) en su clasificación de los 

trastornos mentales y del comportamiento, 

ubicándolo dentro de los trastornos emocionales y 

del comportamiento que aparecen habitualmente 

en la niñez y en la adolescencia2. Asimismo, 

estudios epidemiológicos estiman que del 3% al 

2 OMS (1994) Guía de bolsillo de la clasificación CIE-1O 

Disponible en el siguiente sitio web:  



Enlace Parlamentario 121  

 

Martes 23 de marzo de 2021 

5% de niñas y niños en el mundo pueden presentar 

un diagnóstico de TDAH. En México se estima 

que hay aproximadamente 33 millones de niños y 

adolescentes, de los cuales 1.5 millones podrían 

ser diagnosticados con TDAH. 

 

En el cuarto párrafo del artículo 4° constitucional 

se reconoce que toda persona tiene derecho a la 

protección de la salud. La Ley General de Salud 

en las disposiciones del artículo 73 establece que 

la Secretaría de Salud, las instituciones de salud y 

los gobiernos de las entidades federativas, en 

coordinación con las autoridades competentes en 

cada materia, fomentarán y apoyarán la difusión 

de las orientaciones para la promoción de la salud 

mental, así como el conocimiento y prevención de 

los trastornos mentales y del comportamiento.  

 

La misma Ley General de Educación, en su 

artículo 7, establece que corresponde al Estado la 

rectoría de la educación; añade, además, la 

obligatoriedad de eliminar toda forma de 

discriminación y exclusión, así como las demás 

condiciones estructurales que se convierten en 

barreras al aprendizaje y la participación; para ello 

establecerá la educación especial disponible para 

todos los tipos, niveles, modalidades y opciones 

educativas, la cual se proporcionará en 

condiciones necesarias, a partir de la decisión y 

previa valoración por parte de los educandos, 

madres y padres de familia o tutores, personal 

docente y, en su caso, por una condición de salud. 

 

Es importante mencionar que el Instituto Nacional 

Psiquiatría “Ramón de la Fuente Muñiz”, como 

parte del Sistema Nacional de Salud, tiene la 

obligatoriedad de contribuir al cumplimiento del 

derecho a la protección de la salud en la 

especialidad de psiquiatría e higiene mental. 

También tiene el objetivo de realizar estudios e 

investigaciones clínicas, epidemiológicas, 

experimentales, de desarrollo tecnológico y 

básicas en las áreas biomédicas, socio médicas, en 

el campo de la psiquiatría y la salud mental lo 

                                                 
https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/42326/847

9034920_spa.pdf;jsessionid=7A6FB64B80F91289EE44AB

BA7BEC0712?sequence=1 

mismo que para la comprensión, prevención, 

diagnóstico y tratamiento de las enfermedades, 

además de la rehabilitación de los afectados, así 

como promover medidas de salud. Dentro de sus 

funciones se añaden la de asesorar y formular 

opiniones a la Secretaría de Salud cuando sea 

requerido para ello3. 

 

En el caso específico el TDAH es un padecimiento 

que se caracteriza por alteraciones cognoscitivas, 

conductuales, emocionales y sociales, las cuales 

repercuten en el comportamiento global de la 

persona. Para quienes padecen TDAH es frecuente 

que durante la infancia les cueste trabajo 

concentrarse y comportarse funcionalmente, pero 

cuando crecen y persisten dichas conductas, puede 

sospecharse de dicho trastorno. Algunas 

conductas características de esta condición 

consisten en fantasear en exceso, olvidar o perder 

cosas con frecuencia, moverse nerviosamente, 

hablar mucho, cometer errores por descuido o 

correr riesgos de más, poca resistencia a la 

tentación, no respetar turnos y dificultad para 

llevarse bien con los demás. 

 

Se identifican tres tipos de TDAH. En uno 

predomina la falta de atención, que dificulta a la 

persona organizarse o acabar una tarea, prestar 

atención a detalles, seguir instrucciones o 

conversaciones, distraerse con facilidad u olvidar 

elementos de la rutina diaria. En otro tipo de 

TDAH resaltan la hiperactividad e impulsividad, 

la persona se mueve mucho y habla mucho; se le 

dificulta permanecer sentada al comer o hacer la 

tarea; los niños más pequeños corren, saltan o 

trepan constantemente. La persona inquieta e 

impulsiva puede interrumpir a otros, tomar cosas 

que no le pertenecen o hablar en momentos 

inapropiados; se le dificulta esperar su turno o 

seguir instrucciones. La persona con impulsividad 

puede sufrir más accidentes y lesiones que los 

demás. También pueden presentarse los síntomas 

de los dos tipos anteriores combinados en la 

persona, en el tercer tipo de TDAH.  

3 INPRFM (2018). Estatuto Orgánico. Disponible en el 

siguiente sitio web:  

http://inprf.gob.mx/normateca/archivos/estatuto_organico_

2018.pdf 

http://inprf.gob.mx/normateca/archivos/estatuto_organico_2018.pdf
http://inprf.gob.mx/normateca/archivos/estatuto_organico_2018.pdf
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Se desconocen las causas y los factores de riesgo 

del TDAH, pero las investigaciones indican que la 

genética juega papel importante. Asimismo, el 

desarrollo de este padecimiento puede estar 

influido por una lesión cerebral, la exposición 

ambiental a sustancias tóxicas (plomo, alcohol o 

tabaco), el parto prematuro o un bajo peso al nacer. 

 

El diagnóstico no es sencillo, este padecimiento 

suele confundirse con ansiedad, depresión y 

trastornos del aprendizaje que presentan una 

sintomatología similar. Por ello, los especialistas 

recomiendan realizar un examen médico, con 

pruebas auditivas y de la visión, además de que, 

para realizar un diagnóstico adecuado, se deben 

recolectar antecedentes del niño por parte de los 

padres, los maestros y del propio niño. 

 

El Trastorno por Déficit de Atención e 

Hiperactividad (TDAH) es un problema de salud 

pública que afecta el desarrollo y calidad de vida 

de las personas. Inicia antes de los seis años, con 

incidencia del 5 al 7% en niños y un poco más bajo 

en niñas; en la adolescencia prevalecen los 

síntomas y en la adultez persiste hasta en un 50%. 

 

Del 19 al 37% de quienes lo padecen presentan 

algún tipo de trastorno en el estado de ánimo como 

depresión, disturbio bipolar o temperatura más alta 

de lo normal y prolongada. Aproximadamente la 

mitad de los infantes con este trastorno continúa 

presentando los síntomas en la edad adulta, y tiene 

problemas en las relaciones emocionales y de 

pareja. 

 

Es determinante el diagnóstico oportuno de la 

enfermedad, pues su tratamiento permite 

disminuir los riesgos que conlleva, como sufrir 

maltrato infantil, rechazo escolar, aislamiento 

social, y en los adolescentes, el consumo de 

sustancias nocivas para su salud. 

 

En el prolongado confinamiento al que nos ha 

obligado la pandemia por COVID-19, las niñas y 

los niños que viven con este padecimiento 

afrontan mayores dificultades que los demás 

miembros de las familias. Muchas familias pueden 

no estar manejando de la mejor manera situaciones 

críticas cuando algún miembro de ellos padece 

TDAH, sobre todo, por falta de conocimiento o 

capacitación. 

 

El desarrollo de la tecnología permite aprovechar 

medios de comunicación tradicionales, así como 

las llamadas redes sociales, que pueden 

aprovecharse para llevar mensajes de 

sensibilización e información de fuentes 

confiables sobre TDAH a todos los miembros de 

las familias. 

 

Por lo anterior, se busca exhortar a la Secretaría de 

Educación Pública para que, en coordinación con 

la Secretaría de Salud y el Instituto Nacional de 

Psiquiatría “Ramón de la Fuente Muñiz”, se 

cuente con una campaña de sensibilización por 

parte de las instituciones educativas y, con base en 

el apoyo técnico de profesionales de la salud, se 

elaboren materiales gráficos y audiovisuales en 

formatos sencillos y comunicables que apoyen la 

identificación del TDAH y su mejor manejo en los 

hogares durante el confinamiento.  

 

La campaña virtual de información y 

sensibilización sobre TDAH podrá enlazar a 

familias, docentes y especialistas en salud mental 

para que éstos ayuden a identificar síntomas y 

conductas, pero también para brindar apoyos 

especializados y posibilidades de 

acompañamiento comunitario ante el problema. 

 

Por lo anteriormente expuesto, se propone el 

siguiente: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a 

la Secretaría de Educación Pública para que, en el 

ámbito de su competencia, y en coordinación con 

la Secretaría de Salud y el Instituto Nacional de 

Psiquiatría “Ramón de la Fuente Muñiz”, 

implemente una campaña virtual de 

sensibilización e información sobre trastorno por 

déficit de atención con hiperactividad (TDAH), 

durante la actual de la pandemia por COVID-19. 
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https://www.who.int/topics/mental_health/es/  

https://www.cdc.gov/ncbddd/spanish/adhd/index.html  

https://cuidateplus.marca.com/enfermedades/neurologicas/t

rastorno-deficit-atencion-hiperactividad.html  

http://www.scielo.org.mx/pdf/sm/v34n2/v34n2a8.pdf  

https://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2017_867.ht

ml  

https://www.gaceta.unam.mx/hiperactividad-y-deficit-de-

atencion-problema-de-salud/ 
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